252
[image: image1.jpg]


[image: image20.png]&y
/ 1)
f.a‘a éa. e i

‘
S

Productor 1



CÁMARA DE DIPUTADOS

3
[image: image21.png]Productor 2 i




[image: image22.png]Productor 3



SESIÓN 117ª, EN MARTES 20 DE ENERO DE 2015

REPÚBLICA DE CHILE

[image: image29.png]



CÁMARA DE DIPUTADOS

LEGISLATURA 362ª

Sesión 117ª, en martes 20 de enero de 2015
(Especial, de 18.39 a 23.12 horas)
Presidencia de los señores Cornejo González, don Aldo;
Carmona Soto, don Lautaro, y González Torres, don Rodrigo.
Presidencia accidental del señor Ortiz Novoa, don José Miguel.
Secretario, el señor Landeros Perkič, don Miguel.

Prosecretario, el señor Rojas Gallardo, don Luis.

REDACCIÓN DE SESIONES

PUBLICACIÓN OFICIAL

ÍNDICE


I.-
ASISTENCIA


II.-
APERTURA DE LA SESIÓN


III.-
ACTAS


IV.-
CUENTA


V.-
TABLA

VI.-
DOCUMENTOS DE LA CUENTA


VII.-
OTROS DOCUMENTOS DE LA CUENTA

ÍNDICE GENERAL

Pág.

5I. ASISTENCIA


9II. APERTURA DE LA SESIÓN


9III. ACTAS


9IV. CUENTA


9V. TABLA


9CREACIÓN DE PACTO DE UNIÓN CIVIL (Segundo trámite constitucional. (Boletines N°s. 7011-07 y 7873-07)


118VI. DOCUMENTOS DE LA CUENTA


1181. Mensaje de S. E. la Presidenta de la República por el cual da inicio a la tramitación del proyecto que “Otorga una bonificación especial para funcionarios públicos de la Región de Atacama que cumplan condiciones que se indican”. (boletín N° 9868-05)


1202. Oficio de S. E. la Presidenta de la República. (boletín N° 9866-04)


1213. Oficio de S. E. la Presidenta de la República. (boletín N° 9868-05)


1214. Informe de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales recaído en el proyecto, iniciado en mensaje, con urgencia “suma”, que “Establece marco para la gestión de residuos y responsabilidad extendida del productor.”. (boletín N° 9094-12)


2355. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores Chávez, Chahin, Flores, Ojeda, Pilowsky, Rincón, Sabag, Torres y Walker, que “Modifica la ley de Bosques y la ley General de Servicios Eléctricos, con el objeto de establecer medidas para prevenir los incendios forestales y los cortes de tendidos eléctricos que los originan”. (boletín N° 9867-01)


2426. Informe de la Dirección de Asuntos Internacionales sobre la participación de los diputados señores Barros, Fuenzalida, León, Monsalve, Núñez, don Marco Antonio, y Rivas en el 23a Foro Parlamentario Asia-Pacífico, efectuado entre los días 10 y 15 de enero de 2015 en Quito, Ecuador.


2517. Informe del diputado señor Kort sobre su participación en las reuniones del Parlamento Latinoamericano (Parlatino), llevadas a cabo entre el 3 y el 6 de diciembre de 2014 en Panamá.


2538. Informe del diputado señor Becker sobre su participación en las reuniones del Parlamento Latinoamericano (Parlatino), llevadas a cabo entre el 3 y el 6 de diciembre de 2014, en Panamá.




VII. OTROS DOCUMENTOS DE LA CUENTA.


1.
Comunicaciones:


-
De la diputada señora Molina por la cual justifica su inasistencia a la sesión ordinaria de hoy, 20 de enero, por actividades propias de la labor parlamentaria. 


-
De la diputada señora Molina por la cual justifica su inasistencia a la sesión especial de hoy, 20 de enero, por impedimento grave. 


-
Del diputado señor Rincón por la cual justifica su inasistencia a la sesión especial de hoy, 20 de enero, y a la sesión ordinaria del día 21 de enero de 2015, por impedimento grave. 


-
Del jefe de bancada de diputados de la Unión Demócrata Independiente por la cual informa que la diputada señora Turres reemplazará al diputado señor Gahona en la Comisión Especial Investigadora Conjunta de las actuaciones del Servicio de Impuestos Internos y la Superintendencia de Valores y Seguros en relación con la fiscalización del grupo de empresas Penta y sus socios controladores, las donaciones a la Universidad del Desarrollo y las contribuciones financieras a partidos políticos, y de las actuaciones del Servicio Electoral frente a las presuntas anomalías en los aportes privados a las campañas parlamentarias y presidenciales, y la participación del Estado en apoyo de una u otra candidatura. 


2.
Nota:

-
Del diputado señor Jackson por la cual informa, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34 del Reglamento de la Corporación, que se ausentará del país por un plazo inferior a treinta días, a contar del 3 de febrero de 2015, para dirigirse a Centro América y Caribe.

I. ASISTENCIA


-Asistieron los siguientes señores diputados: (117)

NOMBRE
(Partido*
Región
Distrito)

Aguiló Melo, Sergio
IND
VII
37

Álvarez Vera, Jenny
PS
X
58

Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo
UDI
VII
38

Andrade Lara, Osvaldo
PS
RM
29

Arriagada Macaya, Claudio
DC
RM
25

Auth Stewart, Pepe
PPD
RM
20

Barros Montero, Ramón
UDI
VI
35

Becker Alvear, Germán
RN
IX
50

Bellolio Avaria, Jaime
UDI
RM
30

Berger Fett, Bernardo
RN
XIV
53

Boric Font, Gabriel
IND
XII
60

Browne Urrejola, Pedro
RN
RM
28

Campos Jara, Cristián
PPD
VIII
43

Cariola Oliva, Karol
PC
RM
19

Carmona Soto, Lautaro
PC
III
5

Carvajal Ambiado, Loreto
PPD
VIII
42

Castro González, Juan Luis
PS
VI
32

Ceroni Fuentes, Guillermo
PPD
VII
40

Chahin Valenzuela, Fuad
DC
IX
49

Chávez Velásquez, Marcelo
DC
VIII
45

Cicardini Milla, Daniella
IND
III
5

Coloma Álamos, Juan Antonio
UDI
RM
31

Cornejo González, Aldo
DC
V
13

De Mussy Hiriart, Felipe
UDI
X
56

Edwards Silva, José Manuel
RN
IX
51

Espejo Yaksic, Sergio
DC
VI
35

Espinosa Monardes, Marcos
PRSD
II
3

Espinoza Sandoval, Fidel
PS
X
56

Farcas Guendelman, Daniel
PPD
RM
17

Farías Ponce, Ramón
PPD
RM
25

Fernández Allende, Maya
PS
RM
21

Flores García, Iván
DC
XIV
53

Fuentes Castillo, Iván
IND
XI
59

Fuenzalida Figueroa, Gonzalo
RN
XIV
54

Gahona Salazar, Sergio
UDI
IV
7

García García, René Manuel
RN
IX
52

Girardi Lavín, Cristina
PPD
RM
18

Godoy Ibáñez, Joaquín
RN
V
13

González Torres, Rodrigo
PPD
V
14

Gutiérrez Gálvez, Hugo
PC
I
2

Gutiérrez Pino, Romilio
UDI
VII
39

Hasbún Selume, Gustavo
UDI
RM
26

Hernández Hernández, Javier
UDI
X
55

Hernando Pérez, Marcela
PRSD
II
4

Hoffmann Opazo, María José
UDI
V
15

Insunza Gregorio de las Heras, Jorge
PPD
IV
9

Jackson Drago, Giorgio
IND
RM
22

Jaramillo Becker, Enrique
PPD
XIV
54

Jarpa Wevar, Carlos
PRSD
VIII
41

Jiménez Fuentes, Tucapel
PPD
RM
27

Kast Rist, José Antonio
UDI
RM
24

Kast Sommerhoff, Felipe
IND
RM
22

Kort Garriga, Issa
UDI
VI
32

Lavín León, Joaquín
UDI
RM
20

Lemus Aracena, Luis
PS
IV
9

León Ramírez, Roberto
DC
VII
36

Letelier Norambuena, Felipe
PPD
VI
33

Lorenzini Basso, Pablo
DC
VII
38

Macaya Danús, Javier
UDI
VI
34

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
16

Melo Contreras, Daniel
PS
RM
27

Meza Moncada, Fernando
PRSD
IX
52

Mirosevic Verdugo, Vlado
Liberal de Chile
XV
1

Monckeberg Bruner, Cristián
RN
RM
23

Monckeberg Díaz, Nicolás
RN
RM
18

Monsalve Benavides, Manuel
PS
VIII
46

Morales Muñoz, Celso
UDI
VII
36

Morano Cornejo, Juan Enrique
DC
XII
60

Nogueira Fernández, Claudia
UDI
RM
19

Norambuena Farías, Iván
UDI
VIII
46

Núñez Arancibia, Daniel
PC
IV
8

Núñez Lozano, Marco Antonio
PPD
V
11

Núñez Urrutia, Paulina
RN
II
4

Ojeda Uribe, Sergio
DC
X
55

Ortiz Novoa, José Miguel
DC
VIII
44

Pacheco Rivas, Clemira
PS
VIII
45

Pascal Allende, Denise
PS
RM
31

Paulsen Kehr, Diego
RN
IX
49

Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Pérez Lahsen, Leopoldo
RN
RM
29

Pilowsky Greene, Jaime
DC
RM
24

Poblete Zapata, Roberto
IND.
VIII
47

Provoste Campillay, Yasna
DC
III
6

Rathgeb Schifferli, Jorge
RN
IX
48

Rivas Sánchez, Gaspar
RN
V
11

Robles Pantoja, Alberto
PRSD
III
6

Rocafull López, Luis
PS
XV
1

Rubilar Barahona, Karla
RN
RM
17

Sabag Villalobos, Jorge
DC
VIII
42

Sabat Fernández, Marcela
RN
RM
21

Saffirio Espinoza, René
DC
IX
50

Saldívar Auger, Raúl
PS
IV
7

Sandoval Plaza, David
UDI
XI
59

Santana Tirachini, Alejandro
RN
X
58

Schilling Rodríguez, Marcelo
PS
V
12

Sepúlveda Orbenes, Alejandra
IND
VI
34

Silber Romo, Gabriel
DC
RM
16

Silva Méndez, Ernesto
UDI
RM
23

Soto Ferrada, Leonardo
PS
RM
30

Squella Ovalle, Arturo
UDI
V
12

Tarud Daccarett, Jorge
PPD
VII
39

Teillier  del Valle, Guillermo
PC
RM
28

Torres Jeldes, Víctor
DC
V
15

Trisotti Martínez, Renzo
UDI
I
2

Tuma Zedán, Joaquín
PPD
IX
51

Turres Figueroa, Marisol
UDI
X
57

Ulloa Aguillón, Jorge
UDI
VIII
43

Urízar Muñoz, Christian
PS
V
10

Urrutia Bonilla, Ignacio
UDI
VII
40

Urrutia Soto, Osvaldo
UDI
V
14

Vallejo Dowling, Camila
PC
RM
26

Vallespín López, Patricio
DC
X
57

Van Rysselberghe Herrera, Enrique
UDI
VIII
44

Venegas Cárdenas, Mario
DC
IX
48

Verdugo Soto, Germán
RN
VII
37

Walker Prieto, Matías
DC
IV
8

Ward Edwards, Felipe
UDI
II
3

-Concurrieron, además, el ministro secretario general de Gobierno, señor Álvaro Elizalde Soto, y el ministro de salud subrogante, señor Jaime Burrows Oyarzún.

-No estuvieron presentes por encontrarse con impedimento grave, la diputada señora Andrea Molina Oliva y el diputado señor Ricardo Rincón González.-
II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 18.39 horas.

El señor CORNEJO (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS

El señor CORNEJO (Presidente).- El acta de la sesión 109ª se declara aprobada.

El acta de la sesión 110ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA

El señor CORNEJO (Presidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.

-El señor ROJAS (Prosecretario) da lectura a la Cuenta.

V. TABLA

CREACIÓN DE PACTO DE UNIÓN CIVIL (Segundo trámite constitucional.
Boletines N°s. 7011-07 y 7873-07)

El señor CORNEJO (Presidente).- Esta sesión tiene por objeto tratar el proyecto de ley, iniciado en moción y mensaje refundidos, que regula el acuerdo de vida en pareja.

Diputados informantes de las comisiones de Constitución, Legislación y Justicia, y de Hacienda son los señores René Saffirio y Sergio Aguiló.

Antecedentes:

-Proyecto del Senado, sesión 77ª de la presente legislatura, en 8 de octubre de 2014. Documento de la Cuenta N° 7. 

-Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, sesión 114ª de la presente legislatura, en 14 de enero de 2015. Documentos de la Cuenta N° 8.

-Informe de la Comisión de Hacienda, sesión 116ª de la presente legislatura, en 20 de enero de 2015. Documentos de la Cuenta N° 11.

El señor CORNEJO (Presidente).- De conformidad con los acuerdos adoptados por los Comités Parlamentarios el miércoles pasado, se otorgará un tiempo de diez minutos a cada bancada. Concluido ese tiempo, se abrirá un nuevo plazo de dos horas que se distribuirá proporcionalmente entre las bancadas para continuar la discusión del proyecto.

Esta iniciativa se discutirá hoy hasta su total despacho.

Tiene la palabra el diputado informante de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia.

El señor SAFFIRIO (de pie).- Señor Presidente, en representación de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, vengo en informar sobre el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional y primero reglamentario, que crea el pacto de unión civil, que refunde en un solo texto el mensaje que crea el acuerdo de vida en pareja (Boletín Nº 7873-07), y la moción del senador Andrés Allamand, que regula la figura contractual denominada acuerdo de vida en común (Boletín Nº 7011-07).

Este proyecto tiene por objeto incorporar un nuevo contrato a nuestro ordenamiento jurídico, denominado pacto de unión civil, y regular los derechos y obligaciones que adquirirán quienes lo celebren.

El texto legal despachado por el Senado consta de 46 artículos permanentes y uno transitorio.

El Título I comprende los artículos 1° a 4°. En ellos se regulan, entre otras materias, la definición del entonces llamado acuerdo de vida en pareja, hoy pacto de unión civil, y los parentescos que se generan.

El Título II reúne los artículos 5° a 11. En ellos se regula el órgano competente ante el cual se celebrará el pacto, los requisitos, el procedimiento, los casos en que falta el consentimiento y las prohibiciones.

El Título III, que incluye los artículos 12 y 13, se refiere a los pactos de unión civil celebrados en el extranjero, a su reconocimiento, validez y efectos patrimoniales.

El Título IV comprende los artículos 14 a 21, relativos a los deberes entre convivientes, efectos patrimoniales, hereditarios y de presunción de paternidad.

El Título V, entre otras materias, establece una serie de disposiciones generales, como la relativa al tribunal competente para conocer de los asuntos a que dé lugar el pacto y aquella que dispone una aplicación genérica al conviviente civil de todas las inhabilidades, incompatibilidades y prohibiciones que afecten a los cónyuges contempladas en leyes y reglamentos.

El Título VI regula todas las materias relativas al término del acuerdo.

El Título VII contiene una serie de adecuaciones a diversos cuerpos legales y hace aplicables al conviviente civil los beneficios, prohibiciones, limitaciones y requisitos que se refieren al cónyuge en el caso del matrimonio.

La disposición transitoria establece que esta ley en proyecto, una vez aprobada, entrará en vigencia seis meses después de publicada en el Diario Oficial.

Después de recibir y escuchar las exposiciones de ministros, organizaciones no gubernamentales, profesores de Derecho Civil y académicos de distintas ramas del Derecho, vuestra comisión votó la idea de legislar en su sesión 63ª, celebrada el 16 de diciembre del 2014, y la aprobó por 11 votos a favor y uno en contra. Votaron por la afirmativa la diputada señora Turres, doña Marisol, y los diputados señores Andrade, don Osvaldo; Ceroni, don Guillermo; Chahin, don Fuad; Coloma, don Juan Antonio; Insunza, don Jorge; Monckeberg, don Cristián; Rincón, don Ricardo; Soto, don Leonardo; Trisotti, don Renzo, y Saffirio, don René. Votó por la negativa el señor Squella, don Arturo.

Cabe hacer presente que durante la discusión particular, vuestra comisión introdujo, entre otras, las siguientes modificaciones al texto aprobado por el honorable Senado:

1. Se sustituyó la expresión “Acuerdo de Vida en Pareja” por “Pacto de Unión Civil” en todos los epígrafes de los títulos y artículos del proyecto de ley.

Debo hacer presente a la honorable Sala que este cambio no es arbitrario, toda vez que todos los países que cuentan con este contrato en su legislación le han dado la denominación de pacto de unión civil, excepto Andorra, que lo conoce como acuerdo de vida en pareja.

2. Se redefinió el pacto de unión civil, incorporando elementos tales como el hecho de que los celebrantes comparten un hogar común. Se mantiene la propuesta del Senado en cuanto al estado civil que se origina entre los contrayentes.

3. En el artículo 3° se optó por una mención genérica de que el pacto no puede estar sujeto a modalidad alguna, en vez de enumerar las modalidades una a una.

4. En el artículo 5° se dispuso que la declaración de los contrayentes, al momento de la celebración, deberá ser bajo juramento o promesa. El resto de las adecuaciones son simplemente de carácter formal.

5. En el artículo 7° se eliminó la posibilidad de que el disipador que se halle declarado en interdicción pueda celebrar el pacto de unión civil.

6. En el artículo 8°, entre los casos que se mencionan en que no existe un consentimiento libre y espontáneo para celebrar el pacto, se precisa que el error recae en la identidad de la persona.

7. Se reemplazó el artículo 10, eliminando la indemnización de los perjuicios causados al hijo o pupilo, por la omisión del inventario.

8. Fue eliminado el artículo 11, que establece para el pacto de unión civil el impedimento impediente de segundas nupcias, norma que tiene por objeto evitar la confusión de paternidades. Vuestra comisión estimó que hoy existen métodos científicos suficientes que permiten determinar con certeza la paternidad. Además, se estimó que consagrar para el pacto de unión civil una norma que data del siglo XIX resulta en la actualidad particularmente discriminatorio para la mujer.

9. En el artículo 12, relativo a los pactos de unión civil celebrados en el extranjero, se incorporó un inciso, a fin de permitir que los matrimonios igualitarios celebrados en el extranjero que cumplan los requisitos establecidos en esta futura ley, puedan ser inscritos en Chile, produciendo los efectos de un pacto de unión civil.

Para los efectos de adoptar esta decisión, la comisión estimó que este contrato regula los efectos civiles o patrimoniales de un vínculo de carácter afectivo y que, por tanto, no parecía razonable que al existir un matrimonio igualitario suscrito legalmente en un país extranjero, este no produjera efecto alguno en Chile. Por esa razón, determinó que ese matrimonio producirá en Chile todos los efectos de un pacto de unión civil respecto de aquellos casos en que, haciendo uso del principio de autonomía de la voluntad, los contrayentes de matrimonio igualitario en el extranjero que libremente lo determinaren, resolvieren inscribirse en el registro que se crea en esta ley en proyecto.

10. Respecto del régimen patrimonial que se aplica entre los contrayentes del pacto de unión civil, se agregaron nuevos incisos al artículo 15, de manera de establecer que los convivientes que hubiesen pactado régimen de comunidad lo puedan sustituir por el de separación de bienes, siempre que cumplan con los requisitos que se señalan en la misma norma, como escritura pública, subinscripción dentro de los treinta días siguientes a la fecha de la escritura, liquidación de la comunidad, etcétera. Asimismo, se regula la inscripción de los pactos celebrados en el extranjero y se señala que el certificado de inscripción, con la subinscripción al margen, constituye título suficiente para solicitar la desafectación de los bienes declarados como familiares.

11. En relación con el tema hereditario, la comisión precisó que el conviviente civil concurre en la sucesión del otro en su calidad de heredero y no como legitimario. Ello se encuentra contemplado en el artículo 16.

12. Se amplió la legitimación activa que cabe al conviviente civil para demandar toda clase de perjuicios derivados de un acto ilícito cometido en detrimento del otro conviviente y no solamente limitado a los perjuicios patrimoniales y morales a que dé lugar el fallecimiento del otro contrayente.

13. Se elimina la presunción de paternidad específica del conviviente varón y se reemplaza por las reglas generales del Código Civil, particularmente las contempladas en su artículo 184.

14. Respecto de la competencia para conocer de los asuntos a que dé lugar el pacto de unión civil, se elimina la doble competencia entre jueces de familia y jueces civiles, la que dependía de la cuestión debatida, por una competencia única del juez de familia. Lo anterior, con el objeto de evitar que se generen cuestiones o conflictos de competencia. Además, se precisa que la liquidación de la comunidad de bienes se regulará por las normas generales sobre la materia.

15. En lo referente al término del pacto de unión civil, se incorporaron al artículo 25 modificaciones, entre las cuales destaco las siguientes:

a) En caso de que termine por mutuo acuerdo, los convivientes civiles deberán acompañar un acuerdo completo y suficiente, semejante al del divorcio, que regule sus relaciones mutuas y con respecto a los hijos comunes, y

b) En caso de que el pacto de unión civil finalice por la causal de voluntad unilateral de uno de los convivientes civiles, la escritura o acta otorgada ante el oficial del Servicio de Registro Civil deberá subinscribirse al margen de la inscripción del pacto y posteriormente notificarse. De esta notificación se exime al conviviente civil que pide el cese, siempre y cuando demuestre que el otro conviviente se encuentra desaparecido o se ignora su paradero.

Respecto de este punto, quiero hacer referencia a un tema que no fue resuelto por la comisión -pido excusas por ello- y respecto del cual en su momento se pedirá la unanimidad para incorporar una indicación que, desde el punto de vista de sus autores, soluciona un tema que es fundamental resolver. Es necesaria la unanimidad de la Sala para incorporar una indicación en cuanto a que el tribunal de familia que haya practicado la notificación a que he hecho referencia del acta o escritura, deberá, además, regular las relaciones con respecto a los hijos comunes en la forma prevista en el artículo 23 de la ley N° 19.947. Esto se refiere, fundamentalmente, al derecho de alimentos. A nuestro juicio, es una omisión que la Sala debe corregir.

Un elemento de relevancia incorporado en este trámite lo constituye el hecho de que, a diferencia de lo aprobado por el honorable Senado, para impetrar la causal de voluntad unilateral, deberá haber transcurrido, a lo menos, un año desde que se celebró el pacto de unión civil.

16. Respecto de las modificaciones adecuatorias a diversos cuerpos legales, la comisión no alteró lo aprobado por el honorable Senado, salvo adecuaciones de carácter formal o en los siguientes aspectos específicos:

a) En lo referente a las enmiendas introducidas por el Senado al Código Penal, se modificó en cada una las disposiciones contenidas en el artículo 39 del proyecto en informe, la alusión a los “padres o hijos”, ya que era redundante, atendido el hecho de que ya se alude a los parientes consanguíneos en toda la línea recta.

b) En la modificación introducida en el artículo 44, que modifica la ley N° 19.947, que establece nueva Ley de Matrimonio Civil, vuestra comisión estimó necesario contemplar la nueva causal de prohibición para celebrar matrimonio, consistente en tener un pacto de unión civil vigente. Esta norma compatibiliza el texto que está proponiendo la comisión con las normas vigentes de la Ley de Matrimonio Civil, incorporando como prohibición para la celebración de un nuevo matrimonio la existencia de un pacto de unión civil vigente, y

c) En lo referente a la modificación que se introduce al artículo 226 del Código Civil, vuestra comisión consideró necesario modificar dicha disposición, ya que si bien la ley exige dos requisitos para determinar a quién corresponde el cuidado personal del menor -velar por el interés superior del niño y confiar ese cuidado a una persona competente-, los que en su opinión son suficientes, igual existe la necesidad de enviar una señal en orden a reconocer expresamente al conviviente civil en esta materia.

17. Se agregaron los siguientes artículos nuevos:

a) Un artículo que adecua en el decreto con fuerza de ley N° 1.282, de 1975, del Ministerio de Hacienda, el arancel que se cobra a los matrimonios celebrados fuera de la oficina del Registro Civil, a los pactos de unión civil, y

b) Se incorporó un nuevo artículo genérico que señala que, mediante un reglamento que llevará la firma del ministro de Justicia, se determinará la forma en que se dará cumplimiento a lo establecido en esta ley. Ello, a fin de evitar las alusiones específicas en ciertas normas a un reglamento que, en definitiva, regularía todos los aspectos de la ley.

Finalmente, se mantiene en el artículo transitorio la entrada en vigencia de la ley, la que será seis meses después de su publicación, pero se agrega un inciso segundo que señala que el reglamento antes mencionado se dictará dentro del mismo plazo.

Es cuanto puedo informar.

He dicho.

-Aplausos en las tribunas.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado informante de la Comisión de Hacienda.

El señor AGUILÓ (de pie).- Señor Presidente, en representación de la Comisión de Hacienda, paso a informar sobre el proyecto de ley en estudio, que tiene algunos efectos presupuestarios que quiero detallar brevemente como un complemento de lo expuesto en forma muy clara por mi colega René Saffirio.
El artículo 6° crea el Registro Especial de Pacto de Unión Civil, a cargo del Servicio de Registro Civil e Identificación. Eso tiene un costo que se contemplará en la Ley de Presupuestos. En su momento daré a conocer las cifras correspondientes.

El artículo 28 establece que, para los efectos del sistema público y privado de salud, el pacto de unión civil permitirá a cualquiera de los convivientes civiles ser carga del otro. Por lo tanto, se genera un costo presupuestario en una doble dimensión. En primer lugar, uno de los eventuales cotizantes deja de serlo para ser carga del otro integrante del pacto de unión civil. Además, existirá una mayor demanda eventual de atenciones sanitarias en el Servicio Nacional de Salud y un incremento en los costos de Fonasa.

El artículo 31 cuenta con dos numerales que modifican el Estatuto Administrativo, en el sentido de incorporar al conviviente civil dentro de los beneficiarios del funcionario que fallezca, tanto de la última remuneración del mes en que ocurriere el deceso como del desahucio. Naturalmente, eso tiene efectos presupuestarios.

Por su parte, el artículo 32 cuenta con dos numerales que modifican el Estatuto Administrativo para funcionarios municipales en el mismo sentido de lo obrado en el artículo anterior respecto de los funcionarios de la administración central del Estado. Por tanto, la última remuneración y el desahucio son de costo fiscal.

El artículo 41 modifica la ley N° 16.271, de impuesto a las herencias, en el sentido de establecer que se hace extensiva la exención del referido impuesto para la asignación correspondiente, en favor del conviviente civil, en la parte que no exceda de las 50 UTA. De manera que la exención existente en esta materia en el régimen matrimonial se hace extensiva al pacto de unión civil.

El artículo segundo transitorio establece lo siguiente: “El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el año presupuestario de entrada en vigencia de la misma, se financiará con cargo a los recursos del Ministerio de Justicia, Ministerio de Salud y en lo que faltare, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público del Presupuesto del Sector Público. En los años siguientes, se financiará con cargo a los recursos que anualmente contemple la Ley de Presupuestos.”. 

Finalmente, se establece que, en régimen, este proyecto de ley irrogará un gasto fiscal de 1.985 millones de pesos.

Las disposiciones que correspondía votar en la Comisión de Hacienda se aprobaron por mayoría de votos. 

Por lo tanto, nos sumamos a lo sugerido por el diputado informante de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, en el sentido de solicitar a la Sala la aprobación, ojalá por unanimidad, del presente proyecto de ley.

Es cuanto puedo informar. 

He dicho.

-Aplausos en las tribunas.

El señor CORNEJO (Presidente).- En discusión el proyecto de ley.

Tiene la palabra, hasta por cinco minutos, el diputado señor Matías Walker.

El señor WALKER.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero saludar a todas las organizaciones representativas de la diversidad sexual que nos acompañan en las tribunas, las que han estado apoyando la tramitación de este proyecto de ley con mucha constancia desde el primer día. Además, felicito el trabajo realizado por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de la honorable Cámara, presidida por el diputado señor Ricardo Rincón.

La Nueva Mayoría, nuestro conglomerado, nació para terminar con la desigualdad y los abusos. Esa fue la idea fundante de este acuerdo político-programático o coalición de gobierno. Nuestro partido, la Democracia Cristiana, siempre ha velado por el respeto a la dignidad de toda persona humana en condiciones de igualdad. Por lo tanto, como Democracia Cristiana, apoyamos este proyecto con la plena conciencia de que está acorde con nuestros principios más fundamentales, que dicen relación con la igual dignidad de toda persona humana.

Quiero recordar el primer proyecto de pacto de unión civil, suscrito por diputados democratacristianos, entre otros, por el actual diputado señor Gabriel Silber y el entonces diputado señor Gabriel Ascencio. 

Queremos destacar las mejoras introducidas a este proyecto: la celebración del pacto de unión civil ante el oficial del Registro Civil y no a través de una escritura pública, como establecía el primer proyecto, tramitado durante el gobierno del Presidente Piñera; la creación de un estado civil para los contrayentes, que es muy importante para los efectos de la dignidad que supone este régimen de convivencia que va a estar plenamente legalizado para parejas heterosexuales y homosexuales; la competencia de los tribunales de familia para estos casos, ya no de los juzgados civiles, como era en un principio, que otorga mayor humanidad al proyecto y hace parte del derecho de familia a estas uniones; la relación de parentesco entre uno de los convivientes y los parientes del otro; el reconocimiento del conviviente civil como carga para efectos del sistema de salud; el hecho, mejorado con la indicación que se presentó, de que el contrayente del pacto de unión civil podrá ser considerado por el juez de familia para efectos de conferir el cuidado personal del hijo en iguales condiciones que los consanguíneos.

(Aplausos)

Señor Presidente, son muchas las mejoras al proyecto que se han introducido durante su tramitación en la Cámara de Diputados.

En la Comisión de Hacienda hicimos ver al ministro Elizalde un tema -fue un aporte de la Comisión de Diversidad Sexual de la Democracia Cristiana, el primer partido que ha formado una comisión política permanente del ámbito de la diversidad sexual-, cual es que debemos incorporar el día de mañana al personal de las Fuerzas Armadas, de Carabineros y de Gendarmería en el régimen previsional para los convivientes, de manera que no exista ningún tipo de discriminación.

El ministro Elizalde se comprometió, y se lo agradezco, que en el marco de la Comisión Bravo, que estudia un nuevo régimen previsional para nuestro país, se incorpore la figura de los nuevos convivientes en el régimen de las Fuerzas Armadas, Carabineros y Gendarmería, y no ya solo respecto de las personas afectas al decreto ley N° 3.500.

Por último, señor Presidente, como jefe de bancada de la Democracia Cristiana, reitero nuestro total respaldo al diputado Claudio Arriagada.

(Aplausos)

Debo decir a Claudio que nos sentimos orgullosos de él como ser humano y como diputado, y que perseguiremos en los tribunales de justicia a los autores de los ataques homofóbicos de los que fue víctima ayer. En efecto, vamos a exigir que se aplique la “Ley Zamudio”, con la agravante de responsabilidad penal, porque él fue víctima de un delito motivado por su orientación sexual.

(Aplausos)

Señor Presidente, parte de los agresores del diputado Arriagada están hoy en las tribunas de la Cámara de Diputados, a quienes decimos que los perseguiremos en los tribunales de justicia, para que un chileno no sea perseguido nunca más por su orientación sexual.

He dicho.

-Aplausos.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora Denise Pascal.

La señora PASCAL (doña Denise).- Señor Presidente, el acuerdo de vida en pareja, hoy pacto de unión civil, busca mejorar las condiciones jurídicas y sociales de dos personas de igual o de distinto sexo, con o sin hijos, que se aman, viven bajo un mismo techo y conforman una familia. En la actualidad, más de dos millones de personas conviven, con o sin hijos, sin posibilidad de regular su régimen patrimonial, de salud previsional o de herencia.

Ser conviviente no significa nada ante la ley. Si por desgracia uno de ellos se enferma o fallece, el otro no tiene derecho a heredar, ni siquiera puede realizar los trámites funerarios, porque solo puede hacerlo su familia directa. Esta ley en proyecto busca superar estos hechos y otros.

Se trata de un tema de derechos humanos, de dignidad y de libertad. Todas las familias merecen protección. Hoy, las que no pueden o no quieren casarse, viven en completa orfandad social, cultural y legal. Como dije, no tienen posibilidad de heredar o de regular su régimen patrimonial, de salud o de tuición, si tuvieran hijos. No son representantes legales de su pareja frente a nada. En consecuencia, no conforman nada, no son una pareja, sino solo dos personas que están juntas.

El proyecto busca hacer realidad un derecho de igualdad ante la ley, mediante nuevas normas y regulaciones que garanticen ese pacto de unión; crea un nuevo estado, de pareja civil; establece parentesco por afinidad, con lo que se adquiere la relación de parientes que una familia tanto necesita para vivir. Quienes han celebrado un pacto de unión civil o contrato equivalente en el extranjero, podrán inscribirlo en Chile.

Por lo tanto, podemos decir que nuestro gobierno, el de Michelle Bachelet, ha cumplido un compromiso que hicimos durante la campaña. Estas nuevas normas, que dicen relación con un derecho humano, pues no son una cuestión valórica ni política, permitirán que personas de un mismo o de diferente sexo que quieran vivir sin casarse, lo puedan hacer. 

En consecuencia, estamos cumpliendo con una deuda que Chile tenía desde hace muchos años. Si miramos los países de muchas partes del mundo, veremos que tienen normas que otorgan derechos a las parejas para llevar una relación distinta.

Finalmente, señor Presidente, anuncio mi voto a favor del proyecto de ley, porque creo que estamos cumpliendo, como dije, con la concreción de un derecho humano que se merecen todos los chilenos.

He dicho.

-Aplausos.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Nicolás Monckeberg.

El señor MONCKEBERG (don Nicolás).- Señor Presidente, estamos llegando a la fase final de la tramitación de un proyecto de ley cuyo propósito inicial era regular los efectos de las uniones de hecho o convivencia de millones de personas que, aunque pudiendo casarse, no lo hacen y, en consecuencia, quedan sin el amparo y la protección de la ley en sus aspectos patrimoniales, sociales y hereditarios. Así lo establece el mensaje del proyecto inicial que ingresó a la Cámara.

Por tal motivo, ese proyecto buscaba hacer prevalecer el principio de la autonomía de la libertad, y, siguiendo la lógica de las desformalización, se quería garantizar y proteger los derechos de las personas que conviven.

El AVP, acuerdo de vida en pareja, como se conocía entonces, se podía celebrar ante un ministro de fe por escritura pública; no existía prohibición de sujetarlo a un contrato a plazo, a condición o a modo; una persona podía poner término unilateralmente a ese acuerdo por escritura pública, sin esperar un plazo; tampoco creaba un estado civil, en fin.

Después de tres años -hay que ser objetivo-, el proyecto cambió mucho, ya que no solo se modificó su nombre, pues ahora se llama pacto de unión civil, sino que también cambió de objetivo radicalmente. En efecto, desde una regulación eminentemente patrimonial, social y hereditaria, se pasó a un reconocimiento simbólico y familiar completamente distinto, lo que cambió por ende la esencia del proyecto.

Ahora, lo que estamos discutiendo es un pacto de unión civil ante un oficial del Registro Civil que, como se dijo, al igual que el matrimonio, crea un estado civil. Al igual que el estado civil de casado o matrimonio, nace un parentesco; al igual que en el matrimonio, tiene vicios de consentimiento especiales; al igual que el matrimonio, tiene una nulidad especial; al igual que el matrimonio, tiene una regulación especial de los pactos celebrados en el extranjero; al igual que el matrimonio, otorga derechos a compensación económica. Además, los conflictos que se suscitan ahora pasan a los tribunales de familia; se aplica a los convivientes el estatuto del bien familiar, en fin.

En consecuencia, a la luz de este nuevo proyecto, distinto del original, hoy corresponde preguntarse -es legítimo hacerlo- ¿a quién beneficia realmente? 

Aquí hay que separar dos grupos: 

En primer lugar, parejas heterosexuales. Señala el proyecto inicial que dos millones de chilenos viven en pareja sin estar casados, pudiendo o no hacerlo, y que se busca ocuparse de eso. 

Hay que ser francos: el pacto de unión civil no cambia en nada, no innova de ninguna manera la situación de las parejas heterosexuales. Si lo que se buscaba con el pacto de unión civil era el resguardo patrimonial de parejas heterosexuales que no pueden o no quieren contraer matrimonio, parece completamente absurdo haber terminado en un proyecto que crea un estatuto igual al del matrimonio, incluso en algunos aspectos rebajado.

¿Por qué podríamos esperar que una pareja de hecho heterosexual acudiera al pacto de unión civil si hoy debe hacer lo mismo respecto del matrimonio y no lo ha hecho libremente?

Más preocupante es el efecto de esto en la jurisprudencia, como lo han manifestado destacados abogados y jueces. Si se aprueba el pacto de unión civil, insisto, para las parejas heterosexuales, los jueces razonablemente podrían pensar, dada la jurisprudencia, que si la pareja no ha regulado su convivencia mediante este pacto es porque no han querido que su relación tenga los efectos de dicho estatuto, por ejemplo, que sus bienes pasen a ser comunes. 

Es sabido que en este tipo de decisiones en la actualidad la jurisprudencia ha favorecido en la inmensa mayoría de los casos a las mujeres y a los niños. 

De manera tal que la pregunta de fondo que este proyecto nos obliga a hacernos respecto de las parejas heterosexuales es si las mujeres y los niños involucrados en ese tipo de relaciones quedan más o menos protegidos con el pacto de unión civil. La respuesta es evidente, y no hay dos opiniones: en el pacto, las mujeres y los niños de parejas heterosexuales quedan menos protegidos que en el matrimonio. 

En cuanto a las uniones de hecho homosexuales, primero tengo la necesidad profunda de señalar que existe y ha existido una realidad indesmentible de actos de violencia sicológica, incluso física, de tratos vejatorios y de discriminaciones arbitrarias en contra de muchas personas simplemente por tener una orientación sexual distinta. Esto, evidentemente -hay que decirlo-, afecta lo más sagrado que posee una persona: su dignidad. 

Cualquiera que sea el concepto de matrimonio que tengamos en esta Sala, nada, nunca, puede justificar la discriminación arbitraria y los actos de violencia que hemos visto en estos 


últimos días solo por tener una orientación sexual distinta. Nadie puede arrogarse el derecho a juzgar ni a apuntar o condenar espiritualmente a otro por esa causa. 

(Aplausos)

En este punto hay que destacar la franqueza y la honestidad con que organizaciones que defienden la diversidad sexual se han planteado en esta discusión. Precisamente a partir de esa franqueza surge una paradoja que hoy quiero levantar, cual es que este estatuto cuasi matrimonial que finalmente estamos creando con el pacto de unión civil no deja conformes a dichas organizaciones, cuyos representantes han señalado en forma reiterada que su aprobación es solo el comienzo, el primer paso hacia el acceso al estatuto pleno del matrimonio, a la adopción de menores y a la homoparentalidad. 

Permítaseme, entonces, hacer la siguiente reflexión: más allá de que estemos o no de acuerdo con el matrimonio, que es la unión entre un hombre y una mujer, orientada hacia los hijos, y que afirmemos que todo niño tiene derecho a una filiación biparental, debemos reconocer que desde la perspectiva de las organizaciones homosexuales, por mucho que el contenido del pacto de unión civil se asimile al matrimonio, simultáneamente estamos generando una discriminación aún mayor que la existente en la actualidad: con este proyecto, las parejas heterosexuales contarán con la posibilidad de optar entre pacto de unión civil y matrimonio, mientras que las parejas del mismo sexo solo podrán contraer pacto de unión civil, mas no matrimonio. 

Desde ese punto de vista, es completamente ingenuo -siento que me estaría autoengañando si lo aceptara- pensar que con la aprobación del pacto de unión civil se estaría aprobando una forma de mantener, aunque sea simbólicamente, el matrimonio para las uniones entre un hombre y una mujer. No es cierto que con la aprobación del pacto de unión civil estaremos resguardando el matrimonio para quienes creen que es entre un hombre y una mujer.

Entonces -lo diré en forma clara-, estamos en una discusión hipócrita, porque lo que la Sala debería estar discutiendo es el matrimonio homosexual y la posibilidad o no de que adopten hijos. Sobre ese particular podría haber distintas posiciones, pero siento que con la creación de un cuasi matrimonio, sin decirlo, lejos de estar enfrentando el tema, lo estamos rehuyendo. 

En su programa de gobierno, la Presidenta Bachelet anunció que fomentaría una participación amplia al respecto. Hoy estamos haciendo exactamente lo contrario: soslayar y rehuir el debate de fondo. ¿Por qué? Simplemente, porque, tal como se ha manifestado, el tema de fondo es otro, sobre el cual, por supuesto, las diferentes posturas son legítimas. 

Por último, el proyecto en discusión tiene una serie de falencias técnicas no menores, que quiero identificar. 

En efecto, elimina la preferencia que tienen los abuelos para el cuidado personal del menor en caso de inhabilidad física o moral de los padres. La Sala aprobó dicha norma en forma unánime hace pocos meses.

Segundo, ¿qué relación tiene con el pacto de unión civil el cuidado personal del menor cuando lo relevante es el interés superior del niño y no el vínculo contractual?

Si, por el contrario, lo que estamos buscando aquí es un estatuto de familia, ¿cómo es posible que este proyecto permita celebrar un pacto de unión civil entre un padre y una madre biológica? ¿Cómo es posible que si la finalidad es la estabilidad y permanencia de la institución se excluya expresamente el deber de fidelidad entre los convivientes? ¿Cómo puede establecerse la presunción de paternidad, como se agrega ahora, si no existen ni siquiera los deberes de cohabitación y de fidelidad en la pareja? 

Se establece una compensación económica, la cual tiene como objeto principal reparar patrimonialmente al conviviente que cumplió con sus principales deberes derivados del pacto de unión civil. Pero lo curioso es que este pacto de unión civil casi no tiene deberes; posee tan solo uno. ¿Cuál es, entonces, su justificación?

Por último, anuncio que votaré en contra el proyecto. 

(Aplausos)

Lo votaré en contra, porque hoy se nos presenta una iniciativa completamente distinta de la inicial, que no beneficia en nada a las uniones de hecho heterosexuales y que ha sido calificada como completamente insuficiente respecto de las uniones homosexuales. Asimismo, porque tiene la particularidad de hacernos rehuir el debate de fondo, sobre el cual siento que existen posturas mucho más definidas en el Congreso Nacional.

Por los motivos enunciados y las falencias técnicas que persisten en el proyecto, reitero que lo votaré en contra. 

He dicho. 

-Aplausos y manifestaciones en las tribunas. 

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra, por siete minutos, la diputada señora Loreto Carvajal.

La señora CARVAJAL (doña Loreto).- Señor Presidente, por su intermedio, quiero comenzar mi intervención saludando a los representantes de las distintas organizaciones de la diversidad sexual que se encuentran en las tribunas. Ellos representan a muchas personas a lo largo de Chile que también están siguiendo este debate por el canal de la Corporación y que han formado parte de nuestra sociedad durante toda la historia de nuestro país. 

Nuestra Constitución Política establece en su artículo 1°: “Las personas nacen libres e iguales en dignidad y derechos.”. Creo y siento profundamente que lo que hoy estamos haciendo en el Congreso Nacional es reconocer que en Chile no hay ciudadanos de primera o segunda categoría, o de primera, segunda o tercera sexualidad. Todos somos iguales; todos tenemos los mismos derechos y las mismas obligaciones. Por tanto, nuestra sociedad y nuestra legislación deben hacerse cargo al respecto. 

Por supuesto que con este proyecto estamos dando un gran paso.

(Aplausos)

Asimismo, quiero reconocer en una sola frase lo manifestado por el diputado Nicolás Monckeberg: qué más quisiéramos nosotros que discutir sobre matrimonio igualitario. ¿Por qué no? ¿Acaso los chilenos no merecemos tener reglas claras, certeza y la posibilidad de que ese tipo de relación sea reconocida, independientemente de la forma en que amamos? ¿O acaso debemos tener un patrón conductual que nos lleve a pensar y a sentir de acuerdo con lo que algunos quieren?

Creo que esa no es la forma en que debemos plantearnos frente a la sociedad y al Estado, menos frente a la vida.

Tal como lo señaló el diputado señor Matías Walker, lamento la agresión, la falta de respeto y los improperios recibidos por nuestro colega y amigo el diputado señor Claudio Arriagada, situación que representa solamente un ápice de lo que ocurre todos los días en nuestra sociedad. En ese sentido, el hecho de que al Congreso Nacional, que es reflejo de democracia, lleguen personas a proferir insultos haciendo referencia a la inmundicia, entre otras cosas, me parece que es una situación que debe ser tomada en cuenta y considerada, para que nunca más en Chile alguien tenga que morir por querer amar de una manera distinta; para que nunca más alguien tenga que ser agredido, y para que nadie se sienta con el derecho de hacer justicia de acuerdo con sus propios “parámetros” morales, conductuales y religiosos.

(Aplausos)

Tal cual se ha planteado, la idea matriz de este proyecto es la incorporación en nuestro ordenamiento jurídico de un nuevo contrato, denominado pacto de unión civil, con el objeto de regular los derechos y las obligaciones de quienes lo celebren.

En Chile son muchas las parejas convivientes que no cuentan con el reconocimiento legal y la protección adecuada, para las cuales el pacto de unión civil viene a llenar un vacío. La iniciativa en discusión es de carácter inclusivo, por cuanto permite salvaguardar la situación de todas las personas, de igual o distinto sexo, que han convivido por largo tiempo, situación que ha ocurrido durante toda la historia de nuestro país.

Tal como expresó el diputado informante, quiero destacar que el proyecto dispone que el acuerdo de vida en pareja o pacto de unión civil se celebrará ante un oficial del Servicio de Registro Civil, que se creará un registro para los contrayentes y que el Ministerio de Justicia deberá dictar un reglamento para regular la materia.

Asimismo, se dispone la creación de un nuevo estado civil, el de pareja civil. Las partes de este contrato se denominarán convivientes civiles, y serán consideradas parientes para todos los efectos previstos en el artículo 42 del Código Civil.

Además, entre un conviviente civil y los consanguíneos de la persona con la cual está unida por acuerdo de vida en pareja, se reconoce la calidad de parentesco por afinidad.

En materia de derechos civiles, se reconoce al conviviente civil como carga para los efectos de salud.

Por otra parte, nos parece relevante que se haya repuesto en la discusión que a la hora de determinar el cuidado personal del hijo del conviviente, el contrayente será considerado por el juez, de acuerdo con su criterio, para que se le pueda otorgar la tuición del menor.

Esa disposición me parece relevante, por cuanto hoy, gracias a la inseminación artificial, muchas mujeres han podido ser madres y constituir un hogar, pero hasta ahora nuestra legislación no les brindaba la posibilidad de criar y formar una familia bajo esas características.

La disposición señalada es muy importante, por cuanto legisla y crea certeza respecto de los hijos, los que tendrán derecho a vivir en un hogar en el que serán amados, independiente del sexo de sus padres. Hoy, existen miles de niños en los hogares del Sename o en hogares en que no son amados, los que muchas veces mueren asesinados a manos de sus propios padres. Se trata de menores a los que no se les ha dado la oportunidad de criarse, vivir y de-
sarrollarse en un ambiente de amor y de cariño.

En consecuencia, espero que con esta normativa sean más los hogares a los que se les reconozca esa posibilidad, con el objeto de que protejamos a nuestros niños, porque ellos no discriminan ni distinguen, solo requieren ser amados, responsabilidad que es de todos nosotros.

(Aplausos)

Por cierto, el proyecto en debate también propone el reconocimiento de los matrimonios celebrados en el extranjero, matrimonios igualitarios que en Chile tendrán los mismos efectos del pacto de unión civil. Nos parece muy importante que mientras no se discuta la posibilidad de establecer el matrimonio igualitario, lo cual esperamos que ocurra pronto, ese tipo de parejas por lo menos tangan la posibilidad de ser beneficiadas con los derechos que dispone el pacto de unión civil.

Para finalizar, junto con reconocer el derecho humano a vivir y a amar libremente, lo cual implica que nuestra sociedad y nuestro país deben hacerse cargo de la situación que el proyecto busca solucionar, mediante el establecimiento de disposiciones que permitan que la certeza jurídica llegue a todos los ciudadanos, deseo felicitar a los representantes de las organizaciones que se encuentran en las tribunas, por el esfuerzo que han hecho para sacar adelante esta iniciativa.

He dicho.

-Aplausos.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra, por dos minutos, el diputado señor Joaquín Godoy.

El señor GODOY.- Señor Presidente, como en el breve tiempo de que dispongo para intervenir en verdad es imposible entrar al detalle del proyecto, simplemente quiero defender el principio de la libertad, el cual la iniciativa busca proteger, a fin de que las personas que se aman, puedan llevar a cabo su propio proyecto de vida. Nadie puede estar en contra de eso. De hecho, el principio de la libertad es el que Amplitud siempre defenderá.

Cuando uno cree en la libertad, no puede utilizarla solamente cuando le conviene, ni debe caer o subyugarse ante las presiones de determinados grupos que pretenden impedir que los que piensan distinto puedan tomar un determinado camino o tener la libertad de hacerlo. Si así fuese, en el Congreso Nacional no se habría aprobado la ley de cultos, porque un culto religioso muy importante hizo lo imposible para que en Chile no se estableciera ese tipo de libertad. Por suerte, los representantes de los chilenos en el Parlamento creían en la libertad, la defendieron, lo que permitió que hoy todos tengan la libertad de elegir su propio culto. 

En la materia que nos ocupa, nadie está diciendo que será una obligación contraer el acuerdo de vida en pareja, ahora pacto de unión civil, sino que los que quieran tomar ese camino lo pueden hacer.

Al respecto, quiero aclarar que no estoy legislando para mí, porque yo me casé por la Iglesia y tengo una determinada forma de hacer familia. Sin embargo, lo relevante es que los chilenos sean felices, y lo que el proyecto de ley en discusión defiende es la libertad y la oportunidad de que nuestros compatriotas sean más felices, razón por la que Amplitud lo votará a favor.

He dicho.

-Aplausos.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra, hasta por nueve minutos, el diputado señor Hugo Gutiérrez.

El señor GUTIÉRREZ (don Hugo).- Señor Presidente, al César lo que es del César. Lo digo porque quien presentó el primer proyecto de ley para regular un acuerdo de vida en común fue el senador Andrés Allamand. En el documento de trabajo presentado por él sostenía, entre otros conceptos, que “son incontables las parejas que mantienen una vida en común sin que esa realidad social y afectiva tenga regulación legal”, y que había que hacerse cargo de esa realidad y reconocer la existencia de distintas clases de familia.

Con posterioridad, el Presidente Sebastián Piñera ingresó a tramitación legislativa en el Senado el proyecto de ley que establece y regula el acuerdo de vida en pareja. En su momento, el entonces Primer Mandatario destacó que cada forma de familia tendría apoyo del Estado, pues se debe entender que no solo existe un tipo de familia, sino múltiples formas o expresiones. Luego, el entonces Jefe del Estado agregó algo que creo que es la esencia de la materia en discusión, en el sentido que hay parejas del mismo sexo, que todas merecen el mismo respeto y dignidad, y que tendrán apoyo del Estado.

De visita en la ciudad de Linares, en el marco de su gira de despedida, el Presidente Sebastián Piñera hizo, ante los medios locales, un balance de su gestión, y lamentaba que el proyecto de ley de acuerdo de vida en pareja no alcanzase a ser promulgado bajo su mandato. Se trató de una autocrítica parecida a la que debió haberse hecho en relación con el término del sistema binominal. 

“El Mandatario recordó que una de sus promesas de campaña fue este proyecto que regula las relaciones de parejas que conviven, heterosexuales y homosexuales…”.

“El Presidente explicó que el proyecto busca dar justicia social a más dos millones de personas que viven en pareja, las que pese a vivir juntos por años no tienen derechos civiles.”.

Agregó lo siguiente: “En Chile hay dos millones de chilenas y chilenos que viven en pareja sin estar casados y no tienen ninguna protección legal. A mí no me parece justo que si alguno de ellos se muere, el otro queda desamparado.”.

En esa misma línea, el Presidente Piñera llamó a su sector político a que aprobara ese proyecto.

Se dice aquí que los proyectos presentados por el senador Allamand y por el Presidente Piñera no tienen nada que ver con el que hoy estamos discutiendo. La idea fue de ellos. Los proyectos de ley surgieron en el Senado por iniciativa de la derecha. Hay que reconocer con hidalguía que fueron ellos los que tuvieron la valentía de presentar proyectos que nuestro sector no había hecho. Hay que decir con todas sus letras que no lo hicimos y que sí lo hizo la derecha.

Ahora, para sacarse el pillo, como se dice vulgarmente, nos dicen: “No es nuestro; él no tiene nada que ver con este proyecto.”. Sin embargo, quiero decirles que sí, porque tanto el señor Allamand como el señor Piñera dijeron que había que reconocer distintas clases de familia, por ejemplo, las monoparentales. Es decir, dijeron que es necesario hacer un reconocimiento amplio de todas las familias.

¿Por qué creo que lo esencial está en esos proyectos, no obstante que después se les hicieron una serie de agregados? Porque reconocer que en nuestro país existen diferentes clases de familias es el meollo del asunto. Aquí no solo existe la familia cuyos integrantes, de distinto sexo, se casan ante una iglesia, principalmente la católica. Esa no es nuestra realidad, como lo reconocieron tanto el senador Allamand como el Presidente Piñera. Eso es lo principal. Aquí hay distintos tipos de familias y debemos reconocerlas a todas. Sin duda, las familias homoparentales son una realidad en Chile.

Lo que estamos haciendo ahora es reconocer lo que planteaban tanto el Presidente Piñera como el senador Allamand. Reconozcamos y demos el apoyo estatal a todo tipo de familia. No excluyamos a ninguna.

Se pueden haber introducido cambios, en cuanto a que ahora no se hará por escritura pública, sino ante el oficial del Registro Civil, y que no solo será un contrato, sino que habrá un juramento. Sin embargo, el meollo del asunto es que estamos reconociendo que en nuestro país existen diversas clases de familia y que todas merecen el amparo del Estado de Chile, sin discriminación ni desigualdad. ¡Ese es el meollo!

¡Aquí estamos para eso! Si esos señores dijeron que es necesario reconocer distintos tipos de familia, nosotros tenemos la disposición de decir que sí hay distintos tipos de familia. Hoy, estamos dando la posibilidad de que familias tengan el cobijo del Estado de Chile que antes no tenían.

Alguien dirá que esto cambió. ¡No cambió! Les recuerdo nuevamente que los proyectos originales surgieron de esos dos señores. Puede ser una curiosidad, pero esos proyectos hoy nos convocan a discutir. Entonces, cuando dicen que aquí la Nueva Mayoría y la izquierda… ¡No! Aquí estamos convocados por dos proyectos que surgieron de la derecha ante un tema del que todos debemos hacernos cargo.

Espero que haya quedado claro que los proyectos de ley originales fueron iniciados por la derecha para reconocer distintos tipos de familia; que el Presidente Piñera dijo que así cumplía su compromiso de campaña -efectivamente, lo cumplió-, pero no pudo ver concretada la aprobación del proyecto durante su gobierno. En su momento él pidió los votos de sus partidarios. Aquí veremos si sus diputados tienen la disponibilidad de cumplir con lo que en su oportunidad les pidió el entonces Presidente de la República.

También quiero hacerme cargo de un tema que para mí es muy relevante, que me interesa sobremanera: estamos ante un tema relacionado con los derechos humanos.

En doctrina y jurisprudencia de derechos humanos, en particular respecto del principio de igualdad y no discriminación, la noción de categoría “sospechosa” apela a aquella condición de lo humano, permanente o adquirida, que históricamente ha sido desvalorada. Las catego-
rías señaladas como “sospechosas” se fundan en rasgos permanentes de la persona, de los cuales esta no puede prescindir por voluntad propia a riesgo de perder su identidad. Han estado sometidas históricamente a patrones de valoración cultural que tienden a menospreciarlas y no constituyen per se criterios que permitan efectuar una distribución o reparto racional y equitativo de bienes, derechos o cargas sociales.

Esas categorías sospechosas dicen relación con los de siempre: los pobres, los discapacitados, los niños y niñas, las mujeres, los pueblos originarios y los homosexuales.

Hoy estoy preocupado, porque mientras hacemos este debate, en el cual estamos diciendo que queremos reconocer distintos tipos de familia y que se reconozcan los derechos humanos a todos y todas, unos señores están en la calle gritando las siguientes monsergas: “¡Los homosexuales hacen orgías! ¡Son pervertidos, pedófilos, degenerados que violan niños! ¡Sucios! ¡Enfermos! ¡Cochinos! ¡Habrá miles de muertos si se aprueba este proyecto de ley!”. Es decir, estamos hablando de amenazas y extorsión. Se nos amenaza de que iremos al infierno todos los que aprobemos la iniciativa.

(Manifestaciones en las tribunas)

¡Escuchen! Ahí están los que en la calle gritan: “¡Depravados! ¡Pecadores! ¡Mentes Depravadas! ¡Inmundos! ¡Inmorales! ¡Degenerados!”.

Ese no es el Chile que queremos. Creo que hoy tenemos una gran oportunidad de ir consolidando una sociedad distinta, tolerante, no discriminatoria e inclusiva para todos y todas.

Sin duda, este proyecto de ley hace realidad lo que en su momento nos pidió el fallo de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Atala Riffo y niñas versus el Estado de Chile, que dijo: “…el Derecho y los Estados deben ayudar al avance social, de lo contrario se corre el grave riesgo de legitimar y consolidar distintas formas de discriminación violatorias de los derechos humanos.”. 

Creo que tanto la Corte Interamericana como el sistema internacional de protección de los derechos humanos nos han mostrado con claridad el camino a recorrer: el camino de la inclusión, de la tolerancia, de reconocer los distintos tipos de familia. Hoy, el pacto de unión civil emprende ese camino.

En nuestra bancada estamos muy felices de aportar un grano de arena para que en nuestro país termine esa discriminación odiosa e injustificada, y se permita que todas las familias convivan en armonía, equilibrio y tolerancia.

He dicho.

-Aplausos.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora Marcela Hernando.

La señora HERNANDO (doña Marcela).- Señor Presidente, más de dos millones de personas declararon convivir con alguien de igual o de distinto sexo, según los datos revisados del censo de 2012.

De ese total de convivientes, el 98,3 por ciento son personas heterosexuales y solo 1,7 por ciento son homosexuales. 

Eso demuestra la realidad de nuestro país y la necesidad de contar con un pacto de unión civil que termine con las desigualdades jurídicas y sociales que afectan a quienes no quieren o no pueden casarse, pero que requieren resolver situaciones de herencia, salud, previsión u otras. 

En este cambio sustancial a la legislación chilena se homologan, por ejemplo, los derechos del conviviente civil sobreviviente a los del cónyuge para efectos laborales. De tal manera, el conviviente tendrá derecho a un permiso para ausentarse del trabajo en caso de fallecimiento del otro miembro de la pareja civil, derecho a recibir la última remuneración del conviviente fallecido, derecho a recibir el desahucio del conviviente fallecido, y, algo muy importante, el conviviente civil será beneficiario de la pensión de sobrevivencia.

La sociedad chilena está avanzando a pasos agigantados. Nuestras propuestas legislativas están respondiendo a las necesidades que nuestros ciudadanos requieren en materia de derechos y de beneficios. 

Este pacto de unión civil es, sin duda, un progreso importante, porque es una alternativa para aquellas parejas que por diversas razones no acceden a celebrar el matrimonio civil. 

Es un reconocimiento y una protección para las familias que hoy funcionan como tales en la vida diaria, pero que no tienen los derechos de una familia tradicional, tal como nuestra sociedad la ha definido hasta ahora. 

Esta iniciativa, aplicable tanto a parejas del mismo sexo como de distinto sexo, contribuirá a disminuir varias áreas de discriminación existentes en nuestro país: el término de la discriminación contra los menores criados en estas familias, el término de discriminaciones económicas y el término de la discriminación contra parejas del mismo sexo, entre otras, constituyéndose así en un estatuto integrador y protector. 

El artículo 1° de nuestra Constitución dice: “Las personas nacen libres e iguales en dignidad y derechos.”.Y agrega: “Es deber del Estado… asegurar el derecho de las personas a participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional.”. La igualdad ante la ley no es un tema valórico ni político, sino que es un derecho humano. Por ende es imprescindible seguir generando normas que lo garanticen.

Todas las familias merecen protección. Aquellas parejas que no pueden o no quieren casarse, viven en la completa orfandad social, cultural y legal, sin posibilidad de heredar o de regular su régimen patrimonial, previsional, de salud o de tuición. Los convivientes tampoco son reconocidos como representantes de su pareja frente a una emergencia o cualquier tipo de trámite. Ya es momento de corregir esta situación. 

Para concluir, deseo decir que para la bancada radical, que represento, es un tema que hemos analizado desde nuestro ideario progresista, liberal y laico; respetuoso del ser humano como la mejor obra del Gran Arquitecto del Universo, y respetuoso también de todos los credos religiosos y políticos.

Estimamos que los objetivos principales planteados por distintas organizaciones de la sociedad civil son recogidos por este proyecto de ley, que cumple con sus expectativas en lo que respecta a la protección patrimonial y a la certeza social del rango de conviviente. 

Sin perjuicio de lo anterior, situaciones como la adopción, el matrimonio y otros temas no quedan zanjados con esta iniciativa. Sin embargo, tengo fe de que en un futuro no muy lejano esta y otras situaciones lleguen a provocar acuerdos que complementen este pacto de unión civil, y estos temas encuentren eco en el proceso evolutivo que vive la sociedad chilena. 

He dicho.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra, hasta por diez minutos, la diputada señora Marisol Turres.

La señora TURRES (doña Marisol).- Señor Presidente, en nuestra bancada habrá votos a favor y en contra de este proyecto, porque creemos en la libertad y porque cada uno tiene distintos tipos de apreciación. En lo que no hay diferencias es en que todos reconocemos el derecho de las personas a elegir y a establecer su familia.

También reconocemos que hoy nuestra sociedad ha cambiado tremendamente. Hasta hace treinta o cuarenta años existía lo que se consideraba tradicional en una familia: un hombre y una mujer casados por el Registro Civil, generalmente, y también por alguna iglesia, y que tenían hijos. Y el concepto de “unidos hasta que la muerte los separe” muchas veces los acompañaba, independientemente de cuáles fueran las circunstancias de esa vida matrimonial. 

Hoy, indudablemente, es distinto. Las parejas se casan menos; muchas de ellas solo conviven. Hay muchos grupos familiares en los que la cabeza de la familia son los propios abuelos o una abuela que se hace cargo de los niños. En definitiva, es una sociedad distinta que requiere regulaciones distintas. 

En este contexto, hace unos años, como bien lo han señalado algunos parlamentarios que me antecedieron en el uso de la palabra, se comprobó que había alrededor de dos millones de chilenos que vivían juntos sin estar casados. Se trata de un tipo de familia distinta a la tradicional. 

Por ello, en su momento, muchos vimos con buenos ojos el envío de un proyecto de ley que tenía por objeto regular las relaciones de hecho, con el objeto de proteger especialmente a la parte más débil dentro de esa unión, que en el caso de las familias formadas por una pareja heterosexual, usualmente son la mujer y los niños, quienes quedan a la deriva cuando es el hombre el principal proveedor de ese grupo familiar. 

Asimismo, se consideró el caso de aquellos varones que tienen un vínculo matrimonial no disuelto pero que conviven con otra mujer y que tienen hijos con ella. Muchas veces ocurría que al morir el varón, la mujer con la que aún estaba unido por matrimonio, pero de la cual quizás llevaba decenas de años separados, reclamaba sus derechos hereditarios, con lo cual la segunda mujer, con la que convivía, quedaba económicamente a la deriva. 

Cuando conocí este proyecto de ley tuve un grado de desilusión importante porque me parece que no soluciona de manera alguna la situación de la segunda mujer o conviviente cuando su pareja tiene un vínculo matrimonial no disuelto. Algunos esperábamos resolver su situación patrimonial, de modo que si la pareja se disolviera, pudiera establecerse para ella una masa de bienes que le permitieran seguir llevando un nivel de vida, al menos, semejante al que tenía dentro del grupo familiar que se disolvió. Pero ello no es así. 

Hoy nos encontramos con un proyecto que regula, básicamente para quienes quieran adherirlo, la convivencia entre personas solteras. En consecuencia, un gran porcentaje de esos dos millones de chilenos no podrá acceder a este tipo de contrato. Dentro del porcentaje de solteros que podrán adscribir a este pacto de unión civil, como finalmente se llama, hay parejas heterosexuales -creo que constituyen la gran mayoría- y homosexuales. 

Nos encontramos con una nueva institución -la votaremos hoy- muy parecida al matrimonio, pero sin serlo. Establece una serie de derechos y obligaciones para la pareja en su vida en familia, pero no es matrimonio. Ello nos genera un grado de frustración importante porque es algo que no sabemos bien cómo asirlo o tomarlo. 

En definitiva, llegamos a la conclusión de que el verdadero debate que está detrás es sobre algo más permanente, que es probable que pronto se ponga sobre la mesa, cual es el matrimonio entre dos personas del mismo sexo y la posibilidad de que ellas adopten niños. Ese debate está escondido, está debajo y no se da. Sin perjuicio de eso, veo con buenos ojos que se regule de alguna manera o que se dé la posibilidad a una pareja que no quiere casarse de contraer este tipo de contrato para efectos de regular sus relaciones de familia.

Quiero señalar solo algunos requisitos o características de esta nueva institución.

Primero, establece un nuevo estado civil denominado “pareja civil”. Las personas que adscriban a esta nueva institución ya no serán solteras, casadas o viudas. La edad mínima para contraer este vínculo es de 18 años.

Asimismo, establece derechos patrimoniales de distinto tipo: hereditarios, previsionales. Incluso, permite hacer una declaración de bien familiar respecto de la casa donde habita la familia, para así proteger a la parte más débil de la pareja.

Prohíbe la celebración de un nuevo pacto de unión civil o matrimonio cuando la mujer está embarazada, de modo de poder establecer la filiación con cierta certeza, salvo en el caso de que esa pareja unida por un pacto de unión civil quiera celebrar un matrimonio.

¿En qué se distingue del matrimonio esta nueva institución?

En que en esta última se establece como regla general la separación de bienes, a diferencia del matrimonio, en el que la regla es la comunidad de bienes o sociedad conyugal. Las parejas podrán, por una sola vez, cambiar o modificar el régimen de separación de bienes por el de comunidad de bienes.

¿Qué nos pareció tremendamente delicado -aunque, de alguna manera, algo se salvó en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia- y que hizo una diferencia fundamental respecto del matrimonio? Las causales de término del pacto de unión civil. Quiero referirme especialmente a la letra e) del artículo 26, en el que se establecen las causales de término del pacto. En un principio, se estableció que el pacto podía terminarse por voluntad unilateral de uno de los convivientes civiles, la que deberá constar en una escritura pública o en acta otorgada ante oficial del Registro Civil. En cualquiera de estos casos, deberá notificarse al otro conviviente civil, mediante gestión voluntaria ante el tribunal con competencia en materias de familia, en la que podrá comparecer personalmente. Sin embargo, esta notificación no era un requisito para que esta suerte de repudio a la pareja o al conviviente civil surtiera efecto, porque de igual manera lo surtía. Por lo tanto, podría prestarse para que cualquiera, incluso conviviendo con su pareja, teniendo hijos, estando en la misma casa y durmiendo en la misma cama pudiera tomar esta decisión y que su pareja ni siquiera se enterara. Por ello, en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia incluimos un nuevo inciso en el que establecimos que para impetrar esta causal de término deberá transcurrir a lo menos un año desde la celebración del pacto. Algo es algo.

De todos modos, seguimos estando ante una institución tremendamente débil, que establece el término del vínculo por voluntad unilateral de una de las partes, y que dispone que no será necesario que el conviviente civil haya sido notificado de dicho término por la voluntad unilateral del otro conviviente expresada a través de escritura pública o de acta otorgada ante el oficial del Registro Civil.

¿Por qué votar a favor esta iniciativa?

En mi caso, votaré a favor, sin perjuicio de estimar que es un proyecto malo.

Si hubiésemos tenido más tiempo, sin la presión y la premura del Ejecutivo, podríamos haber elaborado un proyecto mejor, básicamente por lo que expresé al principio de mi intervención. Entre las parejas que solo conviven -en la actualidad la gente se casa menos-, siempre hay una parte más débil; en el caso de los grupos familiares conformados por parejas heterosexuales son la mujer y los niños.

Por lo tanto, este proyecto, que está lejos de ser uno bueno, aunque podría ser bastante mejor, protege de alguna manera, pero da un mínimo grado de seguridad y de estabilidad a la mujer y a los niños cuando la pareja termina su vida en común. Esa situación, para mujeres como yo, es tremendamente importante.

Si bien, es necesario otorgar cierta igualdad de derechos a personas tanto homosexuales como heterosexuales, también debemos dar un mínimo de protección a la parte más débil de la pareja cuando esta se disuelve, situación que hoy es muy común.

He dicho.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Claudio Arriagada.

El señor ARRIAGADA.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero saludar a todas las organizaciones que trabajan por los derechos de las minorías sexuales, quienes se encuentran presentes en las tribunas.

Naturaleza humana.

El ser humano nace dotado de naturaleza y es sujeto de derechos que emanan de la dignidad humana.

Las condiciones que la sociedad impone en el desarrollo de un niño tienen que ver con la suerte y con la posibilidad que este tiene, según donde nazca, de contar con protección, amor y, en definitiva, de desarrollar la vocación de felicidad a la que todos estamos llamados.

En nuestro país no siempre los derechos de los niños se cumplen. La pobreza es un obstáculo para que se cumplan. La falta de educación y la incultura también son un obstáculo para que se cumplan.

Si se nace pobre, mapuche, negro, homosexual, lesbiana o en situación de discapacidad, las respuestas de la sociedad, el ordenamiento jurídico, el orden social, la estructura material, la hegemonía cultural de siglos, los prejuicios, la desinformación, los miedos atávicos, llevan a vivir, en síntesis, una cruel discriminación. ¡Sí, discriminación! Se expresa de distintas formas, que se usan como respuesta a lo que se teme, a aquello en lo que se desconfía, a lo que no se entiende, a lo diferente. ¡Por eso discriminamos!

Discriminamos porque no nos gusta la pobreza; discriminamos porque no nos gusta la incultura; discriminamos, porque no queremos ser parte y convivir con aquellos que tienen un padrón estético o corporal que no se condice con los conceptos de belleza tradicionales del mercado; discriminamos si alguien es descubierto homosexual o lesbiana.

El peso y la fuerza de una cultura milenaria nos impide aceptar lo que, según los creyentes, Dios permitió: que naciera un ser humano con una naturaleza distinta. Por ello, muchos optan por la apariencia.

La apariencia es la condición que algunos asumen como el resultado de una sociedad que rechaza, excluye y abomina. La apariencia los acompaña durante toda su vida. La opción por la apariencia se produce cuando una sociedad es incapaz de permitir ser auténtico, sin que ello signifique transgredir normas y alterar valores.

La apariencia es triste y hace que el ser humano se autoengañe, porque los demás suponen, por el “yo sabía”, “tiene pinta”, “me lo habían contado” o “lo pillaron”. Por eso algunos se refugian en las iglesias como sacerdotes o como pastores.

(Aplausos)

Otros, se ocultan en una religiosidad extrema, una realidad interior que los atormenta; otros, como soldados; otros, como autoridades de gobierno o como parlamentarios. ¡Esa apariencia es más llevadera! Es preferible pasar por esposo y dormir con quien no se desea que sufrir el escarnio, la humillación, la exclusión y la discriminación que sí viven aquellos que reconocen públicamente su orientación.

(Aplausos)

¿Alguien podría pretender en esta Sala que esta es una opción? ¿Quién podría creer que se puede vivir y optar toda la vida por el maltrato? No, es una naturaleza que supera, primero, el entendimiento en la etapa de la infancia y, luego, en lo corporal, en lo físico y en lo mental cuando se es joven a quien lo posee.

¿En qué momento se impuso en Chile el prejuicio? ¿Cómo se construyó la historia de rechazo? ¿Cómo se construyó el menosprecio y la hostilidad? ¿Cuándo y dónde se asoció la diferencia sexual con la sordidez, el degeneramiento y la depravación, o con violaciones, cuando todos los estudios y análisis científicos de orden criminalísticos nos llevan a concluir que estos hechos mayoritariamente son cometidos por varones heterosexuales?

He hablado de la dolorosa apariencia que impide la autenticidad, y no de la hipocresía, porque hablar de la hipocresía es más duro, y lo que pretendemos es que nos podamos entender en vistas al bien común; por un Chile más inclusivo.

Esta desinformación y cultura prejuiciosa se ha venido enfrentando en el último tiempo, acercándonos a una transformación profunda de la sociedad. 

Hoy, los jóvenes que comparten una experiencia lésbica u homosexual manifiestan su afecto en la calle y en las plazas. Es habitual verlos abrazados, besándose o acariciándose y demostrándonos, de hecho, su vocación de ser libres, de ser felices, respetando el límite del bien común. ¡Debemos protegerlos! A los padres o madres de Chile que descubran que sus hijos o hijas tienen una orientación sexual distinta les digo: ¡Acójanlos! ¡Protéjanlos! ¡Respétenlos! En lo posible, ¡ámenlos! Permítanles formar parte de sus familias, en condiciones de igualdad con los demás hermanos. La reacción de rechazo y de golpes los lleva al suicidio, al abandono, a la marginalidad. 

¡Protéjanlos! No permitan que caigan, al no estar controlados por ustedes, los padres, en manos de mafias de explotación sexual y de tráfico de drogas. Ayúdenlos a ser respetuosos de sus cuerpos; a ser felices sanamente; a prevenir enfermedades de contagio sexual y, cuando tengan 14, 15, 16 o 17 años de edad, a encontrar un sentido de vivir en libertad, con vocación de ser felices y con respeto a valores. 

Hace diez años, era inimaginable presenciar estas escenas. Más aún, hace veinte años, la consecuencia habría sido una golpiza, si no la muerte. 

La reveladora carta del hijo de un destacado hombre público nos lleva a concluir que esta realidad cruza todas las clases sociales, condiciones económicas y culturales y está dentro de todas las instituciones. 

Estamos aprendiendo que en cualquier momento y en cualquier familia puede nacer una persona con esta naturaleza. En un entorno cercano las reacciones pueden ser de rechazo y, en otro, de acogida y de respeto. Estamos aprendiendo que es una realidad que se transforma en todos los sentidos. 

En numerosos países, las instituciones exclusivas de varones fueron incluyendo, primero, el maravilloso aporte de la mujer y, luego, más lentamente, incorporaron a personas con orientaciones sexuales distintas. Así ocurrió en las fuerzas armadas de Estados Unidos, de Reino Unido, de Israel e, incluso, de Rusia. ¿Acaso la integración de estas diferencias ha desnaturalizado la esencia de esas instituciones? No. ¡No! Por el contrario, han adecuado su misión a una realidad que el hombre no tiene capacidad de suprimir y no puede seguir desconociendo. 

Cultura secular.

Formamos parte de una cultura secular. Cuando Chile logró la separación de la Iglesia del Estado, el mundo laico renació. Nuestro país es lugar de habitación y de convivencia de religiones distintas; unas más desarrolladas que otras. 

A la hegemonía de siglos de la Iglesia Católica, se fue imponiendo un necesario espacio para la diversidad religiosa, que culminó con la aprobación del reconocimiento institucional a las iglesias protestantes, luego de una prolongada e histórica marginación, discriminación y negación de derechos a las que fueron sometidas. 

Siento un profundo respeto por todas las iglesias, pero, en particular, por la iglesia protestante, cuya germinación y aporte pude comprobar siendo alcalde. Espero, sinceramente, que su desarrollo en la reflexión teológica conduzca a admirarla y a respetarla, porque es una iglesia que acoge y no rechaza. 

Somos judíos, católicos, agnósticos, musulmanes, ateos, protestantes, mahometanos. Los chilenos profesamos nuestras creencias con libertad en nuestro país. 

Al formar parte de una cultura secular y al haber aprobado en el Parlamento la libertad de expresión y la libertad de profesar toda fe, y reconociendo a las iglesias el derecho a orientar desde su creencia, no se puede pensar que sus preceptos obliguen a toda la sociedad. 
Creo que este Parlamento ha estado asediado por quienes se sienten con el derecho a expresar, a toda costa, sus argumentos. Lo hacen por lo que consideran su deber: salvar y proteger al mundo y las personas del abismo, olvidando que el tema de la fe corresponde a la conciencia personal de cada uno y Dios. Sin embargo, algunos lo hacen de manera más cercana, a mi juicio, a las formas que utilizaría Dios para convencer al ser humano: con más acogida que rechazo, con más comprensión que miedo, con más bondad que condena. 

Prefiero aquella forma que dialoga, que reflexiona, que es serena y respetuosa, y no aquella que invade el silencio de los demás y que, en los casos más extremos, llega a la descalificación, al rechazo, a la hostilidad y hasta a la agresión. 

Se nos dice: “Compórtate de esta manera.” “Cree en lo que te digo.” “Haz leyes y vota aquello que digo que es correcto.” No, ¡no! No es la religión que Chile merece. 

Afirmamos con Voltaire: “Estoy en absoluto en desacuerdo con tus ideas, pero daría gustoso mi vida por defender tu derecho a expresarlas.”. 

Por ello, señor Presidente, hago un llamado a mis colegas para que retomemos el estudio del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que tipifica el delito de incitación al odio racial y religioso (Boletín N° 7130-07), actualmente en el Senado y que no fue iniciativa de ningún sector en particular.

(Aplausos)

La senadora Lily Pérez, el exsenador Mariano Ruiz-Esquide y un senador de la UDI, entre otros, son los autores de esta iniciativa que recoge doctrinas comparadas. Por ejemplo, el Código Penal holandés, que en su artículo 137 d) castiga con prisión y multa al que “en público, verbalmente o por escrito o imágenes, incita al odio o discriminación contra personas, o a la ejecución de actos violentos contra personas o bienes de personas, debido a su raza, su religión o sus creencias, o por su orientación hetero u homosexual.”. También, el Código Penal español que en su artículo 501-1 señala: “Los que provocaren a la discriminación, al odio o a la violencia contra grupos o asociaciones, por motivos racistas, antisemitas y otros referentes a la ideología, religión o creencias, situación familiar, la pertenencia de sus 


miembros a una etnia o raza, su origen nacional, su sexo, orientación sexual, enfermedad o minusvalía, serán castigados con la pena de prisión de uno a tres años y multa de seis a doce meses.”. 

(Aplausos)

El artículo 31 de la Ley N° 19.733 sobre Libertades de Opinión e Información y ejercicio del Periodismo es insuficiente para abordar estas materias. Los últimos hechos acaecidos en el país y lo que vivimos en el frontis del Congreso Nacional así lo demuestran. 

Por lo tanto, aprovecho esta ocasión para solicitar, por su intermedio, señor Presidente, a los señores ministros y subsecretarios que pongan discusión inmediata al proyecto que tipifica el delito de incitación al odio racial y religioso. 

¿Cómo comprender y hacer propios los planteamientos de aquellos que, de buena fe, dicen defender la familia insistiendo en que esta es solo aquella constituida por un hombre y una mujer?

Con respeto, pregunto: ¿qué hacemos con los hijos de las familias constituidas por una madre biológica con una pareja mujer? ¿Desconocen que existen familias lesbomaternales y homoparentales? ¿Cómo enfrentaremos esta realidad? ¿Cómo saldrá este Parlamento democrático al encuentro de esos chilenos, a quienes debemos saber cómo responder para garantizar el bien superior del niño y los derechos humanos de los componentes de esas familias? 

¿A qué nos desafía esta realidad?

Señor Presidente, debemos trabajar, de manera muy seria y profunda, en las modificaciones a la ley de adopción y derechos de filiación para todos los tipos de familias de Chile, sin excepción.

(Aplausos)

A propósito del Sínodo de Obispos sobre la Familia, realizado el año recién pasado en Roma, el Papa Francisco señaló que los homosexuales “tenían dones y atributos que ofrecer”, y agregó que Dios “no le tiene miedo a la novedad”. Sin duda, el Papa Francisco nos ha venido a enseñar un camino de humildad en medio de una sociedad y de un mundo en el que el individualismo impera sin mayores contrapesos y donde se atropella la dignidad de las personas. ¿Alguien en esta Sala se siente con la autoridad moral para desautorizar las palabras del Papa?

Por otra parte, al cura obrero y defensor de los derechos humanos en dictadura, a sus 97 años de edad, le preguntaron en una entrevista por el matrimonio igualitario y respondió: “Lo apruebo. El homosexual tiene derecho a amar y compartir su vida con otra persona. Si la naturaleza le pide una relación homosexual, entonces, bueno, es lo que le pide la naturaleza y es legítimo.”. Ahí está Dios.

En nuestro país, los datos del censo 2012 señalan que 2.072.727 personas heterosexuales han optado por vivir en pareja en la forma de convivencia de hecho, lo que representa un aumento del 10 por ciento respecto a la anterior medición. El mismo censo señala que tomaron esa opción con pareja del mismo sexo alrededor de 34.000 personas.

Debo reconocer con particular aprecio y respeto a quienes han reivindicado estos derechos y a quienes en la Sala tienen la convicción necesaria para creer en el matrimonio igualitario y defenderlo. El matrimonio es una institución que ha evolucionado desde el siglo pasado, cambiando su naturaleza de ser una institución religiosa donde se ejercía el predominio del hombre sobre la mujer y se imponía a esta el deber de obediencia y procreación, a su estado actual como una institución civil. Para mí, el matrimonio es entre un hombre y una mujer, pero no es la herramienta única con la cual se ejercen con plenitud los derechos. No ha evolucionado, en mi pensamiento conservador humanista cristiano, hasta ese punto. Estoy disponible para escuchar y aprender; estoy disponible para atender argumentos que nos permitan dictar leyes que hagan de Chile un país más humano, más democrático y tolerante.

Hoy es un momento histórico para Chile, pues hemos puesto fin a más de dos décadas de sistema electoral binominal, y ahora vamos a aprobar el pacto de unión civil, con el esfuerzo de muchas y muchos que han aportado para construir un país más inclusivo. 

Señor Presidente, me viene a la memoria el joven Daniel Zamudio, quien fue brutal y cruelmente asesinado por su condición sexual. Gracias a su caso, pudimos legislar una ley que condena y sanciona los hechos de discriminación.

Hoy, gracias a miles de personas que lucharon durante años, vamos a legislar sobre un pacto de unión civil para aquellos miles de chilenos que han sido excluidos y discriminados por tener una orientación distinta.

Voto favorablemente este proyecto porque tengo la convicción de que es una decisión correcta. Regular los derechos patrimoniales y de cuidado personal de los hijos es un avance significativo hacia el objetivo de construir un país más inclusivo. El anhelo de miles de chilenos de poder construir su futuro junto a las personas que aman, con certeza jurídica, más temprano que tarde nos dará la razón en cuanto a que es necesario lograr un fortalecimiento de las familias y las relaciones de pareja.

He dicho.

-Aplausos.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora Maya Fernández.

La señora FERNÁNDEZ (doña Maya).- Señor Presidente, quiero saludar a quienes nos acompañan hoy en las tribunas. Mi reconocimiento a ellos por todo el trabajo realizado.

En este día, nuestro país ha avanzado en su desarrollo democrático y en la protección de los derechos fundamentales de las personas. Con la aprobación del fin del binominal, la ciudadanía estará mejor representada, y con la aprobación del pacto de unión civil, las personas no serán discriminadas en su vida de pareja. 

En las últimas décadas la sociedad chilena ha sufrido grandes transformaciones, particularmente en los modos en que nos relacionamos y en las formas de convivencia. La familia tradicional ha mutado. Lo que hoy existe es una diversidad de formas de ser familia; gran parte de ellas están formadas por relaciones de hecho. Un reflejo de ello es que en 1970 solo el 19 por ciento de los hijos nacía fuera del matrimonio; hoy esa cifra es mayoritaria: bordea el 70 por ciento. Asumir estos cambios sociales y legislar en función de su reconocimiento es imprescindible para conectar la institucionalidad con la realidad social.

Esta sencilla idea no es obvia. Aquellos que mantienen una visión conservadora de la sociedad intentan detener estos cambios, actuando como los censores que determinan la moral a la que todos deben someterse, pisoteando las libertades individuales por la vía de inmiscuirse en la vida privada de las personas. Gracias a esa visión conservadora, nuestro país sufre un retraso en materia de derechos civiles.

Este proyecto es la consecuencia de una larga pugna política. Es heredero de la Ley de Divorcio y del reconocimiento igualitario de los hijos. Mirando en perspectiva, hoy violenta nuestro sentido común el hecho de que hace unos años en nuestro país se impedía a las parejas divorciarse, y aún más, el que se reconociera la existencia de hijos de distinta categoría. Muchos de los que en su momento defendieron estas posturas, son los que hoy se oponen a este proyecto.

El debate que produjo esta iniciativa también es importante. El trasfondo de esta discusión es el tipo de sociedad en que queremos vivir. El respeto a las libertades individuales y a la vida privada de las personas es un aspecto fundamental de las democracias modernas. Cuando el poder público se entromete en la vida privada para determinar qué relaciones afectivas tienen validez sobre otras, se produce un deterioro en la autonomía de las personas y en su libertad para determinar la forma en que desean vivir su vida. En definitiva, se afecta la igualdad que tienen los ciudadanos.

La igualdad de las personas también se ve amenazada por los tratos discriminatorios. Esta futura ley constituye un aporte a la construcción de una sociedad tolerante con la diversidad y, particularmente, es un reconocimiento a la diversidad sexual. La discriminación en contra de tal diversidad genera un ambiente de exaltación de la antipatía, que trae nocivas consecuencias para nuestra convivencia social. 

Tampoco es una cuestión trivial si el pacto de unión civil se produce en una notaría o en el Registro Civil. Lo cierto es que no se trata meramente de un contrato entre privados, sino de un acto público que modifica los vínculos de parentesco e instaura un nuevo estado civil para la pareja. Que se produzca en el Registro Civil significa que es una instancia de carácter público la que reconoce a las parejas de hecho.

Es importante resaltar algunos temas que no fueron tocados a fondo en la discusión de este proyecto y que deben ser materia de legislación en forma urgente: la tuición de los hijos y la adopción para parejas del mismo sexo. Cuando toleramos que se niegue a las parejas del mismo sexo el reconocimiento legal como padres, estamos generando un perjuicio a los intereses superiores del niño.

(Aplausos)

Es necesario continuar luchando por una sociedad sin discriminación, que dignifique a las personas. Por ello, debemos avanzar hacia un matrimonio igualitario que permita terminar definitivamente con los ciudadanos de primera y de segunda categorías.

He dicho.

-Aplausos.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra la diputada señora Paulina Núñez.

La señora NÚÑEZ (doña Paulina).- Señor presidente, deseo saludar a las distintas organizaciones que nos acompañan en las tribunas.

Quiero recordar que hace cinco años, en la franja televisiva del entonces candidato Sebastián Piñera, se transmitió un capítulo llamado “La voz de los sin voz.” En él, entre otros, aparecía una pareja homosexual que afirmaba ser aceptada por la gente, pero que expresaba el deseo de ser respetada por ella. De esta manera se planteaba desde la campaña un compromiso con aquellos respecto de quienes la sociedad tenía una deuda: la regulación jurídica a una situación de hecho que no puede ser obviada ni desconocida.

Lograr que la sociedad respete de igual forma a las parejas homosexuales y heterosexuales pasa por una mayor cultura, por una mejor educación y por un respeto sin discriminación, pero también, por normalizar jurídicamente los hechos que de tales uniones derivan: la creación de un patrimonio común; los efectos de la vida en común, o los de la muerte cuando, habiendo convivido, hay que disponer de los bienes producidos durante la convivencia y con antelación a ella, y los derechos previsionales que le asisten al cónyuge, lo que permite que uno sea nombrado carga del otro, entre otras normativas.

En este entendido, me parece acertada la definición que la nueva ley hace del llamado pacto de unión civil, al afirmar que se trata de: “un contrato celebrado entre dos personas que comparten un hogar, con el propósito de regular los efectos jurídicos derivados de su vida afectiva en común, de carácter estable y permanente.”.

Esa definición recoge adecuadamente lo que ya había expresado: su razón es la vida en común que dos personas tienen cuando está determinada por compartirse en razón de su afectividad. Por tal efecto, cuando es estable y permanente, permite consolidar una relación constante en el tiempo, de la cual, con justicia, surgen hechos que deben tener un correlato jurídico. Así, por ejemplo, en cuanto al régimen patrimonial, es acorde a los tiempos y al avance del derecho de familia que se haya establecido que, por defecto, sea el de separación total de bienes, pudiendo los contratantes optar por el régimen de cuasicontrato de comunidades establecido en el Código Civil.

Asimismo, es ciertamente dignificante la concesión de calidad de heredero a quien haya celebrado un pacto de unión civil, y este se encuentre vigente con el causante, del mismo modo en que por justicia se le hacen aplicables las causales de desheredamiento contempladas de manera general en la legislación común. También es destacable la consagración del legítimo derecho de la pareja civil a la obtención de beneficios sociales y previsionales.

Esos tres aspectos: el patrimonio común, la herencia y la seguridad social, no podrán ser reconocidos sino solo a quienes vivan una vida en común. Reitero, el hecho de la vida en común y los efectos que de ella se siguen es algo a lo que nosotros como legisladores debemos, al menos, ponerle mayor atención. 

Señor Presidente, quiero recordar que estamos discutiendo y pronto votaremos esta iniciativa que establece el pacto de unión civil dado una moción presentada por el actual senador Andrés Allamand y el entonces senador Andrés Chadwick. Con esta legislación avanzaremos en la consolidación del respeto a la diversidad de proyectos de vida y en que estos sean institucionalmente posibles. La apertura de estas posibilidades es lo más valioso, porque a través de ellas permitiremos un reconocimiento en igualdad a las opciones de vida de miles de personas en nuestro país. Avanzar en tal reconocimiento es, a fin de cuentas, avanzar en el respeto de diversas opciones de vida con total justicia y derecho. 

Mi voto es a favor de este proyecto de ley, por una cuestión de convicción.

(Aplausos)

Creo que en materias como estas no puede haber órdenes de partido. Creo en una sociedad abierta, en el respeto a todas las personas, en los diferentes tipos de familias y en que este proyecto generará un cambio positivo en la lógica democrática de nuestro país. Un mundo en que exista respeto a la diversidad es aquel en que quiero vivir. Hago un llamado a todos los chilenos para que nos respetemos entre nosotros y nos protejamos, y para que denunciemos y alcemos la voz cuando seamos testigos de cualquier tipo de discriminación, porque si no somos capaces de lograr eso, entonces no legislemos para ser un país desarrollado.

He dicho.

-Aplausos.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Pepe Auth.

El señor AUTH.- Señor Presidente, el artículo 102 del Código Civil señala: “El matrimonio es un contrato solemne por el cual un hombre y una mujer se unen actual e indisolublemente, y por toda la vida, con el fin de vivir juntos, de procrear, y de auxiliarse mutuamente.”.

Es evidente que la variedad de relaciones y de familias que existen en Chile y en el mundo no están contenidas en el artículo que acabo de citar. No están contenidas porque hay centenares de miles de parejas heterosexuales que conviven, pero no para toda la vida, y también hay parejas homosexuales o, como alguien dijo en la Comisión de Hacienda, “parejas AMS”, como si la palabra homosexual produjera sarpullidos en la boca.

De manera clara y categórica, quiero decir que soy de los que creen -me imagino que somos muchos- que la separación del Estado y de la Iglesia fue un avance fundamental en el desarrollo del país. Compartí la lucha histórica de los no creyentes y de los evangélicos para romper el vínculo indisoluble que existía en Chile entre el Estado y la Iglesia Católica.

Por supuesto, la Iglesia tiene derecho a definir lo que entiende por matrimonio y a exigirles a sus feligreses requisitos especiales para amarse y contraer matrimonio. Sin embargo, el Estado no tiene derecho a discriminar según la orientación sexual. Por eso, creo en el matrimonio civil igualitario y seguiré trabajando para que, en un futuro próximo, tengamos un Código Civil que permita que todos aquellos que se aman, independientemente de su orientación sexual, tengan derecho a unirse indisolublemente por toda la vida y a construir una familia. 

En muchos países existe la unión civil. En algunos existe exclusivamente para parejas homosexuales, y la homologan al matrimonio, pero no la asimilan completamente a los derechos que este contiene. Existen otros estados, como Francia, que estableció el pacto de solidaridad, unión civil para parejas heterosexuales que no quieren contraer un compromiso indisoluble para toda la vida. Esta es la opción que elegimos en Chile. Por supuesto, voy a votar a favor del PUC para parejas homosexuales y heterosexuales, a fin de que todos aquellos que convivan tengan protección y reconocimiento.

Señor Presidente, por su intermedio, quiero decir a los representantes de las iglesias evangélicas presentes -así como les dije a los de las iglesias evangélicas de Cerrillos, de Maipú y de Estación Central, con las cuales he trabajado muchísimo y tenemos variadas coincidencias en materia social- que si bien los acompañé con entusiasmo para terminar con la discriminación que ejercía el Estado y la sociedad en términos religiosos, privilegiando a una iglesia por sobre las otras, no puedo acompañarlos en su objetivo de perseverar y consagrar la discriminación por orientación sexual.

(Aplausos)

A todos los creyentes, católicos y evangélicos, que creen en el principio básico de que todos somos iguales y de que nacemos con los mismos derechos, les digo que debemos entender que el Estado debe tratar del mismo modo a todos los hombres y mujeres, cualquiera sea su condición, cualquiera sea su orientación sexual. 

He dicho.

-Aplausos.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra la diputada señora Karla Rubilar.

La señora RUBILAR (doña Karla).- Señor Presidente, es un gran día para Amplitud. Después de muchísimos años, logramos tener este debate en la Cámara de Diputados. 

Para mí es un orgullo decir que, hace años, junto al diputado Joaquín Godoy, fuimos los primeros parlamentarios de centroderecha de aquel entonces en apoyar una iniciativa del Movilh para el establecimiento de un pacto de unión civil.

Nuestra senadora Lily Pérez defendió con fuerza la ley antidiscriminación y es autora de la ley de identidad de género, y nuestro diputado Pedro Browne ha sido el líder en el debate de este proyecto de ley.

Esta es una iniciativa muy simple. Actualmente existen más de dos millones de personas en nuestro país que conviven bajo un mismo techo y conforman una familia, pero que no tienen un mecanismo o una fórmula para solucionar una serie de problemas prácticos. Se trata de relaciones fundadas en el amor de una pareja que se quiere y que desea conformar una familia, pero que por diversas razones no optan por el matrimonio, porque no creen en él, porque no quieren o porque consideran que no es el momento. Es su decisión.

Sin embargo, naturalmente, conforman una familia. No se trata de que sean parejas heterosexuales y homosexuales, sino de parejas de chilenos que se quieren y que desean conformar un núcleo familiar.

La pregunta que nos hacemos en Amplitud es: ¿quién dijo que la única manera de conformar una familia es a través del matrimonio?

¿Quién decretó eso?

(Aplausos)

Lo planteo sobre todo considerando que la fuerza de la realidad se antepone a cualquier manifestación de deseo o a cualquier aspiración o creencia que podamos tener los parlamentarios acá presentes.

Más del 60 por ciento de los niños de nuestro país nace y se cría fuera de la estructura del matrimonio, que algunos quisieran que fuera la única para conformar una familia: un padre y una madre que contraen un vínculo, ya sea por la ley civil o religiosa.

Pero existe otra realidad en Chile, y como legisladores tenemos la obligación de hacernos cargo de ella. En ese sentido, debemos dar una solución a muchas parejas que, por ejemplo, quieren postular a un subsidio habitacional, compartir una isapre o el Fonasa y prestarse mutuo socorro, de modo que si alguno de ellos fallece, el proyecto de vida que construyeron no quede truncado porque algún familiar o algún hijo de alguna pareja anterior, al que quizás no han visto en muchos años, venga a reclamar los bienes. Son situaciones del día a día, muy concretas.

(Aplausos)

Como Amplitud entendemos que haya quienes conciban como familia única y exclusivamente a un hombre y a una mujer bajo la institución del matrimonio. Lo entendemos, pero no lo compartimos. Por lo demás, desde el punto de vista civil, no es una institución, sino un contrato. 

En Amplitud creemos que este acuerdo de vida en pareja, este pacto de unión civil, o como quieran llamarlo, se ha discutido demasiado. Llegó el momento de votarlo, llegó el momento de construir una ley que proteja a casi dos millones de chilenos.

Algo que nunca podremos sacarnos de la mente es decir que las personas son libres para decidir cómo quieren vivir su vida. Nadie les puede imponer, ni el Estado ni los grupos de poder, cómo deben vivir su vida. Eso lo vamos a defender con mucha fuerza en Amplitud.

(Aplausos)

Algunos han argumentado que esta es una puerta para el matrimonio igualitario. En Amplitud decimos: ¿qué importa? ¿Cuál sería el problema? Que empiece ese debate lo antes posible en el Congreso. Cualquiera puede votar a favor o en contra; pero que exista debate.

Creemos en un Chile más justo, que no discrimina a nadie; queremos dejar atrás las ataduras del pasado. Queremos formar una sociedad moderna en la que la tolerancia y el respeto sean premisas insalvables, no transables, y en la que de verdad demos a las personas, dado que creemos en ellas, garantías para que puedan ejercer su libertad.

Existen grupos que discrepan y argumentan sus creencias personales amparados en la Biblia. Creo en Dios, pero no le impongo a nadie creer en Él, no le impongo a nadie que piense exactamente lo mismo que yo. Les enseño a mis hijos como entiendo que deben vivir su vida, pero también les respeto su libertad. Debemos luchar por esa defensa.

Uno de los mandamientos más importantes que hace la Biblia es: Amarás a Dios por sobre todas las cosas y a tu prójimo como a ti mismo. Como quiero para mí ciertas leyes, como el matrimonio, también quiero que de una vez por todas se abra el debate sobre el matrimonio igualitario.

He dicho.

-Aplausos

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra la diputada Karol Cariola.

La señorita CARIOLA (doña Karol).- Señor Presidente, quiero comenzar mi intervención saludando a varios compañeros y compañeras de lucha por la igualdad: al Frente Amplio de la Diversidad Sexual, al Movimiento por la Diversidad Sexual (MUMS), a Acción Gay, al Movilh, a Fundación Iguales, a Rompiendo el Silencio, a Fundación Daniel Zamudio, a Fundación Valdiversa, a OTD, y a todas las organizaciones que han sido parte de una larga lucha. 

Quisiera decirles que aunque muchas veces se sintieron apuntados con el dedo, nunca estuvieron solos. Muchos estuvimos y seguiremos estando a su lado para ser parte de una lucha que empieza a tener frutos reales. 

Aunque nos hemos acostumbrado como sociedad a inventarnos diferencias para mirarlas con recelo, hoy comenzamos a demoler esas ficciones que nos dividen.

El pacto de unión civil ciertamente nos permite profundizar un poco más en el preciado derecho a la igualdad de trato, a la igualdad de condiciones, una base mínima en la dignidad de cualquier persona.

Por cierto, no es una igualdad plena, como hubiese sido, por ejemplo, que estuviésemos aprobando el matrimonio civil sin distinción de género. Sin embargo, este es un avance importante que abre la puerta al reconocimiento de las familias constituidas en virtud de la libertad personal y el ejercicio de los derechos en igualdad de condiciones para todas las personas.

En nuestro país, la exclusión ha cerrado las puertas de la política a muchas personas, y también ha clausurado la vida común para las personas que son arbitrariamente calificadas de “diferentes” por aquellos que sin motivo alguno, sin fundamento plausible, se autoimponen la potestad de considerarse normales.

Sin ir más lejos, el 27 de marzo de 2012, Daniel Zamudio tuvo que ser asesinado cobardemente para que nos diéramos cuenta, como sociedad, de lo necesario que era comenzar a combatir con fuerza la discriminación y proscribir los delitos de odio. Somos profundamente diversos y es esa rica diversidad la que nos une y la que, a la vez, nos hace iguales en nuestros derechos.

Hoy, la ley tiene que reflejar esa igualdad y esa diversidad, y dar un estatuto y un reconocimiento civil a las uniones de vida en pareja. Ello permitirá que tanto las parejas gays, lésbicas y trans, como las heterosexuales, puedan conformar una familia con absoluto reconocimiento de los derechos y deberes que impone la vida en comunidad.

Nos han dicho que esas uniones son antinaturales. No imagino nada más antinatural que la discriminación arbitraria y la intolerancia. No imagino nada más antinatural que querer imponer una visión sesgada, egoísta e intransigente a un país entero.

Nos han dicho que estas uniones atentan contra la religión o que son condenadas por los textos sagrados. La religión, la que respeto profundamente, debe ser la guía espiritual que cada persona elija y se trace para su camino, dentro de la comunidad que libremente decida elegir. Pero, además, la religión, cualquiera sea, no es, ni nunca debe ser una norma rectora de las políticas públicas.

(Aplausos)

Me parece que no hay nada más justo que poder constituir como heredero a aquella persona con la que elegimos llevar adelante nuestro proyecto de vida, o que el cuidado personal de un niño pueda ser ejercido por la madre o el padre, sin diferenciar su estado civil ni su orientación sexual.

Hay desafíos que aún nos quedan pendientes. La homoparentalidad debe quedar establecida y el derecho de adopción tiene que estar garantizado para todas las familias de este país que estén constituidas como a cada persona le asegure su propia felicidad, y no como les dicta una minoría cada vez más pequeña que se aísla y trata de imponer su postura.

No estamos construyendo un trato especial para una minoría, como muchos tratan de decir para tergiversar el sentido del debate. Estamos construyendo el asentamiento para una igualdad de trato, sin discriminación, y rompiendo con el privilegio segregador de definir por decreto cómo debe estructurarse algo tan íntimo como la propia familia.

Queremos que cada año la marcha del orgullo deslumbre con los colores y banderas de esta nueva conquista, que es la primera de muchas que vendrán. Tenemos la certeza de que de a poco iremos sembrando triunfos para lograr la plenitud de derechos para todas las mujeres y hombres del país, sin exclusión de ningún tipo.

Por ello, anuncio mi voto favorable al proyecto, con la convicción de que habrá más instancias para seguir desarrollando nuestra sociedad y transformarla en una realmente justa, como siempre debió haber sido.

He dicho.

-Aplausos.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Arturo Squella.

El señor SQUELLA.- Señor Presidente, quiero comenzar saludando a quienes están en las tribunas, particularmente a quienes durante el último tiempo han sido discriminados profundamente. Me refiero a los miembros de la Iglesia Evangélica.

Durante mucho tiempo y en torno a la discusión que se ha dado respecto de este proyecto de ley los han apuntado con el dedo, se han reído y burlado de sus creencias y, sistemáticamente, los han dejado fuera del debate.

Por supuesto, quienes creemos en la no discriminación, no podemos seleccionar. Quería hacer ese comentario ya que todas las personas que están en las tribunas han sentido esa discriminación en alguna oportunidad, pero ya es tiempo de que nos pongamos de acuerdo y la dejemos fuera de nuestra sociedad.

No es casualidad que muchos de los diputados y de las diputadas que intervinieron hayan hablado derechamente del matrimonio. Incluso, un parlamentario citó el artículo 102 del Código Civil. Ello fue así porque el proyecto que recogimos y revisamos en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de la Cámara -que venía del Senado- derechamente versa sobre el matrimonio entre dos personas del mismo sexo. Lo único que lo distingue del matrimonio regulado por la Ley de Matrimonio Civil, consagrado en el artículo 102 y siguientes del Código Civil, es precisamente el nombre, los deberes -que no están en el acuerdo de vida en pareja (AVP), hoy llamado pacto de unión civil (PUC)-, y un par de modificaciones distintas, dentro de las cuales cabe señalar que el acuerdo se puede contraer entre personas del mismo sexo, lo que no está contemplado en el matrimonio civil. Todo lo demás es exactamente igual.

Por lo tanto, quiero señalar que sería total y absolutamente absurdo que hoy algún diputado o diputada votara a favor del AVP y que en algunos meses más lo hiciera en contra del matrimonio homosexual. Habría una incongruencia absoluta en esa acción, y sería bueno que quienes están pensando proceder así, se hagan cargo de ello.

¿Por qué el AVP es lo mismo que el matrimonio? Porque genera derechos sucesorios, establece como asignatario forzoso al conviviente civil; genera estado civil, relación de parentesco, compensación económica, por nombrar algunos de los derechos contenidos dentro del estatuto jurídico del matrimonio, y que en virtud de este proyecto estarán contemplados para los convivientes o para quienes contraigan el AVP.

Esta iniciativa tiene una debilidad o una falla de origen. No existe nadie que crea en el AVP desde su inicio. No existe nadie, pasando por el gobierno del Presidente Sebastián Piñera y por el actual gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet, que lo vea como un bien en sí mismo. Para los primeros no fue más que una herramienta electoral, para hacer un guiño a un sector de la población que pide y aspira a tener una unión formal de pareja; pero -reitero- no existía convicción respecto de la institución que se promovía. Para los segundos no es más que un paso previo para afianzar la votación del proyecto que establezca el matrimonio entre personas del mismo sexo, que seguramente conoceremos en los próximos meses o quizá en uno o dos años.

En consecuencia, dado que estamos en un escenario en el que nadie está totalmente convencido de una institución que va a generar un matrimonio de segunda categoría, particularmente me refiero a las personas heterosexuales, y ponderando lo que está detrás del proyecto, anuncio que lo votaré en contra. Lo haré precisamente porque creo que una pareja heterosexual, un hombre y una mujer, que quiere tener un grado de estabilidad y un estatuto jurídico especial reconocido por el Estado, no puede tener una opción alternativa light, que no consagre precisamente aquella permanencia que, para los ojos del Estado, a través de la ley, le interesa. Por eso adquiere relevancia jurídica la unión entre dos personas.

Desde ese punto de vista, creo que lo que deberíamos estar discutiendo es, precisamente, el matrimonio homosexual. Quienes creemos en el matrimonio entre un hombre y una mujer daremos nuestros argumentos al respecto, y quienes están a favor del matrimonio homosexual darán los suyos. Pero no se ha tenido el coraje para debatir un proyecto de ley en tal sentido. Eso es lamentable, porque nos dejarán de herencia una institución que seguramente no se utilizará mucho, pero que tendrá consecuencias negativas y nefastas para aquellas pocas parejas que lo utilicen, y que hará daño a la institucionalidad del matrimonio.

Por último, en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia nos pronunciamos sobre los cambios al proyecto del Senado. En efecto, votaremos a favor muchas de las modificaciones que se nos proponen, precisamente porque lo que venía del Senado era realmente incomprensible. Por ejemplo, que se hable de conviviente sin exigir en ningún artículo la convivencia nos pareció absurdo, razón por la cual hicimos el cambio correspondiente. También modificamos lo relativo al derecho preferente para el conviviente civil en el cuidado de los hijos, pues nos pareció fuera de la lógica del interés superior del niño. El hecho de que no se estableciera ningún requisito en relación con el término unilateral del acuerdo también fue objeto de modificación, porque no puede ser que un contrato tan importante como este sea más fácil de disolver que un contrato de arriendo. 

Reitero que un proyecto de este tipo, que se utiliza simplemente como una herramienta, electoral o política, para hacer un guiño a determinado sector, no debe ser insertado dentro de nuestro sistema jurídico. En consecuencia, lo que corresponde es votarlo en contra.

He dicho.

-Aplausos.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra la diputada Daniella Cicardini.

La señora CICARDINI (doña Daniella).- Señor Presidente, hoy hemos tenido una jornada histórica en la Cámara de Diputados. Durante la mañana discutimos el proyecto que pone término a uno de los últimos amarres de la dictadura: el sistema electoral binominal, que gracias a Dios fue aprobado, lo que permitió erradicarlo de nuestro sistema, y esta tarde estamos llevando a cabo esta discusión tan relevante sobre el proyecto de unión civil. Es decir, por fin en el Congreso Nacional, tras años de lucha y de esperas, comenzamos a hacernos cargo de temas tan relevantes -es lo que nuestros ciudadanos esperan de nosotros-, como el que abordamos en esta iniciativa de ley: la regulación de los efectos jurídicos derivados de la vida efectiva en común entre dos personas a través de un nuevo pacto de unión civil. Subrayo especialmente aquello de “dos personas”, porque lo que intentamos resguardar y reconocer a través de este proyecto son los derechos y deberes de dos seres humanos en su condición como tales y al interior de una relación efectiva, sin apellidos ni condiciones de ningún tipo en relación con su género, condición o sexualidad.

Sin embargo, es indudable que al mismo tiempo nos hacemos cargo de la existencia de una diversidad de tipos de familias, de formas de expresión del afecto y del cariño, y de los lazos profundos que se generan al interior de esos grupos familiares. Todas ellas merecen el respeto, el reconocimiento y la protección por parte del Estado, porque todas esas formas de expresión y de convivencia entre dos personas son una realidad que tiene efectos y que existen más allá de lo que cada uno de nosotros piense u opine al respecto, y más allá de la forma de pensar de quienes, amparados en lo que han llamado “temas valóricos”, han querido imponer a toda la sociedad, sin hacerse cargo, en todos estos años, de un sinnúmero de efectos jurídicos y prácticos que trae un hecho de la vida cotidiana, como es la existencia efectiva de las distintas formas de pareja, de familia, de convivencia y de uniones.

Insisto, por fin nos hacemos cargo de aquello y me alegra porque lo que demanda y espera de nosotros la ciudadanía es que estemos a la altura de los tiempos y de las necesidades de la sociedad chilena.

Quiero enfatizar que a través del pacto de unión civil no estaremos debilitando a la familia, sino fortaleciendo aquellas formas de familia que no eran consideradas ni atendidas hasta ahora en sus particularidades; estamos garantizando la protección jurídica de sus integrantes, estableciendo derechos y deberes para sus integrantes, sean de igual o de distinto sexo, y fijando mecanismos para resolver sus diferencias.

Por ello, hoy me siento orgullosa de apoyar firmemente la aprobación del proyecto de ley de pacto de unión civil porque la lucha por la derrota de la desigualdad, en la que estoy comprometida tal como el gobierno de la Nueva Mayoría, no solo se limita a lo económico, sino que también pasa necesariamente por la construcción de una sociedad integradora e inclusiva, en la que no exista espacio para ningún tipo de discriminación por género, raza o condición física, y que además se haga cargo de dar respuestas a las necesidades de todos.

Tenemos el deber de construir una sociedad más inclusiva, en la que simplemente se respete a las personas por ser personas, y en la que cualquier otra condición de pensamiento, condición u orientación pase a un segundo plano.

Estoy muy contenta y votaré a favor el proyecto de ley. Estamos dando un paso muy importante y significativo para muchos chilenos y chilenas, pues mediante esta iniciativa les garantizaremos sus libertades individuales. Queremos, por sobre todas las cosas, que las familias que opten por el pacto de unión civil sean felices.

He dicho.

-Aplausos.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Osvaldo Urrutia.

El señor URRUTIA (don Osvaldo).- Señor Presidente, esta iniciativa nace de un 
diagnóstico en virtud del cual se considera que el Estado no estaría cumpliendo adecuadamente con su finalidad ni con sus deberes, al no ofrecer un marco jurídico que, al menos, reconozca, respete y otorgue certeza jurídica a los derechos de aproximadamente dos millones de compatriotas que viven en pareja, sin estar casados, regulando los efectos patrimoniales, sociales y sucesorios de su convivencia.

Es importante recalcar lo anterior, puesto que en base a este diagnóstico es que el gobierno del Presidente Sebastián Piñera optó por legislar en esta materia.

Quiero ser muy explícito en esto. Hoy tenemos un proyecto de ley, que seguramente será aprobado en breves instantes por la Cámara de Diputados, que regula estas relaciones de hecho, tanto de parejas heterosexuales como homosexuales, y que en sus inicios fue promovido por un gobierno de derecha.

Es importante tener presente y no olvidar lo anterior, puesto que los sectores que se autodeterminan progresistas en este Parlamento y en el gobierno que encabeza la reelecta Presidenta Michelle Bachelet, no lo consideraron necesario en su anterior gobierno.

Sin perjuicio de lo anterior, si bien me parece pertinente legislar sobre los efectos patrimoniales que se derivan de estas relaciones, considero que el Estado no debería intervenir en los afectos y relaciones personales entre los individuos como un fin por sí mismo. Es más, la aceptación y la no discriminación de las minorías sexuales no pasa por dictar leyes que traten de dar cierta protección o igualdad, sino por respetar las diferencias que existen entre los seres humanos en todo orden de cosas. Ello se genera con un cambio de mentalidad que el Estado no puede intentar imponer con la dictación de una determinada ley.

En cuanto al proyecto propiamente tal, creo que el cambio de nombre a “pacto de unión civil”, unido a varias indicaciones que se le incorporaron durante su tramitación, desvirtúa en gran medida el sentido que esta iniciativa tuvo en su génesis, puesto que lo que se intenta hacer, con esta y otras modificaciones, es asimilarlo lo más posible al matrimonio civil, tal como ha sido expresado por los diputados que me antecedieron en el uso de la palabra.

Dejémonos de eufemismos: si el actual gobierno quiere hablar directamente de matrimonio entre parejas homosexuales, que lo haga.

Seré claro al respecto: no estoy a favor del matrimonio entre personas del mismo sexo. Creo que el matrimonio es una institución jurídica y social que se basa en la unión de un hombre y una mujer, en una comunidad de vida que tiene como fin la estabilidad de la familia, la procreación y el cuidado de los hijos. Las relaciones entre personas del mismo sexo no están dentro de estos conceptos.

(Aplausos)

Asimismo, reconociendo los diversos tipos de familia, los cuales deben ser protegidos, considero que un niño tiene derecho a un padre y a una madre; es una necesidad natural y debe ser protegida. No obstante lo anterior, las familias monoparentales o de otro tipo hacen un gran trabajo para sacar adelante a sus hijos, lo cual muchas veces constituye un tremendo esfuerzo, que reconozco y valoro. Digo esto porque la existencia de distintos tipos de familia no está en discusión, ni estoy discriminando positiva o negativamente al respecto.

Dejando claro todo lo anterior, voy a aprobar en general esta iniciativa, puesto que considero que el pacto de unión civil es un paso que debemos dar como sociedad chilena para dar protección jurídica a las relaciones de hecho, con el objeto de que se puedan regular los efectos patrimoniales, sociales y sucesorios de largas convivencias de muchas parejas homosexuales. En ese sentido, no siento un rechazo ni discrimino a las personas de naturaleza homosexual; por el contrario, sostengo que son relaciones de naturaleza distinta.

Por todo lo anterior, anuncio mi voto a favor del proyecto.

He dicho.

-Aplausos.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Alberto Robles.

El señor ROBLES.- Señor Presidente, desde hace más de 150 años el Partido Radical viene luchando por la libertad, la igualdad y la fraternidad.

En el pasado, luchamos por la libertad de culto; en el presente luchamos por la igualdad de dichos cultos, en una sociedad que no le entrega los mismos derechos e igualdad a los diferentes componentes religiosos. En el pasado, luchamos por la igualdad del voto; hoy estamos en un proyecto distinto. 

Los seres humanos no estamos hechos para vivir solos, sino que buscamos la vida en pareja, sobre todo cuando somos adultos, y formamos una familia. Y en el siglo XXI, las familias son de distinto tipo.

¿Qué hace este proyecto? Desde hace tiempo hemos tratado de legislar sobre las uniones de hecho. Tal como lo determina la biología, los seres humanos nos pareamos y, en ese sentido, hay formas y formulismos que emplean las personas para poder hacerlo. Algunos, en su concepto religioso, concurren a la iglesia, sea católica, evangélica, luterana, judía o musulmana, para contraer el matrimonio religioso, y está dentro de su libertad el creer y desarrollar esa opción religiosa. Hay otros que simplemente toman la decisión de vivir en pareja para poder desarrollar su vida en común.

¿Qué ha hecho el Estado al respecto? Aquí surge una distinción, porque -permítanme utilizar una metáfora- lo que se está estableciendo tiene “cola de perro, hocico de perro, ladra como perro, pero no es un perro”. Entonces, aquí estamos generando una distinción que, si bien es razonable desde el punto de vista jurídico, no es más que eso. Sin embargo, en este proyecto no fuimos capaces de resolver un tema que va a continuar estando presente y que tiene relación con la regulación de todos los aspectos que tienen que ver con la decisión humana, libre y absolutamente respetable, de vivir en pareja.

En este proyecto de ley estamos creando dos distinciones, dos contratos. Uno realizado entre parejas heterosexuales, un hombre y una mujer, con el objeto de procrear, desarrollar la vida en común, vivir juntos y auxiliarse mutualmente, y otro distinto para personas que desean compartir su hogar con el propósito de regular los efectos jurídicos derivados de su vida afectiva en común.

Sin eufemismos, lo que estamos creando es una situación donde las parejas van a tener que celebrar un contrato, sea el del matrimonio o el del pacto de unión civil. En ese sentido, lo que estamos tratando de lograr es resolver, eufemísticamente, una situación derivada de la convivencia humana en el siglo XXI. Sin embargo, a mi juicio, estamos dejando afuera a una cantidad muy importante de parejas, heterosexuales y homosexuales, que no quieren celebrar contrato alguno, ni el del matrimonio ni el del pacto de unión civil, a los que estamos excluyendo.

Los radicales creemos que debemos solucionar el problema a los chilenos del siglo XXI, no solo a algunos. A unos será a través del matrimonio; a otros, a través del pacto de unión civil. Pero, ¿qué pasa con aquellas parejas que no quieren ni lo uno ni lo otro, que son la mayoría y que -estoy seguro- seguirán siendo la mayoría? A los convivientes de hecho no se les regula ni se les permite regulación alguna. 

Habíamos preparado algunas indicaciones, pero, dada la urgencia con que se calificó al proyecto, no pudimos presentarlas. El objetivo era que las parejas de hecho que no concurran al pacto de unión civil ni quieran participar del matrimonio puedan tener algunos derechos básicos de las parejas, como, por ejemplo, ser carga uno de otro en el sistema de salud. Mucha gente quedará fuera de este derecho y vamos a tener que seguir permitiendo que las cortes desarrollen jurisprudencia en este sentido. 

En cuanto a los efectos patrimoniales, todavía hay una cantidad muy grande de problemas derivados de personas que no quieren concurrir a este contrato en términos civiles, y por eso me parece que, tal como expresó otro parlamentario, este proyecto crea un tipo de contrato muy parecido al del matrimonio, sin llamarlo como tal, pero que, en general, no regula eficientemente las uniones de hecho. 

A este proyecto le falta una pata muy importante: las personas que en su libertad desean y deciden seguir su vida en conjunto sin hacer pacto alguno, sino que simplemente deciden expresarse el amor en forma libre. Ellos, por lo tanto, forman una familia distinta. 

En Chile, hoy el 75 por ciento de los niños nacen fuera del matrimonio y estoy seguro que después de este proyecto vamos a tener cifras muy parecidas de niños que van a nacer fuera del matrimonio y fuera del pacto de unión civil, y eso es parte de la libertad de los seres humanos, lo que debemos respetar.

Vamos a apoyar el proyecto y vamos a votar a favor, porque entiendo que permite una distinción que soluciona un problema a muchas personas que, libremente, quieren suscribir este contrato solemne. Hoy estamos avanzando en entregar a esas personas la opción de celebrar un contrato civil para regular su convivencia. Pero reitero que nos va a faltar la otra pata, que no está bien resuelta en este proyecto, pero que tenemos que abordar. Como radicales, nos hubiese gustado haber presentado las indicaciones necesarias para avanzar en la regulación de las parejas de hecho que no están consideradas en esta iniciativa. 

Reitero que vamos a votar a favor de este proyecto, porque creemos que resuelve un problema importante de la sociedad, pero queremos dejar clara constancia de que este no resuelve un problema, que va a seguir subsistiendo, de manera que deberemos abordarlo en una legislación posterior, que incluya a las parejas que decidan no suscribir el matrimonio ni el pacto de unión civil. 

He dicho.

-Aplausos.

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Fuad Chahin.

El señor CHAHIN.- Señor Presidente, hoy en la mañana, como país, dimos una muestra de madurez democrática al terminar con el sistema binominal y, ahora, tenemos la oportunidad de dar una muestra de madurez cultural, al terminar con la hipocresía que desconoce una realidad social, cultural y afectiva de personas del mismo o de distinto sexo que deciden vivir en común, no por temas patrimoniales o sociales, sino porque hay amor, afecto, porque también constituyen una familia. Lo que hace este proyecto es reconocer una diversidad que existe: hay distintos tipos de familia. 

Este proyecto está en la línea correcta, pues perfecciona el reconocimiento institucional de las parejas convivientes. Implica la celebración del pacto de unión civil ante el oficial del Registro Civil, la creación de un estado civil para los contrayentes: el de pareja civil; reconocimiento y protección de los distintos tipos de familia conformadas por parejas convivientes que no se encuentran casadas, en los temas patrimoniales, sucesorios, previsionales, laborales, etcétera. 

Este es un avance muy significativo desde el punto de vista cultural y jurídico, que busca dar mayor protección a esas familias que constituyen las parejas de hecho. 

También es importante avanzar en no generar un estatuto discriminador en el que los niños comunes de las parejas que han celebrado un pacto de unión civil tengan un nivel inferior de protección a la hora de su término. Por eso es muy importante aprobar la indicación que, en los casos en que se termine unilateralmente el pacto de unión civil, en el mismo instante y en el mismo procedimiento podamos regular las relaciones con los hijos comunes, para que los hijos del matrimonio y los del pacto de unión civil no tengan ninguna diferencia desde el punto de vista de su protección y que prime el principio del interés superior del niño, tal como lo establece nuestra legislación y las convenciones internacionales que ha suscrito y ratificado Chile. 

Por eso apoyamos este proyecto, porque da cuenta de la madurez cultural de nuestro país.

He dicho. 

-Aplausos.

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Daniel Melo.

El señor MELO.- Señor Presidente, este un día histórico para nuestro país, para nuestra democracia y para los derechos de las mayorías sociales. Hoy hemos puesto fin al sistema electoral binominal y hemos restablecido el valor del voto y de la participación de la gente. 

De la misma forma, el proyecto que crea el pacto de unión civil que ahora debatimos es un paso más en el objetivo de combatir las desigualdades y avanzar de manera concreta en el reconocimiento de la alteridad y la diversidad del Chile actual. Es, por lo tanto, un primer acto de justicia y reconocimiento hacia los distintos tipos de familia y la vida afectiva de las parejas de un mismo sexo. 

Debemos poner fin a las discriminaciones y a las odiosidades que hemos visto recientemente, porque ese no es el país que queremos. Del mismo modo, quiero expresar toda mi solidaridad al diputado Claudio Arriagada y reconocer en sus palabras el deber y la responsabilidad que todos tenemos como país de desterrar ese tipo de fanatismo y discriminación. Queremos una sociedad inclusiva y sin miedos. 

El pacto de unión civil es un contrato celebrado entre dos personas que comparten un hogar con el propósito de regular los efectos jurídicos derivados de su vida afectiva en común. Crea, además, el estado civil de pareja civil, el que se celebrará ante el oficial del Servicio de Registro Civil e Identificación. En síntesis, viene a regular derechos y obligaciones.

Para terminar, reconozco el trabajo que ha llevado a cabo el Ejecutivo a través del ministro Álvaro Elizalde, pero más aún quiero reconocer al conjunto de las organizaciones de la sociedad civil, como el Frente Amplio de la Diversidad Sexual, el Movilh, la Fundacion Iguales, el Mums (Movimiento por la Diversidad Sexual) y Acción Gay, entre otros, que representan la lucha de años por el derecho a la diversidad sexual. Desde ya, cuenten con mi apoyo para llevar adelante una agenda pública que permita que el matrimonio igualitario sea una realidad. 

Para que Chile sea una sociedad plenamente democrática se requiere avanzar con todos y con todas. Nos merecemos un país con cohesión social, tolerante, que reconozca la diversidad y alteridad. Este es, sin duda, el camino que hemos abierto junto al gobierno de la Presidenta Bachelet. El Chile de todos y de todas comienza a ser una realidad.

Por ello, anuncio mi voto favorable a esta iniciativa que crea el pacto de unión civil, que reconoce una realidad y devuelve la dignidad y derechos que deben tener todos los chilenos y chilenas.

He dicho.

-Aplausos.

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Jorge Rathgeb.

El señor RATHGEB.- Señor Presidente, hoy muchos creen que se vota el matrimonio igualitario. Evidentemente, no es así. Se vota el pacto de unión civil (PUC). 

El fundamento de esta iniciativa fue regular legalmente las relaciones de personas que conviven. Sin embargo, el proyecto ingresó al Congreso Nacional de una manera, pero saldrá de otra, a tal punto que originalmente se llamaba acuerdo de vida en pareja (AVP) y hoy se llama pacto de unión civil. 

Inicialmente, se debía realizar en una notaría; ahora se hará en el Servicio de Registro Civil e Identificación. El matrimonio igualitario en el extranjero se inscribe en Chile como un pacto de unión civil. Cambiaron también la situación de los derechos sucesorios y una serie de otras cosas que el proyecto original no consideraba. Por eso afirmé que estamos ante un proyecto totalmente distinto.

Hoy, en Chile, el matrimonio es entre un hombre y una mujer. Este proyecto se acerca cada día más a lo que es un matrimonio y, por lo tanto, se aleja del proyecto original. Ha perdido su naturaleza, ha perdido su espíritu original y, en consecuencia, manifiesto mi voto en contra. 

He dicho.

-Aplausos.

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Ramón Farías.

El señor FARÍAS.- Señor Presidente, en nuestro país existen más de dos millones de parejas que no están casadas. Unas, porque así lo han elegido, porque así lo quieren o porque no creen en la institución del matrimonio, y hasta el momento no poseen una alternativa distinta y, otras, porque simplemente nuestra legislación no les permite contraer matrimonio, como es el caso de las parejas del mismo sexo. Y al igual que en el caso anterior, no se contempla una alternativa para esta unión.

Pues bien, el proyecto que estamos discutiendo hoy, después de más de tres largos años de tramitación, representa un avance histórico en nuestra legislación y constituye un pilar fundamental para acabar con discriminaciones y, sobre todo, entrega -sé que no es perfecto ni lo más deseado- un reconocimiento expreso, por primera vez, a la existencia de parejas, familias, relaciones diferentes a lo que hasta ahora era lo cotidiano, pero que, al igual que otras, merecen todo nuestro respeto, así como también que el Estado legisle, proteja y actúe por ellas y para ellas.

El ahora bien denominado pacto de unión civil -digo “bien denominado” porque este es el tratamiento correcto, pues es de esta manera como se denomina internacionalmente a este contrato- nos entrega una completa y vasta regulación.

Con su arribo a nuestra Cámara se pudieron perfeccionar algunos elementos, como, por ejemplo, el reconocimiento, por parte de nuestra legislación, de matrimonios entre personas del mismo sexo que se hayan celebrado en el extranjero, que cumplan con los requisitos enunciados en la ley, a los cuales se les aplicará esta ley o la posibilidad de poder cambiar el régimen patrimonial elegido en primera instancia, lo que nos parece muy positivo.

Pese a lo anterior, quiero profundizar en un punto. Tras arduas negociaciones, se logró un acuerdo, establecido en un artículo, que le da preferencia a aquellos cónyuges o convivientes civiles que no sean los padres biológicos de niños o niñas, pero que sí hayan influido en su crianza y que tengan un lazo con el menor, para tener el cuidado personal de ellos si sus padres biológicos están incapacitados para hacerlo. 

Pero en esta Cámara se intentó reemplazar dicho artículo por otro, que deja al criterio del juez la elección de dónde vivirá el menor, y señala que, de igual manera, está contemplada la posibilidad de que sean cónyuges o convivientes civiles, pero siempre al criterio del juez, por lo que se teme que sean elegidos los ascendientes y no aquel que los ha criado, ha compartido hogar, afectos y que ha sido considerado padre o madre.

Esta materia es de gran interés y preocupación para quien habla, ya que estamos hablando de niños y niñas y de su derecho a vivir en familia. Si una persona, independientemente de su sexo, de si es casada o tiene una unión civil, al margen de ser el padre o la madre biológica de un niño o niña, es reconocido por estos como padre o madre; si tiene un lazo innegable, dado por la crianza, la convivencia y el amor entre ellos, no puede existir más opción que esa persona para el cuidado personal de ese menor en caso de que la madre o el padre biológicos no puedan hacerlo. 

En esta materia, donde se encuentra en juego el interés superior del niño y el pleno respeto a la vigilancia de sus derechos, no puede ni debe existir duda alguna ni espacio a decisiones del momento. Si el menor identifica a esa persona como su familia, como su padre o su madre; si es ese adulto quien representa una figura de seguridad y estabilidad emocional y familiar para el niño, con esa persona debe estar, y eso debe estar plasmado en esta ley de forma clara y concisa.

Estimados colegas, hoy es un día histórico para nuestra Cámara de Diputados, porque no solo logramos derribar el enclave dictatorial del sistema binominal, sino que, además, estamos modernizando nuestra legislación para reconocer que la sociedad cambió, que hoy tenemos diversos tipos de familia y que todos y todas tenemos los mismos derechos, independientemente de si decido casarme o no, o de si decido unirme a alguien de igual o distinto sexo. 

Hoy tenemos en nuestras manos la posibilidad única de crecer como sociedad y de construir una mucho más inclusiva y participativa, donde cada chileno y chilena tiene cabida.

Quiero reconocer también el trabajo arduo de las organizaciones que trabajaron en este proyecto, como el Movilh, la Fundación Iguales; a las Claudias (Claudia Amigo y Claudia Calderón) y a la Gaby, quienes a través de su historia de vida han contribuido a que muchos nos demos cuenta de que lo que nos une en esta lucha es un sentimiento: el amor, el amor que se manifiesta en todas esas parejas que hoy se verán reconocidas y verán reconocidos sus derechos.

He dicho.

-Aplausos.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Gabriel Boric.

El señor BORIC.- Señor Presidente, no se puede partir este debate, como lo han hecho muchos otros diputados, sin reconocer, agradecer y admirar profundamente el trabajo y la perseverancia de todas las organizaciones sociales que han hecho posible que hoy podamos votar este pacto de unión civil en el Congreso Nacional. 

Agradezco, por lo tanto, al Mums, al Movilh, a la Fundación Iguales, a Acción Gay y a todos quienes, desde diferentes frentes, han aportado a que este día sea posible. 

En esta intervención, que fue escrita junto con el núcleo feminista de Izquierda Autónoma, queremos partir poniéndonos del lado de la familia, pero no de la restringida versión de familia con la que los trajes institucionales nos han vestido desde los albores de esta joven república. Es sencillamente aquella en la que manda el amor y que a partir de ello puede darse de todas las formas que las personas decidan y que les sea justo. Conocemos familias parentales, monoparentales, heterosexuales y homosexuales; familias sostenidas en abuelos o abuelas, con o sin hijos, y todas nos parecen muy dignas, de modo que no queremos restringirlas; queremos que se multipliquen.

Celebramos hoy que nuestra sociedad está viva y empuja, año tras año, a la política a reconocerla. Hoy, cuando votemos este proyecto favorablemente, podremos decir que tenemos un traje un poco mejor, que reconoce el amor de parejas del mismo sexo. 

Es un pequeño paso que ha costado mucho dolor. Han sido años de oscuridad; años de muchas personas que tuvieron que esconderse a la vista de todos, casándose, negándose a sí mismas; años de discriminación, de humor homofóbico, de machismo explícito, de acoso en la calle, de pastores del odio. Porque recordemos que hay vidas que han pagado la violencia de la discriminación, desde el incendio de la discoteca Divine, aquí en Valparaíso, hasta los asesinatos de Daniel Zamudio y de Dylan, en La Pintana.

Es un pequeño, pero significativo paso para superar los estereotipos propios de una sociedad democráticamente restringida, construida a la medida de pocos; es un pequeño, pero significativo paso para acercarnos, mirarnos a los ojos y aceptarnos como iguales. 

Sin embargo, queda mucho por avanzar y esperamos que este sea solo el puntapié inicial. Este proyecto reconoce la condición de familia y protege patrimonialmente a las parejas. Celebramos que el PUC -aunque no le guste al rector de la Universidad Católica- no sea solo para personas del mismo sexo, lo que permitirá que parejas heterosexuales puedan unirse sin asignación de roles de género. Pero aún peligra el reconocimiento del rol de crianza que los convivientes civiles pueden tener hacia hijos e hijas, y tenemos el temor de que se privilegie la consanguinidad de la relación por sobre el apego que hayan forjado los niños, pues hemos visto cómo, en la discusión, el conservadurismo se sigue tratando de imponer al interés superior del niño.

Así, queda pendiente una profunda reforma al derecho de familia, que sea inclusiva, que sea abierta a reconocer la diversidad de las formas familiares que no necesariamente se asientan sobre el matrimonio. 

En ese sentido, aprovecho de preguntarle a la ministra Claudia Pascual cuándo se van a eliminar las odiosas discriminaciones como la sociedad conyugal, que se afirma sobre roles de género y discriminación a la mujer al no poder administrar sus bienes.

(Aplausos)

Como decíamos en un comienzo, una vez más, la sociedad y sus espacios organizados son los que se han movilizado y han movilizado a la política. Sin tantos años de luchas, de tantas organizaciones presentes, no se habrían movido estas ruedas. La unidad del conservadurismo ha mantenido por décadas las puertas cerradas a que en nuestra democracia quepa el resto de la sociedad, diversa en intereses y rica en diversidad.

Quienes tomamos la bandera de la democracia en nuestras manos debemos ser capaces de construir nuestra propia unidad y no perdernos en el camino. Construir unidad sustantiva implica un largo proceso en el cual converjamos todos en torno a principios que debemos debatir y definir transparentemente. A todas y a todos los que comparten estas posturas les decimos que estamos a su plena disposición. La democracia es nuestra; hemos de tomarla.

Quiero terminar con unos versos de un gran poeta chileno, Pedro Lemebel, de su Manifiesto (Hablo por mi diferencia), para quienes todavía tienen resquemores de proyectos como este.

Dice Lemebel: 

“¿Tiene miedo que se homosexualice la vida?

Y no hablo de meterlo y sacarlo

Y sacarlo y meterlo solamente

Hablo de ternura compañero

Usted no sabe

Cómo cuesta encontrar el amor

En estas condiciones

Usted no sabe

Qué es cargar con esta lepra

La gente guarda las distancias

La gente comprende y dice:

Es marica pero escribe bien

Es marica pero es buen amigo

Súper-buena-onda

Yo no soy buena onda

Yo acepto al mundo

Sin pedirle esa buena onda

Pero igual se ríen…”. 

Hoy, afortunadamente, con la votación de este proyecto, este poema quedará un poquito más en el pasado.

He dicho. 

-Aplausos.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada Camila Vallejo.

La señorita VALLEJO (doña Camila).- Señor Presidente, quiero referirme a este proyecto como un hito, porque es un primer paso para resolver una injusticia de larga data en contra de la diversidad sexual y en contra de aquellos que no creen que el matrimonio sea condición necesaria para la formación de una familia.

En relación a lo primero, este proyecto es una reivindicación, por cuanto el déficit de reconocimiento del Estado de la realidad de muchas familias homoparentales a las que se les ha negado el derecho a contraer matrimonio será saneado con un equivalente jurídico. Así, estas familias se encontrarán en condiciones de producir efectos jurídicos patrimoniales, a pesar de no haber contraído matrimonio.

Esas parejas, que siempre fueron familias a nivel sociológico, finalmente serán reconocidas como familias a nivel jurídico y, al mismo tiempo, quedará claro que el matrimonio no es la única fuente de lo familiar. La familia es una realidad extrajurídica, pero ahora el derecho, que estaba al debe gracias a doctrinas añejas, se está poniendo al día. 

Este proyecto es una reivindicación porque ese déficit de reconocimiento ha importado un desequilibrio en la distribución de los derechos de estas personas. Se les negó un derecho de manera injustificada, el de contraer matrimonio, pero con este proyecto se intenta equiparar las cosas, puesto que, a pesar de no contraer matrimonio, sí serán capaces de formar familias, reconocidas por todos y con la capacidad de producir efectos por el derecho.

Las distintas formas de familia han logrado un reconocimiento de su existencia, pero debemos apuntar a la igualdad de derechos. Si las parejas homosexuales quisieran contraer matrimonio, debieran estar en condiciones de hacerlo. Y si una pareja no quiere contraer matrimonio, por las razones que sean, pero sí quiere producir efectos jurídicos patrimoniales, además de declarar ante la comunidad que entre ella y el ser amado existen vínculos especiales, también deberían poder hacerlo.

Estamos hablando de libertad, pero muchas veces quienes en sus discursos hablan de proteger y asegurar la libertad de elección de las personas, en estos temas y proyectos pierden esas convicciones.

Estamos ante un proyecto que cubre bastante bien algunos aspectos de lo descrito; sin embargo, la igualdad de derechos todavía es algo por alcanzar. Sin duda, es un paso en la correcta distribución de los derechos de las personas, pero la lucha no termina aquí.

Uno de los grandes logros de la corriente feminista se resume en la consigna de Simone de Beauvoir: “biología no es destino”, y los instrumentos de la lucha feminista han cristalizado en un aporte a la lucha de homosexuales y transgéneros. Así, las teorías más recientes han disociado sexo y género, dando a cada término su sitio. El sexo como bioestructurante, mas no condicionante, y el género como construcción cultural, como práctica social.

El derecho es otra de nuestras prácticas sociales y por ello el género y el derecho tienen un área de solapamiento y de mutua influencia. Tenemos que ser capaces de ajustar el derecho a la diversidad de género, y en esto, sin lugar a dudas, el proyecto de ley en cuestión es un avance. Por lo tanto, lo aprobaremos, pero no es nuestra meta a alcanzar.

Queremos garantizar más derechos a la diversidad sexual, más derechos a las parejas homosexuales y más derechos a las mujeres de nuestro país. Por ejemplo, en la reforma educacional avanzamos significativamente en el rechazo a la discriminación, pero todavía nos queda una tarea importante a nivel de medios de comunicación y de cómo se construye una idea errada respecto a la diversidad sexual, a la diversidad de género y a los derechos de las mujeres de nuestro país.

Por eso, como lo han expresado mis compañeros diputados, nuestra bancada aprobará este proyecto, pero creemos que es solo un primer paso para avanzar en una dirección decidida, en conjunto con las organizaciones que han estado luchando históricamente por conquistar más derechos para la diversidad sexual de nuestro país.

He dicho. 

-Aplausos.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada Claudia Nogueira.

La señora NOGUEIRA (doña Claudia).- Señor Presidente, saludo a quienes nos acompañan en las tribunas, tanto a los representantes de las iglesias evangélicas como a los movimientos por la diversidad sexual, pues ambas visiones merecen respeto y consideración.

El proyecto de acuerdo de vida en pareja o pacto de unión civil se ha modificado sustancialmente, a tal nivel que se llega a igualar al matrimonio, pero a un matrimonio disminuido, de segunda clase, que no tiene vocación de permanencia, que desprotege al conviviente más vulnerable, pues otorga solo derechos y ningún deber.

En el ámbito de la permanencia, el AVP es esencialmente inestable, porque su objeto es simplemente regular los efectos jurídicos de la vida afectiva en común; la exclusividad y la responsabilidad para con el otro no es relevante para el AVP. De hecho, el AVP tiene los mismos derechos del matrimonio, pero, de forma incomprensible, un solo deber. El matrimonio contempla el deber de fidelidad; el AVP, no. El matrimonio contempla el deber de socorro; el AVP, no. El matrimonio contempla el deber de respeto recíproco; el AVP, no. El matrimonio contempla el deber de protección recíproca; el AVP, no. El AVP solo contempla el deber de ayuda mutua.

Sin ir más lejos, basta con ver el titular de uno de los diarios más populares y más leídos del país, Las Últimas Noticias, el que, luego de aprobarse el AVP en el Senado, destacó en portada completa el siguiente titular: “6 razones para preferir el AVP al matrimonio”, y hace el principal énfasis en que con el acuerdo de vida en pareja no se jura fidelidad y es mucho más fácil separarse. 

Sin duda, lo más relevante es que este proyecto no beneficia realmente a todas las personas que se dice. Actualmente, si dos personas de distinto sexo, que tienen la posibilidad de contraer matrimonio, no lo hacen, y prefieren, legítimamente y por múltiples razones, convivir, ¿por qué razón van a celebrar un AVP que, tal como está, es muy similar, en forma y fondo, al matrimonio? Es más, temo que muchos hombres vayan a engrupir a las mujeres, mostrándoles las aparentes bondades de este AVP para evitar las obligaciones del matrimonio.

Ahora, quienes no tienen la alternativa anterior son las 34.976 personas homosexuales que conviven. De hecho, los únicos movimientos verdaderamente preocupados por este proyecto son los de la diversidad sexual, porque es a ellos a quienes legítimamente beneficia. No existe ningún movimiento de convivientes que demande o exija el AVP. Hubiera sido más acertado optar por el modelo alemán de unión civil, reservado solo para parejas homosexuales, y no el modelo francés, de pacto de solidaridad, que une a parejas homosexuales y heterosexuales en uniones civiles.

Con todo, quiero decir que el proyecto contiene aspectos relevantes. Por ejemplo, se reconoce expresamente los matrimonios homosexuales celebrados en el extranjero, lo cual es incomprensible, porque dentro de los requisitos del matrimonio se encuentra que sea celebrado exclusivamente entre un hombre y una mujer. Entonces, mal puede la ley reconocer en Chile algún efecto a un matrimonio homosexual, pues para nuestra legislación ese matrimonio no existe. De modo que, si esa pareja quiere que su relación produzca efectos jurídicos en Chile, deberá celebrar, como cualquier chileno avecindado en Chile, un AVP o pacto de unión civil.

Por consiguiente, aunque tengo en cuenta que el proyecto no satisface plenamente a las parejas heterosexuales, pues asimila el AVP al matrimonio solo en sus derechos y no en sus deberes, pero que sí viene a cubrir una ausencia de regulación en el ámbito patrimonial, social y hereditario para las parejas homosexuales, voy a votar a favor de la idea de legislar, pero con el matiz sustancial antes anunciado. Voy a votar a favor porque considero que es necesario para el desarrollo de las parejas homosexuales y la no discriminación arbitraria.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Jorge Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, en primer lugar, saludo a quienes nos acompañan en las tribunas, especialmente a los representantes de las iglesias evangélicas, que hoy han sufrido una discriminación al ingresar al Hemiciclo. Se les ha mirado con sospecha y se han reído de su fe, lo cual es discriminatorio. Entre ellos hay personas que han viajado desde lejos, desde Quirihue, desde Chillán, para estar presentes, pero se les ha mirado como si fueran delincuentes. A la entrada, se les dijo que los evangélicos no pueden ingresar a este Hemiciclo. Hemos debido aclarar que solo los extremistas que han causado daño tienen prohibición de ingreso, pero todo el mundo evangélico es pacífico y tiene derecho a estar aquí.

(Aplausos)

La dignidad de las personas de orientación homosexual no está en cuestión. Se trata de personas que merecen el respeto de todos y cada uno de nosotros. Sin embargo, eso implica renunciar a mis convicciones sobre la naturaleza de la institución del matrimonio. En consecuencia, pido que se respete mi derecho a no traicionar mi conciencia por pensar de manera diferente a muchos de los que se encuentran en esta sala.

Se dice que el acuerdo de vida en pareja va a beneficiar a dos millones de personas. Eso no es cierto. El AVP o PUC no beneficiará a tal cantidad de individuos, pues quienes hoy se encuentran en situación de convivencia y no han querido casarse, en verdad no tienen ninguna razón para concurrir al Servicio de Registro Civil e Identificación, en atención a que ya tomaron la decisión de no formalizar su relación. Ahora, si la quieren formalizar, lo pueden hacer perfectamente a través del matrimonio, puesto que tienen las herramientas jurídicas y existe una Ley de Divorcio que regula las rupturas matrimoniales.

Por otro lado, tal como está redactado hoy el proyecto, prácticamente no existen diferencias jurídicas entre el PUC y el matrimonio.

En efecto, bajo la hipótesis de regular las convivencias, se trató de identificar a tal punto con el matrimonio, que se terminó igualando. Un contrato esencialmente transitorio, inestable y disoluble, como el AVP, termina en estado civil, parentescos, derechos hereditarios, regímenes patrimoniales y celebración ante el oficial del Servicio de Registro Civil e Identificación.

Por último, se incorpora algo verdaderamente errado. Bajo una supuesta necesidad, se introduce el cuidado personal de un niño sobre la base del vínculo contractual del PUC, quitando la preferencia de los abuelos, en caso de inhabilidad física o moral de los padres, y vulnerándose especialmente la Convención Internacional sobre Derechos del Niño.

Así las cosas, este es un proyecto cuyos fundamentos son errados, pues institucionaliza las relaciones transitorias, no identifican el verdadero problema, no da solución a los supuestos inconvenientes de la gran mayoría de parejas heterosexuales y termina afectando al matrimonio y a los niños.

Por tales razones, anuncio que votaré en contra.

He dicho.

-Aplausos.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Leonardo Soto.

El señor SOTO.- Señor Presidente, hoy existen 2.078.727 chilenos y chilenas que viven en pareja, que se aman, que pueden tener hijos, acumular bienes y tener proyectos de vida, pero con una falencia: no están casados; por lo tanto, forman familias que están absolutamente fuera de la ley, en la marginalidad jurídica, desamparadas por la legislación y el Estado.

Este vacío legal, que no reconoce valor a este amor de pareja, es reflejo del conservadurismo o atraso que aún tenemos en materia de reconocimiento de la igualdad de dignidad y derechos que debe tener todo chileno y chilena, sin distinción.

Esta lucha por la igualdad lleva muchos años. En este punto, saludo especialmente a los movimientos por la diversidad sexual que están en las tribunas y que han trabajado incansablemente para que pudiéramos llegar hasta este punto.

(Aplausos)

No podemos olvidar que hasta hace solo 14 años la ausencia de matrimonio entre los padres de un niño lo condenaba a ser estigmatizado y discriminado social y legalmente, y tenido como hijo natural o ilegítimo, con menos derechos que el hijo nacido dentro del matrimonio. ¡Qué injusta discriminación para los niños chilenos que no eligen el hogar en que nacen! Entonces también se invocaba el matrimonio para discriminar y marginar.

¡Qué decir de la lucha, por años, para conseguir una legislación de divorcio! Su tramitación tardó más de diez años para que fuera una realidad. Fuimos el último país del mundo occidental en tener una ley que tratara y protegiera las rupturas matrimoniales.

Muchos de quienes hoy van a votar en contra de este pacto probablemente preferirán mantener el divorcio a la chilena, el de la farsa de la nulidad del matrimonio, y aceptarían de buen gusto mantener a los llamados hijos naturales como niños de segunda clase.

Sin embargo, hoy daremos un paso histórico al aprobar el proyecto que nos convoca, que crea el pacto de unión civil, una especie de tercera vía entre el matrimonio y la nada, que busca que el 15 por ciento de la población chilena -más de 2 millones de compatriotas- quede bajo protección legal.

Esto es muy importante cuando los convivientes civiles enfrentan problemas de herencia entre convivientes y cuando hay problemas en la administración y propiedad de los bienes. Además, se establece la posibilidad ser carga en el sistema de salud.

En materia previsional, se otorga el derecho a pensión de sobrevivencia, cuotas mortuorias y muchas otras cuestiones que se resuelven adecuadamente.

Por su parte, los detractores de esta institución también han dado sus argumentos. Dicen que no es conveniente generar una alternativa al matrimonio. ¿Qué tiene de malo ampliar la libertad y las opciones de los chilenos? 

Sin duda, esta libertad de elección va a ser muy valorada por quienes hoy ya mantienen una relación afectiva, de carácter estable y permanente, pero que no desean asumir el vínculo matrimonial. Los detractores también afirman que esta institución debilita el matrimonio.

En primer lugar, no se puede debilitar esta institución si ninguna norma que aprobemos va a afectar, tocar o modificar las referidas al matrimonio. Si hoy el matrimonio está en crisis y bastante debilitado, entonces tal estado de cosas no puede haber sido provocado por una institución como el pacto de unión civil, que aún no nace a la vida social y jurídica.

¿Qué ha pasado en el extranjero con los pactos de unión civil? ¿Debilitaron el matrimonio? Desde que surgió el pacto de solidaridad francés, similar a este pacto de unión civil, la cantidad anual de matrimonios en Francia permaneció constante. Por su parte, el AVP francés fue aumentando y regulando las convivencias heterosexuales y homosexuales de personas que no querían casarse. Un tercio de las parejas que se unieron por el AVP francés, al cabo de un tiempo, decidieron contraer matrimonio. Es decir, en Francia, esta institución fortaleció el matrimonio.

La evidencia internacional nos indica claramente que no hay una contradicción entre el matrimonio y el pacto de unión civil, que es posible esta convivencia, que ninguno destruye al otro, sino que se entrega a las parejas mayores opciones para regular su vida en común. Simplemente, se les da mayor libertad de elegir y, lo que es más importante, se avanza de verdad en construir un Chile más inclusivo, acogedor e integrado.

El proyecto de ley que votamos esta tarde, que estoy seguro será aprobado por una mayo-
ría sustancial en esta Corporación, refleja la consolidación en nuestro país de un nuevo enfoque valórico, que impulsa y legaliza el reconocimiento y la inclusión de todas las minorías a nuestra vida nacional, en igualdad de derechos y sin discriminación.

Más allá de las implicancias morales, religiosas o subjetividades de cualquiera otra índole que legítimamente puedan tener todos y cada uno de los chilenos, lo cierto es que nadie tiene derecho a imponer a los demás sus juicios y prejuicios en esta materia.

Queremos vivir en un Chile donde la tolerancia y el respeto al otro sean la base de nuestra convivencia. Es el Estado de Chile, nuestra democracia, quien debe incentivar estos valores y promover permanentemente el bien común, que, en este caso, no es otro que legislar en favor de la plena integración de todos los chilenos, sin discriminación alguna. 

Por lo tanto, llamo a aprobar con entusiasmo este pacto de unión civil, que crea una regulación que protege a los convivientes y eleva el nivel de una institución permanente, regulada y protegida por el Estado, el acuerdo de voluntades celebrado entre dos personas adultas que se aman y que tienen una vida afectiva en común, con carácter estable y permanente, sin que importe su orientación o preferencia sexual.

He dicho.

-Aplausos.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Felipe Kast.

El señor KAST (don Felipe).- Señor Presidente, en primer lugar, saludo a todos aquellos que han trabajado por años para hacer posible que este proyecto de ley sea una realidad.

En Evolución Política hemos planteado desde hace mucho tiempo que tenemos una deuda en cuanto a poner fin a la discriminación, para hacer justicia a la lógica de tener una sociedad cada vez más inclusiva.

La verdad es que me cuesta entender que algunas personas vean con malos ojos un proyecto como este, que busca profundizar las relaciones afectivas, generar confianzas y perpetuar la lógica de construcción de familia. A mí, que vengo de una familia de tradición conservadora, me cuesta entender que se vea con malos ojos que se pueda formalizar, dar estructura y seguridad a relaciones afectivas que quieren profundizarse.

A diferencia de lo que plantean otros, que habrían esperado de este proyecto de ley una lógica más liviana, más frágil y solamente patrimonial, desde Evolución Política queremos afirmar con mucha fuerza que nos alegra que este proyecto de ley incluya compromiso, visión de largo plazo y también obligaciones hacia quienes conforman este pacto de unión civil. Por lo mismo, felicito que haya sido el actual gobierno el que continuara el proyecto de ley que empujó con mucha fuerza el gobierno anterior. En esta materia no cabe espacio para hacer uso político pequeño del tema. Estamos frente a un patrimonio de un Chile moderno, que no debe tolerar ningún tipo de intolerancia.

Vaya mi condena a todos aquellos que, muchas veces amparados en argumentos religiosos, son intolerantes con quienes piensan distinto. 

Anuncio con mucha fuerza el voto favorable de Evópoli y reitero mis felicitaciones a todos quienes han trabajado para que este proyecto sea una realidad.

He dicho.

-Aplausos.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Guillermo Ceroni.

El señor CERONI.- Señor Presidente, ya hemos escuchado los argumentos más importantes sobre este tema, de manera que seré breve, en aras de que podamos votar pronto un proyecto tan importante como este.

No hay duda de que en esta materia hemos recibido críticas de muchos sectores y, en particular, de las distintas iglesias. Ellas han manifestado categóricamente su oposición a legislar sobre el pacto de unión civil de las parejas del mismo sexo. Sin embargo, los representantes de las iglesias deben tener claro que el Estado tiene la obligación de proteger a las personas más allá de lo que las iglesias piensan, aunque con respeto absoluto a su posición. Hay que tener en cuenta que cada ser humano es libre de optar en su vida, basado o no en su fe y en sus creencias. Nadie puede obligar a otro, porque es fundamental respetar la libertad de todas las personas.

La sabiduría que tienen las iglesias seguramente les hará comprender que, desde que el mundo es mundo, se han dado estas situaciones. Hay muchas relaciones que no están amparadas por institucionalidad alguna, pero que existen de hecho. Las relaciones de convivencia entre personas de distinto sexo al igual que entre personas del mismo sexo han existido siempre, de manera que, bajo ningún punto de vista, podemos atacar ni condenar a dichas personas, porque lo que las une es el amor, aspecto fundamental que hay que defender en la vida. 

Quisiéramos construir una sociedad más justa, armoniosa, realmente hermosa, y la única sociedad que se puede construir así es la basada en el amor.

Muchas veces se confunde este tema. Cuando se habla de la convivencia entre parejas del mismo sexo, se las condena basado en la moral, pero en una moral anquilosada, mal entendida, porque la moral real y auténtica tiene que pasar por la línea del amor, y donde hay amor no puede haber un acto contra la moral. Estoy seguro de que si Cristo estuviera acá, Él diría que eso es lo fundamental. 

Cristo no estaría preocupado de con quién vive una persona, si es del mismo sexo o no, ni con quién tiene relaciones íntimas. Lo fundamental es el amor. 

(Manifestaciones en las tribunas)

Los que gritan que eso es pecado, allá con sus ideas; nada más lejano del mensaje de Cristo.

El pacto de unión civil pretende que el Estado realmente se preocupe y proteja a las personas. Desde ese punto de vista, el Estado está entregando posibilidades similares en materia de protección del patrimonio, de la herencia; es decir, se propone cierta similitud entre el matrimonio y las personas que conviven. Por eso se homologarán los derechos del conviviente civil sobreviviente a los que hoy tiene el cónyuge sobreviviente para efectos hereditarios y laborales. ¡Cuánta justicia hay en esa propuesta! Estamos legislando para que nuestra sociedad sea mejor, más equitativa y menos discriminadora.

He dicho. 

-Aplausos.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Iván Norambuena.

El señor NORAMBUENA.- Señor Presidente, antes de comenzar mi intervención, quiero aclarar al colega que me antecedió en el uso de la palabra que, a diferencia de lo que él piensa, creo que Cristo sí está presente aquí.

Este pacto de unión civil o AVP equipara o asemeja al matrimonio algo que no es matrimonio. No es un cataclismo, pero es un paso hacia la irrelevancia del matrimonio, lo que es grave, porque el matrimonio concebido como una unión estable, permanente y exclusiva entre un hombre y una mujer es el mejor ambiente para criar niños, que son el futuro de la sociedad.

Permítanme leer un papel que es muy simple, aunque a algunos no les guste. Lo haré porque tengo un compromiso con una vecina de la comuna de Cañete, de la zona que represento de la provincia de Arauco. Es una señora que votó por el actual gobierno, para que también escuche el señor ministro que se encuentra presente. 

Dice: “Diputado, quiero pedirle que cuando lleguen las leyes al Congreso, en donde la familia, los hogares chilenos, los niños y nuestra integridad se vea en peligro, vote a favor de la familia, pensando primero en la suya, sus hijos, nietos y bisnietos, y no apruebe leyes como el aborto o el matrimonio homosexual. 

Quiero un país en paz, como lo es hoy nuestro país, Chile.

Erika Fernández,

Cañete.”.

(Aplausos)

Señor Presidente, he participado en varios encuentros de agrupaciones y representantes de la Iglesia Católica y de la Iglesia Evangélica, y todos indican en sus conclusiones que este proyecto atenta contra el futuro de nuestra sociedad. Todos coincidimos en que debemos respetar a aquellas personas que tienen una inclinación sexual distinta, pero distinto es, para quienes somos cristianos, torcer la voluntad de Dios, que creó al hombre y a la mujer, y los unió para procrear.

(Aplausos)

Las señales que se dieron en la discusión que se ha llevado a cabo en esta Sala son preocupantes, por cuanto se mencionó que este es el primer paso, la antesala, para el matrimonio homosexual. Por supuesto, vendrá una verdadera promoción y legislación para la adopción de los hijos de parejas del mismo sexo. ¡No queremos esto, señor Presidente! 

¿En qué afecta a nuestra gente este proyecto? ¿En qué beneficia a la gente del distrito que represento? ¿Cuáles son las prioridades de las encuestas o ideas en el país? Este es un proyecto de consigna. ¿Acaso da más trabajo a nuestra gente? ¿Da más seguridad ante el serio problema de la delincuencia? ¿Hay más oportunidades para la juventud? ¿Ayuda a la dueña de casa a sacar adelante con esfuerzo a su familia? ¿Ayuda en algo a los trabajadores forestales, a los mineros del carbón, a los pescadores artesanales, a las comunidades mapuches que tienen tantas dificultades y a otras tantas actividades que se desarrollan en mi zona? Queremos saber con precisión en qué beneficia a nuestra gente este proyecto.

Las prioridades están cambiadas. Esta mañana se agotó el tiempo para aprobar una reforma electoral que, en lo esencial, aprobó -por supuesto, con mi voto en contra- el aumento de 47 nuevos parlamentarios en el Congreso Nacional. Esto contrasta con el Chile que estamos viviendo, que se confirma con las encuestas que hoy arrojan una baja aprobación al actual gobierno, porque equivocó el camino en su accionar.

¿Por qué generalizar situaciones de convivencia de parejas homosexuales con parejas que forman familias entre un hombre y una mujer? Aquí existe un claro beneficio para las parejas homosexuales, pero no hay nada que proteja a las parejas heterosexuales. Téngase presente.

Señor Presidente, este es un abuso -perdóneme que lo diga de esa manera- a la democracia. 

El actual gobierno fue elegido con un 24 por ciento de las personas con derecho a voto en nuestro país. No nos equivoquemos. Esa consigna de que las grandes mayorías aprobaron y 


eligieron a este gobierno es absolutamente falsa. De 100 chilenos, 76 no votaron por este gobierno. ¡Esa mayoría es la que no quiere este tipo de proyectos!

(Aplausos)

Cuando hay campañas, todos nos paseamos por ciertos templos evangélicos y agrupaciones de la Iglesia Católica y prometemos muchas cosas. Pues bien, cada uno tendrá que dar sus explicaciones, de acuerdo a su conciencia.
En el Salón Plenario, todos celebramos el día nacional del pueblo evangélico, con connotadas autoridades de la Iglesia Evangélica, obispos y pastores de todo Chile, y hubo grandes discursos. Pero al parecer muchos no escucharon lo que los obispos y pastores dijeron: “No queremos este proyecto”. Sin embargo, hoy tergiversan la situación y adornan el mensaje, porque buscan una explicación distinta.

No puedo dejar pasar la alegoría hecha por un colega respecto de la homosexualidad. Él está en su derecho de hacerlo, si así lo cree. Pero lo que no podemos permitir es que dentro de esa alegoría se ofenda, al generalizar que, bajo su religión, sacerdotes de la Iglesia Católica y pastores de la Iglesia Evangélica ocultan su homosexualidad. ¡Eso no lo podemos permitir! ¡Más respeto por las autoridades de nuestras iglesias!

Y por los antecedentes que todos conocemos -porque a estas alturas del debate no vale la pena hablar del proyecto desde el punto de vista legislativo-, quiero hacerle caso a la señora Erika Fernández, de la comuna de Cañete, y votaré gustoso en contra de este proyecto.

He dicho.

-Aplausos.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Roberto León.

El señor LEÓN.- Señor Presidente, hemos tenido un gran debate en esta Corporación, en el que hemos podido apreciar que parlamentarios de las mismas bancadas tienen posiciones distintas, lo cual es valorable, porque demuestra que en los temas valóricos no existen órdenes de partido. Además, demuestra que el Congreso Nacional está legislando para todos los chilenos, y no solo para los de un credo en especial. 

Da la sensación de que este fuera el único país del mundo en que se legisla sobre esta materia. Les recuerdo que, en Estados Unidos, más de la mitad de los estados ya cuenta con una ley de matrimonio igualitario, y no he escuchado a ningún representante de las iglesias cristianas, que son muy fuertes e importantes en ese país, expresar el tipo de descalificaciones como las que hemos escuchado en Chile en contra de quienes hemos anunciado que vamos a aprobar este proyecto de ley. Y no solo vamos a aprobarlo; como diputados democratacristianos, nos sentimos orgullosos de haber sido los patrocinadores del proyecto de ley de matrimonio igualitario, no solo porque creemos en él sino porque, además, hace cuatro años, la juventud democratacristiana nos dio un mandato para que legisláramos al respecto.

Por estas razones, votaré a favor del proyecto.

He dicho.

-Aplausos.
El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Juan Luis Castro.

El señor CASTRO.- Señor Presidente, esta es una fecha única. La ciudadanía ha entendido que la democracia y la igualdad son derechos que todos debemos asegurar. 

Hoy en la mañana eliminamos el sistema binominal, herencia que tenía que terminar para tener una verdadera representación de la voz de los que votan. Ahora es el momento de avanzar, con la comprensión de que la constitución de la pareja ha cambiado; es hora de aceptar nuestra realidad como país y crecer. Es el momento de comprender que el acuerdo de vida en pareja no coarta la posibilidad de optar por el matrimonio, sino que abre un camino para que otros y otras elijan convivir como pareja sin tener que someterse a una única posibilidad de ser familia.

El concepto de familia ha cambiado. Ya no es solo un hombre, una mujer y sus hijos; hoy es también una madre o un padre y sus hijos, dos hombres o dos mujeres, un anciano y sus mascotas. Hoy la familia no la define un paradigma en el que fuimos mentalizados, sino el afecto, que no significa faltar el respeto a una u otra creencia, sino que respetar por igual a todos.

Si bien es cierto se modifica la idea del matrimonio, de vivir juntos y procrear, eso no implica que se olviden los derechos de fidelidad mutua, de ayuda, de respeto, de protección recíproca, que en estos nuevos modelos de familia se realizan cada día, al igual que las familias constituidas como el imaginario colectivo, que hasta ahora mantenemos mayoritariamente y que -seamos francos- muchos y muchas seguirán manteniendo.

Reconozcamos que el acuerdo de vida en pareja no es menos compromiso; el contrato de AVP también se realizará ante un oficial del Servicio de Registro Civil e Identificación, que puede ser en el domicilio de uno de los convivientes civiles, por lo que tampoco se perderá el carácter de ceremonia.

Lo que sí cambia es la disolución de la unión. Seamos sinceros: actualmente debemos distinguir entre divorcio y nulidad y, en ambos casos, ir ante un juez y cumplir diferentes requisitos, incluso en ocasiones apelando a la hipocresía para acabar con un contrato cuando los afectos ya no existen, porque es la forma más simple de terminar el conflicto y sus traumas para los involucrados, pero es una verdadera mentira.

En el AVP, basta la voluntad expresada de uno ante un notario o ante un oficial del Servicio de Registro Civil e Identificación, lo que agiliza el proceso y evita dilaciones burocráticas.

El acuerdo de vida en pareja permite mayor equidad en el manejo de los bienes de la pareja que se une, al permitir que ambos sean dueños de la mitad de los bienes que se adquieren desde el acuerdo y no sea el marido el que administre los bienes del matrimonio.

Así, permite a las parejas compartir su vida sin temor a perder su independencia en la tenencia de los bienes y permite la opción de heredar tales bienes a quien acompañó a su pareja durante toda la vida.

Esta es una jornada clave, pues cerramos la puerta a los errores del pasado y aceptamos que debemos avanzar hacia un Chile integrador, representativo, democrático y honesto; una jornada en la que aceptamos escuchar la voz de quienes nos eligieron para hacer un país mejor para ellos y sus familias, y eso lo hacemos presente en el Congreso Nacional. Chile es un país de todas y de todos, y las creencias, las tendencias y las corrientes de opinión que existen en nuestro país deben ser representativas y deben ser mostradas y aceptadas en el Parlamento, por respeto a todos. 

Por eso, apoyaremos el proyecto de ley que crea el acuerdo de vida en pareja que hoy, trascendentalmente, se votará en la Cámara de Diputados.

He dicho.

-Aplausos.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado David Sandoval.

El señor SANDOVAL.- Señor Presidente, creo que hay pocas personas que no tienen amigos que muestren conductas homosexuales. Personalmente, también los tengo, y siento un profundo respeto humano y valoración de su condición. Creo -lo digo de todo corazón- que nadie, bajo ninguna circunstancia, puede pretender que porque alguien tiene esa condición podría ver menoscabada su dignidad. Eso está fuera de discusión.

El tema hoy está centrado en que se pretende construir una realidad, desde el punto de vista de la relación de una pareja, asimilada a un matrimonio. 

El sustento fundamental de la iniciativa es la regulación del 98,3 por ciento de las parejas heterosexuales que conviven en la actualidad. 

Curiosamente, la discusión se ha centrado en el matrimonio homosexual. Quizá la tribuna debería estar llena de parejas convivientes heterosexuales. ¿Por qué no están? Porque no se siente interpretados con el proyecto de ley que el gobierno ha presentado para regularizar su situación contractual. Como dije, la tribuna debería estar absolutamente colmada por los casi dos millones de convivientes que no han regularizado su situación matrimonial.

(Aplausos)

Sin embargo, el 1,7 por ciento de las parejas que se declaran homosexuales son las que, en definitiva, aparecen como el objetivo fundamental de esta iniciativa que establece algo parecido a un matrimonio, pero distinto. Nunca será un matrimonio, pues no habla de cónyuges, sino que de convivientes civiles; no se refiere a una relación sustentada en fundamentos mucho más profundos, como el pacto fundamental entre un hombre y una mujer, con el fin de reproducirse, además de vivir un proyecto de vida común. Ahora, uno más uno es igual a dos. Esa relación afectiva, de sociedad, concluye con esa suma. Pero uno más una constituyen una familia.

(Aplausos)

Esa es la diferencia fundamental de la relación que hoy pretendemos regular, independientemente de que en esa relación de familia uno de los cónyuges es el responsable de la mantención de los lazos familiares con sus hijos. 

Debemos entender que tenemos una responsabilidad mucho más grande: en una sociedad que comienza a deteriorarse en tantos conceptos y valores, la familia la compone un hombre y una mujer; lo demás solo es algo parecido a un matrimonio. Debemos fortalecer el concepto de familia en nuestra sociedad.

He dicho.

-Aplausos.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra, hasta por dos minutos, el diputado Iván Flores.

El señor FLORES.- Señor Presidente, independientemente del respeto que merece la libertad y los derechos de las personas, sean heterosexuales u homosexuales, debo ser claro y consecuente con mi testimonio y compromiso con mis principios.

Estamos discutiendo y disfrazando una materia amplia y compleja, pero soslayando otras, que son los temas de fondo que, a mi parecer, deben ser discutidos sin ambigüedades ni vaguedades. Estamos soslayando la discusión sobre la conveniencia o no de la unión homosexual, porque las personas de diferente sexo siempre tienen la posibilidad de formalizar su unión, con todos los derechos que hoy regulan las normas vigentes. El mismo esfuerzo por concretar el pacto de unión civil lo pueden hacer para formalizar el matrimonio y crear la célula fundamental, la piedra angular de nuestra cultura.

Hoy se discute la situación de las uniones de hecho de heterosexuales y homosexuales. Mi opinión es que es necesario prestar mucha atención a la precariedad de las uniones heterosexuales, ya que el problema está en la indefensión en la que queda la parte más débil, que suelen ser las mujeres y los hijos, al deshacerse la convivencia, porque, de suyo, son inestables. 

Ellos no han querido el matrimonio. Por lo tanto, ¿cómo aseguramos que ahora suscribirán el pacto de unión civil?

Por otra parte, no hemos tenido claridad para tratar el otro tema de fondo: me refiero a cuando las personas del mismo sexo buscan un matrimonio igualitario, en circunstancias de que simplemente no lo es. Si dos personas del mismo sexo quieren vivir juntos y compartir sus bienes, pueden hacerlo sin leyes especiales.

Por los sucesivos cambios en la discusión de este proyecto, por la ambigüedad que ha quedado en la discusión de fondo, que es la unión entre personas del mismo sexo, y por la precariedad en que queda la institución del matrimonio, creo que no es un buen proyecto y necesita más discusión. Por esa razón, no puedo estar de acuerdo con el fondo del proyecto.

He dicho.
-Aplausos.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado René Manuel García.

El señor GARCÍA (don René Manuel).- Señor Presidente, he escuchado con mucha atención a todos y cada uno de mis colegas durante estas cuatro horas de discusión. El senador Allamand, junto al entonces senador Chadwick, presentaron este proyecto de ley los llamé y les pregunté qué pretendían con esta iniciativa. Me respondieron que había 2 millones 700 mil chilenos en situación de convivencia y que no tenían cómo repartir sus bienes si llegaba a pasar algo. Agregó que esos chilenos conviven toda una vida, forman su hogar, compran sus bienes, pero cuando fallece uno de los convivientes aparecen los parientes del otro, echan a la persona sobreviviente y la dejan sin pan ni pedazo. Así empezó a formarse el AVP, pero luego se abrió una ventana y comenzó a meterse el matrimonio homosexual.

Cuando discutimos estas materias en Renovación Nacional acordamos que respecto de temas valóricos y de principios, basados en la formación que uno pueda haber recibido, no habría órdenes de partido. Por eso hemos visto diversidad de opiniones respecto de cómo votarán nuestros diputados los diferentes aspectos que contiene el proyecto.

En el transcurso de esta sesión he escuchado pifias de uno y otro lado. Lo único que uno pide en la discusión de este tipo de iniciativas es que haya tolerancia entre los que piensan de una manera y los que piensan de otra, entre los que tienen una orientación sexual y los que tienen otra, y que se respeten. Ese es el fondo del asunto.

Uno también tuvo tiempos en que fue absolutamente intolerante, pero van pasando los años y se va dando cuenta de que las cosas cambian, van evolucionando y que el mundo va cambiando. Pero una cosa es que cambie el mundo y otra es que cambien nuestros principios. Son aspectos absolutamente diferentes.

A mí me educaron en un colegio en que se leía la Biblia. He conversado con pastores y curas, quienes me han dicho que la Biblia -para que lo diga el diputado Ceroni-, donde está escrita la palabra de Dios, señala claramente que el matrimonio es entre un hombre y una mujer. No necesitamos interpretaciones ni intérpretes, porque está claramente escrito.

-Aplausos.

Años atrás me tocó estar en un programa de televisión con -voy a decir con mi amigo, porque después de tantos años siento que ya somos amigos- Rolando Paul Jiménez y tuvimos varios agarrones fuertes…

(Manifestaciones en las tribunas.)

Da lo mismo que seamos amigos o no. Yo lo considero amigo. Pero que se acuerde de que fuimos a ese programa y lo pasamos harto bien entre los dos. Discutimos, nos agarramos de las mechas, peleamos bastante.

Bueno, a lo que iba es a que cada vez que me ve él me dice que soy homofóbico, pero la verdad es que se me quitó. Ya no soy homofóbico, aunque exijo respeto para quienes no pensamos como él.

(Aplausos)

Reconozco abierta y públicamente la valentía del diputado Claudio Arriagada, quien ha reconocido su condición. Valoro y respeto profundamente su actitud. Él ha dicho “aquí estoy, esta es mi condición y pido respeto”. Pero creo que ningún diputado le ha faltado al respeto, porque conocíamos su orientación.

Aquí se ha hablado solo del matrimonio homosexual y del matrimonio entre hombres y mujeres. ¿Y qué pasa con los “ambidiestros”, o los que están casados y practican para uno y otro lado? ¿Dónde los metemos? ¿El día de mañana vamos a tener que aprobar también una ley para ellos?

No, mis amigos, aquí las cosas son claras y precisas. Cada uno puede pensar libremente, manifestar su orientación sexual y decir hacia dónde quiere ir, pero no se necesita una ley de matrimonio homosexual, porque eso no es un matrimonio: es, como bien dijeron varios diputados, una unión civil. Ahora, este puede ser el primer paso en esa línea, porque es posible que se aprovechen de él y después pidan que se les reconozca el derecho a adoptar hijos, a contraer matrimonio. En ese sentido, ¡viva la Pepa!, pero yo no lo voy a permitir. Mientras esté aquí, yo, por lo menos, votaré en contra de eso.

(Aplausos)

Cuando uno está comprometido con sus principios, tiene que decirlo y no debe tener miedo a decir lo que piensa.

Aquí se ha ofendido a pastores y curas. ¿Cuántos de los colegas presentes desfilaron por las iglesias evangélicas, riéndose? Hablaron, se levantaron llorando y parados, con las cabezas gachas, pidieron a Dios que las leyes fueran lo mejor posible. Sin embargo, hoy, por conveniencia personal, porque el gobierno les dio una orden, votarán en contra de todo lo que dijeron durante la campaña.

Eso no puede ser.

Aquí hay diputados que sé que lo han pasado mal, porque forman parte de la Nueva Mayoría y votarán en contra de este proyecto. Bueno, esa es la verdadera democracia. Dejemos que esta actúe, no la fuerza de quienes imponen más, porque uno no siempre tiene la razón.

Es probable que hoy se apruebe este proyecto de ley. Quizás. No lo sabemos. Bueno, pero si eso sucede, espero que los diputados que recorrieron las iglesias durante la campaña y hoy votarán en contra de lo que prometieron a los creyentes, cuando sean invitados a los cultos evangélicos o vayan a hablar con los pastores les digan: “Pastor, soy un mentiroso, no me crea, pero estoy aquí porque se viene una elección en unos días más.”
No actuemos por mera conveniencia política; hagamos las cosas por convencimiento y actuemos conforme a nuestros principios.

(Aplausos)

Amigos míos, tengo el respeto más profundo por cada persona, sea cual sea su condición. Cada quien elige su camino y nosotros no somos quienes para, con “tallas” pesadas, como lo hacíamos antes, con tonterías, discriminar a quienes han dicho honestamente lo que piensan y lo que son.

Los que van a votar a favor este proyecto de ley, que asuman su responsabilidad; los que lo vamos a votar en contra también asumiremos la nuestra. Esperemos que suceda lo mejor para nuestro país. Ojalá los odios vayan desapareciendo y aflore la tolerancia que el país tanto espera, de uno y de otro lado.

Para finalizar, reitero que votaré en contra del proyecto.

He dicho.

-Aplausos.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Felipe de Mussy.

El señor DE MUSSY.- Señor Presidente, saludo la presencia del ministro Elizalde, de los representantes del pueblo evangélico y de las instituciones representantes de minorías sexuales presentes en las tribunas.

También saludo y solidarizo con nuestro colega Claudio Arriagada, quien sufrió una agresión de parte de un extremista religioso hace un par de días. Y digo extremista porque ese agresor no representa al pueblo evangélico, al igual como los extremistas del Estado Islámico no representan al pueblo musulmán y a sus iglesias.

(Aplausos)

Soy cristiano y creo profundamente en la familia como núcleo fundamental de la sociedad. También creo en el matrimonio tradicional como modelo para formar una familia. Estoy casado por la iglesia y junto a mi mujer tratamos de ser un ejemplo de familia.

He trabajado muchos años en sectores vulnerables, los más vulnerables de Santiago y de mi región, Los Lagos. Tuve la oportunidad de formar una ONG en la cual definimos que funcionaríamos guiados por los valores cristianos. 

Como todo el que ha vivido la realidad chilena, me he dado cuenta de que las familias “bien constituidas” son muy pocas. La familia no es solo papá y mamá. Y aunque crea que es el mejor modelo, y así lo trato de demostrar desde mi vida personal, tenemos que hacernos cargo de la realidad de nuestro país, que indica que la familia ha sufrido mucho como institución. Por algo las parejas más jóvenes no contraen matrimonio. No es por causa de las leyes vigentes, porque estas sí protegen al matrimonio, sino porque quienes estamos casados y somos parte de una familia no hemos sabido, con la fuerza del ejemplo, demostrar que el matrimonio es una institución importante para nuestro país.

No comparto el argumento que señala que este proyecto afectará negativamente al matrimonio como institución, si es que se aprueba. El matrimonio debe sobrevivir y expandirse por sí solo, con el ejemplo que damos quienes vivimos su experiencia.

Soy cristiano, así es que creo en que hace más de dos mil años vino al mundo una persona muy importante, un innovador y un revolucionario para la época, cuyo principal “eslogan” fue que había que amar al prójimo como a uno mismo. Pero no es un simple eslogan, es una forma de vida. Por eso estamos avanzando en entender y solidarizar con las miles de personas que han sufrido injustamente por años.

Probablemente este no sea el mejor proyecto que podría haber salido. En eso hago un llamado al Ejecutivo para que entienda que si queremos despachar buenas leyes, debemos darnos el tiempo necesario para discutir los proyectos en profundidad y no poner el empeño solo en cumplir con las prioridades políticas.

Es bueno regular situaciones de hecho que han superado el marco normativo vigente, como en su minuto sucedió con la Ley de Matrimonio Civil y luego con la eliminación de las categorías de hijos legítimos e ilegítimos. Es una señal de tolerancia y respeto hacia aquellas personas que piensan y sienten distinto.

Por todo lo expresado, anuncio que votaré a favor de la iniciativa.

He dicho.

-Aplausos.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Osvaldo Andrade, hasta por dos minutos.

El señor ANDRADE.- Señor Presidente, no tengo el don de la fe. En consecuencia, mi aproximación a este tema no tiene que ver con la religión. Pero aunque no tengo ese don, no tengo ningún inconveniente en ir a una iglesia evangélica o a una católica y plantear mis puntos de vista. Los pastores saben exactamente qué es lo que pienso respecto de estos temas, porque las cosas se pueden conversar.

Sin embargo, en esta ocasión quiero hacer una llamado a la tolerancia. ¿Por qué? Porque dos instituciones relevantes de la sociedad chilena han mostrado tener visos de intolerancia extraordinariamente fuertes. No es posible que si uno no está de acuerdo con el ciento por ciento de un proyecto de esta naturaleza sea por eso motejado de homofóbico, así como tampoco es posible que si uno está de acuerdo con el proyecto sea considerado como anticristo o Satanás. Ayer, un pastor, al cual se ha hecho mucha referencia en la Sala, me gritaba asesino en la calle, pero la verdad es que no sé a qué se refería. 

Todos los temas son valóricos, sin excepción. El proyecto que aprobamos en la sesión de la mañana también dice relación con un tema valórico, pues tiene que ver con la libertad y la democracia. Si esos no son temas valóricos, ¿de qué estamos hablando? Pero, cuando uno tiene encima de todo este proceso solo cargas de intolerancia de parte de los demás, ciertamente se hace muy difícil legislar.

Asimismo, no hay nada peor que no legislar sobre las cosas que pasan, porque seguirán ocurriendo. En el pasado, muchas veces tramité nulidades matrimoniales y decían que con eso uno quedaba excomulgado. Sin embargo, la gente se seguía separando, a tal punto que la propia Iglesia tenía la nulidad eclesiástica. Incluso, hubo un abogado que se hizo millonario tramitando ese tipo de nulidades en Chile. Entonces, no puede haber intolerancia y doble estándar. Hagámonos cargo de una realidad. Y la realidad es que existen afectos entre personas del mismo sexo y, por lo tanto, hay que legislar sobre aquello.

Por eso, con mucho gusto y agrado votaré a favor del proyecto.

He dicho.

-Aplausos.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el ministro señor Álvaro Elizalde.

El señor ELIZALDE (ministro secretario general de Gobierno).- Señor Presidente, hoy la Sala de la honorable Cámara de Diputados debe pronunciarse respecto del proyecto de ley que crea el acuerdo de vida en pareja o pacto de unión civil; de hecho, también deberá precisar el nombre que le dará a dicha institución. De ser aprobado, dotará a nuestro ordenamiento jurídico de un estatuto que reconoce, protege y dignifica a las millones de personas que conviven sin estar casadas. Se trata de una institución de particular relevancia social, cultural y política.

Mediante el proyecto de ley que hoy se somete a vuestra consideración se crea una institución que reconoce la realidad familiar de miles de parejas convivientes y como tal debe ser contraída ante un oficial del Registro Civil y ser registrada por dicho servicio en un registro 
-valga la redundancia- que se crea especialmente al efecto; confiere un estado civil a quienes lo celebran; permite a los convivientes civiles que opten por ello construir un patrimonio familiar conjunto a través de una comunidad de bienes, aunque, en todo caso, la regla general es el régimen de separación de bienes, y dota de competencia a los tribunales de familia para conocer y resolver los conflictos que se generan entre los convivientes civiles.

A este respecto, quiero destacar, a través de sus presidentes, la valiosa labor que han cumplido las comisiones de Constitución, Legislación y Justicia, y de Hacienda de esta Corporación, las cuales, reconociendo la necesidad social del proyecto, lo han aprobado por la amplia mayoría de sus integrantes.

(Aplausos)

Dichas comisiones, a través del encomiable trabajo de los diputados que las conforman, sus respectivos secretarios y el personal de apoyo, han permitido afinar el proyecto que hoy se presenta ante esta Sala, introduciendo modificaciones de especial relevancia, como son la concesión al conviviente civil de plenos derechos hereditarios y más bien el reconocimiento de tales derechos, de manera que concurra como heredero en la sucesión testada como en la intestada; la posibilidad para los convivientes civiles que hayan pactado la comunidad de bienes de cambiar, por única vez, el régimen patrimonial a la separación total de bienes, y el reconocimiento de los matrimonios del mismo sexo celebrados en el extranjero, los cuales, de ser incluidos por los cónyuges en el registro especial del Servicio de Registro Civil, serán reconocidos en nuestro país bajo las normas y confiriendo los derechos que les otorga el acuerdo de vida en pareja o pacto de unión civil.

(Aplausos)

Así, gracias a la labor conjunta del Ejecutivo, los diputados y las diputadas de todos los partidos políticos e independientes que colaboraron en el proceso, las organizaciones sociales y representativas de la diversidad y los académicos invitados, se presenta ante esta Sala un proyecto de ley elaborado transversalmente que permite avanzar en el reconocimiento de todas las familias, independientemente de cuál sea su origen o composición, y las dota de protección jurídica. De esta manera, con esta iniciativa avanzamos desde los proyectos presentados originalmente, los cuales si bien tenían como idea fundamental la protección de todas las familias, cualquiera sea su origen, eran insuficientes, pues solo regulaban de manera patrimonial las consecuencias derivadas de la convivencia no matrimonial de las personas. La iniciativa que hoy se somete a consideración de la Sala constituye una regulación completa que otorga al AVP o PUC un estatus de familia y que, gracias a la cooperación transversal de todos los sectores políticos, contribuye al término de la discriminación y desprotección de las parejas que conviven, sean de igual o de distinto sexo.

(Aplausos)

En definitiva, la aprobación del pacto de unión civil constituye una oportunidad de exhibir a nuestra ciudadanía el compromiso efectivo de las instituciones con la protección de todas las formas de familias a través de un estatuto integrador e igualitario. De este modo, hoy la Sala puede generar un hito fundamental en la construcción de un Chile menos desigual y más inclusivo, valorando la diversidad y promoviendo y garantizando la igualdad de derechos de todas y todos, avanzando en la erradicación de toda forma de discriminación.

Mediante el AVP o PUC se constituye un estatuto igualitario, aplicable de igual manera a las parejas hetero y homosexuales, y protector de las familias que estas conforman. Todas las familias, independientemente de su conformación, merecen respeto, dignidad, reconocimiento y protección por parte del Estado.

(Aplausos)

Señor Presidente, el llamado es a proteger a las familias a través de la aprobación de este proyecto, dotándolas, independientemente de su origen, de herramientas para su desarrollo y crecimiento. En definitiva, el llamado es a otorgar y defender la dignidad e igualdad de las personas sin distinciones ni exclusiones. Este proyecto reconoce y protege realidades familiares diversas y perfecciona nuestra institucionalidad. Por lo tanto es bueno y necesario para Chile.

(Manifestaciones en las tribunas)

Aprovecho esta oportunidad para reiterar la solidaridad del gobierno con el diputado Claudio Arriagada, quien ayer fue víctima de agresiones inaceptables. No son el fanatismo, ni la intolerancia ni la violencia la forma de construir una sana convivencia en nuestro país.

(Aplausos)

La democracia se funda en el respeto a la diversidad. Por ello, tales agresiones merecen la más enérgica condena. Precisamente, la diversidad es la principal riqueza de Chile. Por eso, debemos seguir avanzando en la construcción de una sociedad respetuosa y orgullosa de esa diversidad. En ese contexto se enmarca el proyecto de ley a cuyo debate nos convoca la sesión de hoy de la Cámara de Diputados.

Señor Presidente, por su intermedio, quiero invitar a las diputadas y a los diputados de todos los partidos y movimientos políticos con representación parlamentaria y a los independientes a aprobar este proyecto, para dotar a Chile de una institución necesaria, integradora y protectora de todas las familias, sin excepciones.

Muchas gracias.

He dicho.

-Aplausos.

El señor CORNEJO (Presidente).- Cerrado el debate.

Tiene la palabra la diputada señora Yasna Provoste.

La señora PROVOSTE (doña Yasna).- Señor Presidente, pido que los diputados que no alcanzamos a intervenir y que estábamos inscritos para ello podamos insertar nuestros discursos en el Boletín de Sesiones.

El señor CORNEJO (Presidente).- Señora diputada, no hay inconveniente para proceder en tal sentido.

En votación en general el proyecto de ley que crea el acuerdo de vida en pareja, con la salvedad del artículo 29, que pasa a ser 28; 30, que pasa a ser 29; 31, que pasa a ser 30; 32, que pasa a ser 31; 33, que pasa a ser 32; 41, que pasa a ser 40, y 42, que pasa a ser 41, por tratar materias propias de ley de quorum calificado, y los artículos 22, que pasa a ser 21; 23, que pasa a ser 22; 27, que pasa a ser 26, y 35, que pasa a ser 34, por tratar materias propias de ley orgánica constitucional.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 86 votos; por la negativa, 23 votos. Hubo 2 abstenciones. 

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Bellolio Avaria Jaime; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; De Mussy Hiriart Felipe; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Gahona Salazar Sergio; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Hasbún Selume Gustavo; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto Ferrada Leonardo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Berger Fett Bernardo; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; García García René Manuel; Gutiérrez Pino Romilio; Hernández Hernández Javier; Kast Rist José Antonio; Melero Abaroa Patricio; Monckeberg Díaz Nicolás; Norambuena Farías Iván; Paulsen Kehr Diego; Pérez Lahsen Leopoldo; Rathgeb Schifferli Jorge; Sabag Villalobos Jorge; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Ward Edwards Felipe.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Chávez Velásquez Marcelo; Morales Muñoz Celso.

El señor CORNEJO (Presidente).- En votación en general el artículo 29, que pasa a ser 28; 30, que pasa a ser 29; 31, que pasa a ser 30; 32, que pasa a ser 31; 33, que pasa a ser 32; 41, que pasa a ser 40, y 42, que pasa a ser 41, que requieren para su aprobación del voto favorable de 60 señoras y señores diputados.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 82 votos; por la negativa, 26 votos. Hubo 2 abstenciones. 

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobados.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Bellolio Avaria Jaime; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; De Mussy Hiriart Felipe; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Gahona Salazar Sergio; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Hasbún Selume Gustavo; Hernando Pérez Marcela; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Morano Cornejo Juan Enrique; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto Ferrada Leonardo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Berger Fett Bernardo; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; García García René Manuel; Gutiérrez Pino Romilio; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Melero Abaroa Patricio; Monckeberg Díaz Nicolás; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Paulsen Kehr Diego; Pérez Lahsen Leopoldo; Rathgeb Schifferli Jorge; Rivas Sánchez Gaspar; Sabag Villalobos Jorge; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Ward Edwards Felipe.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Chávez Velásquez Marcelo; Morales Muñoz Celso.

El señor CORNEJO (Presidente).- En votación en general el artículo 22, que pasa a ser 21; 23, que pasa a ser 22; 27, que pasa a ser 26, y 35, que pasa a ser 34, que requieren para su aprobación del voto favorable de 68 señoras y señores diputados.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 84 votos; por la negativa, 23 votos. Hubo 4 abstenciones. 

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobados.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Bellolio Avaria Jaime; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; De Mussy Hiriart Felipe; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Gahona Salazar Sergio; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Hasbún Selume Gustavo; Hernando Pérez Marcela; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto Ferrada Leonardo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Berger Fett Bernardo; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; García García René Manuel; Gutiérrez Pino Romilio; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Melero Abaroa Patricio; Monckeberg Díaz Nicolás; Norambuena Farías Iván; Paulsen Kehr Diego; Pérez Lahsen Leopoldo; Rathgeb Schifferli Jorge; Sabag Villalobos Jorge; Santana Tirachini Alejandro; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Ward Edwards Felipe.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Chávez Velásquez Marcelo; Morales Muñoz Celso; Rivas Sánchez Gaspar; Sandoval Plaza David.

El señor CORNEJO (Presidente).- Corresponde votar en particular el proyecto de ley que crea el pacto de unión civil, sometiendo a votación los artículos que no fueron modificados por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, y de Hacienda.

En votación en particular el artículo 14, que pasa a ser 13; 17, que pasa a ser 16; 19, que pasa a ser 18; 24, que pasa a ser 23; 34, que pasa a ser 33; 36, que pasa a ser 35; 40, que pasa a ser 39; 43, que pasa a ser 42, y 46, que pasa a ser 45, propuestos por el Senado.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 92 votos; por la negativa, 16 votos. Hubo 3 abstenciones. 

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobados.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Bellolio Avaria Jaime; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; De Mussy Hiriart Felipe; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Fuentes Castillo Iván; Gahona Salazar Sergio; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Berger Fett Bernardo; Flores García Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; García García René Manuel; Kast Rist José Antonio; Monckeberg Díaz Nicolás; Norambuena Farías Iván; Paulsen Kehr Diego; Pérez Lahsen Leopoldo; Rathgeb Schifferli Jorge; Santana Tirachini Alejandro; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Chávez Velásquez Marcelo; Sabag Villalobos Jorge; Sandoval Plaza David.

El señor CORNEJO (Presidente).- En votación en particular el artículo 31, que pasa a ser 30; 32, que pasa a ser 31; 33, que pasa a ser 32; 41, que pasa a ser 40, y 42, que pasa a ser 41, propuestos por el Senado y que requieren para su aprobación del voto favorable de 60 señoras y señores diputados.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 91 votos; por la negativa, 17 votos. Hubo 3 abstenciones. 
El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobados.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Bellolio Avaria Jaime; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; De Mussy Hiriart Felipe; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Fuentes Castillo Iván; Gahona Salazar Sergio; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Berger Fett Bernardo; Flores García Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; García García René Manuel; Kast Rist José Antonio; Monckeberg Díaz Nicolás; Norambuena Farías Iván; Paulsen Kehr Diego; Pérez Lahsen Leopoldo; Rathgeb Schifferli Jorge; Sabag Villalobos Jorge; Santana Tirachini Alejandro; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Chávez Velásquez Marcelo; Morales Muñoz Celso; Sandoval Plaza David.

El señor CORNEJO (Presidente).- En votación en particular el artículo 23, que pasa a ser 22, propuesto por el Senado y que requiere para su aprobación del voto favorable de 68 señoras y señores diputados.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 72 votos; por la negativa, 31 votos. Hubo 7 abstenciones. 

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Hernando Pérez Marcela; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Sommerhoff Felipe; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Monsalve Benavides Manuel; Morano Cornejo Juan Enrique; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto Ferrada Leonardo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Urízar Muñoz Christian; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías.
-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Bellolio Avaria Jaime; Berger Fett Bernardo; De Mussy Hiriart Felipe; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Gahona Salazar Sergio; García García René Manuel; Gutiérrez Pino Romilio; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Paulsen Kehr Diego; Pérez Lahsen Leopoldo; Rathgeb Schifferli Jorge; Sabag Villalobos Jorge; Santana Tirachini Alejandro; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Ward Edwards Felipe.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Hasbún Selume Gustavo; Morales Muñoz Celso; Rivas Sánchez Gaspar; Sandoval Plaza David; Trisotti Martínez Renzo; Turres Figueroa Marisol; Urrutia Soto Osvaldo.

El señor CORNEJO (Presidente).- En votación los artículos modificados por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, y de Hacienda.

Respecto del artículo 1º, se ha renovado la siguiente indicación: “Para sustituir en el inciso primero del artículo 1º la expresión “afectiva en común, de carácter estable y permanente” por “en común”.”.
En votación el texto propuesto por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia con la indicación renovada.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 30 votos; por la negativa, 74 votos. Hubo 7 abstenciones. 

El señor CORNEJO (Presidente).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Bellolio Avaria Jaime; Berger Fett Bernardo; De Mussy Hiriart Felipe; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Gahona Salazar Sergio; Gar-
cía García René Manuel; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Nogueira Fernández Claudia; Paulsen Kehr Diego; Rivas Sánchez Gaspar; Santana Tirachini Alejandro; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Trisotti Martínez Renzo; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Soto Osvaldo; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Hernando Pérez Marcela; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Sommerhoff Felipe; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Monsalve Benavides Manuel; Morano Cornejo Juan Enrique; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto Ferrada Leonardo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Bonilla Ignacio; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Morales Muñoz Celso; Norambuena Farías Iván; Núñez Urrutia Paulina; Pérez Lahsen Leopoldo; Rathgeb Schifferli Jorge; Sabag Villalobos Jorge; Sandoval Plaza David.

El señor CORNEJO (Presidente).- En votación en particular las modificaciones introducidas por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia al artículo 1º del proyecto.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 89 votos; por la negativa, 12 votos. Hubo 10 abstenciones. 

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobadas.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Bellolio Avaria Jaime; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; De Mussy Hiriart Felipe; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Fuentes Castillo Iván; Gahona Salazar Sergio; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Barros Montero Ramón; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; García García René Manuel; Kast Rist José Antonio; Norambuena Farías Iván; Paulsen Kehr Diego; Pérez Lahsen Leopoldo; Rathgeb Schifferli Jorge; Santana Tirachini Alejandro; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Becker Alvear Germán; Berger Fett Bernardo; Chávez Velásquez Marcelo; Flores García Iván; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Núñez Urrutia Paulina; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Sandoval Plaza David.

El señor CORNEJO (Presidente).- Procederemos a votar los artículos y epígrafes de títulos que han sustituido la expresión “acuerdo” por “pacto” y las frases “acuerdo de vida en pareja” por “pacto de unión civil”.

En votación particular las modificaciones introducidas por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia a los artículos 2°, 4°, epígrafe del título II, artículo 9°, epígrafe del título III, artículo 13, que pasa a ser 12; epígrafe del título IV, epígrafe del título VI, artículo 28, que pasa a ser 27; artículo 37, que pasa a ser 36, y artículo 38, que pasa a ser 37 del proyecto de ley.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 90 votos; por la negativa, 18 votos. Hubo 3 abstenciones.

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobados.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Bellolio Avaria Jaime; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; De Mussy Hiriart Felipe; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Fuentes Castillo Iván; Gahona Salazar Sergio; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Berger Fett Bernardo; Chávez Velásquez Marcelo; Flores García Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; García García René Manuel; Kast Rist José Antonio; Monckeberg Díaz Nicolás; Norambuena Farías Iván; Paulsen Kehr Diego; Pérez Lahsen Leopoldo; Rathgeb Schifferli Jorge; Sabag Villalobos Jorge; Santana Tirachini Alejandro; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Lorenzini Basso Pablo; Morales Muñoz Celso; Sandoval Plaza David.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Arturo Squella.

El señor SQUELLA.- Señor Presidente, si lo tiene a bien podría poner en votación en un solo acto los artículos 3°, 5°, 6°, 7°, 8°, 10° y 11. El punto ha sido discutido con todas las bancadas. 

El señor CORNEJO (Presidente).- No hay acuerdo.

En votación particular las modificaciones introducidas por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia al artículo 3° del proyecto de ley.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 93 votos; por la negativa, 15 votos. Hubo 2 abstenciones. 

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobadas.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Bellolio Avaria Jaime; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; De Mussy Hiriart Felipe; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Fuentes Castillo Iván; Gahona Salazar Sergio; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Barros Montero Ramón; Berger Fett Bernardo; Flores García Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; García García René Manuel; Kast Rist José Antonio; Monckeberg Díaz Nicolás; Norambuena Farías Iván; Paulsen Kehr Diego; Pérez Lahsen Leopoldo; Rathgeb Schifferli Jorge; Santana Tirachini Alejandro; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Morales Muñoz Celso; Sandoval Plaza David.

El señor CORNEJO (Presidente).- En votación particular las modificaciones introducidas por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia al artículo 5° del proyecto de ley.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 90 votos; por la negativa, 16 votos. Hubo 4 abstenciones.

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobadas.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Bellolio Avaria Jaime; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; De Mussy Hiriart Felipe; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Fuentes Castillo Iván; Gahona Salazar Sergio; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Berger Fett Bernardo; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; García García René Manuel; Kast Rist José Antonio; Monckeberg Díaz Nicolás; Norambuena Farías Iván; Paulsen Kehr Diego; Pérez Lahsen Leopoldo; Rathgeb Schifferli Jorge; Sabag Villalobos Jorge; Santana Tirachini Alejandro; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Chávez Velásquez Marcelo; Flores García Iván; Morales Muñoz Celso; Sandoval Plaza David.

El señor CORNEJO (Presidente).- En votación particular las modificaciones introducidas por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia al artículo 6° del proyecto de ley.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 92 votos; por la negativa, 15 votos. Hubo 4 abstenciones.

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobadas.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Bellolio Avaria Jaime; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; De Mussy Hiriart Felipe; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Fuentes Castillo Iván; Gahona Salazar Sergio; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Berger Fett Bernardo; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; García García René Manuel; Kast Rist José Antonio; Monckeberg Díaz Nicolás; Norambuena Farías Iván; Paulsen Kehr Diego; Pérez Lahsen Leopoldo; Rathgeb Schifferli Jorge; Santana Tirachini Alejandro; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Flores García Iván; Morales Muñoz Celso; Sabag Villalobos Jorge; Sandoval Plaza David.

El señor CORNEJO (Presidente).- En votación particular las modificaciones introducidas por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia al artículo 7° del proyecto de ley.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 90 votos; por la negativa, 15 votos. Hubo 4 abstenciones.

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobadas.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Bellolio Avaria Jaime; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; De Mussy Hiriart Felipe; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Fuentes Castillo Iván; Gahona Salazar Sergio; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Berger Fett Bernardo; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; García García René Manuel; Kast Rist José Antonio; Monckeberg Díaz Nicolás; Norambuena Farías Iván; Paulsen Kehr Diego; Pérez Lahsen Leopoldo; Rathgeb Schifferli Jorge; Santana Tirachini Alejandro; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Flores García Iván; Morales Muñoz Celso; Sabag Villalobos Jorge; Sandoval Plaza David.

El señor CORNEJO (Presidente).- En votación particular las modificaciones introducidas por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia al artículo 8° del proyecto de ley.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 93 votos; por la negativa, 15 votos. Hubo 3 abstenciones.

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobadas.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Bellolio Avaria Jaime; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; De Mussy Hiriart Felipe; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Gahona Salazar Sergio; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Berger Fett Bernardo; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; García García René Manuel; Kast Rist José Antonio; Monckeberg Díaz Nicolás; Norambuena Farías Iván; Paulsen Kehr Diego; Pérez Lahsen Leopoldo; Rathgeb Schifferli Jorge; Santana Tirachini Alejandro; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Morales Muñoz Celso; Sabag Villalobos Jorge; Sandoval Plaza David.

El señor CORNEJO (Presidente).- En votación particular las modificaciones introducidas por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia al artículo 10 del proyecto de ley.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 91 votos; por la negativa, 15 votos. Hubo 5 abstenciones.

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobadas.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Bellolio Avaria Jaime; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; De Mussy Hiriart Felipe; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Fuentes Castillo Iván; Gahona Salazar Sergio; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Berger Fett Bernardo; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; García García René Manuel; Kast Rist José Antonio; Monckeberg Díaz Nicolás; Norambuena Farías Iván; Paulsen Kehr Diego; Pérez Lahsen Leopoldo; Rathgeb Schifferli Jorge; Santana Tirachini Alejandro; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Chávez Velásquez Marcelo; Flores García Iván; Morales Muñoz Celso; Sabag Villalobos Jorge; Sandoval Plaza David.

El señor CORNEJO (Presidente).- En votación particular la supresión del artículo 11 propuesto por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 92 votos; por la negativa, 15 votos. Hubo 4 abstenciones.

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Bellolio Avaria Jaime; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; De Mussy Hiriart Felipe; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Gahona Salazar Sergio; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Berger Fett Bernardo; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; García García René Manuel; Kast Rist José Antonio; Monckeberg Díaz Nicolás; Norambuena Farías Iván; Paulsen Kehr Diego; Pérez Lahsen Leopoldo; Rathgeb Schifferli Jorge; Santana Tirachini Alejandro; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Chávez Velásquez Marcelo; Morales Muñoz Celso; Sabag Villalobos Jorge; Sandoval Plaza David.

El señor CORNEJO (Presidente).- En votación particular las modificaciones introducidas por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia al artículo 12 del proyecto de ley, que pasa a ser 11.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 70 votos; por la negativa, 34 votos. Hubo 6 abstenciones.

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobadas.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Fuentes Castillo Iván; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Hernando Pérez Marcela; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Sommerhoff Felipe; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Monsalve Benavides Manuel; Morano Cornejo Juan Enrique; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto Ferrada Leonardo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Urízar Muñoz Christian; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Bellolio Avaria Jaime; Berger Fett Bernardo; Chávez Velásquez Marcelo; De Mussy Hiriart Felipe; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Gahona Salazar Sergio; García García René Manuel; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Melero Abaroa Patricio; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Nogueira Fernández Claudia; Paulsen Kehr Diego; Pérez Lahsen Leopoldo; Rathgeb Schifferli Jorge; Sabag Villalobos Jorge; Santana Tirachini Alejandro; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Trisotti Martínez Renzo; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Ward Edwards Felipe.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Flores García Iván; Morales Muñoz Celso; Norambuena Farías Iván; Núñez Urrutia Paulina; Rivas Sánchez Gaspar; Sandoval Plaza David.

El señor CORNEJO (Presidente).- Se ha renovado la siguiente indicación: “Para suprimir el inciso final, que pasa a ser penúltimo del artículo 15, que ha pasado a ser artículo 14.”.

En votación el texto propuesto por la Comisión de Constitución con la indicación renovada.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 31 votos; por la negativa, 71 votos. Hubo 9 abstenciones.

El señor CORNEJO (Presidente).- Rechazada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Bellolio Avaria Jaime; Berger Fett Bernardo; Campos Jara Cristián; De Mussy Hiriart Felipe; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Gahona Salazar Sergio; García García René Manuel; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Nogueira Fernández Claudia; Paulsen Kehr Diego; Pérez Lahsen Leopoldo; Rivas Sánchez Gaspar; Santana Tirachini Alejandro; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Trisotti Martínez Renzo; Turres Figueroa Marisol; Urrutia Soto Osvaldo; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Fuentes Castillo Iván; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Hernando Pérez Marcela; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Sommerhoff Felipe; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Monsalve Benavides Manuel; Morano Cornejo Juan Enrique; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto Ferrada Leonardo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Ulloa Aguillón Jorge; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Bonilla Ignacio; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Chávez Velásquez Marcelo; Flores García Iván; Morales Muñoz Celso; Norambuena 
Farías Iván; Núñez Urrutia Paulina; Rathgeb Schifferli Jorge; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Sandoval Plaza David.

El señor CORNEJO (Presidente).- En consecuencia, corresponde votar en particular las modificaciones introducidas por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia al 
artículo 15 del proyecto de ley, que pasa a ser 14.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 92 votos; por la negativa, 7 votos. Hubo 12 abstenciones.

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobadas.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Bellolio Avaria Jaime; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; De Mussy Hiriart Felipe; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Fuentes Castillo Iván; Gahona Salazar Sergio; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Barros Montero Ramón; García García René Manuel; Kast Rist José Antonio; Norambuena Farías Iván; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Becker Alvear Germán; Berger Fett Bernardo; Flores García Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Paulsen Kehr Diego; Pérez Lahsen Leopoldo; Rathgeb Schifferli Jorge; Sabag Villalobos Jorge; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro.

El señor CORNEJO (Presidente).- En votación particular las modificaciones introducidas por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia al artículo 16 del proyecto de ley, que pasa a ser 15.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 92 votos; por la negativa, 9 votos. Hubo 10 abstenciones.

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobadas.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Bellolio Avaria Jaime; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; De Mussy Hiriart Felipe; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Fuentes Castillo Iván; Gahona Salazar Sergio; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Barros Montero Ramón; Berger Fett Bernardo; García García René Manuel; Kast Rist José Antonio; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Becker Alvear Germán; Flores García Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Paulsen Kehr Diego; Rathgeb Schifferli Jorge; Sabag Villalobos Jorge; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro.

El señor CORNEJO (Presidente).- En votación particular las modificaciones introducidas por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia al artículo 18 del proyecto de ley, que pasa a ser 17.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 93 votos; por la negativa, 16 votos. Hubo 2 abstenciones.

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobadas.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Bellolio Avaria Jaime; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; De Mussy Hiriart Felipe; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Fuentes Castillo Iván; Gahona Salazar Sergio; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Berger Fett Bernardo; Flores García Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; García García René Manuel; Kast Rist José Antonio; Monckeberg Díaz Nicolás; Norambuena Farías Iván; Paulsen Kehr Diego; Pérez Lahsen Leopoldo; Rathgeb Schifferli Jorge; Santana Tirachini Alejandro; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Morales Muñoz Celso; Sandoval Plaza David.

El señor CORNEJO (Presidente).- En votación particular las modificaciones introducidas por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia al artículo 20 del proyecto de ley, que pasa a ser 19.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 71 votos; por la negativa, 33 votos. Hubo 7 abstenciones.

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobadas.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Fuentes Castillo Iván; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Hernando Pérez Marcela; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Sommerhoff Felipe; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Monsalve Benavides Manuel; Morano Cornejo Juan Enrique; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto Ferrada Leonardo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Urízar Muñoz Christian; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Bellolio Avaria Jaime; Berger Fett Bernardo; De Mussy Hiriart Felipe; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Gahona Salazar Sergio; Gar-
cía García René Manuel; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Melero Abaroa Patricio; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Nogueira Fernández Claudia; Paulsen Kehr Diego; Pérez Lahsen Leopoldo; Rathgeb Schifferli Jorge; Sabag Villalobos Jorge; Santana Tirachini Alejandro; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Trisotti Martínez Renzo; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Ward Edwards Felipe.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Chávez Velásquez Marcelo; Flores García Iván; Macaya Danús Javier; Morales Muñoz Celso; Norambuena Farías Iván; Rivas Sánchez Gaspar; Sandoval Plaza David.

El señor CORNEJO (Presidente).- En votación particular las modificaciones introducidas por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia al artículo 21 del proyecto de ley, que pasa a ser 20.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 93 votos; por la negativa, 15 votos. Hubo 3 abstenciones.

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobadas.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Bellolio Avaria Jaime; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; De Mussy Hiriart Felipe; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Fuentes Castillo Iván; Gahona Salazar Sergio; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Sandoval Plaza David; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Berger Fett Bernardo; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; García García René Manuel; Kast Rist José Antonio; Monckeberg Díaz Nicolás; Norambuena Farías Iván; Paulsen Kehr Diego; Pérez Lahsen Leopoldo; Rathgeb Schifferli Jorge; Santana Tirachini Alejandro; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Flores García Iván; Morales Muñoz Celso; Sabag Villalobos Jorge.

El señor CORNEJO (Presidente).- En votación particular la modificación introducida por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia al artículo 22 del proyecto de ley, que pasa a ser 21, y que requiere para su aprobación del voto favorable de 68 señores diputados.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 90 votos; por la negativa, 14 votos. Hubo 5 abstenciones. 

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Bellolio Avaria Jaime; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; De Mussy Hiriart Felipe; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Gahona Salazar Sergio; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Barros Montero Ramón; Berger Fett Bernardo; Chávez Velásquez Marcelo; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; García García René Manuel; Kast Rist José Antonio; Monckeberg Díaz Nicolás; Norambuena Farías Iván; Paulsen Kehr Diego; Rathgeb Schifferli Jorge; Sabag Villalobos Jorge; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Becker Alvear Germán; Morales Muñoz Celso; Pérez Lahsen Leopoldo; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro.

El señor CORNEJO (Presidente).- En votación particular la modificación introducida por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia al artículo 25 del proyecto de ley, que pasa a ser 24.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 92 votos; por la negativa, 16 votos. Hubo 3 abstenciones. 

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Bellolio Avaria Jaime; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; De Mussy Hiriart Felipe; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Fuentes Castillo Iván; Gahona Salazar Sergio; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Berger Fett Bernardo; Flores García Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; García García René Manuel; Kast Rist José Antonio; Monckeberg Díaz Nicolás; Paulsen Kehr Diego; Pérez Lahsen Leopoldo; Rathgeb Schifferli Jorge; Sabag Villalobos Jorge; Santana Tirachini Alejandro; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Morales Muñoz Celso; Norambuena Farías Iván; Sandoval Plaza David.

El señor CORNEJO (Presidente).- Los diputados señores Chahin, Espejo y Pilowsky; la diputada señora Turres, doña Marisol; los diputados señores Squella, Insunza y Saffirio; la diputada señora Sepúlveda, doña Alejandra; los diputados señores Gutiérrez, don Hugo; Monckeberg, don Cristián; Arriagada, Espinosa, don Marcos; Browne y Silber, presentaron la siguiente indicación a la letra e) del artículo 26, que pasa a ser 25, para agregar un párrafo cuarto nuevo del siguiente tenor, pasando el actual párrafo cuarto a ser quinto.

-Hablan varios diputados a la vez.

El señor CORNEJO (Presidente).- ¿Habría unanimidad para votar la indicación propuesta?

No hay unanimidad. 

En consecuencia, corresponde votar en particular la modificación introducida por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia al artículo 26 del proyecto de ley, que pasa a ser 25.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 26 votos; por la negativa, 78 votos. Hubo 7 abstenciones. 

El señor CORNEJO (Presidente).- Rechazada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Barros Montero Ramón; Bellolio Avaria Jaime; Berger Fett Bernardo; De Mussy Hiriart Felipe; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Gahona Salazar Sergio; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Nogueira Fernández Claudia; Rivas Sánchez Gaspar; Santana Tirachini Alejandro; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Trisotti Martínez Renzo; Turres Figueroa Marisol; Urrutia Soto Osvaldo; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Becker Alvear Germán; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; García García René Manuel; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Hernando Pérez Marcela; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Sommerhoff Felipe; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Monsalve Benavides Manuel; Morano Cornejo Juan Enrique; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Paulsen Kehr Diego; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto Ferrada Leonardo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Bonilla Ignacio; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Chávez Velásquez Marcelo; Morales Muñoz Celso; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Sabag Villalobos Jorge; Sandoval Plaza David; Ulloa Aguillón Jorge.

El señor CORNEJO (Presidente).- En consecuencia, corresponde votar el artículo 26 del proyecto de ley propuesto por el Senado.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 5 votos; por la negativa, 98 votos. Hubo 6 abstenciones. 

El señor CORNEJO (Presidente).- Rechazado 

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Castro González Juan Luis; Monckeberg Díaz Nicolás; Núñez Urrutia Paulina; Sabat Fernández Marcela; Silber Romo Gabriel.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Bellolio Avaria Jaime; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; De Mussy Hiriart Felipe; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Gahona Salazar Sergio; García García René Manuel; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Jackson Drago Giorgio; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Paulsen Kehr Diego; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Santana Tirachini Alejandro; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Chávez Velásquez Marcelo; Morales Muñoz Celso; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Sabag Villalobos Jorge; Sandoval Plaza David.

El señor CORNEJO (Presidente).- En votación particular la modificación introducida por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia al artículo 27 del proyecto de ley, que pasa a ser 26, y que requiere para su aprobación del voto favorable de 68 señores diputados.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 73 votos; por la negativa, 33 votos. Hubo 5 abstenciones. 

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Fuentes Castillo Iván; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Hernando Pérez Marcela; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Sommerhoff Felipe; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Monsalve Benavides Manuel; Morano Cornejo Juan Enrique; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto Ferrada Leonardo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Urízar Muñoz Christian; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Bellolio Avaria Jaime; Berger Fett Bernardo; De Mussy Hiriart Felipe; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Gahona Salazar Sergio; Gar-
cía García René Manuel; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Nogueira Fernández Claudia; Paulsen Kehr Diego; Pérez Lahsen Leopoldo; Rathgeb Schifferli Jorge; Sabag Villalobos Jorge; Santana Tirachini Alejandro; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Ward Edwards Felipe.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Chávez Velásquez Marcelo; Flores García Iván; Morales Muñoz Celso; Norambuena Fa-
rías Iván; Sandoval Plaza David.

El señor CORNEJO (Presidente).- En votación particular la modificación introducida por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia al artículo 29 del proyecto de ley, que pasa a ser 28, y que requiere para su aprobación del voto favorable de 60 señores diputados.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 92 votos; por la negativa, 12 votos. Hubo 6 abstenciones. 

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Bellolio Avaria Jaime; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; De Mussy Hiriart Felipe; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Fuentes Castillo Iván; Gahona Salazar Sergio; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Barros Montero Ramón; Berger Fett Bernardo; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; García García René Manuel; Kast Rist José Antonio; Paulsen Kehr Diego; Pérez Lahsen Leopoldo; Rathgeb Schifferli Jorge; Santana Tirachini Alejandro; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Flores García Iván; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Norambuena Farías Iván; Sabag Villalobos Jorge; Sandoval Plaza David.

El señor CORNEJO (Presidente).- En votación particular la modificación introducida por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia al artículo 30 del proyecto de ley, que pasa a ser 29, y que requiere para su aprobación del voto favorable de 60 señores diputados.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 93 votos; por la negativa, 6 votos. Hubo 11 abstenciones. 

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Becker Alvear Germán; Bellolio Avaria Jaime; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; De Mussy Hiriart Felipe; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Fuentes Castillo Iván; Gahona Salazar Sergio; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Barros Montero Ramón; Kast Rist José Antonio; Rathgeb Schifferli Jorge; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Berger Fett Bernardo; Flores García Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Norambuena Farías Iván; Paulsen Kehr Diego; Pérez Lahsen Leopoldo; Sabag Villalobos Jorge; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro.

El señor CORNEJO (Presidente).- En votación particular la modificación introducida por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia al artículo 35 del proyecto de ley, que pasa a ser 34, y que requiere para su aprobación del voto favorable de 68 señores diputados.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 92 votos; por la negativa, 12 votos. Hubo 6 abstenciones. 

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobada. 

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Becker Alvear Germán; Bellolio Avaria Jaime; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; De Mussy Hiriart Felipe; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Gahona Salazar Sergio; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Turres Figueroa Marisol; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Barros Montero Ramón; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; García García René Manuel; Kast Rist José Antonio; Monckeberg Díaz Nicolás; Paulsen Kehr Diego; Pérez Lahsen Leopoldo; Rathgeb Schifferli Jorge; Santana Tirachini Alejandro; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Berger Fett Bernardo; Chávez Velásquez Marcelo; Morales Muñoz Celso; Norambuena Farías Iván; Sabag Villalobos Jorge; Sandoval Plaza David.

El señor CORNEJO (Presidente).- En votación particular la modificación introducida por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia al artículo 39 del proyecto de ley, que pasa a ser 38.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 90 votos; por la negativa, 13 votos. Hubo 6 abstenciones. 

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Bellolio Avaria Jaime; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; De Mussy Hiriart Felipe; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Fuentes Castillo Iván; Gahona Salazar Sergio; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Turres Figueroa Marisol; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Barros Montero Ramón; Berger Fett Bernardo; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; García García René Manuel; Kast Rist José Antonio; Monckeberg Díaz Nicolás; Paulsen Kehr Diego; Pérez Lahsen Leopoldo; Rathgeb Schifferli Jorge; Santana Tirachini Alejandro; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Becker Alvear Germán; Flores García Iván; Morales Muñoz Celso; Norambuena Farías Iván; Sabag Villalobos Jorge; Sandoval Plaza David.

El señor CORNEJO (Presidente).- En votación particular la modificación introducida por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia al artículo 44 del proyecto de ley, que pasa a ser 43.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 92 votos; por la negativa, 14 votos. Hubo 4 abstenciones. 

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Bellolio Avaria Jaime; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; De Mussy Hiriart Felipe; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Gahona Salazar Sergio; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Turres Figueroa Marisol; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Berger Fett Bernardo; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; García García René Manuel; Kast Rist José Antonio; Monckeberg Díaz Nicolás; Paulsen Kehr Diego; Pérez Lahsen Leopoldo; Rathgeb Schifferli Jorge; Santana Tirachini Alejandro; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Morales Muñoz Celso; Norambuena Farías Iván; Sabag Villalobos Jorge; Sandoval Plaza David.

El señor CORNEJO (Presidente).- Se ha renovado la siguiente indicación. 

Para sustituir el artículo 45, que ha pasado a ser artículo 44, por el siguiente: “Artículo 45.- Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 226 del Código Civil, la expresión “velando” por la siguiente oración: “incluyendo al cónyuge o conviviente civil del padre o madre y deberá velar”. 

En votación la indicación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 30 votos; por la negativa, 70 votos. Hubo 10 abstenciones. 

El señor CORNEJO (Presidente).- Rechazada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Bellolio Avaria Jaime; Berger Fett Bernardo; De Mussy Hiriart Felipe; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Gahona Salazar Sergio; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Kast Rist José Antonio; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Nogueira Fernández Claudia; Núñez Urrutia Paulina; Paulsen Kehr Diego; Rivas Sánchez Gaspar; Sabag Villalobos Jorge; Santana Tirachini Alejandro; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Trisotti Martínez Renzo; Urrutia Soto Osvaldo; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; García García René Manuel; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Hernando Pérez Marcela; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Sommerhoff Felipe; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Monsalve Benavides Manuel; Morano Cornejo Juan Enrique; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto Ferrada Leonardo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Bonilla Ignacio; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Chávez Velásquez Marcelo; Morales Muñoz Celso; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Sabat Fernández Marcela; Sandoval Plaza David; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge.

El señor CORNEJO (Presidente).- En consecuencia, en votación particular la modificación introducida por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia al artículo 45 del proyecto de ley, que pasa a ser 44.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 91 votos; por la negativa, 7 votos. Hubo 10 abstenciones. 

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Bellolio Avaria Jaime; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; De Mussy Hiriart Felipe; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Gahona Salazar Sergio; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Turres Figueroa Marisol; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Barros Montero Ramón; García García René Manuel; Kast Rist José Antonio; Norambuena Farías Iván; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Becker Alvear Germán; Berger Fett Bernardo; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Paulsen Kehr Diego; Pérez Lahsen Leopoldo; Rathgeb Schifferli Jorge; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro.

El señor CORNEJO (Presidente).- Corresponde pronunciarse en particular respecto del nuevo artículo 46, introducido por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 92 votos; por la negativa, 13 votos. Hubo 5 abstenciones.

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Bellolio Avaria Jaime; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; De Mussy Hiriart Felipe; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Gahona Salazar Sergio; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Turres Figueroa Marisol; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Barros Montero Ramón; Berger Fett Bernardo; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; García García René Manuel; Kast Rist José Antonio; Monckeberg Díaz Nicolás; Paulsen Kehr Diego; Pérez Lahsen Leopoldo; Rathgeb Schifferli Jorge; Santana Tirachini Alejandro; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Becker Alvear Germán; Morales Muñoz Celso; Norambuena Farías Iván; Sabag Villalobos Jorge; Sandoval Plaza David.

El señor CORNEJO (Presidente).- Corresponde pronunciarse en particular respecto del nuevo artículo 47, introducido por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 88 votos; por la negativa, 13 votos. Hubo 7 abstenciones.

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Bellolio Avaria Jaime; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; De Mussy Hiriart Felipe; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Fuentes Castillo Iván; Gahona Salazar Sergio; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Turres Figueroa Marisol; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Barros Montero Ramón; Berger Fett Bernardo; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; García García René Manuel; Kast Rist José Antonio; Monckeberg Díaz Nicolás; Paulsen Kehr Diego; Pérez Lahsen Leopoldo; Rathgeb Schifferli Jorge; Santana Tirachini Alejandro; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Becker Alvear Germán; Chahin Valenzuela Fuad; Flores García Iván; Morales Muñoz Celso; Norambuena Farías Iván; Sabag Villalobos Jorge; Sandoval Plaza David.

El señor CORNEJO (Presidente).- Corresponde pronunciarse en particular sobre las modificaciones introducidas por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia al artículo transitorio del proyecto de ley, que pasa a ser artículo primero transitorio.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 90 votos; por la negativa, 13 votos. Hubo 7 abstenciones.

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobadas.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Bellolio Avaria Jaime; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; De Mussy Hiriart Felipe; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Fuentes Castillo Iván; Gahona Salazar Sergio; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Turres Figueroa Marisol; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Barros Montero Ramón; Berger Fett Bernardo; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; García García René Manuel; Kast Rist José Antonio; Monckeberg Díaz Nicolás; Paulsen Kehr Diego; Pérez Lahsen Leopoldo; Rathgeb Schifferli Jorge; Santana Tirachini Alejandro; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Becker Alvear Germán; Chávez Velásquez Marcelo; Flores García Iván; Morales Muñoz Celso; Norambuena Farías Iván; Sabag Villalobos Jorge; Sandoval Plaza David.

El señor CORNEJO (Presidente).- Corresponde pronunciarse en particular respecto del nuevo artículo segundo transitorio, introducido por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 90 votos; por la negativa, 14 votos. Hubo 5 abstenciones.

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Bellolio Avaria Jaime; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; De Mussy Hiriart Felipe; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Fuentes Castillo Iván; Gahona Salazar Sergio; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Turres Figueroa Marisol; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Barros Montero Ramón; Berger Fett Bernardo; Flores García Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; García García René Manuel; Kast Rist José Antonio; Monckeberg Díaz Nicolás; Paulsen Kehr Diego; Pérez Lahsen Leopoldo; Rathgeb Schifferli Jorge; Santana Tirachini Alejandro; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique.
-Se abstuvieron los diputados señores:
Becker Alvear Germán; Morales Muñoz Celso; Norambuena Farías Iván; Sabag Villalobos Jorge; Sandoval Plaza David.

El señor CORNEJO (Presidente).- Despachado el proyecto.

Cito a reunión de Comités para mañana a las 10:00 horas.

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 23:12 horas.

TOMÁS PALOMINOS BESOAÍN,

Jefe de la Redacción de Sesiones.
VI. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1. Mensaje de S. E. la Presidenta de la República por el cual da inicio a la
tramitación del proyecto que “Otorga una bonificación especial para
funcionarios públicos de la Región de Atacama que cumplan condiciones
que se indican”. (boletín N° 9868-05)

“Honorable Cámara de Diputados:

Tengo el honor de someter a vuestraconsideración un proyecto de ley que tiene por finalidad establecer, para el año 2015, unabonificación especial para los funcionarios públicos de la Región de Atacama, que cumplan condiciones que se indican.

I. ANTECEDENTES
Los costos de la vida en diferentes sectores geográficos del país son asimétricos, lo que tiende a generar inequidades.
El caso de la Región de Atacama es paradigmático en este punto. Junto al enorme desarrollo de la gran Minería del Cobre y del retail en la región en los últimos años, las familias han visto cómo ha aumentado el costo de la canasta familiar y los arriendos, entre otros bienes y servicios. En el caso de los trabajadores del sector privado, han existido aumentos de remuneraciones que han permitido hacer frente a estos aumentos de precios, pero ello no ha ido a la par para los funcionarios del sector público, existiendo un riesgo de migración de valiosos cuadros profesionales y técnicos hacia el sector privado.
Considerando que el eje principal del Programa de Gobierno es combatir las desigualdades, es que también debemos abordar soluciones a tales inequidades geográficas originadas por diferenciales de costo de vida.

Así, se hace necesario establecer incentivos para que los Servicios Públicos de la región puedan atraer y retener a los funcionarios para el cumplimiento adecuado de sus labores.

Para tomar una decisión de política pública debidamente informada sobre esta materia, como Gobierno hemos encargado un estudio al Instituto Nacional de Estadísticas sobre el costo de una canasta de consumo nacional y sus variaciones entre regiones. Este estudio se realizará durante el presente año 2015.
Sin embargo, a la espera de los resultados de dicho estudio, como Gobierno hemos acordado presentar un proyecto de ley que tiene por finalidad establecer, para el año 2015, unabonificación especial para los funcionarios públicos de la Región de Atacama. Esta bonificación extraordinaria recoge lo planteado por la moción parlamentaria de los diputados señores Lautaro Carmona y Alberto Robles y de las diputadas señoras Daniella Cicardini y Yasna Provoste, la cual fue declarada inadmisible por el Honorable Congreso Nacional, atendidas las disposiciones sobre iniciativa exclusiva y formación de la ley previstas en la Constitución Política.

II. CONTENIDO DEL PROYECTO

El presente proyecto de ley propone otorgar, de manera extraordinaria durante el año 2015, una bonificación especial de un monto trimestral de $240.000 pesos, para los funcionarios públicos que indica la presente iniciativa legal.

Esta bonificación especial será imponible, tributable y no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración. Ésta se pagará trimestralmente, en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de 2015. Contemplándose una norma transitoria para el caso que la presente ley se publique con posterioridad a dichos meses, permitiendo el pago de las cuotas correspondientes.

En mérito a lo anteriormente expuesto, someto a vuestra consideración el siguiente 

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.-Concédese, durante el año 2015, una bonificación especial a los siguientes funcionarios públicos con contrato vigente al 1° de enero de 2015: que se encuentren en calidad de planta, a contrata y a los contratados acorde a la normativa del Código del Trabajo, que se desempeñen en la Región de Atacama, y que se encuentren remunerados según lo dispuesto en el decreto ley N° 249, de 1973 y en el Título I del decreto ley N° 3.551, de 1980.
De igual modo, la bonificación establecida en el presente artículo se otorgará a los funcionarios de la Región de Atacama de las entidades que se señalan: al personal de planta y a contrata de la Dirección General de Aeronáutica Civil; al personal de la Atención Primara de Salud Municipal, regido por la ley N° 19.378; a los asistentes de la educación regidos por la ley N° 19.464; a los funcionarios académicos, no académicos, profesionales y directivos de la Universidad de Atacama, y a los funcionarios municipales regidos por el Título II del decreto ley N° 3.551, de 1980 y por la ley N° 18.883.

Los jefes de servicio o las autoridades superiores de las instituciones señaladas en los incisos anteriores, según corresponda, deberán remitir al Intendente Regional la nómina de beneficiarios de la bonificación especial al mes siguiente de cada pago de la misma.
Artículo 2°.- La bonificación especial señalada en el artículo anterior tendrá un valor trimestral de $240.000.- (doscientos cuarenta mil pesos) y se pagará en cuatro cuotas iguales en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de 2015. Los montos a percibir serán proporcionales al tiempo trabajado en el trimestre respectivo.
Esta bonificación especial será tributable e imponible y no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración. Para determinar las imposiciones e impuestos a que se encuentra afecta, se distribuirá su monto en proporción a los meses que comprenda la cuota correspondiente y los cuocientes se sumarán a las respectivas remuneraciones mensuales. Con todo, las imposiciones se deducirán de la parte que, sumada a las respectivas remuneraciones mensuales, no exceda del límite máximo de imponibilidad.
Artículo 3°.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley, para las entidades señaladas en los artículos anteriores, será financiado con reasignaciones de recursos provenientes del presupuesto de inversión del Gobierno Regional de la Región de Atacama. En el caso de las instituciones que no están en la cobertura de la ley de presupuestos, los recursos les serán transferidos directamente por el Gobierno Regional.

Artículo Transitorio.-La bonificación especial de la presente ley, correspondiente a los trimestres completos del año 2015 transcurridos a la fecha de su publicación, se pagará junto con las remuneraciones correspondientes al mes siguiente a su entrada en vigencia.”.
Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): RODRIGO PEÑAILILLO BRICEÑO, Vicepresidente de la República; MAHMUD ALEUY PEÑA Y LILLO, Ministro del Interior ySeguridad Pública (S); ALBERTO ARENAS DE MESA, Ministro de Hacienda.”
Informe Financiero

proyecto de ley que otorga una bonificación especial para funcionarios públicos de la Región de Atacama

Mensaje N° 1177-362”

El proyecto de ley otorga una bonificación especial durante el año 2015 a los funcionarios púbicos de planta, contrata y a los contratados acorde a la normativa del Código del Trabajo que se desempeñen en la Región de Atacama. La referida bonificación ascenderá a un monto trimestral de $240 miles y se pagará en cuatro cuotas durante dicho año.


Este proyecto implicará un mayor gasto estimado en $ 7.581.000 miles para el año 2015, el cual se financiará con reasignaciones de recursos provenientes del presupuesto de inversión del Gobierno Regional de Atacama.


(Fdo.): SERGIO GRANADOS AGUILAR, Director de Presupuestos.”
2. Oficio de S. E. la Presidenta de la República. (boletín N° 9866-04)

“Honorable Cámara:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 74 de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales –incluyendo el que corresponde cumplir en el H. Senado-, respecto del proyecto de ley que otorga a los profesionales de la educación que indica una bonificación por retiro voluntario (boletín N° 9866-04).

Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “discusión inmediata” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RODRIGO PEÑAILILLO BRICEÑO, Vicepresidente de la República; XIMENA RINCÓN GONZÁLEZ, Ministra Secretaria General de la Presidencia.”
3. Oficio de S. E. la Presidenta de la República. (boletín N° 9868-05)

“Honorable Cámara:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 74 de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales –incluyendo el que corresponde cumplir en el H. Senado-, respecto del proyecto de ley que otorga una bonificación especial para funcionarios públicos de la Región de Atacama que cumplan condiciones que se indican.

Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RODRIGO PEÑAILILLO BRICEÑO, Vicepresidente de la República; XIMENA RINCÓN GONZÁLEZ, Ministra Secretaria General de la Presidencia.”
4. Informe de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales recaído
en el proyecto, iniciado en mensaje, con urgencia “suma”, que “Establece
marco para la gestión de residuos y responsabilidad extendida del productor.”. (boletín N°9094-12)

“Honorable Cámara:

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales pasa a informar, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, el proyecto de la referencia, iniciado en mensaje de S.E. la Presidenta de la República.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.

1. Idea matriz o fundamental del proyecto.


La idea matriz del proyecto de ley es establecer el marco para la gestión de residuos y la responsabilidad extendida del productor, mediante instrumentos de gestión ambiental en materia de residuos, entre los cuales destaca la implementación de la Responsabilidad Extendida del Productor (REP).

2. Normas de quórum especial.


El Artículo 14 del proyecto tiene el carácter de ley orgánico constitucional, en tanto incide en la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, en los términos del artículo 77 de la Constitución Política. En conformidad a la Jurisprudencia del Tribunal Constitucional (STC Rol N° 2180-2012 y 2074-2011), esta norma reviste el carácter de orgánica constitucional, “toda vez que, en cuanto incide(n) en el sistema de recursos, lo hace(n) a su vez en las atribuciones de los tribunales de justicia”.


Dicho artículo establece un recurso de reclamación en contra de los decretos que establecen metas de recolección y valorización y otras obligaciones, dando competencia para conocer del mismo al primer Tribunal Ambiental que se avoque al conocimiento del recurso.


No existen normas de quórum calificado.

3. Normas que requieran trámite de Hacienda.


Los artículos 29, 33 inciso tercero y 36, establecen un Fondo para el Reciclaje, cobro de aranceles por la inscripción en el Registro de Emisiones y Transferencia de Contaminantes y aplica multas por las infracciones que señala,, respectivamente, deben ser remitido a la Comisión de Hacienda en virtud del artículo 226 del Reglamento de la Cámara de Diputados.

4. Aprobación del proyecto, en general.


El proyecto fue aprobado, en general
, por la unanimidad de los diputados presentes (8), señora Molina y señores Morales, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier y Vallespín y de los entonces diputados señores Accorsi y De Urresti. 

5. Diputado informante.


Se designó Diputado informante al señor Daniel Melo Contreras.

II. ANTECEDENTES Y FUNDAMENTOS DEL PROYECTO DE LEY.

a) Antecedentes generales.


Señala el mensaje que en Chile, desde hace décadas, el manejo de los residuos se plantea como preocupación en los distintos sectores sociales, aunque no se hayan planteado soluciones efectivas, en especial dada la complejidad del tema, a patrones de producción y consumo que favorecen la generación cada vez mayor de residuos.


Se precisa, además, que los residuos son sustancias u objetos que su poseedor desecha o tiene la intención u obligación de desechar de acuerdo a la normativa vigente. El manejo de residuos y su disposición final generan altos costos ambientales, sociales y también un elevado costo económico para los Municipios, quienes, en su gran mayoría, contratan a empresas privadas o mediante manejo propio deben gestionar su recolección, transporte y disposición final.


Asimismo, se hace presente que, un gran porcentaje de residuos son dispuestos en vertederos y micro basurales ilegales que en su mayoría se ubican en la periferia de la zona urbana, afectando principalmente a comunas de bajos ingresos e impactando negativamente sus presupuestos, debiendo éstas asignar recursos económicos, equipamiento y personal para clasificar, extraer, transportar y eliminar los residuos dispuestos ilegalmente en el espacio público.

b) Antecedentes legales.


Además, el mensaje destaca que el marco regulatorio que actualmente se refiere al manejo de residuos sólidos en el país está compuesto por multiplicidad de normas, como son:


a) Código Sanitario: establece la obligación de las municipalidades de recolectar, transportar y eliminar por métodos adecuados las basuras, residuos y desperdicios que se depositen o produzcan en la vía urbana (artículo 11, letra b).


Asimismo, el párrafo III del Título II (artículos 78 a 81) se refiere a los “desperdicios y basuras”; en él se establecen las autorizaciones sanitarias de distintas instalaciones de manejo de residuos.


b) Decreto ley N° 3.063, de 1979, Rentas Municipales: se refiere al cobro del servicio municipal de extracción de residuos sólidos domiciliarios.


Al respecto, establece criterios para cobro diferenciado; programas ambientales, incluyendo reciclaje; frecuencia o volúmenes de extracción; o las condiciones de accesibilidad; todos ellos criterios que deben establecerse por cada municipalidad a través de ordenanzas locales. Finalmente, establece una exención general a usuarios cuya vivienda o unidad habitacional tenga un avalúo fiscal igual o inferior a 225 unidades tributarias mensuales, así como la facultad para que cada municipalidad exima a ciertas personas del pago de la tarifa por el servicio de aseo (Título III, artículos 5° a 11).


c) Ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades: establece como función privativa de las municipalidades el aseo y ornato de la comuna (artículo 3°, letra f) y atribuye a la unidad de medio ambiente, aseo y ornato el servicio de extracción de la basura.


d) Decreto supremo N° 685, de 1992, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que promulga el Convenio de Basilea sobre el Control de los Movimientos Transfronterizos de los Desechos Peligrosos y su Eliminación.


El Convenio de Basilea regula el movimiento transfronterizo de desechos peligrosos y estipula obligaciones a las Partes para asegurar el manejo ambientalmente racional de los mismos, particularmente su disposición.


e) 
Ley N° 19.300, Bases Generales del Medio Ambiente: exige evaluación ambiental a ciertos proyectos vinculados al manejo de residuos (artículo 10, letras i, ñ y o).


Asimismo, establece como función del Ministerio del Medio Ambiente proponer políticas y formular normas, planes y programas en materias de residuos (artículo 70, letra g).


f) Decreto supremo N° 594, de 2000, del Ministerio de Salud, establece el Reglamento sobre Condiciones Sanitarias y Ambientales Básicas en los Lugares de Trabajo:


g) Decreto supremo N° 148, de 2004, del Ministerio de Salud, establece el Reglamento Sanitario sobre el Manejo de Residuos Peligrosos.


h) Decreto supremo N° 45, de 2007, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, establece la norma de emisión para la incineración y co-incineración.


i) Decreto supremo N° 189, de 2008, del Ministerio de Salud: regula condiciones sanitarias y de seguridad básicas en los rellenos sanitarios.


j) Decreto supremo N° 6, de 2009, del Ministerio de Salud: regula el manejo de residuos generados en establecimientos de atención de salud.


k) Decreto supremo N° 4, de 2009, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: reglamenta el manejo de lodos generados en plantas de tratamiento de aguas servidas.


l) Decreto supremo N° 2, de 2010, del Ministerio de Salud: regula la autorización de movimientos transfronterizos de residuos peligrosos consistentes en baterías de plomo usadas; y


m) Decreto supremo N° 3, de 2012, del Ministerio del Medio Ambiente: reglamenta el manejo de lodos provenientes de plantas de tratamiento de efluentes de la industria procesadora de frutas y hortalizas.

c) Fundamentos del proyecto de ley.


El mensaje parte reconociendo que nuestro país ha realizado importantes avances en el manejo de residuos domiciliarios ya que en el año 1995 la totalidad de los residuos domiciliarios se eliminaban en vertederos y tan sólo diez años más tarde más del 60% se disponían en rellenos sanitarios que cumplen con una serie de exigencias técnicas sanitarias y ambientales.


Sin embargo, desde el punto de vista regulatorio, el énfasis de la gestión de residuos ha sido puesto en resolver adecuadamente su disposición final, esfuerzo que ha demostrado no ser suficiente sino que, además, es necesario redefinir el enfoque de su gestión de modo tal que se incluya la valorización de los residuos, en todos sus aspectos.


Prosigue el mensaje señalando que, actualmente, la gran mayoría de los municipios limitan su gestión a la disposición final de los residuos a través de contratos con empresas privadas o mediante manejo propio. En general, dichos organismos no han manifestado una disposición concreta para el manejo integral de sus residuos y buscan, por lo general, eliminarlos sin considerar estrategias como fomentar la prevención de su generación o su potencial valorización.

Por consiguiente, los contratos de disposición final, muchas veces desincentivan las iniciativas de reciclaje, debido a que los costos por tonelada son menores mientras más aumente la cantidad dispuesta. Sin perjuicio de lo anterior, algunos municipios han formalizado el reciclaje a través de contratos para la recolección diferenciada. Asimismo, existe un mercado informal de recicladores e intermediarios para la recolección de papel, cartón, chatarra y otros residuos reciclables y también un mercado formal con empresas recuperadoras y recicladoras de papel y cartón, chatarra, plástico, hojalatas, aceites, baterías y neumáticos, entre otros residuos, empresas que se han desplegado en las principales ciudades del país.


En el mensaje si bien se reconoce que han existido avances en materia sanitaria, asimismo se hace constar que la tasa de valorización de residuos generados es aún incipiente. Entre 2009 y 2010 se realizó el estudio “Levantamiento, Análisis, Generación y Publicación de Información Nacional Sobre Residuos Sólidos de Chile”, el cual presenta las siguientes estimaciones para el años 2009: una generación de 16,9 millones de toneladas de residuos, de las cuales 10,4 millones de toneladas corresponden a residuos industriales y 6,5 millones de toneladas a residuos domiciliarios, de estos últimos un alto porcentaje (33%) corresponde a materiales potencialmente valorizables. Estos datos no incluyen a los residuos mineros masivos. Más aún, algunos residuos domiciliarios de consumo masivo considerados residuos peligrosos, como lo son los medicamentos vencidos, no son tratados adecuadamente. Por otra parte, una lista acotada de productos de consumo masivo representa un gran porcentaje de la generación de estos residuos potencialmente valorizables y/o peligrosos.


Para enfrentar la complejidad de este problema, en el año 2005 el Consejo Directivo de la Comisión Nacional del Medio Ambiente aprobó la Política de Gestión Integral de Residuos Sólidos, elaborada por un Comité Técnico, con representantes del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, Ministerio de Salud, Ministerio de Economía, la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo y la Comisión Nacional del Medio Ambiente. Esta política tenía como objetivo “lograr que el manejo de residuos sólidos se realice con el mínimo riesgo para la salud de la población y el medio ambiente, propiciando una visión integral de los residuos, que asegure un desarrollo sustentable y eficiente del sector”.


Prosigue el mensaje, señalando que uno de los aspectos relevantes que incorpora esta política es la necesidad de contar con una gestión integral de residuos que abarque todas las etapas de un producto, desde que es elaborado hasta su eliminación. Debe tenerse presente que cuando se habla de gestión de residuos, el primer objetivo es evitar la generación; si esta no es posible de evitar, se debe procurar su minimización; si esto no es posible, entonces se debe recién evaluar su potencial disposición final. Este principio de jerarquía en la gestión de residuos, reconocido en gran parte de los países desarrollados, ha probado su efectividad en el tiempo.


Por su parte, la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), en la Evaluación de Desempeño Ambiental del país del año 2005, estableció una serie de recomendaciones para fomentar la valorización de residuos en Chile, tales como: “Profundizar la aplicación de los principios el que contamina paga y el usuario paga mediante cargos apropiados sobre el manejo de residuos” y “evaluar las posibilidades de introducir instrumentos económicos nuevos como cargos por residuos peligrosos, entre otros”.


Los instrumentos económicos que propone la OCDE usan las fuerzas del mercado como impulsoras del cumplimiento de las metas ambientales. Este tipo de mecanismos permite entonces internalizar, en el momento mismo del acto de consumo, la externalidad asociada al producto demandado. Entre los instrumentos económicos más utilizados para el control de externalidades se reconocen instrumentos de precio y de cantidad. En el contexto internacional, más de 45 países utilizan instrumentos de cantidad para promocionar la valorización de residuos a través del mecanismo conocido como Responsabilidad Extendida al Productor (REP). La REP corresponde a un régimen especial de gestión de residuosconforme al cual los productores son responsables de la organización y financiamiento de la gestión de los residuos de productos que comercialicen en el país definidos como prioritarios.


Agrega el mensaje que el envío de este proyecto de ley es un compromiso que asumió el gobierno en su Programa, el que fue reafirmado en la Cuenta Pública del 21 de mayo de 2011. Junto con lo anterior, destaca el gran consenso político que existe por parte de los diputados y senadores sobre la necesidad de enviar al Congreso Nacional un proyecto de ley de esta naturaleza, lo cual queda reflejado en dos mociones parlamentarias.


La primera, corresponde alBoletín N° 8450-12presentada por los diputados señores Eugenio Bauer, Romilio Gutiérrez, Gustavo Hasbún, Javier Hernández, Iván Moreira, Leopoldo Pérez, Manuel Rojas, David Sandoval, Ignacio Urrutia y Gastón Von Mühlenbrock, y en la el cual se propone incorporar un nuevo artículo 47 bis en la ley 19.300 sobre Bases Generales del Medio Ambiente, estableciendo que los productores deberán evitar la propagación de los residuos que se generen con ocasión del desarrollo de su actividad económica debiendo adoptar todas las medidas necesarias para que se efectúe con el menor impacto medio ambiental posible.


La segunda, está contenida en el Boletín N° 8854-12, presentada por las senadoras señoras Isabel Allende y Soledad Alvear, y los senadores señores Guido Girardi y Alejandro Navarro, y en la cual se establece que el generador de un residuo será siempre responsable subsidiariamente de los efectos y perjuicios que éste genere hasta su completa disposición o eliminación.


Asimismo, se menciona el Proyecto de Acuerdo N° 620, de 9 de mayo de 2012, por el cual se solicita a S.E. el Presidente de la República que “indique cuáles son las factibilidades técnicas, administrativas y presupuestarias para hacer el envío inmediato del proyecto de la Ley General de Residuos que contempla dentro de sus principios significativos la Responsabilidad Extendida del Productor”.


En este contexto, el mensaje resalta la constante preocupación que ha tenido sobre esta materia la Comisión de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente de la Cámara de Diputados, (actualmente Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales) la que en reiteradas ocasiones ha insistido en la importancia de enviar un proyecto de ley de esta naturaleza.


De esta manera el envío de este proyecto de ley no viene sólo a honrar un compromiso asumido por el Gobierno, sino que también se hace cargo de una solicitud expresa manifestada por el Poder Legislativo en cuanto a la necesidad de introducir una regulación de esta naturaleza. Asimismo, se está dando cumplimiento a una de las recomendaciones hechas por la OCDE.


También, se hace presente que para la elaboración de esta iniciativa se realizaron numerosas reuniones con los diferentes actores del sector regulado por este proyecto de ley, con el objeto de recoger sus inquietudes y establecer una regulación que haga viable su implementación en función a las realidades de los mercados que está regulando. De esta forma, no solo hay un consenso político en cuanto a la necesidad de introducir la REP, sino que también existe un consenso en el sector productivo en que es imperioso introducir sistemas de gestión que permitan hacerse cargo de sus productos una vez que éstos se transforman en residuos.


Finalmente, se destaca que en la elaboración de este proyecto de ley el Gobierno, a través del Ministerio del Medio Ambiente, ha realizado una ardua tarea interdisciplinaria y de coordinación con otros ministerios y organismos públicos, como el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia y la Fiscalía Nacional Económica, proceso que culminó con la presentaciónde la iniciativa legal al Consejo Consultivo del Ministerio del Ambiente para su opinión, recibiendo un amplio respaldo de sus consejeros, y sometido al pronunciamiento del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, el que se pronunció favorablemente, por unanimidad, con el proyecto, cumpliéndose así con lo dispuesto en el artículo 71 letra f) de la ley 
N° 19.300, Bases Generales del Medio Ambiente, por lo que este proyecto de ley cuenta con un amplio respaldo tanto del sector público como de la sociedad civil.

d) Objetivos del proyecto de ley.


El presente proyecto de ley tiene por objetivo incorporar la valorización de los residuos como un elemento primordial en la gestión de los residuos sólidos e introducir en la regulación existente en la materia, un instrumento económico que busca generar mecanismos que permitan aumentar los niveles de reciclaje de los residuos que actualmente se disponen en rellenos sanitarios o son depositados en vertederos ilegales.


De esta forma, la iniciativa legal en tramitación establece algunos instrumentos de gestión ambiental en materia de residuos, destacando entre ellos la REP, -Responsabilidad Extendida del Productor, la que se traduce en que el fabricante o importador deberá hacerse cargo del producto una vez terminada su vida útil, debiendo cumplir metas de reciclaje establecidas por el Ministerio del Medio Ambiente. La REP, según lo expresa el mensaje, “implica que los productores de productos prioritarios deben cumplir con ciertas obligaciones tales como registrarse, organizar y financiar la gestión de residuo, cumplir metas de recolección y valorización a través de alguno de los sistemas de gestión y asegurar que el tratamiento de los residuos recolectados se realice por gestores autorizados”. 


En definitiva, la REP persigue dos objetivos principales:


i) Promover el diseño de productos que procuren el aumento de su vida útil y potencial de valorización y,


ii) Incentivar la reutilización y valorización de productos al final de su vida útil.


Ello permite internalizar las externalidades ambientales propias de los residuos (contaminación suelo y aguas, olores, emisiones, vectores), disminuir la disposición final de residuos, con ello aumentar la vida útil de los rellenos sanitarios, y formalizar el mercado de reciclaje existente en el país.

III. CONTENIDO DEL PROYECTO.


El proyecto de ley consta de 37 artículos permanentes y dos transitorios, agrupados en ocho títulos, en los que se regulan las siguientes materias.


1.- Disposiciones generales: El Título I, artículos 1° a 3°, inclusive,establece el objeto de la ley, enuncia principios y define conceptos necesarios para la adecuada interpretación


2.- De la gestión de residuos: El Título II, artículos 4° a 7°, inclusive, crea dos instrumentos de gestión de residuos que podrán ser desarrollados por el Ministerio del Medio Ambiente:


a) la certificación, rotulación y etiquetado de productos, y


b) los sistemas de depósito y reembolso.


Además, explicita las obligaciones de generadores, gestores, importadores y exportadores de residuos.


Por consiguiente, los títulos I y II, establecen un marco general para la gestión de residuos en el país, sin que esta iniciativa legal altere la legislación sanitaria ni municipal existente en materia de residuos, sino que la reconoce y construye sobre ella.


3.- De la Responsabilidad Extendida del Productor: El Título III, artículos 8° a 25, inclusive, contenidos en tres párrafos, el primero: disposiciones generales, el segundo: metas de recolección y valorización y otras obligaciones asociadas, y el tercero: sistemas de gestión. Por este título se introduce la Responsabilidad Extendida del Productor REP, abarcando las siguientes materias:


a) Definición: La REP es definida como un régimen especial de gestión de residuos, conforme al cual los productores son responsables de la organización y financiamiento de la gestión de los residuos de los productos prioritarios que se comercialicen en el país.

b) Aplicación a productos prioritarios: La REP se aplica a productos determinados, los que son identificados de manera taxativa en el presente proyecto de ley. Se trata de nueve productos priorizados en base a criterios de volumen, peligrosidad, potencial de valorización y experiencia comparada. La determinación de las metas específicas de recolección y valorización y obligaciones asociadas a cada producto se efectuará mediante un decreto supremo, previa tramitación de un procedimiento administrativo que involucra la participación de todos los actores implicados.


c) Metas de recolección y valorización y otras obligaciones: La principal obligación de los productores consiste en cumplir con las metas de recolección y valorización de residuos, así como con otras obligaciones asociadas, tales como; etiquetado, información, estrategias de comunicación y sensibilización y medidas de prevención en la generación de residuos.


d) Sistemas de gestión: El mecanismo a través del cual los productores deben cumplir con sus obligaciones de REP es el llamado sistema de gestión. Se permite que los productores obligados actúen de manera individual o colectiva, celebrando convenios con municipalidades, recicladores de base y otros gestores, según lo estimen conveniente. En caso de optar por un sistema colectivo de gestión, la persona jurídica que los productores creen al efecto deberá respetar diversos requisitos cuyo fin es garantizar que se cumpla el objeto de la ley y evitar conductas que atenten contra la libre competencia. En este mismo título se establece que los productores sólo podrán enajenar productos prioritarios sometidos a un sistema de gestión y en caso de incumplimiento va aparejada una sanción.

4.- Mecanismos de apoyo a la REP: El Título IV, artículos 26 a 31, inclusive, contempla mecanismos de apoyo, entre ellos la educación ambiental en el manejo de residuos y la cooperación e involucramiento de las municipalidades.

5.- Sistema de información: El título V, artículo 32, establece un sistema de registro, que utiliza la plataforma del existente Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes (RETC) y contiene información sobre los productores obligados, los gestores de residuos autorizados y los sistemas integrados de gestión; el cumplimiento de metas de recolección y valorización; las relaciones contractuales entre los productores o los sistemas integrados de gestión. El registro también incorpora los resultados de la gestión de residuos.


6.- Régimen de fiscalización y sanciones: El título VI, artículos 33 a 36 inclusive, establece el régimen de fiscalización, infracciones y sanciones de la REP, la que estará a cargo de la Superintendencia del Medio Ambiente.

7.- Modificación a otros cuerpos normativos: El título VII, artículo 37, modifica la ley 
N° 19.300, agregando un párrafo 6 bis, por el cual se regula la certificación, rotulación y etiquetado respecto de tecnologías, procesos, bienes y servicios o actividades que cumplan con los criterios de sustentabilidad y contribución a la protección del patrimonio ambiental del país.


8.- Normas transitorias: El título VIII, contempla dos normas transitorias. Por la primera se establece que los recicladores de base se podrán registrar durante los dos primeros años de vigencia de la ley sin contar con la certificación a que se refiere el artículo 29 de la ley.Por la segunda se dispone la forma en que se deberá informar mientras no entren en vigencia los decretos supremos que establezcan las metas y obligaciones asociadas a cada producto prioritario.

- Normas legales o reglamentarias que se propone modificar o que inciden, directa o indirectamente, en esta iniciativa legal.


El proyecto de ley establece el marco para la gestión de residuos y responsabilidad extendida del productor.


Asimismo, modifica la ley N° 19.300, Bases Generales del Medio Ambiente, incorporando un párrafo 6° bis.

IV. ANALÍSIS Y DISCUSIÓN DEL PROYECTO.

a) DISCUSIÓN GENERAL.

1. Exministro del Medio Ambiente (s), don Ricardo Irarrázaval
.


Señaló que este proyecto de ley es la concreción de diversas iniciativas legales anheladas y sobre la cual existían varias mociones. Para contextualizar políticamente el proyecto, hizo alusión a la Política de Gestión Integral de Residuos Sólidos (2005) y el cambio de paradigma que se ha producido hacia aumentar la valorización (reciclaje) y disminuir la disposición final de residuos. Asimismo, se logró consenso y apoyo transversal a la idea de legislar sobre la responsabilidad extendida del productor (REP), lo que está en consonancia con elcompromiso de Chile ante la OCDE.


En cuanto al contexto ambiental, explicó que el siguiente cuadro contiene antecedentes sobre la generación de algunos residuos y el nivel de reciclaje.
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Agregó que también se consideró el contexto internacional, que demostró que la REP es el instrumento de gestión ambiental más exitoso y como tal es utilizado en la Unión Europea, Estados Unidos de América y en países como Colombia y Brasil.


Sobre el contenido del proyecto señaló que:


i) reconoce la legislación sanitaria existente en materia de gestión de residuos;


ii) establece nuevas competencias al Ministerio para la gestión de residuos: certificación, rotulación y etiquetado, y sistema de depósito y reembolso;


iii) habilita al Ministerio para reglamentar el movimiento transfronterizo de residuos peligrosos y cumplir así con Convenio de Basilea, y


(iv) crea la Responsabilidad Extendida del Productor, REP.


Sin embargo, aclaró, que el proyecto de ley sólo se aplica a ciertos productos calificados como prioritarios, que no regula los rellenos sanitarios ni establece impuestos o cargas tributarias a las personas.

Explicó que la REP es un instrumento de gestión de residuos, que obliga a los productores de ciertos productos a organizar y financiar la gestión de los residuos derivados de los productos que colocan en el mercado. Para ello, el Ministerio de Medio Ambiente establecerá las metas de recolección y valorización a los productores. Por su parte, los productores se podrán agrupar para organizar y financiar el cumplimiento de las metas a través de “sistemas de gestión”, y, por último la Superintendencia de Medio Ambiente fiscalizará y sancionará.


Aclaró que para esta iniciativa legal, se entenderá por productores a los fabricantes e importadores que introduzcan por primera vez un producto prioritario en el mercado nacional. Asimismo, hizo presente que se prevé la situación particular de los envases y embalajes, en donde el productor es el que envasa o embala y no el productor del envase o embalaje.


Agregó que los productos prioritarios que establece el proyecto, a los cuales se aplicará la REP, son: 


a) Aceites lubricantes.


b) Aparatos eléctricos y electrónicos.


c) Diarios, periódicos y revista.


d) Envases y embalajes.


e) Medicamentos.


f) Neumáticos.


g) Pilas y baterías.


h) Plaguicidas.


i) Vehículos.


Cada uno de estos productos es un mercado totalmente distinto, y por eso se requiere llevar a cabo un análisis pormenorizado de cada uno y luego fijar las metas respectivas.


Los criterios utilizados para seleccionar estos productos, se ven reflejados en la siguiente tabla:
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En cuanto a las obligaciones de los productores, indicó que estas serían, las siguientes:


(i) registrarse;


(ii) organizar y financiar la recolección y tratamiento de residuos a través de un sistema de gestión;


(iii) cumplir con las metas de recolección y valorización de residuos, así como con otras obligaciones asociadas; y


(iv) asegurar que el tratamiento de los residuos recolectados se realice por gestores autorizados.


El funcionamiento general de la ley: se puede apreciar en el siguiente esquema: 
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Las metas de recolección y valorización se fijarán a través de un decreto supremo, mediante un procedimiento análogo al de elaboración de normas ambientales, lo que implica un análisis de impacto económico y social, consulta a organismos públicos y privados, consulta pública, pronunciamiento del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad y posibilidad de reclamo ante el Tribunal Ambiental.


Sobre las obligaciones asociadas a los productores, expresó que estas abarcarán:


(i) etiquetado;


(ii) información a distribuidores, gestores y consumidores, incluyendo la desagregación del costo de gestión de los residuos en la boleta o factura -este costo deberá mantenerse en toda la cadena de comercialización-;


(iii) diseño e implementación de estrategias de comunicación y sensibilización; y


(iv) diseño e implementación de medidas de prevención en la generación de residuos.


En cuanto a los sistemas de gestión, explicó que cada productor puede cumplir sus obligaciones a través de un sistema individual de gestión o un sistema colectivo de gestión. Cada sistema de gestión deberá ser autorizado por el Ministerio del Medio Ambiente.


Los sistemas colectivos de gestión tendrán las siguientes restricciones para evitar distorsiones de mercado:


a) creación de persona jurídica sin fines de lucro.


b) estatutos deben garantizar la libertad de incorporación y equidad de participación de productores.


c) licitación abierta para contratar a gestores.


d) informe del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia.


Los siguientes esquemas grafican el funcionamiento de los respectivos sistemas de gestión:

Sistemas Individuales de Gestión
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Sobre los mecanismos de apoyo, expresó que estos abarcan: educación ambiental, apoyo de las municipalidades, establecimiento de un fondo para el reciclaje, regulación de los recicladores de base, establecimiento de obligaciones de distribuidores y comercializadores, establecimiento de obligaciones de consumidores.

Explicó que los municipios podrán celebrar convenios con sistemas de gestión, procurarán destinar suficientes áreas bajo su administración para la instalación y/u operación de instalaciones de almacenamiento, y si es necesario, deben incorporar en sus ordenanzas la obligación de recolectar los residuos de manera separada.


Respecto de los recicladores de base, señaló que se les reconoce como gestores para la REP, tienen la obligación de registrarse para participar en REP y deberán certificarse en el marco del sistema nacional de certificación de competencias laborales.


En cuanto al Fondo para Reciclaje, se establece que el Ministerio contará con un fondo concursable destinado a financiar proyectos, programas, estudios y acciones para prevenir la generación de residuos y fomentar la valorización, que sean ejecutados por municipalidades o asociaciones de éstas. Precisó que un reglamento establecerá los requisitos para su asignación.


Finalmente, expresó que el proyecto también aborda las obligaciones de distribuidores y comercializadores de productos prioritarios y la facultad de la Superintendencia de fiscalizar y sancionar.

-o-

Seguidamente, los diputados realizaron consultas y comentarios, destacando, todos, la presentación del proyecto de ley, en el cual se reconoce además la labor realizada por los parlamentarios en la promoción de este tema.

Uno de los puntos que fue consultado por varios diputados, entre ellos los señores Sandoval y Morales, fue acerca del rol de los municipios y de los potenciales que costos que les podría acarrear esta ley, pues se señaló que generalmente se les otorgan nuevas atribuciones sin asignarles recursos adicionales, y el manejo de residuos domiciliarios ya es una de las principales fuentes de gasto para las municipalidades.


A este respecto, el exministro de Medio Ambiente, subrogante, señaló que conscientes de las diversas realidades de los municipalidades, es que se ha establecido el fondo concursable al cual estos pueden postular. También hizo presente que se posibilita que los sistemas de gestión firmen convenios con los municipios.


El diputado Sandoval también sugirió que se incorporará la noción de REP en la ley 19.300, a lo cual señor ex Ministro manifestó que se estudiará esa posibilidad, pues permitiría adecuar la normativa medioambiental.

El diputado Pérez Lahsen señaló que es importante apuntar a la separación de residuos domiciliarios en el origen y eso implica un cambio cultural que requerirá mucha educación en estos temas. La necesidad de incorporar la noción de reciclaje en la educación también fue compartida por la diputada Molina.

El exdiputado De Urresti consultó porque no se había abordado este tema antes. El exministro (s), señor Irarrázaval, explicó que no se abordó este tema en la ley que creó el Ministerio de Medio Ambiente, porque originalmente se vinculaba este tema al derecho a la salud, pero hoy se ve como un asunto transversal que incide con el derecho a un medio ambiente libre de contaminación y con el derecho a la salud.

Consultado también por los costos involucrados, expresó que los sistemas de gestión son los principales instrumentos para promover la distinción de residuos en el origen. Sin embargo, reconoció que hay un costo que las empresas podrían trasladar a los productos y de ahí que surge el desafío de mantener dicho costo lo más bajo posible. La iniciativa de establecer sistemas colectivos de gestión responde a esa preocupación, en tanto estos sistemas podrían aprovechar economías de escala. Explicó que se hicieron proyecciones y ellos calculan que los precios no deberían aumentar más del 1 o 2%. También se establecieron restricciones para asegurar la libre competencia con el objeto de evitar alzas injustificadas en los precios.


Por último, el diputado Vallespín preguntó por los escombros, dado que estos residuos no se consideraron en los productos prioritarios. También consideró que se deberían haber incorporado otros incentivos al reciclaje además del Fondo, tales como premios, reconocimientos, fondos de innovación, etc. Asimismo, indicó que las multas establecidas en el proyecto podrían ser mayores. Respecto al Fondo, indicó que se podría incorporar una norma para establecer que los recursos generados a partir de las multas establecidas en esta ley ingresen al fondo.Además, estimó que los principales criterios de asignación de recursos del fondo deberían estar establecidos por ley y no en reglamento.

El exministro de Medio Ambiente, subrogante, expresó que aún es necesario recopilar información sobre algunos productos, y que a medida que se cuente con mayor información se podrá extender la ley y precisar los objetivos del fondo. Señaló, además, que hay otras sanciones además de las multas y otros incentivos además del fondo, pero es posible revisar estas normas para ir perfeccionándolas.

2.- Movimiento de Recicladores de Base, don Exequiel Estay.


Además, de entregar y señalar diversas consideraciones sobre el reciclaje en general, hizo presente las siguientes observaciones al proyecto de ley:


a) Definiciones, artículo 3°.


i. Crítica: Según señaló, hay algunas definiciones en la ley que no son lo suficientemente claras y no recogen lo establecido en la Política de Gestión Integral de Residuos Sólidos. En este sentido, observó el concepto de “recicladores de base”, pues limita esta actividad a recolectar y vender, pasando por alto la labor de clasificación que llevan a cabo. 


También criticó la definición de “valorización”, ya que excluye la valorización energética, lo que implica eludir los problemas de la incineración.


ii. Recomendación. Considerar definiciones de la Política de Gestión Integral de Residuos Sólidos y revisar coherencia con las definiciones del proyecto de ley.


b) Productos prioritarios, artículo 9°.


i. Crítica: Falta especificación en la definición de algunos productos prioritarios. Indicó que el listado de estos productos en la ley incluye productos peligrosos, domiciliarios e inertes, sin diferenciar entre los mismos. Ejemplificó con la mención a “Diarios, periódicos y revistas”, señalando que no todas las revistas son reciclables, que no es lo mismo “diario” que “periódico” y que es necesario especificar estos detalles. Asimismo la mención a “vehículos”, la estimó demasiado amplia, pues incluiría productos peligrosos sin diferenciarlos de otros que no lo son, sin detallar, además, cuál será la prioridad.


ii. Recomendación: Redefinir y detallar de mejor manera los productos prioritarios.


c) Inclusión v/s marginalización de recicladores de base.


A este respecto, señaló que si bien el proyecto de ley incluye a los recicladores de bases dentro de las definiciones, el mecanismo establecido en la iniciativa, para ser gestor autorizado y parte de los sistemas de gestión descritos, los marginaría. Indicó que esto resulta en una preocupación para ellos, ya que como recicladores de base, para ser gestor, se encontrarían compitiendo de igual a igual con las grandes empresas.

Puntualizando, criticó los siguientes aspectos que redundan en la marginalización de los recicladores de base:


c.1) Principios, artículo 2°.


i. Crítica: La ley no tiene en sus principios regentes el concepto de inclusión, que permitiría que los recicladores de bases se situasen en igualdad de condiciones con las grandes empresas para ser gestores autorizados.


ii. Recomendación: Introducir el concepto de inclusión dentro de los principios de la ley para permitir la participación de los recicladores de base dentro de los mecanismos de gestión descritos en la iniciativa.


c.2) Elaboración de reglamentos, artículo 4°.


i. Crítica: El proyecto de ley establece que el Ministerio de Medio Ambiente, luego de redactar los reglamentos sobre prevención y valorización de los residuos, consultará a organismos públicos competentes y privados; sin considerar a los recicladores como contrapartes dentro del proceso de toma de decisiones.


ii. Recomendación: Para que los reglamentos cuenten con la aprobación de todos los sectores, se deberían introducir a los recicladores de bases, o al menos sus representantes, dentro de los organismos consultivos de las regulaciones en materia de residuos. Ya que si los recicladores no son citados, sólo tendrían la oportunidad de participar como cualquier ciudadano en la Consulta Pública del reglamento, desconociendo la participación histórica en el proceso de elaboración de esta iniciativa legal.


c.3) Obligaciones de los gestores, artículo 6°.


i. Crítica: Los requisitos estipulados en el proyecto de ley respecto a las obligaciones de los gestores, no permite que los recicladores puedan participar como gestores autorizados, ya que no tienen las capacidades para cumplir la normativa. El periodo que contemplará la ley, dos años, para la formalización es insuficiente, conociendo la realidad de los recicladores.


ii. Recomendación: Necesidad de diferenciar a los recicladores de otros gestores y establecer requisitos acordes a sus capacidades. De esta manera, el proyecto de ley logrará establecer la inclusión de sectores más vulnerables en materia de residuos.


c.4) Convenios con gestores, artículo 19.


i. Crítica: Recicladores no cuentan con todas las herramientas necesarias para tener un espacio real en estos convenios.


ii. Recomendación: Establecer salvedades en las licitaciones para recicladores, con el fin de que estos puedan competir con otros gestores en igualdad de condiciones.

c.5) Enajenación de productos prioritarios, artículo 25.


i. Crítica: El proyecto de ley establece que “Los productores e importadores sólo podrán enajenar los productos prioritarios señalados en el artículo 9° que estén sometidos a un sistema de gestión y respecto de los cuales se encuentren vigentes las metas y obligaciones asociadas establecidas en los respectivos decretos supremos”.


Los recicladores de bases no podrán realizar su trabajo, ya que la ley no permitiría que los productos prioritarios fuesen recolectados si no se participa dentro de un sistema de gestión. Por lo tanto, si los recicladores continúan con sus tareas estarían incurriendo en una falta gravísima, cuyas sanciones son: multas entre siete mil y diez mil unidades tributarias anuales; prohibición de vender el producto prioritario mientras se mantenga la infracción; revocación de la autorización al sistema de gestión, entre otros.


El señor Estay finalizó su presentación haciendo alusión a la positiva experiencia de Brasil en cuanto a inclusión de recicladores de base, y llamó a mirar estos ejemplos para replicarlos en Chile.

3.- Movimiento de Recicladores de Base, doña Denisse Morán.


Señaló que es importante que se consideren los intereses y preocupaciones de los recicladores en este tema, pues son ellos quienes ayudan a las grandes empresas y liberan de material los rellenos sanitarios y vertederos. En definitiva, llamó a un mayor reconocimiento de la labor que realizan.

4.- Movimiento de Recicladores de Base, doña Karina Madariaga.


Coincidió con lo señalado y añadió que es necesario extender una visión del reciclaje en la ciudad. Enfatizó que es fundamental promover la separación de residuos en origen y confirmo que el rol de los municipios en esta tarea es crucial.
5.- Gerente General de la Asociación Gremial de Industriales del Plástico (ASIPLA), doña Mariela Formas.


Informó que las cifras actuales sobre generación y reciclaje de residuos sólidos domiciliarios llegan a las 16,9 millones de toneladas, de las cuales 10,4 millones corresponden a residuos industriales, y 6,5 millones de toneladas de residuos sólidos domiciliarios. De los residuos domiciliarios el 6,2 por ciento corresponde a plásticos y el 12,5 por ciento es reciclado. 
Destacó que las cifras de reciclaje solo se logran en base al esfuerzo de la industria y casi sin la colaboración de los usuarios.


Luego, describió el mercado del plástico, señalando que la industria en general y ASIPLA en particular, apoya el reciclaje en todos los eslabones de la cadena de residuos, y que ese mismo interés los llevó a formar parte del Comité Pro Reciclaje del Empresariado (CPRE).

En cuanto a la actual estructura de la cadena de residuos, la describió a través del siguiente esquema:
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Esta cadena demuestra que los municipios tienen un rol clave que cumplir, pues gestionan el 90% de los residuos. De ahí que resulta necesario incorporarlos y establecer que deben abrir sus puertas, ya sea permitiendo la recolección o vendiendo sus residuos para el reciclaje, de forma supervisada por una superintendencia u otra agencia de control. Dado que las municipalidades tienen prácticamente un monopolio sobre los residuos, señaló que resulta necesario regular la licitación de recolección y asegurar una libre competencia en la gestión de residuos valorizados. Además, indicó que deben otorgarse incentivos al consumidor, pues en las circunstancias actuales donde la recolección es gratis no hay ningún incentivo a reciclar.


Puntualizó que la Responsabilidad Extendida del Productor (REP) es una gran herramienta para promover el reciclaje, pero por si sola no será capaz de incentivarlo, pues se requiere la participación de todos los actores de la cadena.


Destacó que en la experiencia internacional, se utilizan instrumentos complementarios a la REP, tales como:


(i) incentivos al reciclaje para el ciudadano como “Pay as you throw”;


(ii) obligatoriedad de participación de los municipios;


(iii) “Clearing House”, (superintendencia) como regulador tarifario y de licitaciones; y


(iv) restricción de entrada a los vertederos.


Para graficar que el reciclaje es tarea de todos, utilizó la metáfora de una mesa con cuatro “patas”, cada una con sus tareas:


a) Municipios/Estado:

- Deben permitir la operación de un sistema integrado de gestión a costo socialmente eficiente y revisar contratos de licitación de recolección de basura.


- Agente regulador –superintendencia- debe abordar la regulación tarifaria y de los procesos licitatorios del municipio.


b) Sector privado:


- Debe asumir el costo de la recolección selectiva.


- Participar en el sistema integrado de gestión.


- Generar y aprovechar la capacidad instalada para reciclaje.


- Participación en consejo consultivo y en la construcción de línea base.


c) Recicladores:


- Fomento a capacidad técnica 


- Formalización recicladores de base 


d) Ciudadanos:


- Cambio de hábitos 


- Incentivos y obligaciones


Por último, recalcó que las principales materias que aconseja incorporar al proyecto de ley son:


(i) formación del consejo consultivo;


(ii) establecer incentivos a los ciudadanos;


(iii) regular la participación de los municipios; y


(iv) establecer una superintendencia como ente regulatorio.

-o-

Tanto los diputados como los invitados presentes, coincidieron en valorar la presentación de esta iniciativa legal ya que ello posibilitará la discusión del tema de reciclaje. Sin embargo, se estimó que hay materias que es necesario estudiar con mayor detención.

En este sentido, la diputada Molina consultó si esto se podría traducir en el aumento de los precios de los productos prioritarios, para así traspasar de la industria al consumidor los costos del reciclaje.


Don Fernando Proto, Director de ASIPLA, señaló que esto se relaciona con la valorización del reciclaje y explicó que si la separación de residuos logra hacerse en el origen, el mecanismo es barato y puede incluso generar materia prima más barata.

También se destacó por la diputada Molina y el entonces diputado Accorsi, los posibles incentivos que se podrían establecer a los ciudadanos.


A este respecto, el señor Proto señaló que en otros países como EE.UU es obligatorio separar la basura, de lo contrario esta no es retirada. Doña Mariela Formas, aludió también al ejemplo de un municipio cercano a La Ligua en donde se limitó la cantidad de basura a retirar y se cobrará por el exceso.

Consultada por el diputado Teillier por la organización de los recicladores de base, doña Denisse Morán, explicó que esta agrupación incluye a cooperativas y están trabajando para ir formando nuevas cooperativas que agrupen a los recicladores de base de distintos sectores.

El diputado Vallespín consultó por el nivel de participación de los distintos actores en el proceso de formación de este proyecto, ante lo cual don Exequiel Estay aclaró que ellos participaron con el Ejecutivo en una Mesa de Trabajo, entregaron antecedentes y señalaron sus observaciones, pero esperaban que estas fueran recogidas de mejor forma en el proyecto.


Don Julio Compagnon, Presidente de ASIPLA, señaló que ellos también participaron en el proceso, pero que no todas sus observaciones se recogieron, por lo que deseaban enfatizar en aquellas que a su juicio son indispensables para que este proyecto funcione.


La exfiscal del Ministerio de Medio Ambiente, doña Ingrid Henríquez, aclaró que el artículo 4° del proyecto menciona otros instrumentos de apoyo al reciclaje, por lo que este no sería un proyecto solo para la REP. Respecto a la participación de la ciudadanía, aclaró que se aplican todos los mecanismos contemplados en la normativa medioambiental general, incluyendo comités operativos y técnicos, consejos consultivos ampliados, procesos de participación pública, etc., por lo que no se excluirá a nadie en la elaboración de metas.


Sobre el listado de productos prioritarios, señaló que estos serán detallados posteriormente en la normativa complementaria a la ley, y sobre la definición de “recicladores de base”, explicó que el concepto de recolección ya incluye el de clasificación y separación.

Por su parte, la abogada del Ministerio de Medio Ambiente, doña Lorna Püschel, agregó que este proyecto de ley no modifica la legislación sanitaria ni municipal en materia de residuos, de ahí que no altere el alto nivel de exención de cobros por recolección de residuos. Respecto al rol de los municipios, coincidió en que es muy relevante, pero advirtió que será variable dependiendo de los productos de los que se trate.
6.- Presidente de la Asociación Nacional de Bebidas Refrescantes (ANBER),
 don Francisco Diharasarri.


Señaló que la Asociación reúne a las principales empresas fabricantes y distribuidoras de bebidas refrescantes: gaseosas; aguas; jugos y néctares; bebidas para deportistas y bebidas a base de té.

Respecto a la ley de residuos, señaló que para que la REP funcione es fundamental alinear los incentivos de:

(i) municipios;

(ii)ciudadanos;

(iii) recicladores de base;

(iv) gobierno; y
(v) sector privado.

Respecto a los municipios, señaló que el fondo de reciclaje propuesto en la ley es un incentivo insuficiente para incentivar la participación de las municipalidades en la REP. A su juicio, las municipalidades deben permitir, sin que lleve asociado un costo, la operación de los sistemas de gestión. De lo contrario, si se oponen entonces sus residuos no deberían ser parte de las metas. Además, indicó que se debe compatibilizar la entrada en vigencia de la REP con la duración de los actuales contratos de los municipios con los rellenos sanitarios.


Tratándose de los ciudadanos, indicó que su participación es fundamental para lograr la recolección separada domiciliaria. En función de esto, opinó que se debería generar un fondo para financiar la educación; capacitación y participación de ciudadanos en la REP.


Asimismo, consideró que es conveniente crear un fondo para contribuir a financiar la formalización de los recicladores de base, y poder de ese modo promover la educación; capacitación técnica y participación de los mismos.


En cuanto al Gobierno, propuso:


a) la creación de una superintendencia que regule las licitaciones de los municipios;


b) la participación de un Consejo Consultivo para el establecimiento de las metas;


c) diferenciar entre beneficios sociales y privados de la REP, lo que justificaría la creación de un fondo para educación ciudadana y fomento de formalización de recicladores de base, y


d) generar incentivos para inversión en plantas de reciclaje.


Por último, tratándose del sector privado señaló que existe un compromiso con la REP y los objetivos del proyecto de ley, lo que se refleja en la participación de ANBER en el Comité Pro Reciclaje del Empresariado (CPRE). Indicó además, que el sector privado forma parte esencial en el funcionamiento del Sistema Integrado de Gestión, SIG, pero que para que este sector pueda cumplir sus compromisos se requiere que tengan libre acceso a territorios municipales, participación en consejo consultivo y puedan contribuir con información relativa al reciclaje.


Consultado por el diputado Vallespín del alcance del compromiso del sector privado con la REP, aclaró que dicho compromiso se traduce tanto en aportar toda la información técnica que sea necesaria para el establecimiento de metas en sede de un eventual Consejo Consultivo, como también en el apoyo a los SIG, es decir, en su direccionamiento, administración y financiamiento. 

7.- Gerente General de la Asociación Nacional de Bebidas Refrescantes (ANBER), don Jaime Gatica.


Expresó que el principal problema del proyecto es el relativo al rol de los municipios, ya que estas entidades tienen el monopolio en el manejo de residuos y no hay suficientes incentivos para que participen de la REP. Señaló que entiende el deseo de legislar sin intervenir en la legislación municipal y sanitaria, pero recalcó que eso se traduce en la ausencia de incentivos para las municipalidades, siendo insuficiente en este sentido el fondo previsto por la ley.

8.- Gerente General del Centro de Envases y Embalajes de Chile (CENEM), doña Mariana Soto Urzúa.


Informó que CENEM es una corporación privada, técnica y sin fines de lucro, creada el año 1991, que trabaja para agregar valor y por el futuro de la industria de envases y embalajes de Chile. Recalcó que CENEM ha demostrado su apoyo al reciclaje participando en diversos eventos y actividades en este ámbito.


Agregó que el reciclaje es un “tema país”, y que presenta externalidades positivas. Informó a la Comisión que actualmente la empresa privada ha desarrollado mercados para el reciclaje, pero necesita nuevos socios para crear nuevas cadenas de reciclaje.


Explicó que estas cadenas operan de la siguiente forma:
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Por lo tanto, para construir nuevas cadenas de reciclaje resulta necesario actuar en los tres niveles: ciudadanos, Municipios y empresas privadas:
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En cuanto a los factores críticos y las respectivas recomendaciones para cada actor que interviene en la cadena, señaló que a su juicio son los siguientes:

	Actor
	Factores críticos
	Propuesta

	Ciudadanos
	Educación

Incentivos
	Plan de educación alciudadano, con derechosy deberes. Campañas de Información.

	Municipios
	Potestad única del municipio sobre residuos domiciliarios.

Presupuesto y capacidades técnicas para estructurar e instalar planes de reciclaje.
	A los municipios, con recursos para capacidad técnica –profesional: Presupuestos descentralizados.

	Empresa Privada
	Falta de instrumentos de fomento dirigidas a la industria del reciclaje. (capacidad, tecnología, investigación y desarrollo)
	Instrumentos de fomento para la industria del reciclaje (Corfo) y para recicladores (Sercotec). 

Fomento especial regiones.



Además, propusieron incluir en la ley un Consejo Consultivo, como espacio público-privado de participación ciudadana, que tenga como objetivo facilitar la participación organizada y responsable de diferentes agentes a través del intercambio participativo de ideas. Tanto su composición como sus funciones específicas deberían quedar establecidas en la ley.
-o-

A continuación, los diputados hicieron sus consultas y comentarios, destacando el entonces diputado Accorsi que sería útil instaurar algún link de información en los propios envases e incorporar el tema de reciclaje en el marketing de las empresas.

El rol de los municipios fue abordado por varios diputados. Así es como el diputado Vallespín consultó por experiencias en algunos de ellos o ejemplos de alianzas exitosas, el diputado Teillier, por su parte, coincidió en que el rol de los municipios es fundamental, pero advirtió que la realidad de cada uno de ellos puede ser muy disímil.

La directora de CENEM, doña Lucía Martínez, enfatizó en las externalidades positivas del reciclaje y en la necesidad de una mayor capacidad instalada para extender estos procesos. En cuanto a la información al usuario, señaló que varios socios de CENEM llevan a cabo campañas de información y ponen a disposición sitios web como www.rutadelreciclado.com. Sin embargo, es necesario extender estas iniciativas. En cuanto a experiencias con Municipios, indicó que existe alianzas con diversos municipios, tales como: Quinta Normal, Recoleta, La Granja, Concepción, Los Andes. Por último, indicó que la industria también ha trabajado para mejorar la “reciclabilidad” de los envases.


El presidente de CENEM y gerente general de Innoprint, don Alberto Calderón Salinas, añadió que esta discusión también es relevante para el sector agrícola, pues los alimentos se exportan en envases de alto estándar desarrollados por esta industria.


Por último, don Rodrigo Benítez, exsubsecretario de Medio Ambiente, señaló que creen posible trabajar y mejorar esta ley, recogiendo parte de los comentarios aquí señalados y planteados también por otros actores. Respecto a la mención a un Consejo Consultivo, señaló que a esta ley se le aplicaría el resto de la normativa medioambiental que ya prevé la participación de consejos, pero igualmente indicó que estudiarán el tema para evaluar si se requiere incorporar nuevas disposiciones en ese sentido.
9. Alcaldesa de Peñalolén, doña Carolina Leitao.


Destacó la labor de municipio en materia de residuos ya que es este el que tiene la responsabilidad legal y la función privativa sobre la adecuada gestión de los residuos en recolección, transporte y disposición, según lo dispone el Código Sanitario y en la ley N° 18.695, orgánica de Municipalidades.

En particular, sostuvo que en Peñalolén han adscrito a un modelo inclusivo de reciclaje en el cual el municipio coordina y articula a los actores locales del programa de reciclaje -recicladores, comunidad, empresas productoras y empresas recicladoras-, coordina y define rutas de recolección de reciclaje en los barrios, realiza actividades de sensibilización y educación ambiental en la comunidad y fomenta alianzas público-privadas para promover el reciclaje.


Graficó este modelo con el siguiente esquema:
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Sin embargo, la Alcaldesa también reconoció que aún se recicla una parte menor del total de residuos generados y que es más barato el manejo tradicional de los residuos que el reciclaje, pero recalcó que la diferencia la asume el medio ambiente.


Luego se refirió a los distintos modelos de reciclaje y sus principales características:
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Destacó que en el caso de la comuna de Peñalolén, el modelo inclusivo ha sido exitoso por que ha logrado: 


(i) estructura institucional con la capacidad técnica y competente;


(ii) coordinación territorial en toda la cadena de reciclaje y con todos actores involucrados;


(iii) gestión relevante en la participación, sensibilización y educación de la comunidad; 


iv) integración y capacitación de los recicladores, para establecer un mecanismo de retiro a domicilio y de bajo costo;


(v) disposición a priorizar recursos para financiamiento y a realizar alianzas estratégicas -colegios y empresas para la instalación de Puntos Limpios);


(vi) apoyo en la gestión de la comercialización de los residuos, y


(vii) voluntad política de priorizar la temática ambiental y la recuperación de residuos valorizables.


Respecto al proyecto de ley, destacó que su espíritu y principios generales se alinean con la visión del municipio que dirige. No obstante, indicó que esta ley sea eficiente requiere:


1. Recursos para fortalecer la gestión y competencias técnicas de los municipios.


2. Visión territorial en la articulación de los actores en la gestión de los residuos.


3. Asegurar la inclusión del canal más barato de recolección diferenciada de residuos: los recicladores que podrían quedar fuera del modelo por las exigencias que fija la ley.


4. Vínculo con la comunidad para promover una cultura de reciclaje. 


Concluyó señalando que el modelo de reciclaje en Peñalolén ha sido exitoso debido a que ha incluido a todos los actores involucrados en la cadena de reciclaje, articulándolos con una mirada territorial desde el gobierno local.

Sin embargo, manifestó que les preocupa esta ley, pues no ven cómo se compatibiliza el rol exclusivo de la municipalidad con la incorporación de nuevos actores; podría incidir en las tarifas de aseo y en la gestión municipal; no consideran que los municipios estén suficientemente incorporados en la ley; no se asegura la inclusión de los recicladores debido a que establece altos estándares de exigencia para competir con el resto de los gestores, lo que podría dejarlos fuera de la REP; y por lo tanto, estiman que podría limitar la implementación de programas de reciclaje debido a que se limita y desincentiva la labor de los recicladores.

10. Alcalde la Municipalidad de la Ligua y representante de la Asociación Chilena de Municipalidades, don Rodrigo Sánchez.


Señaló que es necesario tener presente que existen municipios en que el 70% de los habitantes de la comuna no paga derechos de aseo, por lo que estima que no están los recursos que permitan asegurar el funcionamiento de la ley. 


A su juicio, es necesaria una mirada más integral del manejo de residuos. En este sentido, mencionó la posibilidad de incorporar nuevas técnicas como la biodigestión y la gasificación por plasma. Hizo presente que han buscado recursos para llevar adelante proyectos de este tipo y hoy tienen algunos proyectos pilotos de biodigestión en La Ligua, Pucón y Cabo de Hornos y de gasificación por plasma en La Ligua llevada adelante con una empresa brasileña. Destacó que aproximadamente un tercio del presupuesto municipal en La Ligua se gasta en aseo y alumbrado público, por lo que explorar estas nuevas fuentes de energía podría resolver ambas necesidades. 


En definitiva, señaló que, a su juicio, los municipios pueden tener un rol más activo y no limitarse a la mera gestión de residuos, pero para lograr eso se requieren mayores recursos. 

11. Director de Gestión Ambiental de Municipalidad de La Pintana, don Manuel Valencia.


Hizo presente, las siguientes observaciones al proyecto de ley:


1.- Consideró que este proyecto de ley debió haber sido una ley general de residuos, sin embargo, devino en una iniciativa legal sobre responsabilidad extendida del productor (REP), y producto de este cambio contiene ciertas imprecisiones y confusiones, por ejemplo, en el listado de productos prioritarios no existe ninguno que pueda compostarse, a pesar de figurar el compost como método de reciclaje.


2. Respecto a la competencia de los municipios, destacó que esta es una ley de quórum simple, sin embargo estaría contradiciendo la ley orgánica constitucional de Municipalidades respecto a las funciones privativas de las municiálidades en cuanto a aseo comunal.


3. Sobre el financiamiento señaló que la REP debería manifestarse como un costo adicional para el productor, pero con esta ley finalmente pagará el consumidor y será este quien financie los sistemas de gestión. Añadió que si se quisiera financiar un sistema de gestión de residuos podrían eliminarse las exenciones a las tarifas de aseo o aplicar tasas impositivas a productores.


4. Por último, criticó que no exista un reconocimiento a las buenas prácticas de ciertos municipios, la ley no los considera como gestores locales y no reconoce su experiencia en el tema, por el contrario, bajo este modelo se les hará competir con gestores privados.

12. Abogados de la Asociación Chilena de Municipalidades, don Marcelo Segura y don Malik Mograby.


El, primero, recordó que los residuos son de dominio de los municipios y que por lo tanto los procesos de comercialización de los mismos deberían ser función de ellos. A su juicio, los municipios deberían poder ser gestores, incluyendo también a empresas formadas por las municipalidades, como EMERES, quien ya tiene iniciativas de reciclaje. 


El segundo expresó que el Fondo que establece este proyecto de ley debería ser no concursable para estimular la inclusión de los municipios. Además, reforzó la idea de que los residuos serían de dominio de las municipalidades y que así lo confirmaría el Dictamen de la Contraloría General de la República Nº 15.606 del año 2005.

13. Exsubsecretario subrogante de Medio Ambiente, don Leonel Sierralta.


Aclaró que esta iniciativa legal propone establecer una ley marco de reciclaje y no una que aborde todo lo relacionado con residuos. Explicó que esta ley se enfoca solo en los residuos prioritarios que señala, pues de lo contrario habría sido necesario modificar la ley orgánica constitucional de Municipalidades, la ley de Renta y otras.

En cuanto a los recicladores de base, reconoció que estos son fundamentales pero aclaró que la certificación que ley prevé es precisamente con el propósito de incluirlos en el sistema. Explicó que primero se llevará a cabo un registro de recicladores de base y luego, en el plazo de dos años, una certificación, para darles la posibilidad de que participen en licitaciones. Agregó que en el plazo de dos años, se trabajará para capacitarlos y asegurar que la mayoría de ellos logren certificarse.


Asimismo, valoró las iniciativas mencionadas que recaen sobre productos orgánicos, pero aclaró que dichos residuos orgánicos no son objeto de esta ley. 


En cuanto al traspaso de costos hacia los consumidores, reconoció que efectivamente estos asumirán parte de los costos, pero señaló que si el sistema funciona el costo será bajo. Indicó que la alternativa de los impuestos ha generado costos mucho más altos en la experiencia internacional. Además, aclaró que no son los fabricantes quienes son objeto de REP, sino los productores , por ejemplo, no afecta a quien fabrica botellas, sino a quien produce las bebidas.


Por otra parte, coincidió en el rol fundamental que tienen los municipios, pero señaló que esta ley va más allá de los residuos domiciliarios, de ahí que se incluyan también a otros actores. Insistió además en que la ley no interviene en las funciones de las municipalidades, sino que busca integrarlos en el manejo del reciclaje de los residuos domiciliarios. 

14.- Logística y Adquisiciones RECIPET, señores Peter y Paul Mc Rostie.


Don Peter Mc Rostie, expuso sobre los productos elaborados, en tu totalidad, con material reciclado para reafirmar que el reciclaje es una alternativa real y que puede ser llevada a cabo de forma sustentable. Se expuso asimismo un video en donde se presenta a RECIPET y se hizo presentes que es una de las primeras empresas de envases plásticos en fabricar clamshells para frutas con 100% de PET
 reciclado y que es pionera junto con Walmart en la creación de envases sustentables de baja huella de carbono para alimentos.


Posteriormente, se refirió a la evolución histórica del PET Virgen vs Reciclado en USD/ton:
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Asimismo, expuso la posible evolución del PET Virgen vs Reciclado en USD/ton:
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Don Paul Mc Rostie, por su parte, precisó los costos de reciclar una tonelada de PET transparente, para enfatizar que el 24% de costos asociados a merma y separación podría reducirse. Algunos cambios que reducirían los costos del reciclaje serían: cambiar las etiquetas termo-contraíbles de PET por etiquetas de polipropileno, PP; evitar el uso de ácido polilácticoo PLA para botellas; evitar el uso de aditivos que degradan el PET; evitar botellas y etiquetas de PVC, etc.
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Por último, en cuanto a la iniciativa legal en tramitación, realizó las siguientes observaciones:


1. Es necesario invertir en un buen diagnóstico, adaptar las mejores prácticas y fijar metas y estrategias;

2. Hay que enfatizar en la necesidad de educación;

3. Hay que realizar un proceso gradual en pruebas pilotos, y 


4. En los envases, es necesario, asegurarse que incorporen el concepto de “Eco-diseño” y sean reciclables en la práctica.


La exjefa de la División Jurídica del Ministerio de Medio Ambiente, doña Ingrid Henríquez, aclaró que el proyecto no aborda directamente el ecodiseño o ecoetiquetado, al cual se hizo referencia. Sin embargo, señaló que por vía reglamentaria podría reconocerse una labor de certificación en este sentido.


La abogada del Ministerio de Medio Ambiente señorita Lorna Püschel, añadió que uno de los productos prioritarios en el proyecto son precisamente los envases y embalajes, por lo tanto los productores estarán interesados en adquirir productos reciclados en este rubro. 

15. Asociación de Recauchadores y Renovadores de Neumáticos (ARNEC)

a) Don Dario Andreani, Presidente.


Proporcionó información acerca de la Asociación y su labor en pro de la reutilización de los neumáticos de camión, lo cual implica renovar la vida útil de este producto.

b) Don Eduardo Acosta, Secretario.


Entregó cifras de este mercado, destacando que la relación entre neumáticos nuevos y recauchados sigue siendo de tan solo 1 a 0.47. Esto significa, que de aumentarse la tasa de neumáticos recauchados (hasta alcanzar una cifra de 1:1) podrían disminuirse los neumáticos fuera de uso en 165 mil unidades.

Continuó explicando en qué consiste el proceso de recauchaje, expresando que es un proceso industrial que permite la reutilización de los neumáticos, con el consecuente beneficio medioambiental y económico que ello significa.

En cuanto a los beneficios medioambientales, señaló que el recauchaje de neumáticos disminuye sustancialmente la generación de neumáticos fuera de uso, reduciendo los procesos de disposición final. Además, implica una menor utilización de petróleo respecto de la producción de un neumático nuevo, por lo que también colabora significativamente a la disminución de la huella de carbono.

Respecto a los beneficios económicos manifestó que la utilización de neumáticos renovados genera reducciones de costos importantes para las empresas y disminuirían las importaciones de neumáticos nuevos.


En relación al proyecto en trámite, enfatizó que ellos recaudan la propiedad del cliente, por lo que no participan directamente de la disposición final, pero disminuyen esa cantidad de residuos. Para graficar su rol en una eventual ley de REP, mostró el siguiente gráfico que los ubica en su relación con los clientes o usuarios:
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Además, puntualizó que en la actualidad la industria del recauchaje desempeña labores de recolector de basura, ya que los transportistas condicionan la entrega de neumáticos aptos para el recauchaje a la disposición “final” de éstos, desentendiéndose del problema. Finalizó mencionando que la industria del neumático requiere especificaciones y regulaciones, y que un marco normativo podría promover la actividad del recauchaje, permitiendo ubicarla en el sistema de reciclaje como un eslabón previo en contacto con el cliente o usuario.

16.- Cámara de la Industria del Neumático en Chile (CINC), don Iván Villar.


Dio a conocer algunas características del producto del neumático y algunas cifras de la industria nacional. Graficó la vida útil del neumático con el siguiente esquema:
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Explicó que una vez que el neumático pasa a disposición final se transforma en un residuo que se caracteriza por su gran volumen, difícil manipulación, de carácter masivo y de distribución muy dispersa. Es por ello, que destacó que la gestión de residuos asociada al neumático acarrea tanto beneficios económicos como ambientales.


En cuanto a los modelos posibles de gestión, señaló que existe el modelo de Impuesto Estatal y el de libre mercado o de empresas privadas, ubicándose la REP en el punto intermedio entre estos extremos y creando una cadena de valor: 
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A continuación mostró la situación internacional y mencionó los distintos países que han adscrito a uno u otro sistema, destacando que la mayoría de los países de la OCDE han optado por un sistema de REP, en tanto ofrece el beneficio de impulsar los siguientes ocho principios:
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Señaló que mientras mayor competencia exista en estos mercados de gestión de residuos, irá disminuyendo el costo del ecovalor. Además, distinguió el concepto de reutilización -que a su juicio tiene mayor jerarquía pues implica la posibilidad de volver a usar el producto en el mismo mercado- del de reciclaje, que genera valor para nuevo mercado. El neumático puedo reutilizarse (recauchaje) y reciclarse (neumáticos fuera de uso o NFU) para productos como mezcla de asfalto, caucho, muros de contención, obras civiles, combustible alternativo, pistas deportivas, etc.
17.- Ingeniero, don Jorge Peralta.


Aclaró que el proyecto no trata la recolección diferenciada de los residuos urbanos, consideró que si lo hiciera sería posible tratar también los residuos orgánicos, inorgánicos y/o peligrosos. 


Enfatizó que es necesario invertir fuertemente recursos del Estado para:


i) educar a la ciudadanía;


ii) promover el uso y aplicaciones de aquello reciclado, y


iii) promover el emprendimiento en el reciclaje, sea cual fuere. 


Además mencionó la necesidad de involucrar a otros ministerios o entes del Estado relacionados para poder instalar estos temas como “tema país”.


Luego, precisó las fortalezas del proyecto en torno a los neumáticos fuera de uso (NFU), señalando que estos son un residuo extremadamente contaminante (ocupan grandes extensiones de terreno, contaminan las napas subterráneas, son foco de infecciones, constituyen un peligro de incendio, etc.), por lo que consideró un gran acierto que el proyecto los considere, pues se convertirá en una herramienta invaluable como incentivo a la eliminación sustentable de este enorme pasivo ambiental. A su juicio, esta ley por si misma incentivará y/o motivará a eliminar los NFU de manera sustentable. Entregó algunas cifras del reciclaje actual neumáticos para enfatizar que se requieren sistemas de gestión integrados que logren fortalecer la cadena de valorización

Para concluir, señaló que el proyecto de ley está bien enfocado, ya que mira a cada gremio individualmente en su propio mérito y legisla en función de ellos mismos. Volvió a enfatizar en que resultará necesario transformar esto en un “tema país” y definir con claridad el alcance del principio “quien contamina paga”. A partir de ahí, indicó que se debe especificar los sistemas integrados de gestión para cada gremio. Señaló que es importante que exista un ente sin fines de lucro que los norme y los regule, que vele por el buen desempeño, la estabilidad y los beneficios de todos sus integrantes, así como los del país.

Doña Ingrid Henríquez, exjefa de la División Jurídica del Ministerio de Medio Ambiente, comentó acerca de las presentaciones expuestas: (i) que la REP logrará incentivar el ecodiseño; (ii) la ley establece la prioridad de manejar los neumáticos fuera de uso; y (iii) sobre la consulta acerca de la cobertura de las metas, señaló que es parte del desafío lograr que se gestionen los residuos a lo largo de todo el país.
18. Gerente General de la Empresa Metropolitana de Disposición y Tratamiento de Basura (Emeres), don Jaime Cataldo Uribe.


Expresó que Emeres, es una empresa que reúne a 21 municipios y que maneja los residuos de aproximadamente 3.5 millones de habitantes. Además, señaló que la empresa históricamente ha trabajado rellenos sanitarios, pero que actualmente solo mantiene algunos de estos contratos y se han enfocado en el tratamiento de residuos y el reciclaje.


Indicó que hoy en día están estudiando cuatro proyectos:


1.- una planta integral de separación y valorización de residuos reciclables;


2.- una planta de tratamiento y valorización de residuos voluminosos;


3.- un proyecto de metalización seca de residuos vegetales, y 


4.- un proyecto de valorización energética de residuos.


En relación con el proyecto de ley en tramitación, valoró la iniciativa e indicó que coincide con los objetivos de Emeres, ya que está en línea con la valorización. Sin embargo, insistió en que es necesario impulsar la separación en origen como política pública. Por su parte, ellos pueden comprometerse como municipios a colaborar con la recolección segregada, y con ello lograrán además la fidelización de los usuarios.

Señaló que están de acuerdo con la suscripción de convenios por parte de las municipalidades, para que los centros de acopio sean coherentes con el sistema impuesto por la ley.


No obstante, observó los siguientes aspectos del proyecto de ley:

1.- es necesario que se haga una vinculación formal de los recicladores de base, ya que es importante que ellos se formalicen mediante cooperativas u otras formas de organización;


2.- es necesario que se modifiquen las ordenanzas municipales para asegurar la recolección segregada y la separación en origen;

3.-la ley 20.527 sobre Asociaciones Municipales debe ser tenida en cuenta, ya que es esencial para poder participar de este proyecto, y

4.- los fondos que están previstos en la ley no deberían ser concursables, sino que deberían asignarse en base a convenios con las Municipalidades.


Consultado sobre la posibilidad de que existan otros gestores además de los municipios, precisó que estos últimos estarán interesados en algunos productos prioritarios (embalajes, vidrio, papel, cartón), pero no necesariamente en todos.

También señaló que es necesario asumir que esto implicará cierto costo para la ciudadanía, de ahí que sea fundamental separar en origen y debatir también en torno al financiamiento de la recolección. A su juicio, salvo excepciones, los derechos de aseo deberían cobrarse, pero actualmente hay quienes no pagan esos derechos y resulta más costoso que los derechos mismos perseguir su cobro judicial. Indicó que una posible medida, sería establecer el derecho de aseo por comuna y considerar rebajas para quienes participen del reciclado.

19. Presidente de la Asociación Nacional de la Industria del Reciclaje A.G. (ANIR), don Roberto Izquierdo.


Expresó que la Asociación que preside reúne a un grupo de industrias que procesan productos reciclados, incluyendo plástico, papeles, cartón, neumáticos, petróleo y aceites pesados, latas, baterías, etc.


Señaló que la industria del reciclaje se inició hace ya 60 años, y que en algunos productos se recicla bastante, por ejemplo, papel y cartón, pero que no sucede lo mismo en otros productos, por lo que están muy interesados en este proyecto de ley.


Coincidió con lo expresado por EMERES, particularmente en cuanto a la importancia de la separación en origen y de la recolección segregada, materias que a su juicio requerirían de ordenanzas municipales especiales. Señaló que la actual recolección domiciliaria de residuos atenta contra el reciclado, ya que dificulta la separación al comprimirse todos los residuos y contaminarse aquellos que podrían ser reciclados.

También señaló que es necesario el fortalecimiento de los sistemas integrados de gestión, materia que debe ser cuidadosamente analizada para prevenir que se produzcan atentados contra la libre competencia. En este sentido, hizo alusión al caso de España en donde hubo problemas tratándose del sistema integrado de gestión de neumáticos. Es por esto que consideró que sería conveniente escuchar la Tribunal de Defensa de la Libre Competencia en estas materias.


Agregó que también es importante ser muy cuidadoso con las definiciones, por ejemplo, para identificar claramente quien es el productor, ya que hay productos en donde interviene múltiples actores.
20. Socia Directora de Poliambiente S.A., doña Lorena Torres.


Señaló que esta es una empresa de reciclaje de neumáticos, que con apenas tres años de vida ya manejan 6.500 toneladas de neumáticos fuera de uso (NFU), lo que representa el 22% del mercado. Indicó los usos que se dan a los NFU, mencionando la valorización energética y el producto que se utiliza en relleno de canchas, asfalto, etc.

Expresó que el reciclaje de NFU podría fomentarse con incentivos y subsidios por parte del Estado, como por ejemplo, disponiendo que se utilicen estos productos en la construcción de carreteras, como aislante en las viviendas sociales, etc. De lo contrario, la empresa de reciclaje de NFU no podrá seguir creciendo.

Asimismo indicó, que deberían incorporarse al proyecto los denominados OTR (off the road), que son los neumáticos gigantes de la minería. En cuanto a los sistemas integrados de gestión, coincidió en que debe promoverse la competitividad, para evitar la monopolización de algún punto de generación, como sucedió en España.


Consultada por la capacidad de la empresa de reciclar neumáticos provenientes de regiones, señaló que la planta recibe principalmente NFU provenientes de la región metropolitana, porque desde regiones el costo de transporte hace inviable el reciclaje.


Respecto al reciclaje llevado a cabo por las empresas mineras, señaló que Codelco tiene una planta recicladora en Chuquicamata, pero que la mayor parte de las empresas mineras no hacen nada en este ámbito, ya que no existen incentivos para ello.

Finalmente, hizo uso de la palabra doña Ingrid Henríquez, exjefa de la División Jurídica del Ministerio de Medio Ambiente, quien agradeció los ofrecimientos de colaboración por parte de EMERES y reiteró las disposiciones del Ministerio para exponer sobre el rol de los Municipios en este proyecto. También celebró iniciativas privadas como las de ANIR, en tanto podrán ayudar en la implementación de esta ley y a la posterior elevación de las metas de reciclaje.

En cuanto a la separación en origen y la recolección segregada, señaló que es competencia de las municipios y que esta ley no interviene en la ley orgánica de Municipalidades ni en la Ley de Rentas Municipales, por lo que tampoco podrían alterar la normativa sobre derechos de aseo.

Respecto a la preocupación por la libre competencia de los sistemas integrados de gestión, indicó que el proyectó consideró la experiencia internacional, incluyendo la española, por lo que se previeron resguardos, por ejemplo, al establecerse que los estatutos de los sistemas integrados de gestión deben pasar por la aprobación del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia.

La ley también ha contemplado quién debe ser el productor obligado en caso de que intervengan múltiples actores, señalando que el obligado será el dueño de la marca.
21. Gerente de Olidata Chile, doña Sandra Olguín.


Informó que Olidata es una empresa chilena que se dedica a la fabricación de computadores, rubro en el cual se producen muchos desechos electrónicos. Ellos consultaron como manejar esos desechos y advirtieron que iban a parar a los vertederos. Desde ese momento es que han estado trabajando y anhelando una normativa sobre REP, que considere la legislación comparada y establezca responsabilidades compartidas.


Sobre el proyecto, señaló que le parece una gran iniciativa, y que responde a un anhelo de la industria, manifestó que lo principal es definir qué se considera residuo electrónico y se consideren los mismos en su particularidad. Además, consideró que es necesario partir cuanto antes con esta ley e ir revisando posteriormente la normativa en función de una evaluación permanente.

22. Gerente de Recycla Chile, don Fernando Nilo.


Informó que su empresa está enfocada en la basura electrónica. En Chile se generan más de 20 toneladas al año de estos desechos y solo se recicla el 5%, el resto termina en vertederos. Explicó que el modelo que ellos desarrollan tiene un enfoque medioambiental, social y económico. Luego detalló el proceso que sigue el reciclaje de “e-waste”, precisando que estos residuos tienen sus particularidades.

Sobre el proyecto de ley en tramitación, señaló que comparten sus principios, en particular el que establece “el que contamina paga”; la necesidad de establecer una jerarquía en el manejo de residuos, de forma tal de propender a la prevención, reducir-reusar-reciclar y por último, eliminar; y el principio de la “responsabilidad de la cuna a la tumba”.

No obstante, indicó que el proyecto de leyaún puede perfeccionarse, señalando en este sentido la necesidad de fortalecer la noción del rol subsidiario del Estado, tanto en lo que respecta a fomento a la infraestructura, beneficios tributarios; líneas blandas y/o créditos Corfo. También se refirió a la necesidad de fomentar –tanto por actores públicos como privados- la educación en estos temas; señaló que le preocupa el rol de los municipios, porque si bien deben ser un actor, no deberían ser el controlador del sistema; mencionó la necesidad de fortalecer el retiro segregado de la basura, especialmente en aquellas municipalidades que ya cuentan con los recursos para ello. A su juicio debería establecerse una obligación en este sentido, que podría ser diferenciadadependiendo del municipio y escalonada en el tiempo.

23. Gerente General de Triciclos, don Gonzalo Muñoz.


Indicó que desde la perspectiva de Triciclos, los residuos son una oportunidad para perfeccionar los procesos y diseños de consumo. En su caso, informó que han instalado una infraestructura, una gestión permanente y han promovido un modelo de ciudadanía responsable. Dio cuenta de cuál ha sido la historia de este proyecto y explicó que han hecho alianzas con diversas empresas, Municipios y fundaciones, precisando que también cuentan con presencia en regiones.


Señaló que actualmente están desarrollando un plan piloto de REP con Walmart, empresa que licitó e incorporó a 5 multinacionales de sus proveedores en el proyecto. Sodimac fue otra de las empresas que también incorporó a sus proveedores., asimismo, expuso sobre el positivo impacto que tuvo en los consumidores y la gestión para incentivar a los consumidores a participar de estos sistemas.


Explicó que ellos primero desarrollaron sistemas individuales de gestión, pero que luego lo extendieron a sistemas colectivos, que es precisamente uno de los objetivos de este proyecto de ley. A su juicio, este modelo ha sido muy exitoso y ha generado un muy alto impacto. Es por ello que consideró que este proyecto de ley sería un tremendo avance, pues le daría un marco regulatorio que facilitaría el trabajo de quienes actualmente se desempeñan en este ámbito.

En cuanto a aspectos por avanzar, señaló que en base a su experiencia los productos más problemáticos son los plásticos, pues hay demasiados tipos de este material y los productos no están debidamente rotulados, por lo que facilitaría la labor de reciclaje que existiera una obligación de rotulación.

24. Director Ejecutivo de Casa de la Paz, don Pablo Valenzuela.


Señaló que el acento se debe poner en la articulación de actores para lograr un modelo de reciclaje inclusivo. En este sentido, desde Casa de la Paz está desarrollando un modelo inclusivo que abarca a recicladores de base, gobierno y el sector privado. Esta iniciativa se instaló en 4 comunas de la Región Metropolitana y busca:


(a) formalizar a los recicladores de base,


(b) lograr una gestión inclusiva de los residuos por parte de los Municipios y


(c) fomentar la cadena de valor para las empresas.

Reconoció que un gran desafío es lograr un cambio cultural en el tema del reciclaje, y en ese sentido consideró que este proyecto de ley puede aportar. No obstante, cree que se puede mejorar, pues el proyecto pone el foco en la REP, sin poner suficiente énfasis en los municipios y en la comunidad. Respecto de las municipalidades, destaco que es el órgano más cercano a la gente y que además tienen la función privativa de aseo y ornato, sin embargo, el proyecto no establece con claridad su rol. En cuanto a la comunidad, consideró que no existen incentivos claros y –añadió- que se requiere mayor promoción de la educación en temas de reciclaje, probablemente otorgando un rol en este sentido al Ministerio de Educación.


También expresó que es necesario incluir en la ley el principio de “inclusión”. A su juicio, el proyecto de ley no asegura la inclusión de los recicladores de base. Es necesario incorporar la posibilidad de que sean persona jurídica, asegurar que cuenten con suficiente apoyo técnico, promover la capacitación con fondos y tiempo suficiente y establecer condiciones especiales para ellos en las licitaciones.

En cuanto al fondo de reciclaje previsto en la ley, señaló que este no necesariamente será capaz de promover proyectos de largo plazo.

En definitiva, manifestó que valoran que se discutan iniciativas que quieren fomentar el reciclaje, sin embargo, temen que el intento por incompleto no sea exitoso. Indicó que dudan si un solo instrumento económico va a solucionar o complejizar el problema, ya que a su juicio se necesita una mirada más integral que:


a) otorgue el protagonismo y claridad que merecen y requieren las municipalidades;


b) establezca en la comunidad un rol más claro y capacidades para llevarlo a cabo;


c) constituya a la educación en un pilar;


d) aplique la inclusividad, dando mayores garantías a los recicladores de base, y


e) propenda a una mayor articulación entre municipalidades y los distintos actores, por lo que podría pensarse en incluir una instancia representativa, colegiada y consultiva.

25. Vicepresidente de la Asociación de Empresas y Profesionales para el Medio Ambiente (AEPA), don Hernán Durán.


Se refirió, en primer término, al marco global de esta ley, señalando que:

a) Este proyecto no es una Ley marco para la gestión de residuos: indicó que aún está pendiente resolver una serie de contradicciones de la actual normativa de residuos, y que este proyecto solo aborda la REP.


b) No se orienta a la mayor fracción de residuos: la mayor cantidad de residuos corresponden a residuos orgánicos, esta ley en cambio solo aborda aproximadamente el 10% de los residuos.


c) Contradicción con aplicación del principio del que contamina paga: señaló que se trata de manera diferente a consumidores ciudadanos e industriales, en tanto, el consumidor no paga por la gestión del residuo y esta ley no resuelve esta situación.


d) Foco no es ambiental, es comercial: a su juicio, este enfoque podría tener consecuencias a la hora de resolver eventuales conflictos en la aplicación de esta normativa.


e) No están incluidos los principios: precautorio, de proximidad y menor costo de disposición, sustentabilidad ambiental, reducción en la fuente, de la mejor tecnología disponible y de mejores prácticas ambientales.


Aclaró que están de acuerdo con algunos de los principios que menciona la ley, pero otros le parecen redundantes y ajenos al ámbito de los residuos, como el principio de gradualidad y el de libre competencia. Precisó que en cuanto a principios, consideran adecuado el enfoque de la Directiva 2008/98/CE del Parlamento Europeo.


En cuanto a los productos prioritarios, señaló que no son claras las razones para haber escogido esos nueve productos. Respecto del sistema de gestión, criticó que no se considere al actor que elimina los residuos y que no se mencione qué figura jurídica deberán tener dichos sistemas de gestión.

Seguidamente, identificó los principales ejes del proyecto, indicando las propuestas que le merecían:

	EJES DEL PROYECTO
	PROPUESTAS

	Responsabilidades

Generador como responsable de sus residuos. 

Definiciones de productor de producto prioritario, comercializador y distribuidor son semejantes y complejas.
	Revisar coherencia con el objeto del proyecto de ley REP, estipulando que la responsabilidad del manejo de residuos recae en los productores (artículo 2°, letra a y g).

Éxito ambiental del proyecto requiere clarificar responsabilidades de otros actores, principalmente municipios y ciudadanía.

Simplificar definición, incorporando a comercializador y distribuidor, dada sus responsabilidades similares (artículo 3°, letra b y n).



	Municipalidades

Obligación municipal de recolección selectiva financiada por REP. Sin embargo, no existe obligatoriedad en su colaboración a la REP.


	Incorporar responsabilidad de los municipios de recolectar residuos de manera separada, financiada por el sistema REP (artículo 27).

Potenciar labor de educación de la población a nivel municipal.



	Consumidores

Consumidor estará obligado a entregar el residuo de un producto prioritario en un punto de recolección establecido por el sistema de gestión (artículo 31).
	Implementar, puntos de entrega o rutas de recolección de productos prioritarios, considerando recolección en origen. De acuerdo a la experiencia internacional, este tipo de recolección maximiza los niveles de cumplimiento de las metas de reciclaje.

Propender a la implantación gradual del principio “el que contamina paga”, para todos los residuos domiciliarios, ya que a nivel industrial este principio ya está internalizado.



	Sistemas de Gestión (SIG)
Se prevén SIG, (sistemas integrados de gestión) individuales y colectivos (artículos 16 y 18) y sólo se ahonda en las obligaciones de éstos últimos (artículo 17). 


	Exigir obligaciones de transparencia y control tanto para sistemas colectivos e individuales (artículos 17 y 18), incluyendo la libre competencia (artículo 2°, letra d). La experiencia internacional muestra que costos de gestión se reducen al incrementar competencia entre SIG.



	Gestores
Se define al gestor como una persona natural o jurídica (artículo3°,letra f))

Se hace referencia a gestores autorizados (artículo 8°, letra d) y a gestores registrados (artículo 18s letra b y 19).
	Procurar que todos los gestores cumplan regulación (laboral, sanitaria, tributaria y medio ambiental, entre otras) y que cumplan con estándares de calidad mínima en su gestión.

Definir diferencias entre gestores autorizados y registrados.

	Metas de recolección y valorización

Las metas y otras obligaciones asociadas serán revisadas al menos cada cinco años (artículo 15).


	Disminuir plazos de revisión de metas. Se propone revisiones anuales en un comienzo.

Aclarar cumplimiento geográfico de metas, estableciendo objetivos equivalentes en todas las regiones.

	Otras consideraciones
	El proyecto de ley puede ser objeto de mayor revisión en temas como: regulación de instalaciones para manejo de residuos, considerando tanto peligrosos como no peligrosos, previsión de plazos para creación de reglamentos específicos, incorporación de definiciones a través del contrato, racionalidad y actores sujetos a multas y sanciones. También recomendó generar una mesa de discusión que incorpore a actores relevantes.



En definitiva, señaló que es necesario apuntar a un gestión de residuos basada en la obligación de los municipios de implementar recolección selectiva financiada por la REP, promover consumidores con mayor conciencia y participación, definir metas de valorización claras y factibles, pero desafiantes, asegurar transparencia, control y libre competencia, formalizar al sector informal de gestión de residuos y aumentar las exigencias ambientales en manejo de residuos.

26. Fundación Avina, doña Anna Romanelli.


Expuso la experiencia brasileña en el tema de gestión de residuos. Explicó que la política nacional de gestión de residuos sólidos cambió de enfoque y estableció la responsabilidad compartida. También, se refirió a la política nacional, destacando el establecimiento de una mesa de trabajo en conjunto con todos los actores, las políticas de educación llevadas adelante para promover el tema del reciclaje, etc. Informando que, finalmente, en el año 2010 se generó la Política Nacional de Gestión de Residuos Sólidos (PNRS) y se estableció un Comité para garantizar el cumplimiento de la ley.


Explicó que participaron de esta iniciativa todos los actores claves del sistema: el gobierno, el movimiento nacional de recicladores, las empresas y las organizaciones de la sociedad civil. Informó que el objetivo de esta política fue lograr la gestión integrada y el manejo ambiental adecuado de los residuos sólidos, para lo cual se asumió el principio que reconoce el residuo sólido como reutilizable y reciclable; como bien económico y de valor social, generador de trabajo y renta y promotor de la ciudadanía. Bajo este prisma, la PNRS instituyó los siguientes cambios significativos en el patrón de gestión y destinación:


a) La responsabilidad extendida de los productores: se establece la “logística reversa”, o sea, los fabricantes, importadores, distribuidores y comerciantes tienen que asumir los costos de la recolección, clasificación, reciclaje de los residuos secos.


b) Contratación por el sector productivo de las cooperativas y asociaciones de recicladores para ejecutar el servicio


c) Permite la creación de fondos municipales con los recursos del sector productivo para financiar la estructuración y funcionamiento del sistema de recuperación de residuos secos.


d) Hay incentivos federales para gobiernos municipales que promuevan condiciones de trabajo para la integración de los recicladores: hangar, equipamientos tales como prensas, balanza, estera, etc.


Luego expuso cómo se incluyó a los recicladores en el contenido de la ley, precisando que estos fueron considerados tanto en los principios, como en los instrumentos que estableció la ley. Explicó también el principio de responsabilidad compartida y de “lógica reversa”, en virtud del cual se cubre tanto a productos comercializados en envases plásticos, metálicos o vidrio, como a otros productos y envases, considerando en primer lugar el grado y la extensión del impacto a la salud pública y al medio ambiente de dichos residuos, y luego su viabilidad técnica y económica. 


Por último, evaluó los impactos de una ley como esta, comparando el antes y el después con el siguiente cuadro:
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Finalmente, doña Ingrid Henríquez, exjefa de la División Jurídica del Ministerio de Medio Ambiente, reconoció que a ley no resuelve todos los problemas de gestión de residuos, sin embargo, señaló que constituye un gran avance como instrumento de gestión ambiental. En cuanto a los residuos orgánicos, explicó que si bien estos no están considerados en esta iniciativa, existen otras políticas del Ministerio que los abarcan. Indicó que esta ley se concentra en los productos prioritarios en razón de los diversos criterios señalados en el mensaje, tales como masividad de los mismos, peligrosidad, experiencia en su manejo, etc. 


Agradeció la visión de la experiencia brasileña y añadió que para la creación de este proyecto se consideraron diversas experiencias comparadas, incluyendo la de Alemania, Colombia y España. En función de estas experiencias se incluyó la posibilidad de que los sistemas de gestión fuesen individuales o colectivos, se incluyeron resguardos a al libre competencia, etc. 


Respecto a los principios, indicó que es posible revisarlos para precisar algunos o eventualmente incorporar otros. En cuanto a incentivos en la ley, mencionó el Fondo de Reciclaje y destacó también que habrá un Consejo para el establecimiento de las metas de modo tal de asegurar la debida participación de la sociedad. Se prevé que dichas metas sean revisadas “a lo menos” cada 5 años, pero podría ser revisadas en menor tiempo si así se requiere. Además, se destacó que en materia de inclusión se está trabajando en conjunto con los recicladores de base para elaborar posibles indicaciones que mejoren el proyecto en este aspecto. 

27. Exjefa de la División Jurídica del Ministerio de Medio Ambiente, doña Ingrid Henríquez.


En su oportunidad, manifestó que desde el Ministerio han seguido con mucho interés la tramitación de este proyecto de ley y que han trabajado para recoger las diversas observaciones y presentar las respectivas indicaciones que las resuelvan.


Seguidamente, expresó que si bien son muchos los actores involucrados en el manejo de residuos, la responsabilidad principal debe recaer en el productor, de ahí que graficara esta cuestión señalando que no se trata de una “mesa de varias patas”, sino de una “carpa sostenida principalmente por el productor”.

En cuanto a las observaciones recogidas por el Ministerio, las resumió en la siguiente tabla:

	Materia
	Observación

	Principios
	· Incorporación principio de inclusión
· Incorporación de otros principios más ambientales, como mejores prácticas ambientales, mejores técnicas disponibles, sustentabilidad ambiental, etc.
· Objetivo más ambiental

	Municipalidades
	· Obligación a participar en REP; prohibición de bloquear REP
· Obligación de recolección selectiva

	Consumidores
	· Sanciones 
· Incentivos
· Obligación de separación en origen
· Capacitación/educación

	Recicladores de base 
	· Inclusión en REP; no marginación

· Formalización

· Capacitación; mayor plazo para certificación de competencias 

	Productores 
	· Creación de consejo consultivo para fijar metas

· Uso de territorio municipal 

	Gestores 
	· Ecodiseño 



A continuación explicó que la indicación del Poder Ejecutivo se hará cargo de cada una de estas observaciones del siguiente modo:


a) Principios: se incorporarán los siguientes:


(i) De inclusión (de recicladores de base);


(ii) Manejo ambientalmente racional de los residuos (nomenclatura moderna del principio de sustentabilidad ambiental); y


(iii) Precautorio.


Además, señaló que se incorporarán los conceptos de mejores prácticas ambientales y de mejores técnicas disponibles; y se modificará el objeto de la ley para precisar que esta persigue “reducir la generación de residuos y fomentar su reciclaje y otros tipos de valorización, a fin de proteger el medio ambiente y la salud de las personas”.


b) Municipalidades: se dispondrá que los sistemas de gestión autorizados podrán utilizar bienes nacionales de uso público para instalación y operación de instalaciones de almacenamiento, para lo cual deben solicitar permiso municipal. Además podrán incorporar en sus ordenanzas municipales, cuando así lo estimen necesario, la obligación de entrega separada en origen y recolección selectiva de residuos.


c) Recicladores de base: Se acoge gran parte de los cambios propuestos por los propios recicladores de base, entre ellos: se modifica su definición, se incluye el criterio de participación de recicladores de base en fondo para el reciclaje, se establece la gratuidad de bases para participar en licitaciones abiertas y se amplía el plazo de transitoriedad para certificación de competencias de 2 a 5 años.


d) Productores: Se explicita la creación de un comité operativo ampliado para la fijación de las metas, con inclusión de productores, gestores, etc. adicionalmente, se establece el permiso para utilizar bienes nacionales de uso público.


e) Gestores: No se incorporan normas de ecodiseño, en tanto se estimó que el productor obligado por REP va a exigir mejoras y cambios en diseño de productos para facilitar su valorización. Sin embargo, sí se exigirán las mejores prácticas ambientales y mejores técnicas disponibles


f) Consumidores: Dado que se requiere un cambio cultural paulatino y frente a la imposibilidad de fiscalización, no se establecen sanciones. No obstante, el Ministerio de Medio Ambiente tiene deber de educación ambiental en materia de residuos y los sistemas de gestión deberán diseñar e implementar estrategias de comunicación y sensibilización. Asimismo, los sistemas de gestión pueden celebrar convenios con municipalidades y los costos por gestión de residuos deberán informarse al consumidor.

28.- Presidente del Movimiento Nacional de Recicladores de Chile (MNRCH),
 don Exequiel Estay.


Destacó que los recicladores han participado como actores relevantes en el proceso de tramitación de este proyecto de ley, ya que los afecta directamente e incluso podría llegar a excluirlos de su actividad.


Hizo constar que presentaron varias observaciones al Ministerio de Medio Ambiente y que solo algunas de estas fueron acogidas, por lo que llamó a los diputados a incluir las propuestas de los recicladores no consideradas por el, vía indicaciones parlamentarias.


Luego enumeró aquellas observaciones que fueron acogidas por el gobierno, mencionando las siguientes:


i) Incorporación del principio de inclusión (artículo 2°).


ii) Modificación a la definición de gestor (artículo 3º).


iii) En los convenios con gestores (artículo 19º) se acoge la solicitud sobre gratuidad de las bases de licitación para los recicladores de base.


iv) En el fondo para el reciclaje (artículo 28º) se introducen dentro de los reglamentos del concurso, los criterios para la participación de los recicladores.


v) En el artículo 1° transitorio se aumenta el plazo a cinco años para que los recicladores se registren sin contar con la certificación requerida en el artículo 29.


vi) Se modifica el inciso segundo del artículo 1° transitorio para incluir la creación de un proyecto de competencias laborales destinado a los recicladores.


En cuanto a propuestas acogidas parcialmente, mencionó la definición de recicladores de base del artículo 2º, explicandoque la propuesta del Ejecutivo introduce a las cooperativas dentro de los recicladores de base, pero no introduce todos los elementos que se encuentran dentro del proceso de reciclaje y que son parte de la tarea de los recicladores.

29. Directora Ejecutiva de Chile Sustentable, doña Sara Larraín.


Se refirió a las propuestas que no fueron acogidas por los representantes del Ejecutivo, enumerando las siguientes:


i) Diversas definiciones propuestas por los representantes de los Recicladores al artículo 3º, incluyendo las de recicladores de base, reciclaje, recolección, reutilización y valorización.

ii) Obligación de los gestores (artículo 6º): no se acogió la propuesta de poner de manera diferenciada los requisitos para las autorizaciones de recicladores y las empresas, destacando la elaboración de un proyecto de certificación para los primeros.

iii) Respecto a los productos prioritarios (artículo 9º), debido a que el manejo de residuos es diferenciado dependiendo de si es peligroso o no, se solicitó al Ejecutivo clasificar los productos según sean o no peligrosos.


En función de estos argumentos, el Movimiento Nacional de Recicladores de Chile propuso las siguientes indicaciones:


1. Reemplazar el texto de la letra o) del artículo 2º del proyecto de ley, por el siguiente:


 “o) Recicladores de Base: Personas naturales o jurídicas, que, de forma dependiente o independiente, se dedican a las actividades de recolección diferenciada en origen, gestión de centros de acopio, separación y comercialización de residuos no peligrosos. Estos podrán participar en los sistemas de gestión, establecidos en la presente ley como gestores autorizados.”.


2. Reemplazar el texto de la letra p) del artículo 2º del proyecto de ley, por el siguiente:

“p) Reciclaje Acciones de valorización mediante las cuales los residuos son transformados en nuevos productos, incluyendo el co-procesamiento y compostaje, y excluyendo la valorización energética.”.


3. Reemplazar el texto de la letra q) del artículo 2º del proyecto de ley, por el siguiente:


“q) Recolección: Operación consistente en recoger residuos desde su origen para transpórtalos hacia una instalación de almacenamiento, acondicionamiento, transferencia y disposición final. La recolección de residuos separados en origen se denomina diferenciada o selectiva.”.


4. Reemplazar el texto de la letra s) del artículo 2º del proyecto de ley, por el siguiente:


“s) Reutilización: Acción consistente en el re uso de un material o productopreviamente utilizado como insumo en el proceso productivo que le dio origen.”.


5. Reemplazar el texto de la letra w) del artículo 2º del proyecto de ley, por el siguiente:


“w) Valorización: Acciones cuyo objeto es recuperarresiduos o alguno de sus componentes, con la finalidad de reincorporarlos a procesos productivos y/o generar nuevos materiales, productos o energía.”.


6. Introducir en el artículo 6º del proyecto de ley, un nuevo inciso segundo, pasando el actual al tercero, que establezca:


“En el caso de los recicladores de base, el Ministerio de Medio Ambiente en conjunto con la Comisión Nacional de Certificación de Competencias Laborales, establecerá un programa tendiente a proveerlos de las competencias técnicas y laborales necesarias para obtener las autorizaciones y gestionar los residuos de acuerdo a la normativa vigente”.

7. Reemplazar en el artículo 9º del proyecto de ley, por el siguiente:


“Artículo 9.- Productos prioritarios. Estarán sometidos al régimen de la responsabilidad extendida del productor los siguientes productos prioritarios:
RESIDUOS NO PELIGROSOS


a) Diarios, periódicos y revistas;


b) Envases y embalajes;

RESIDUOS PELIGROSOS


c) Medicamentos;


d) Pilas y baterías;


e) Aparatos eléctricos y electrónicos, incluidas las 
lámparas o ampolletas;


f) Neumáticos;


g) Aceites lubricantes


h) Vehículos


i) Plaguicidas caducados.”.


8.- En el artículo 1° transitorio, incluir un programa de financiamiento para poder ayudar a los recicladores de base a registrarse y certificarse en el plazo requerido por la ley.

28. Ministro de Medio Ambiente, don Pablo Badenier
.


Estimo que el proyecto de ley presentado por el Gobierno anterior era una buena iniciativa legal y que cree que se debe continuar con su tramitación, no obstante que tienen algunas observaciones.


En cuanto a los antecedentes generales de este proyecto, el Ministro destacó que ya el año 2010 se había presentado al Consejo Consultivo una propuesta más general sobre residuos, de la cual se recogieron algunos conceptos. Indicó que sería conveniente volver a la idea de una ley general sobre residuos y no limitarla solo a la REP.


Respecto a la iniciativa legal en tramitación, reafirmó que el Ministerio comparte varios de sus objetivos e hizo un repaso del contenido del proyecto y de las características de la REP que se propone instaurar.

Seguidamente, señaló que no obstante compartir los objetivos del proyecto, existen ciertas observaciones que se traducirán en indicaciones. Estas indicaciones buscarán:


a) reforzar el objetivo medioambiental del proyecto;


b) introducir metas de recolección a nivel regional;


c) regular en un decreto supremo el proceso para establecer las metas, incluyendo consultas previas, etcétera;


d) reforzar las funciones municipales;


e) establecer obligaciones para los consumidores, aunque sin establecer sanciones;


f) establecer un Comité Operativo de los Productores, y


g) redefinir el concepto de recicladores de base; entre otras.


Por último, enfatizó el enfoque medioambiental que desean establecer las nuevas autoridades del Ministerio de Medio Ambiente, señalando que es necesario incluir tópicos de una ley general de residuos y abordar la recolección diferenciada como un instrumento de mayor jerarquía, no solo limitada a los productos prioritarios, a pesar de coincidir en la conveniencia de partir con un listado, pero con miras a no cerrarlo en forma definitiva.

También destacó la herramienta de rotulación, certificación y etiquetado, mencionó la posibilidad de incluir ciertos productos especiales, tales como aquellos de gran volumen u otros. Asimismo, aludió a la necesidad de incluir a autoridades de otros organismos en el cuerpo colegiado que prevé el proyecto, como por ejemplo, autoridades del Ministerio de Economía, Salud, u otros.


En cuanto a las evaluaciones señaló que en un principio estas deben realizarse en un plazo menor al de dos años y finalizó señalando que el fondo de reciclaje debería incluir aportes provenientes de los productores y que la acción de los recicladores de base no debe limitarse necesariamente a los residuos no peligrosos.


En definitiva, REP constituye un instrumento de gestión de residuos, cuyas características son las siguientes:


-. Obliga a los productores de ciertos productos a organizar y financiar la gestión de los residuos derivados de los productos que colocan en el mercado.


-. El Ministerio de Medio Ambiente establece metas de recolección y metas de valorización a los productores, a través de procedimientos análogo a normas.


-. Los productores de pueden agrupar para organizar y financiar el cumplimiento de las metas a través de “sistemas de gestión”.


La Superintendencia de Medio Ambiente fiscaliza y sanciona.

Votación en general del proyecto
.


Los diputados presenten valoraron la disposición del Ministerio para considerar las diversas observaciones que se han planteado ante la Comisión, durante el estudio en general de la iniciativa legal, y si bien, señalaron que el proyecto aún es perfectible, acordaron proceder a la votación en general lo que, a juicio, de los señores parlamentarios constituiríauna buena señal para lograr que el proyecto de ley continuara su tramitación en el siguiente Periodo Legislativo.


Puesto en votación general, el proyecto fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (8), señora Andrea Molina y señores Celso Morales, Leopoldo Pérez, David Sandoval, Guillermo Teillier y Patricio Vallespín y de los entonces diputados señores Enrique Accorsi y Alfonso De Urresti.

b) DISCUSIÓN PARTICULAR.


Durante esta instancia legislativa, se contó con la participación y colaboración del Ministro don Pablo Badenier, del Jefe de la División Jurídica, don Jorge Cash; de la Jefa de División de Recursos Naturales, Residuos y Evaluación de Riesgos, doña Maritza Rojas; del jefe 


de la Sección de Residuos, don Joost Miejer, de los abogados asesores Lorna Puschel y David Bortnick, todos del Ministerio de Medio Ambiente.

-o-

Se hace presente, que en el curso de la discusión particular se acordó, por la unanimidad de los diputados presentes, que se dejara constancia en el informe de este proyecto de ley de las indicaciones retiradas.

-o-
“Que establece marco para la gestión de residuos y la responsabilidad extendida del productor”

Se presentó una indicación de las diputadas Girardi y Vallejo y del diputado Melo, al epígrafe título del proyecto de ley, para reemplazar la conjunción “y” por una coma (,) y agregar después de la palabra “productor”, la frase “y fomento al reciclaje”.


El señor Ministro señaló que no tenía inconvenientes con esta modificación.


Sometido a votación, el epígrafe y la indicación fueron aprobados por la unanimidad de los diputados presentes (8), señoras Molina y Vallejo y señores Chávez, Melo, Morales, Rathgeb, Sandoval y Urizar. 

-o-

Se hace constar que todos los epígrafes de los títulos y párrafos del proyectos de ley, fueron aprobados, por asentimiento unánime de los integrantes de la Comisión.

TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1°, objeto.

La presente ley tiene por objeto general establecer un marco jurídico para la gestión de residuos y, en particular, instaurar la responsabilidad extendida del productor, todo ello con la finalidad de incentivar la prevención en la generación de residuos y fomentar su reutilización, reciclaje y otro tipo de valorización, protegiendo así la salud humana y el medio ambiente.


Se formularon las siguientes indicaciones:


1.- Del Ejecutivo, para reemplazarlo, por el siguiente:


“Artículo 1°.- Objeto. La presente ley tiene por objeto incentivar la prevención en la generación de residuos y fomentar su reutilización, reciclaje y otro tipo de valorización, a fin de proteger la salud de las personas y el medio ambiente.”.


Sobre este punto, se debatió sobre la razón por la cual el Ejecutivo habría excluido la anterior referencia a “establecer un marco jurídico para la gestión de residuos”, frente a lo cual el Ministro señaló que como marco jurídico esta ley es algo estrecha, por lo que prefirieron acotar su objeto.

No obstante, los diputados presentes objetaron la alusión a “incentivar la prevención”, por considerar que no era lo suficientemente enfático, como asimismo consideraron que era necesario incorporar la referencia a “instaurar la responsabilidad extendida del productor”.


En virtud de estas consideraciones se presentó la siguiente indicación:


2.- De las diputadas señoras Molina y Vallejo y de los diputados señores Chávez, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval, Urizar y Vallespín, para reemplazarlo, por el siguiente:


“Artículo 1°.- Objeto. La presente ley tiene por objeto disminuir la generación de residuos y fomentar su reutilización, reciclaje y otro tipo de valorización, a través de la instauración de la responsabilidad extendida del productor y otros instrumentos de gestión de residuos, a fin de proteger la salud de las personas y el medio ambiente.”

Puesta en votación, la indicación, signada con el número 2, fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (9), señoras Molina y Vallejo y señores Chávez, Melo, Morales, Rathgeb, Sandoval, Urizar y Vallespín. En razón de esta aprobación, la indicación signada con el N° 1 se da por rechazada reglamentariamente.
Artículo 2°, principios.

Letra a).

Los principios que inspiran la presente ley son los siguientes:


El que contamina paga: El generador de un residuo es responsable de hacerse cargo del mismo y de internalizar y pagar los costos asociados a su manejo.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1.- Del Ejecutivo, para reemplazarla, por la siguiente: 


“a) El que contamina paga: El generador de un residuo es responsable de hacerse cargo del mismo, así como de internalizar los costos y las externalidades negativas asociados a su manejo.”.


2.- Del diputado Sandoval para sustituir en la letra a) del artículo 2, la expresión “generador” por “productor”.


3.- De los diputados Chávez y Vallespín para agregar, en la letra a) la siguiente expresión final: “y disposición”.


Los diputados presentes hicieron ver su preocupación por la configuración de este principio, en tanto tal y como quedaría redactado según la indicación del Ejecutivo, sería el consumidor el responsable de hacerse cargo del residuo (generador), en circunstancias que la ley busca responsabilizar al productor.

Asimismo, los diputados Chávez y Rathgeb señalaron que la redacción de este principio podría sugerir que mientras se pague es legítimo contaminar, lo que no se condice con el espíritu de la ley.


Puestas en votación, las indicaciones, números 1, 2 y 3, fueron aprobados por la unanimidad de los diputados presentes (10), señoras Molina y Vallejo y señores Chávez, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval, Urizar y Vallespín.

Letra b).


Gradualismo: Las obligaciones para prevenir la generación de residuos y fomentar su reutilización, reciclaje y otro tipo de valorización serán establecidas o exigidas de manera progresiva, atendiendo a la cantidad y peligrosidad de los residuos, las tecnologías disponibles, el impacto económico y social, entre otros.


Se presentó una indicación por parte de los diputados Chávez y Vallespín para agregar, entre las palabras “social,” y “entre otros”, la frase siguiente: “situación geográfica”.


Sin mayor debate, puesta en votación, la letra b), y la indicación fueron aprobadas por la unanimidad de los diputados presentes (10), señoras Molina y Vallejo y señores Chávez, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval, Urizar y Vallespín.

Letra nueva, que pasaría a ser c).


Se formularon las siguientes indicaciones:


1.- Del Ejecutivo, para intercalar la siguiente letra c) nueva, pasando la actual letra c) a ser letra d), y cambiando las demás su orden correlativo:


“c) Inclusión: Conjunto de mecanismos e instrumentos de capacitación, financiación y formalización orientados a posibilitar la integración plena de los recicladores de base en la gestión de los residuos, incluidos los sistemas de gestión en el marco de la responsabilidad extendida del productor.”

2.- De las diputadas Girardi, Molina y Vallejo y del diputado Melo, para agregar, después de la palabra “financiación” una coma (,) y la palabra “infraestructura”.


Puesta en votación, la indicación número 1, fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (10), señoras Molina y Vallejo y señores Chávez, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval, Urizar y Vallespín.


Sometida a votación la indicación N° 2, fue rechazada por siete votos en contra (7 de 10) de los diputados señores Chávez, Morales, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval, Urizar y Vallespín; y tres abstenciones (3 de 10) de las diputadas Molina y Vallejo y del diputado Melo.

Letra c) que pasaría a ser d).


Jerarquía en el manejo de residuos: Orden de preferencia de manejo, que considera como primera alternativa la prevención en la generación de residuos, luego la reutilización, el reciclaje de los mismos o de uno o más de sus componentes y la valorización energética de los residuos, total o parcial, dejando como última alternativa su eliminación.


Se presentó una indicación por parte de los diputados Chávez y Vallespín, para agregar la siguiente frase final: “, acorde al desarrollo de instrumentos legales, reglamentarios y económicos pertinentes”.


Sin mayor debate, puesta en votación la letra c, que pasaría a ser d), y la indicación fueron aprobadas por la unanimidad de los diputados presentes (10), señoras Molina y Vallejo y señores Chávez, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval, Urizar y Vallespín.

Letra d) que pasaría a ser e).


Libre competencia: El funcionamiento de los sistemas colectivos de gestión en ningún caso podrá atentar contra la libre competencia.


Sin mayor debate, puesta en votación, la letra d), que pasaría ser e), fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (10), señoras Molina y Vallejo y señores Chávez, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval, Urizar y Vallespín.

Letra e) que pasaría a ser f).


Participativo: La opinión y el involucramiento de la comunidad son necesarios para prevenir la generación de residuos y fomentar su reutilización, reciclaje y otro tipo de valorización.


Las diputadas Molina y Vallejo; y diputados Chávez, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval, Urizar y Vallespín, formularon indicación para reemplazarla, por la siguiente:


“f) Participativo: La educación, opinión y el involucramiento de la comunidad son necesarios para prevenir la generación de residuos y fomentar su reutilización, reciclaje y otro tipo de valorización.”

El diputado Chávez explicó que era necesario añadir la mención a la educación, pues este es un paso previo para que la comunidad pueda opinar e involucrarse.

Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (10), señoras Molina y Vallejo y señores Chávez, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval, Urizar y Vallespín.

Letra nueva, que pasaría a ser g).


El Ejecutivo presentó una indicación para intercalar la siguiente letra g), cambiando las demás su orden correlativo:


“g) Precautorio: La falta de certeza científica no podrá invocarse para dejar de implementar las medidas necesarias para disminuir el riesgo de daños para el medio ambiente derivado del manejo de residuos.”

El Ministro señaló que este principio es fundamental en la legislación ambiental, considerando que se trata de un área de conocimiento que aún es limitado. 


Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (10), señoras Molina y Vallejo y señores Chávez, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval, Urizar y Vallespín.

Letra nueva.


Las diputadas Girardi, Molina y Vallejo y el diputado Melo, formularon indicación, para agregar la siguiente letra g), nueva:


“g) ciclo de vida: Etapas e impactos que posee un producto desde su generación, valorización y/o disposición final.”.


Los autores de la indicación presentes, reconocieron que era más acertada la definición que el Ejecutivo propone agregar en el artículo 3°. No obstante, que los autores presentes manifestaron la intención de retirar la indicación ello no fue posible de materializar por no encontrarse todos presentes.


Sometida a votación, la indicación fue rechazada por la unanimidad de los diputados presentes (10), señoras Molina y Vallejo y señores Chávez, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval, Urizar y Vallespín.

Letra f) que pasaría a ser h).


Preventivo: Conjunto de acciones o medidas que se reflejan en cambios en los hábitos en el uso de insumos y materias primas utilizadas en procesos productivos, diseño o en modificaciones en dichos procesos, así como en el consumo, destinadas a evitar la generación de residuos, la reducción en cantidad o la peligrosidad de los mismos.


Sin mayor debate, puesta en votación la letra f) que, pasaría ser h), fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (10), señoras Molina y Vallejo y señores Chávez, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval, Urizar y Vallespín.

Letra g) que pasa a ser i).


Responsabilidad de la cuna a la tumba: El generador de residuos es responsable del manejo de los residuos, desde su generación hasta su valorización y/o eliminación, en conformidad a la ley.


La diputada Molina y los diputados Chávez, Sandoval y Vallespín, formularon indicación para reemplazar la palabra “generador” por “productor”.


Durante el debate se señaló que en este caso se da el mismo problema que el analizado en la letra a), es decir, es necesario responsabilizar al productor y no el consumidor (generador).


Puesta en votación, la letra con la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (10), señoras Molina y Vallejo y señores Chávez, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval, Urizar y Vallespín.

Letra h) que pasa a ser j)


Transparencia y publicidad: La gestión de residuos se efectuará con transparencia, de manera que la comunidad pueda acceder a la información relevante sobre la materia.


Sin mayor debate puesta en votación, letra aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (10), señoras Molina y Vallejo y señores Chávez, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval, Urizar y Vallespín.

Letras nuevas.


El diputado Sandoval presentó una indicación para incorporar las siguientes letras, nuevas:


“Proximidad y suficiencia: El generador de un residuo deberá preferir aquella planta más cercana al lugar de almacenamiento”

El Ministro hizo ver que no necesariamente la planta más cercana será la más eficiente, por lo que esta disposición podría obligar al generador de forma indebida.


Puesta en votación, la indicación fue rechazada por cuatro votos en contra (4 de 10) de los señoresChávez, Melo, Urizar y Vallespín; tres votos a favor (3 de 10) de los señores Morales, Rathgeb y Sandoval; y tres abstenciones (3 de 10) de las señores Molina y Vallejo y del señor Pérez Lahsen.


“Principio de autosuficiencia y soberanía nacional: Se deberán eliminar y/o valorizar los residuos que se generan dentro del territorio nacional no admitiéndose su importación, salvo en el caso que no se generen en nuestro país y sean indispensables para el desarrollo de una actividad económica.


l) Principio de confidencialidad mercantil: Los sistemas de gestión deberán resguardar la confidencialidad de toda la información que administren.


m) Universalidad del Servicio: Se garantiza a todo productor la recogida de sus residuos dentro del territorio nacional.


n) Universalidad de la Recogida:” La recogida de residuos será selectiva, universal y gratuita.”.


Después de intercambiar opiniones el señor Sandoval retira la indicación.

Letra nueva que pasaría a ser k).


El diputado Sandoval presentó una indicación para incorporar la siguiente letra k), nueva:


“k) Trazabilidad: Conjunto de procedimientos preestablecidos y autosuficientes que permiten conocer las cantidades, ubicación y trayectoria de un residuo o lote de residuos a lo largo de la cadena de gestión.”

Sin mayor debate, puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (10), señoras Molina y Vallejo y señores Chávez, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval, Urizar y Vallespín.

Artículo 3°, definiciones.

Letra a).

Almacenamiento: Acumulación de residuos en un lugar específico por un tiempo determinado, previo a su valorización y/o eliminación.


Se presentó una indicación por parte de las diputadas Girardi, Molina y Vallejo y del diputado Melo, para reemplazar en la letra a), la palabra “eliminación” por el término “disposición final”.


El Ministro señaló que la eliminación es un concepto más amplio que disposición final, es decir, el término “eliminación” incluye la disposición final en vertederos pero también abarca otros tipos de eliminación.


Puesta en votación, la indicación fue rechazada por ocho votos en contra (8 de 10) de los diputados Chávez, Godoy, León, Morales, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín; y dos abstenciones (2 de 10) de la diputada Molina y el diputado Melo.

Sometida a votación, la letra a) fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (10), señora Molina y señores Chávez, Godoy, León, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.

Letra nueva, que pasaría a ser b)


El Ejecutivo presentó una indicación para intercalar la siguiente letra b), pasando la actual letra b) a ser letra c), y cambiando las demás su orden correlativo:


“b) Ciclo de vida de un producto: Etapas consecutivas e interrelacionadas de un sistema productivo, desde la adquisición de materias primas o su generación a partir de recursos naturales, hasta su eliminación como residuo.”

El Ministro señaló que esta definición otorga un mayor contenido ambiental al proyecto, puesto que el análisis y la evaluación del ciclo de vida de u sistema productivo permite conocery evaluar los impacto ambientales de un producto antes y después del final de su vida útil, y permite prevenir la generación de residuos y mejorar las oportunidades para su valoración.


Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (10), señora Molina y señores Chávez, Godoy, León, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.

Letras b) y c) que pasarían a ser c) y d), respectivamente.


b) Comercializador: Toda persona natural o jurídica, distinta del productor, que vende un producto prioritario al consumidor.


c) Distribuidor: Toda persona natural o jurídica, distinta del productor, que comercializa un producto prioritario antes de su venta al consumidor.


Sin mayor debate, puestas en votación, las letras b) y c), que pasarían a ser c) y d), respectivamente, fueron aprobadas por la unanimidad de los diputados presentes (10), señora Molina y señores Chávez, Godoy, León, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.

Letra nueva, que pasaría a ser e).


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1.- Del Ejecutivo para intercalar la siguiente letra e):


“e) Ecodiseño: Integración de aspectos ambientales en el diseño del producto con el fin de disminuir las externalidades ambientales a lo largo de todo su ciclo de vida.”

2.- De los diputados Chávez y Vallespín para intercalar, entre la palabra “producto” y la expresión “con el fin”, la frase “, envase, embalaje, etiquetado u otros,”.


3.- De la diputada Molina para intercalar la siguiente letra e):


“e) Ecodiseño: incorporación sistemática de aspectos de diseño tendientes a minimizar el uso de insumos y/o favorecer la recuperabilidad de los residuos asociados a un producto, a objeto de reducir su eventual impacto negativo en el medio ambiente a lo largo de todo su ciclo de vida.”.


La diputada Molina señaló que la definición que propone agregar es más precisa, no obstante que ambas van en la misma dirección.

El Ministro por su parte, señaló que lo importante es asegurar que este concepto no quede fuera de la ley, pues recoge una preocupación de los recicladores de que el diseño de los productos favorezca su reciclaje y/o reutilización.


Agregó que este concepto se aplica tanto al producto como al proceso de elaboración. Si bien constituye un término relativamente nuevo, es reconocido internacionalmente y se relacionada directamente con la prevención de la generación de residuos.


El diputado Vallespín señaló que podría precisarse qué deberá entenderse por “sistemáticamente” y “recuperabilidad”. El diputado Sandoval coincidió en que el aspecto sistemático podría ser problemático.


Los diputados Godoy, Morales y León consideraron que la definición del Ejecutivo es más acertada, precisamente por ser más amplia, y evitar así restricciones indeseadas. El diputado Vallespín coincidió en que la definición del Ejecutivo es más amplia y no se limita a los insumos. Sin embargo, agregó que añadiría a la noción de “producto” la de “envase, embalaje, etiquetado”.


Atendido el debate, la diputada Molina retiró la indicación número 3.


Puesta en votación, la indicación signada con el número 1.- fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (10), señora Molina y señores Chávez, Godoy, León, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín. 


Sometida a votación la indicación número 2, fue aprobada por seis votos a favor (6 de 10), de la diputada Molina y de los diputados Chávez, León, Melo, Rathgeb y Vallespín; y cuatro votos en contra (4 de 10), de los diputados Godoy, Morales, Pérez Lahsen y Sandoval.

Letra d) que pasaría a ser f).


Eliminación: Todo procedimiento cuyo objetivo es disponer en forma definitiva o destruir un residuo en instalaciones autorizadas.


Sin mayor debate, puesta en votación, la letra fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (9), señora Molina y señores Chávez, Godoy, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.

Letra e) que pasaría a ser g).


Generador: poseedor de un producto que lo desecha o tiene la intención u obligación de desecharlo de acuerdo a la normativa vigente.


Se presentó una indicación por parte de los diputados Chávez y Vallespín para reemplazar, la frase “poseedor de un producto” por: “consumidor final poseedor de un producto prioritario”.


El Ministro señaló que no están de acuerdo con esta indicación porque limita esta definición al ámbito de los productos prioritarios. El diputado Vallespín por su parte, estima que este añadido podría cubrir tanto al consumidor final, como al poseedor de un producto, frente a lo cual el Ministro aclaró que poseedor incluye tanto al consumidor final o todo aquel que tenga el producto.


Los autores deciden retirar la indicación.


Puesta en votación, la letra fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (9), señora Molina y señores Chávez, Godoy, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.

Letra f) que pasaría a ser h).


Gestor: Persona natural o jurídica que realiza cualquiera de las operaciones de manejo de residuos y que se encuentra autorizada en conformidad a la normativa vigente.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1.- Del Ejecutivo para intercalar, entre las expresiones “natural o jurídica” y “que realiza” la frase, “pública o privada,”.


2.- De los diputados Chávez y Vallespín para intercalar, entre la palabra “autorizada” y la preposición “en”, la expresión “y registrada.


El Ministro aclaró que si el gestor está autorizado, estará debidamente registrado según lo dispone la ley.


Puesta en votación, la letra y la indicación número 1 fueron aprobadas por la unanimidad de los diputados presentes (9), señora Molina y señores Chávez, Godoy, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.


Sometida a votación, la indicación signada con el N° 2), fue aprobada por siete votos a favor (7 de 9), de la diputada Molina y de los diputados Chávez, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Rathgeb y Vallespín; y dos votos en contra (2 de 9), los diputados Godoy y Sandoval.

Letra g) que pasaría a ser i).


Gestión: Operaciones de manejo y otras acciones de política, de planificación, normativas, administrativas, financieras, organizativas, educativas, de evaluación, de seguimiento y fiscalización, referidas a residuos.


Sin mayor debate, puesta en votación, la letra fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (9), señora Molina y señores Chávez, Godoy, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.

Letra h) que pasaría a ser j).


Instalación de almacenamiento: Lugar o instalación de recepción y acumulación selectiva de residuos, debidamente autorizado, previo a su envío hacia una instalación de valorización o eliminación.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1.- De los diputados Chávez y Vallespín, para reemplazar en la letra h), su epígrafe “Instalación de Almacenamiento”, por lo siguiente: “Espacio de Almacenamiento”. 


El diputado Vallespín explicó que el objetivo de esta indicación era mejorar la redacción de la definición. Sin embargo, se determinó que era preferible mantener el epígrafe y ajustar la definición. En función de esto, los autores deciden retirar esta indicación. 


2.- De la diputada Molina y de los diputados Chávez, Godoy, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín, para reemplazar la palabra “instalación” por “establecimiento”.


Puestas en votación, la letra y la indicación N°2, fueron aprobadas por la unanimidad de los diputados presentes (9), señora Molina y señores Chávez, Godoy, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.

Letra nueva.


Las diputadas Girardi y Vallejo y el diputado Melo, presentan una indicación para agregar la siguiente letra nueva:


“Espacios de almacenamiento transitorio: Lugar o instalación de recepción y acumulación selectiva de residuos de operación de los recicladores de base.”

El Diputado Melo explicó que esta definición favorece la inclusión de los recicladores de base. Sin embargo, el Ministro señaló que el almacenamiento siempre es transitorio y que no resulta necesario añadir explícitamente a los recicladores de base. Además, señaló que ya está aprobada la definición de almacenamiento.


Puesta en votación, la indicación fue rechazada por ocho votos en contra (8 de 9) de la diputada Molina y de los diputados Chávez, Godoy, Morales, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín; y la abstención (1 de 8) del diputado Melo.

Letra i) que pasaría a ser k).


Manejo: Todas las acciones operativas a las que se somete un residuo, incluyendo, entre otras, recolección, almacenamiento, transporte, pretratamiento y tratamiento.


Sin mayor debate, puesta en votación, la letra fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (9), señora Molina y señores Chávez, Godoy, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.

Letra nueva, que pasaría a ser l).


El Ejecutivo presentó una indicación para intercalar la siguiente letra, nueva, que pasaría a ser l):


“l) Manejo ambientalmente racional: La adopción de todas las medidas posibles para garantizar que los residuos se manejen de manera que queden protegidos el medio ambiente y la salud de las personas contra los efectos perjudiciales que pueden derivarse de tales residuos.”

A su vez, los diputados Chávez y Vallespín presentaron una indicación para reemplazar en la letra l) nueva, la palabra “racional”, por palabra “sustentable”.


El Ministro explicó que se entiende por manejo ambientalmente racional de los residuos la adopción de todas las medidas posibles para garantizar que estos se manejen de manera que queden protegidos el medio ambiente y la salud de las personas contra los efectos perjudiciales que pueden se pueden derivar de los residuos.


Agregó que este concepto fue recogido de la Convención de Basilea, y que puede haber algún manejo de residuos que no sea sustentable pero que sí sea racional dadas las tecnologías disponibles. En atención a estas explicaciones, los autores deciden retirar esta indicación.


Puesta en votación la indicación (del Ejecutivo) fue aprobada por ocho votos a favor (8 de 9) por parte de la diputada Molina y señores Chávez, Godoy, Morales, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín; y un voto en contra (1 de 8) del diputado Melo.

Letra nueva, que pasaría a ser m).


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1.- Del Ejecutivo para intercalar la siguiente letra, nueva, que pasaría a ser m):


“m) Mejores prácticas ambientales: La aplicación de la combinación más adecuada de medidas y estrategias de control ambiental.”

Puesta en votación, la letra nueva fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (9), señora Molina y señores Chávez, Godoy, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.


2.- Los diputados Chávez y Vallespín, formularon indicación para reemplazar la palabra “adecuada”, por la expresión “exigente y pertinente”.


El diputado Vallespín señaló que, a su juicio,la terminología “adecuada” es muy vaga. Sin embargo, el Ministro explicó que no está de acuerdo con establecer las medidas más exigentes, ya que las mismas deben ajustarse a nuestro nivel de desarrollo.


Puesta en votación, la indicación fue aprobada por cinco votos a favor (5 de 9), de los diputados Chávez, Melo, Pérez Lahsen, Rathgeb y Vallespín; y cuatro votos en contra (4 de 9), de la diputada Molina y los diputados Godoy, Morales y Sandoval. 

Letra nueva, que pasaría a ser n).


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1.- Del Ejecutivo para intercalar la siguiente letra nueva, que pasaría a ser n):


“n) Mejores técnicas disponibles: La etapa más eficaz y avanzada en el desarrollo de los procesos, instalaciones o métodos de operación, que indican la idoneidad técnica, social y económica de una medida particular para limitar los impactos en el medio ambiente y la salud de las personas.”

2.- De los diputados Chávez y Vallespín para reemplazar la frase “indican la idoneidad”, por “expresan la pertinencia”.


3.- De las diputadas Girardi, Molina y Vallejo y del diputado Melo, para agregar, a continuación de la palabra “impactos” la palabra “negativos”.


El Ministro manifestó su acuerdo con las indicaciones parlamentarias, destacando, además, que esta indicación recoge una propuesta presentada durante la discusión.


Puestas en votación, las tres indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los diputados presentes (9), señora Molina y señores Chávez, Godoy, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.

Letras j), k), l) y m) que pasarían a ser ñ), o), p) y q), respectivamente.


j) Ministerio: Ministerio del Medio Ambiente.


k) Preparación para la reutilización: Acción de revisión, limpieza o reparación, mediante la cual productos o componentes de productos desechados se acondicionan para que puedan reutilizarse sin ninguna otra transformación previa. 


l) Pretratamiento: Operaciones físicas preparatorias o previas a la valorización o eliminación, tales como separación, desembalaje, corte, trituración, compactación, mezclado, lavado, empaque, entre otros, destinadas a reducir su volumen, facilitar su manipulación o potenciar su valorización.


m) Producto prioritario: Sustancia u objeto que una vez transformado en residuo, por su volumen, peligrosidad o presencia de recursos aprovechables, queda sujeto a las obligaciones de la responsabilidad extendida del productor, en conformidad a la presente ley.


Sin mayor debate, puestas en votación, las letras fueron aprobadas por la unanimidad de los diputados presentes (9), señora Molina y señores Chávez, Godoy, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.

Letra n) que pasaría a ser r).


Productor de un producto prioritario o productor: Persona que, independiente de la técnica de comercialización,


(i) enajena un producto prioritario por primera vez en el mercado nacional;


(ii) enajena bajo marca propia un producto prioritario adquirido de un tercero que no es el primer distribuidor; o


(iii) importa un producto prioritario para su propio uso profesional;


En el caso de envases y embalajes, el productor es aquél que introduce en el mercado el bien de consumo envasado y/o embalado.


El decreto supremo que establezca las metas y obligaciones asociadas de cada producto prioritario precisará el concepto de productor, según corresponda. En dicha determinación deberá considerarse siempre la condición de pequeña y mediana empresa.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1.- Del diputado Sandoval para sustituir en la letra n), que pasaría a ser r), letra i), por la siguiente:


“i) realiza la primera puesta en el mercado de un producto prioritario o lo enajena”.


El abogado David Bortnick explicó que la indicación amplía el alcance de la definición de “productor”, e incluiría, por ejemplo, a aquellos que han importado un producto aun sin tener permiso para venderlo. Es por eso que el Ejecutivo, en la redacción propuesta, hace alusión a la enajenación. Además, añadió que sería necesario aclarar qué debe entenderse por mercado nacional, porque de lo contrario se generaría incertidumbre. Frente a estas aclaraciones, el diputado Sandoval retira la indicación. 


2.- Del Ejecutivo para reemplazar el inciso tercero de la actual letra n), que ha pasado a ser letra r), por el siguiente:


“El decreto supremo que establezca las metas y obligaciones asociadas de cada producto prioritario determinará los productores a los que les será aplicable la responsabilidad extendida del productor, previa consideración de su condición de pequeña o mediana empresa.”.


3.- De los diputados Chávez y Vallespín para agregar en el nuevo inciso tercero de la actual letra n), indicación del Ejecutivo, entre palabras “prioritario,” y “determinará”, la frase “, sobre la base de criterios y antecedentes fundados,”.


El Ministro compartió la conveniencia de aprobar la indicación.


Puesta en votación, la letra con las indicaciones números 2 y 3,fueron aprobadas por la unanimidad de los diputados presentes (9), señora Molina y señores Chávez, Godoy, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.

Letra o) que pasaría a ser s)


Reciclador de base: Gestor que consiste en una persona natural dedicada a la recolección selectiva y eventualmente a la gestión de instalaciones de almacenamiento de residuos reciclables para su comercialización.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1.- Del Ejecutivo para reemplazarla, por la siguiente: 


“s) Reciclador de base: Persona natural o cooperativa que se dedica a la recolección selectiva, gestión de instalaciones de almacenamiento, pre-tratamiento y comercialización de residuos.”.


2.- De los diputados Chávez y Vallespín para agregar en la indicación del Ejecutivo, a continuación de las palabras “de base:”, lo siguiente “Gestor de residuos, ya sea”.


3.- De las diputadas Girardi, Molina y Vallejo y del diputado Melo, para reemplazar la palabra “cooperativa” por “jurídica”; y agregar, a continuación de la palabra “almacenamiento”, la palabra “procesamiento”.


4.- Del diputado Sandoval para agregar, en la letra o), que pasaría a ser s), a continuación de la expresión “natural” la siguiente expresión: “o jurídica”

El Ministro explicó que los recicladores de base son reconocidos en la REP, como actores relevantes en la gestión de residuos y se incentiva su formalización y capacitación. Añadió que una definición acotada permitirá que los beneficios que otorga la ley se dirijan efectivamente a recicladores de base y no a otro tipo de gestores, razón por la cual se excluye la posibilidad de que sean persona jurídica, pero se reconoce que puedan constituirse como cooperativas.


Los diputados presentes debatieron en torno a la conveniencia de aceptar que puedan constituirse como personas jurídicas, señalando la diputada Molina que los propios recicladores de base han solicitado la posibilidad de que puedan ser personas jurídicas. El diputado Chávez por su parte señaló que es necesario buscar la redacción que otorgue las mayores posibilidades a los recicladores de base. El diputado Pérez Lahsen consideró necesario posibilitar el reconocimiento de eventuales empresas familiares de recicladores de base.


Por otro lado, el diputado Melo consultó si las actividades que se mencionan en esta definición deben ser desarrolladas copulativamente, porque de lo contrario también se requeriría ajustar ese aspecto de la definición.


El Subsecretario (S) del Ministerio señaló que el Ejecutivo analizó las dudas y proposiciones de los señores diputados, por lo que sugiere una nueva definición de “Reciclador de base”.


Esta propuesta reconoce dos tipos de recicladores de base:


(i) aquellos que utilizan un método artesanal; y 


(ii) aquellos que utilicen un método semi-industrial.


De ese modo, se excluyen grandes empresas. En cuanto a la posibilidad de que sean personas jurídicas, el requisito es que sean integradas únicamente por recicladores de base. 


En razón de lo anterior, las indicaciones signadas con los números 2 y 4, son retiradas por sus autores.


El diputado León consultó si no sería más conveniente utilizar la expresión “exclusiva y habitual” en esta nueva definición. El diputado Morales señaló que la nueva propuesta del Ejecutivo recoge en gran medida todas las indicaciones presentadas, salvo aquella que incluye el término “procesamiento”.


El señor Bortnick, abogado del Ministerio, señaló que se utilizó la expresión “directo y habitual” para asegurar que los recicladores de base se dediquen como giro principal a la recolección y esta actividad no se haga a través de terceras personas. Sin embargo, no exigiría exclusividad, ya que esto podría perjudicar indebidamente a los recicladores de base. En cuanto a añadir la actividad de “procesamiento”, doña Lorna Puschel, abogada del Ministerio, señaló que esta actividad no está definida en la ley, mientras que sí lo está el “pre-tratamiento”, que incluye todas las actividades que realizan los recicladores de base. 


En atención al debate desarrollado, se presentó la siguiente indicación:


5.- De las diputadas Molina y Vallejo y de los diputados Chávez, León, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval y Vallespín, para reemplazar la actual letra o) que ha pasado a ser s), por la siguiente:


“s) Reciclador de base: Persona natural, que mediante el uso de la técnica artesanal y semi industrial, se dedica en forma directa y habitual, a la recolección selectiva de residuos domiciliarios o asimilables y a la gestión de instalaciones de almacenamiento de tales residuos, incluyendo su clasificación y pretratamiento. Sin perjuicio de lo anterior, se considerarán también como recicladores de base las personas jurídicas que estén compuestas exclusivamente por personas naturales registradas como recicladores de base, en conformidad al 
artículo 33.”.


Puesta en votación, la indicación número 5 fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (9), señoras Molina y Vallejo; y diputados Chávez, León, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval y Vallespín.


Las indicaciones 1 y 3, fueron rechazadas, la número 1, por la unanimidad de los diputados presentes y número 3, por cinco votos en contra (5 de 9), de los diputados Chávez, León, Pérez Lahsen, Sandoval y Vallespín; y cuatro abstenciones (4 de 9), de las diputadas Molina y Vallejo; y de los diputados Melo y Morales. 

Letras p) y q) que pasarían a ser t) y u), respectivamente


t) Reciclaje: Empleo de un residuo como insumo o materia prima en un proceso productivo distinto del que lo generó, incluyendo el coprocesamiento y compostaje, pero excluyendo la valorización energética.


u) Recolección: Operación consistente en recoger residuos, incluido su almacenamiento inicial, con el objeto de transportarlos a una instalación de almacenamiento, una instalación de valorización o de eliminación, según corresponda. La recolección de residuos separados en origen se denomina diferenciada o selectiva.


Sin mayor debate, puestas en votación, las letras fueron aprobadas por la unanimidad de los diputados presentes (9), señoras Molina y Vallejo; y diputados Chávez, León, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval y Vallespín.

Letra r) que pasaría a ser v)


Residuo: Sustancia u objeto que su poseedor desecha o tiene la intención u obligación de desechar de acuerdo a la normativa vigente.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1.- Por parte de los diputados Chávez y Vallespín, para agregar, después de la palabra “poseedor,” las palabras “o generador”

Doña Lorna Puschel, abogada del Ministerio, explicó que los términos “generador” o “poseedor que desecha” a la luz de las definiciones de la ley, son sinónimos.


En razón de que el término “generador” es el que está definido en la ley, el diputado Pérez Lahsen señaló que sería mejor utilizar ese vocablo.

2.- Las diputadas Molina y Vallejo; y los diputados Chávez, León, Melo, Morales, Pérez Lahsen y Sandoval, formularon indicación para reemplazar la palabra “poseedor” por “generador”.

Puestas en votación, la letra y la indicación número 2.- fueron aprobadas por la unanimidad de los diputados presentes (8), señoras Molina y Vallejo; señores Chávez, León, Melo, Morales, Pérez Lahsen y Sandoval.


La indicación N° 1 fue rechazada por la misma votación anterior.
Letra s) que pasaría a ser w)


Reutilización: Acción mediante la cual productos o componentes de productos desechados se utilizan de nuevo, sin transformación previa, con la misma finalidad para la que fueron producidos.

Se presentó una indicación por parte del Ejecutivo, para eliminar la expresión “, sin transformación previa”.


El diputado Sandoval consultó porqué se exige que el producto tenga la misma finalidad para lo que fueron producidos.


La señora Maritza Rojas, aclaró que cuando se dan otras finalidades se trata de reciclaje, no de reutilización.


Por su parte, uno de los representantes del Ministerio explicó que este concepto forma parte de toda legislación internacional de residuos y que existe consenso en que es necesario incorporarlo a la regulación sobre gestión de residuos.


Puestas en votación, la letra y la indicación fueron aprobadas por la unanimidad de los diputados presentes (8), señora Molina; y señores Chávez, León, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval y Vallespín.

Letra t) que pasaría a ser x)


Sistema de gestión: Mecanismo instrumental para que los productores, individual o colectivamente, den cumplimiento a las obligaciones establecidas en el marco de la responsabilidad extendida del productor, a través de la implementación de un plan de gestión.

Sin mayor debate, sometida a votación la letra fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (9), diputadas Molina y Vallejo; y diputados Chávez, León, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval y Vallespín.

Letra u), v) y w) que pasarían a ser y), z) y aa), respectivamente.


u) Superintendencia: Superintendencia del Medio Ambiente.


v) Tratamiento: Operaciones de valorización y eliminación de residuos.


w) Valorización: Conjunto de acciones cuyo objetivo es recuperar un residuo, uno o varios de los materiales que lo componen y/o el poder calorífico de los mismos. La valorización comprende la preparación para la reutilización, el reciclaje y la valorización energética.


El diputado Vallespín consultó porqué en la definición de tratamiento se alude solo a valorización y eliminación. La Jefa de la Oficina de Residuos y Riesgo Ambiental del Ministerio, señora Maritza Rojas, aclaró que el término eliminación comprende varias técnicas, pero que el Decreto Supremo N° 148
 sobre la materia detalla qué se entiende por eliminación.


Puestas en votación, las letras fueron aprobadas por la unanimidad de los diputados presentes (9), diputada Molina; y diputados Chávez, León, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.

Letra x) que pasaría a ser bb).


x) Valorización energética: Empleo de un residuo como combustible en un proceso productivo.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1.- Del Ejecutivo, para remplazarla, por la siguiente:


“bb) Valorización energética: Empleo de un residuo con la finalidad de generar energía.”.


2.- De las diputadas Girardi y Vallejo y del diputado Melo, para agregar en la letra x) (que pasaría a ser bb) después de la palabra “residuo” la palabra “orgánico”; y anteponer antes del punto final, la frase siguiente “para generar solo energía renovable no convencional”.


El diputado Vallespín consideró que la indicación del Ejecutivo constituye una mejora de esta definición, mientras que la indicación N° 2 restringe demasiado este concepto. La señora Maritza Rojas coincidió con esta apreciación, asimismo, explicó que se aplica cuando no es posible efectuar otro tipo de valorización.


Puesta en votación, la indicación número 1 fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (9), diputada Molina; y diputados Chávez, León, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.


Puesta en votación, la indicación N° 2, fue rechazada por ocho votos en contra (8 de 9), de la diputada Molina; y de los diputados Chávez, León, Morales, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín; y una abstención (1 de 9) por parte del diputado Melo.
TÍTULO II

DE LA GESTIÓN DE RESIDUOS

Artículo 4°, de la prevención y valorización.


El Ministerio, considerando el principio de gradualismo, podrá establecer a través de un decreto supremo los siguientes instrumentos destinados a prevenir la generación de residuos y/o promover su valorización:

a) Certificación, rotulación y etiquetado de uno o más productos; y


b) Sistemas de depósito y reembolso.

Uno o más reglamentos establecerán el procedimiento para la elaboración de los decretos supremos que establezcan los instrumentos anteriores, el que deberá contener a lo menos las siguientes etapas:


(i) Un análisis general del impacto económico y social;


(ii) Una consulta a organismos públicos competentes y privados;


(iii) Una etapa de consulta pública.


La propuesta de decreto supremo que regule alguno de los instrumentos señalados en los literales a) y b) anteriores deberá ser sometida al pronunciamiento del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, de conformidad a lo establecido en el artículo 71 y siguientes de la ley N° 19.300. Tal decreto será reclamable en los términos de lo dispuesto en el artículo 14.


La Superintendencia será competente para fiscalizar el cumplimiento de dichos instrumentos y de imponer sanciones, en conformidad a su ley orgánica.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1.- Del diputado Sandoval para agregar, en el artículo 4°, el siguiente inciso primero, pasando el actual primero a ser segundo:


 “Artículo 4°.- De la prevención y valorización. Todo residuo potencialmente reciclable o valorizable deberá ser destinado a estos fines evitando su eliminación en todos los casos posibles.”.


El diputado Sandoval señaló que este nuevo inciso introduce una necesaria introducción conceptual a este artículo.

Doña Lorna Puschel, abogada de la división jurídica del Ministerio de Medio Ambiente, señaló que el Ejecutivo comparte el sentido de esta indicación, en tanto expresión del principio jerárquico. Sin embargo, señaló que está redactada de forma muy drástica y podría generar malentendidos respecto de las obligaciones que genera este artículo.


No obstante, el diputado Sandoval replicó que el término “potencialmente” hace que el inciso no sea tan absoluto. El diputado Vallespín, por su parte, indicó que estos objetivos declarativos pueden quedar resguardados en el Reglamento.


La señorita Puschel sugirió una nueva redacción para esta indicación, la que, a su juicio, mantiene de la indicación en discusión.


En función de este debate, el diputado Sandoval retiró la indicación número 1.

2.- De los diputados Chávez y Vallespín para reemplazar en el inciso primero la palabra “podrá” por “deberá”.


En opinión de la Secretaría de la Comisión, esta indicación podría ser inadmisible por determinar las funciones o atribuciones del Ministerio de conformidad a lo establecido en el artículo 65, número 2 de la Constitución Política. No obstante, la Presidenta accidental de la Comisión declaró admisible la indicación en tanto consideróregula una facultad con que la ya cuenta el Presidente de la República y que la ejercerá a través del Ministerio del Medio Ambiente.


El señor Bortnick, abogado del Ministerio, señaló que es conveniente mantener esto como facultad y no como una obligación, ya que no en toda circunstancia es posible utilizar estos instrumentos. En este sentido, la discrecionalidad resulta necesaria para determinar en qué casos utilizar algunos de estos instrumentos. Es decir, en caso de redactarse de forma imperativa, obligaría a dictar un Reglamento, por ejemplo, de ecodiseño, aunque este instrumento no aplique a todo residuo.


El diputado León, señaló que a su juicio debería redactarse este articulado de forma imperativa, ya que si no se corre el riesgo de quedar en letra muerta. El diputado Vallespín añadió que ya existe un principio de gradualismo, por lo que efectivamente sería una buena señal aprobar esta disposición en términos imperativos.


La indicación es retirada por sus autores.


3.- De las diputadas Molina y Vallejo y de los diputados Chávez, León, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín, para sustituir el encabezado del inciso primero, por lo siguiente:


“Artículo 4°.- De la prevención y valorización. Todo residuo potencialmente valorizable deberá ser destinado a tal fin evitando su eliminación.

Para tal efecto, el Ministerio, considerando el principio de gradualismo, deberá, cuando sea pertinente, establecer a través de un decreto supremo los siguientes instrumentos destinados a prevenir la generación de residuos y/o promover su valorización:”.


4.- Del Ejecutivo para intercalar la siguiente letra a), nueva 


“a) Ecodiseño;”.


5.- Del Ejecutivo para eliminar en la actual letra a), que ha pasado a ser b), la conjunción “y” ubicada a continuación del punto y coma, (;).

6.- Del diputado Sandoval para agregar las siguientes letras b) y c), pasando la actual letra b) a ser d):


“b) Elaboración y entrega de planes empresariales de prevención”

“c) Confección de metas de recolección y valorización”

Se explicó que estas materias son abordadas por la presente ley en disposiciones posteriores, en función de lo cual, el diputado Sandoval retiró la indicación.

7.- Del Ejecutivo y de la diputada Molina para agregar la siguiente letra d):


“d) Separación en origen y recolección selectiva de residuos.”.


Puestas en votación, las indicaciones números 3, 4, 5 y 7, fueron aprobadas por la unanimidad de los diputados presentes (8), diputadas Molina y Vallejo y los diputados Chávez, León, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.


8.- De la diputada Molina para reemplazar el inciso segundo por el siguiente:


 “Uno o más reglamentos establecerán el procedimiento para la elaboración de los decretos supremos que establezcan los instrumentos anteriores, el que deberá estar publicado doscientos cuarenta días después de que la ley entre en vigencia, y deberá contener a lo menos las siguientes etapas:”

La indicación fue retirada.


9.- De las diputadas Girardi y Vallejo y del diputado Melo, para agregar en el numeral (ii) después de la palabra “privados” la frase “, incluyendo a los recicladores de base y sus organizaciones”.


Don David Bortnick, señaló que según la definición de recicladores de base, se incluye a las organizaciones, y los recicladores de base ya están debidamente incluidos en las indicaciones del Ejecutivo.


Puesta en votación, la indicación fue rechazada por la unanimidad de los diputados presentes (9), diputadas Molina y Vallejo y los diputados Chávez, León, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval, Urizar y Vallespín.


10.- Del Ejecutivo para agregar en el inciso segundo, numeral (ii), entre la palabra “privados” y el punto y coma (;), la siguiente frase: “, incluyendo a los recicladores de base”.


11.- Del Ejecutivo para suprimir, en el inciso tercero la expresión “a) y b)”.


12.- Del diputado Sandoval para sustituir en el inciso tercero la frase “los literales a) y b) por: “los literales a) y d)”

La indicación fue retirada por su autor.


Puestos en votación, las indicaciones 10 y 11, y el artículo fueron aprobados por la unanimidad de los diputados presentes (9), diputadas Molina y Vallejo y los diputados Chávez, León, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval, Urizar y Vallespín.

Artículo 5°, obligaciones de los generadores de residuos.


Todo generador de residuos deberá entregarlos a un gestor autorizado para su tratamiento, de acuerdo con la normativa vigente, salvo que proceda a manejarlos por sí mismo en conformidad al artículo siguiente. El almacenamiento de tales residuos deberá igualmente cumplir con la normativa vigente.


En el caso de los residuos sólidos domiciliarios y asimilables, éstos deberán ser entregados a la municipalidad correspondiente o a un gestor autorizado para su manejo.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1.- De los diputados Chávez y Vallespín para reemplazar el inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 5°.- Obligaciones de los generadores de residuos. Todo generador de residuos de producto prioritario deberá entregarlos a un gestor debidamente autorizado por el sistema de gestión correspondiente, de acuerdo con la normativa vigente. En caso que el generador proceda por sí mismo a manejar sus residuos, deberá hacerlo en conformidad al artículo siguiente. El almacenamiento de tales residuos deberá igualmente cumplir con la normativa vigente”.


El diputado Vallespín explicó que esta indicación añade el término “debidamente autorizado por el sistema de gestión correspondiente” para aclarar de ese modo el rol que tendrá el sistema de gestión.


Doña Lorna Puschel, señaló que esto sería correcto tratándose de productos prioritarios, pero este artículo aun regula los instrumentos generales, y añadió que el sistema de gestión no autoriza a los gestores.


En función de estas aclaraciones, la indicación fue retirada por sus autores.


2.- Del Ejecutivo, para agregar, en su inciso segundo, entre la palabra “manejo” y el punto final (.), que le sigue, la siguiente frase: “, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 32”.


Sin mayor debate, puesto en votación el artículo y la indicación número 2, fueron aprobados por la unanimidad de los diputados presentes (7), diputadas Molina y Vallejo y los diputados León, Pérez Lahsen, Sandoval, Urizar y Vallespín.

Artículo 6°, obligaciones de los gestores de residuos.


Todo gestor deberá contar con la o las autorizaciones correspondientes y manejar los residuos de conformidad con la normativa vigente.


Asimismo, todo gestor deberá declarar, a través del Registro de Emisiones y Transferencia de Contaminantes, al menos, la naturaleza, volumen o cantidad, costos, origen, tratamiento y destino de los residuos, de acuerdo a lo dispuesto en el reglamento a que se refiere el artículo 70 letra p) de la ley N° 19.300.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1.- De los diputados Chávez y Vallespín para reemplazar el inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 6°, Obligaciones de los gestores de residuos. Todo gestor deberá manejar los residuos de manera ambientalmente sustentable, aplicando las mejores técnicas disponibles y mejores prácticas ambientales, en conformidad a la normativa vigente, y contar con la o las autorizaciones correspondientes.”

El diputado Vallespín señaló que dado que en las definiciones del proyecto se aprobó el término “racional”, retira esta indicación con el objeto de mantener la coherencia conceptual del proyecto.

Consultado por la diputada Vallejo, don David Bortnick, recordó que el término “racional” es el que se utiliza en la Convención de Basilea sobre residuos peligrosos, y ejemplificó que un tratamiento “sustentable” de un residuo podría implicar la obligación de hacer la disposición final de un residuo peligroso, mientras que el manejo “racional” puede justificar su traslado para su tratamiento en lugares en donde efectivamente exista la capacidad de hacer dicha disposición final.


2.- Del Ejecutivo para modificar el inciso primero del artículo 6° de la siguiente forma:


a) Intercalar, entre las expresiones “deberá” y “contar” la frase: “manejar los residuos de manera ambientalmente racional, aplicando las mejores técnicas disponibles y mejores prácticas ambientales, en conformidad a la normativa vigente, y”.


b) Suprimir la oración final “y manejar los residuos de conformidad con la normativa vigente”.


Sin mayor debate, se puso en votación las indicaciones signadas con el número 2, fueron aprobadas por la unanimidad de los diputados presentes (7), diputadas Molina y Vallejo y los diputados León, Pérez Lahsen, Sandoval, Urizar y Vallespín.


3.- De los diputados Chávez y Vallespín, para reemplazar en el inciso segundo, la palabra “costos”, por la frase “tarifa del servicio”.


El diputado Vallespín explicó que los costos pueden corresponder a información estratégica de la empresa, por lo que la información que debe ser conocida es la “tarifa”. La señorita Puschel, señaló que el Ejecutivo considera que es importante conocer los costos, ya que se trata de información útil para efectos de regular estas materias en el futuro, como por ejemplo, para dictar los decretos respectivos. Añadió que actualmente el RETC (Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes) solicita información relativa a costos.

El diputado Pérez Lahsen señaló que el concepto de tarifa puede incluir la información de los costos, por lo que no concuerda con la explicación del Ejecutivo.


Los autores retiran la indicación signada con el número 3 y presentan una nueva, del siguiente tenor:

4.- De los diputados Chávez y Vallespín, para agregar en el inciso segundo, después de la palabra “costos”, la frase “tarifa del servicio”.


Sometida a votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (6), diputadas Molina y Vallejo y los diputados Pérez Lahsen, Sandoval, Urizar y Vallespín.


Consecuentemente, el artículo fue aprobado por unanimidad.

Artículo 7°, obligaciones de los importadores y exportadores de residuos.


Los importadores y exportadores de residuos se regirán por lo dispuesto en el Convenio de Basilea sobre el control de los movimientos transfronterizos de desechos peligrosos y su eliminación, y por las demás normas legales y reglamentarias que regulen la materia.


Mediante decreto supremo, expedido por el Ministerio del Medio Ambiente y firmado además por el Ministro de Salud, se establecerán los requisitos, exigencias y procedimiento para la importación y/o exportación de residuos hacia o desde el territorio nacional, el que deberá incluir la regulación de las garantías asociadas.


En caso que la autoridad correspondiente advierta que un importador o exportador no cuenta con la autorización correspondiente, y que por las condiciones de transporte y el tipo de residuo pueda preverse un riesgo inminente de daño a la salud de las personas o al medio ambiente, el Ministerio podrá adoptar las medidas necesarias para el adecuado manejo de los mismos, a costa del infractor.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1.- De las diputadas Girardi y Vallejo y del diputado Melo, para agregar al inciso segundo, después de la palabra “procedimiento” la frase “que establezca la transparencia informativa”.


Sin mayor debate, puesta en votación, la indicación fue rechazada por cuatro votos en contra (4 de 7), por parte de la diputada Molina y los diputados Pérez Lahsen, Sandoval y Vallespín; un voto a favor( 1 de 7) por parte de la diputada Vallejo; y dos abstenciones (2 de 7) por parte de los diputados Chávez y Urizar.

2.- Del diputado Sandoval al inciso tercero:


a) para sustituir la frase “y que por las condiciones” por la siguiente: “o que por las condiciones”; y

b) para reemplazar la frase “el Ministerio podrá adoptar las medidas necesarias para el adecuado manejo de los mismos, a costa del infractor”, por la siguiente: “procederá a ordenar la clausura de los establecimientos y la aplicación de las multas pertinentes oen caso de residuos peligrosos la adopción de las medidas necesarias para su adecuado manejo a costa del importador o exportador”.


El diputado Sandoval explicó que la primera mención responde a una corrección de redacción del inciso. En cuanto a lo segundo, señaló que si se advierte que hay una infracción, la reacción debe ser más drástica y por eso añadió la obligación de clausurar y la aplicación de las multas pertinentes.

El señor Bortnick, indicó que respecto de la redacción, el cambio propuesto es relevante, ya que los requisitos pasan de ser copulativos a ser alternativos. En cuanto al segundo cambio propuesto, explicó que el infractor no necesariamente está vinculado a un establecimiento, por ejemplo en el caso de transporte de residuos, por lo que no considera conveniente vincular las medidas a un establecimiento, sino remitir a las medidas que prevén los respectivos cuerpos normativos, ya sea legislación sanitaria u otra. No obstante, el Ejecutivo presentó una propuesta recogiendo las inquietudes del diputado en el sentido de que baste la infracción para tomar las medidas pertinentes.


En función de este debate, y aclarando que la clausura es una de esas medidas a tomar en caso de infracciones bajo un eventual sumario sanitario, el diputado Sandoval retira esta indicación.


Se aclaró de todas formas, que el proceso sancionatorio establecido en esta ley no prevé la clausura, por lo que sería conveniente añadir esta medida.


3.- De la diputada Molina y de los diputados Chávez, León, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval, Urizar y Vallespín para reemplazar los actuales incisos segundo y tercero, por los siguientes:


“Mediante decreto supremo, expedido por el Ministerio y firmado además por el Ministro de Salud, se establecerán los requisitos, exigencias y procedimientos para la autorización de importación y/o exportación de residuos hacia o desde el territorio nacional, el que deberá incluir la regulación de las garantías asociadas.


En caso que la autoridad correspondiente advierta que un importador o exportador no cuenta con la autorización señalada en el inciso precedente, el Ministerio podrá adoptar las medidas necesarias para el adecuado manejo de los residuos, a costa del infractor.”.


En función del debate realizado, puesta en votación laindicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (7), diputada Molina y diputados León, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval, Urizar y Vallespín.


4.- De las diputadas Girardi y Vallejo y del diputado Melo, para agregar el siguiente inciso cuarto:


“No obstante lo anterior, se prohíbe importar o exportar residuos tóxicos que amenacen la salud de las personas o de los ecosistemas.”

El señor Bortnick señaló que Chile no tiene la capacidad de asumir el tratamiento de todos los residuos peligrosos, de ahí la necesidad de trasladarlos y así se prevé en la Convención de Basilea.


Puesta en votación, esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los diputados presentes (7), diputada Molina y diputados León, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval, Urizar y Vallespín.

5.- De los diputados Chávez y Vallespín para agregar el siguiente inciso final del artículo:


“Asimismo, aquellos importadores, considerados como productores de productos prioritarios, estarán sujetos al cumplimiento de esta ley.”.


La señorita Puschel, señaló que a juicio del Ejecutivo esta aclaración resulta innecesaria y en caso de llevarse a cabo, sería mejor hacerlo al regularse la REP y no en un artículo de aplicación general.


En función de estos argumentos, los autores deciden retirar la indicación.

Puesto en votación, el artículo fue aprobado, por la unanimidad de los diputados presentes (7), señora Molina y señores León, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval, Urizar y Vallespín.

Párrafo 1°. Disposiciones generales

Artículo 8°, responsabilidad extendida del productor.


La responsabilidad extendida del productor corresponde a un régimen especial de gestión de residuos, conforme al cual los productores son responsables de la organización y financiamiento de la gestión de los residuos de los productos prioritarios que comercialicen en el país.


Los productores de productos prioritarios deberán cumplir con las siguientes obligaciones:


a) Registrarse en el registro establecido en el artículo 32;


b) Organizar y financiar la recolección de los residuos de los productos prioritarios en todo el territorio nacional y su tratamiento, a través de alguno de los sistemas de gestión a que se refiere el párrafo 3° del presente título;


c) Cumplir con las metas y otras obligaciones asociadas, en los plazos, proporción y condiciones establecidos en el respectivo decreto supremo;


d) Asegurar que el tratamiento de los residuos recolectados se realice por gestores autorizados.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1.- Del diputado Sandoval para sustituir en el inciso primero, la frase “organización y financiamiento de la gestión de los residuos de los productos prioritarios que comercialicen en el país” por la siguiente: “organización, financiamiento y correcta gestión de residuos de los productos prioritarios que se comercialicen en el país”.


El diputado Sandoval explicó que debe añadirse a la organización y financiamiento, la “correcta gestión de residuos”.


El abogado del Ministerio, señor Bortnick, aclaró que la intención de esta indicación puede ser recogida en la nueva letra d) de este articulado en donde se alude a la “gestión autorizada”.

El diputado Sandoval retira la indicación.


2.- Del diputado Chávez y Vallespín, al inciso primero, para:


a) Agregar, entre las palabras “productores” y “son responsables”, la frase siguiente: “de productos prioritarios”.


b) Reemplazar el artículo “los”“ por el vocablo “sus” y eliminar la frase “prioritarios que comercialicen en el país”.


El Ejecutivo señaló estar de acuerdo con la letra a), pero consideró que es mejor la redacción original por lo que no era partidario de aprobar la letra b).


La indicación signada con la letra b) es retirada.


3.- Del Ejecutivo para reemplazar en la letra a) del inciso segundo, el número “32” por “33”.


Efectuadas las votaciones correspondientes, el inciso primero y la indicación número 2, la letra a), así como la indicación número 3, fueron aprobados por la unanimidad de los diputados presentes (7), diputada Molina y diputados Chávez, León, Pérez Lahsen, Sandoval, Urizar y Vallespín.


4.- Del diputado Sandoval para sustituir en la letra b), la frase “en todo el territorio nacional y su tratamiento” por la siguiente: “en todo el territorio nacional para su correcto almacenamiento, transporte y tratamiento”

Atendido que el Ejecutivo sugirió una redacción alternativa de esta letra, que incorpora el transporte y almacenamiento, el diputado retira esta indicación.

5. De los diputados Chávez y Vallespín para agregar en la letra b) del inciso segundo, entre las palabras “recolección” y “de”, la palabra “selectiva”. Agregar también al final de este mismo inciso, la frase siguiente “, en conformidad a las metas establecidas para cada producto prioritario”.


La abogada del Ministerio, señorita Puschel, aclaró que bajo esta ley, la recolección “selectiva” es la recolección en origen, es decir “puerta a puerta”. Sin embargo, hay otros métodos para acceder a los residuos, como por ejemplo, los denominados puntos limpios, de ahí que consideren inconveniente limitar la recolección a la “selectiva”. Don David Bortnick añadió que hay productos prioritarios en donde la recolección puerta a puerta no es la más indicada.

Hecha esta aclaración, los diputados deciden retirar esta indicación.


6.- De las diputadas Molina y Vallejo, y de los diputados Chávez, León, Pérez Lahsen, Sandoval, Urizar y Vallespín para reemplazar la letra b), por la siguiente:


“b) Organizar y financiar la recolección de los residuos de los productos prioritarios en todo el territorio nacional, así como su almacenamiento, transporte y tratamiento en conformidad a la ley, a través de alguno de los sistemas de gestión a que se refiere el párrafo 3° del presente título. La presente obligación será exigible con la entrada en vigencia de los respectivos decretos supremos que establezcan metas y otras obligaciones asociadas;”

7.- De las diputadas Molina y Vallejo, y de los diputados Chávez, León, Pérez Lahsen, Sandoval, Urizar y Vallespín para reemplazar la letra d) del artículo 8° por la siguiente:


“d) Asegurar que la gestión de los residuos de los productos prioritarios se realice por gestores autorizados y registrados”.


8.- De los mismos señores diputados, para agregar en la letra d) del inciso segundo, al final del texto las palabras “y registrados”.


9.- Del diputado Sandoval para agregar en la letra d), a continuación de la expresión “autorizados”, la frase “y conforme a las jerarquías de gestión determinadas por la autoridad”.


El diputado decide retirar la indicación.


Efectuadas las votaciones correspondientes, las indicaciones números 6, 7 y 8, así como la letra c), fueron aprobadas por la unanimidad de los diputados presentes (8), señoras Molina y Vallejo, y señores Chávez, León, Pérez Lahsen, Sandoval, Urizar y Vallespín.

Artículo 9°, productos prioritarios.


Estarán sometidos al régimen de la responsabilidad extendida del productor los siguientes productos prioritarios:


a) Aceites lubricantes;


b) Aparatos eléctricos y electrónicos, incluidas las lámparas o ampolletas;


c) Diarios, periódicos y revistas;


d) Envases y embalajes;


e) Medicamentos;


f) Neumáticos;


g) Pilas y baterías;


h) Plaguicidas caducados;


i) Vehículos.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1.- Del Ejecutivo para reemplazarlo, por el siguiente:


“Artículo 9°.- Productos prioritarios. Mediante un decreto supremo expedido por el Ministerio del Medio Ambiente se establecerán los productos sometidos a responsabilidad extendida del productor. Para tal efecto, se deberá considerar la efectividad del instrumento de gestión del respectivo residuo, su volumen, peligrosidad y/o potencial de valorización del mismo.

El decreto supremo considerará, a lo menos, los siguientes productos prioritarios:


a) Aceites lubricantes;


b) Aparatos eléctricos y electrónicos, incluidas las lámparas y ampolletas;


c) Diarios, periódicos y revistas;


d) Envases y embalajes;


e) Medicamentos caducados;


f) Neumáticos;


g) Pilas y Baterías;


h) Plaguicidas caducados;


i) Vehículos.


La dictación del decreto referido se regirá por lo dispuesto en los artículos 12, 13 y 14 de la presente ley.”.


2.- De la diputada Molina y de los diputados León, Melo, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín para reemplazarlo, por el siguiente:


“Artículo 9°.- Productos prioritarios. El reglamento referido en el artículo 12 establecerá los productos sometidos a responsabilidad extendida del productor. Para tal efecto, se deberá considerar la efectividad del instrumento para la gestión del residuo, su volumen, peligrosidad y/o potencial de valorización del mismo.

Dicho reglamento considerará, a lo menos, los siguientes productos prioritarios:


a) Aceites lubricantes;


b) Aparatos eléctricos y electrónicos;


c) Diarios, periódicos y revistas;


d) Envases y embalajes;


e) Medicamentos;


f) Neumáticos;


g) Pilas y baterías;


h) Plaguicidas;


i) Vehículos.


Todo Ministerio podrá proponer al Ministerio del Medio Ambiente la incorporación de un nuevo producto prioritario al reglamento. El Ministerio del Medio Ambiente evaluará dicha solicitud en consideración a los criterios señalados en el inciso primero.”

Según se explicó, esta propuesta recoge las inquietudes de los diputados planteadas en la sesión anterior, esto es, cómo incorporar nuevos productos e incorporar algunos ajustes técnicos al listado actual.

3.- Del diputado Sandoval, para agregar el siguiente inciso segundo, nuevo: “No obstante lo anterior, se podrán incorporar nuevos productos a la categoría de prioritarios.”.


Efectuadas las votaciones, la indicción número 2, fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (6), señora Molina y señores León, Melo, Pérez Lahsen, Rathgeb y Vallespín.


Las indicaciones números 1 y 3, se dieron por rechazadas por unanimidad de los mismos diputados presentes en la votación anterior.

Párrafo 2°

Metas de recolección y valorización y otras obligaciones asociadas
Artículo 10, metas de recolección y valorización.


Las metas de recolección y valorización de los residuos de productos prioritarios a que se refiere el artículo 9 serán establecidas mediante decretos supremos dictados por el Ministerio.


El establecimiento de tales metas se efectuará en relación a cantidad y cobertura, considerando las distinciones necesarias dentro de cada producto, los plazos y condiciones para el cumplimiento, y aplicando los principios de gradualismo y de jerarquía en el manejo de residuos.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1.- Del Ejecutivo, al inciso primero, para introducir las siguientes modificaciones:


a). Sustituir el artículo “Las” por la frase “Tanto las”.


b). Sustituir la conjunción “y” por la expresión “como de”.


c). Eliminar la frase “a que se refiere el artículo 9”.


2.- De las diputadas Girardi y Vallejo y del diputado Melo, para agregar en el inciso primero, entre la palabra “supremos” y la palabra “dictados” la frase”específicos para recolección o para valorización”.


3.- Del Ejecutivo para reemplazar el inciso segundo, por el siguiente:


“El establecimiento de tales metas se efectuará en relación a la cantidad de productos prioritarios introducidos en el mercado nacional por cada productor, aplicando los principios de gradualismo y de jerarquía en el manejo de residuos, considerando las mejores técnicas disponibles y las mejores prácticas ambientales como criterio para tal efecto. Las metas podrán considerar diferencias según cobertura geográfica, composición material o características del producto y condiciones para el cumplimiento, entre otros.”

La diputada Molina consultó a qué se refiere con “cobertura geográfica”, frente a lo cual, la señorita Lorna Puschel aclaró que efectivamente cuando la REP está instalada en el país, deberá cubrir todo el territorio nacional. Sin embargo, es necesario establecer este criterio para establecer eventuales diferencias y para poder aplicar exigencias gradualmente más altas. Los demás criterios responden a principios ya aprobados.


El diputado Vallespín aclaró que además se están incorporando criterios que los propios diputados han ido incorporando. En cuanto al criterio geográfico, coincidió en que es posible considerarlo para aplicar estándares más altos en determinados lugares.


Puesto en votación, el artículo y las indicaciones signadas con los números 1 y 3, fueron aprobados por la unanimidad de los diputados presentes (6), señora Molina y señores León, Melo, Pérez Lahsen, Rathgeb y Vallespín, y por la misma votación se rechazó la indicación número 2.

Artículo 11, obligaciones asociadas.


Con el fin de asegurar el cumplimiento de metas, los decretos supremos indicados en el artículo anterior podrán exigir el cumplimiento y desarrollar las siguientes obligaciones:


a) De etiquetado;


b) De información a distribuidores o comercializadores, gestores y consumidores, incluyendo la desagregación del costo de gestión de los residuos en la boleta o factura. Este costo deberá mantenerse en toda la cadena de comercialización;


c) De diseño e implementación de estrategias de comunicación y sensibilización;


d) De diseño e implementación de medidas de prevención en la generación de residuos.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1.- Del Ejecutivo para reemplazar, en el inciso primero, la frase “podrán exigir el cumplimiento y desarrollar” porla expresión “deberán regular”.


2.- Del diputado Sandoval para sustituir en la letra b), la frase “b) De información a distribuidores o comercializadores, gestores y consumidores”, por la siguiente: “b) De información a distribuidores, comercializadores, generadores, gestores y consumidores;”

A juicio de la diputada Molina este cambio sería redundante. La señorita Puschel explicó que “generador” y “consumidor final” coinciden en este ámbito. La indicación es retirada por su autor.


3.- De los diputados Chávez y Vallespín para reemplazar en la letra b), la frase “del costo” por la frase “de la tarifa” y en la misma letra cambiar luego del punto seguido “Este costo” por “y “Esta tarifa”.


La abogada de Ministerio de Medio Ambiente, Lorna Puschel explicó que en este caso la tarifa coincide con el costo; el primer término asume la perspectiva del consumidor y el segundo, el punto de vista del productor.


4.- Del diputado Sandoval para agregar al final de la letra b), la frase: “hasta el consumidor final”.


La indicación fue retirada por su autor.


5.- Del Ejecutivo para agregar las siguientes letras, nuevas:


“e) De entrega separada en origen y recolección selectiva de residuos.


f) De limitaciones en la presencia de sustancias peligrosas en los productos.


g) De exigencias de ecodiseño.


h) De diseño y operación de instalaciones de almacenamiento.”.


La diputada Molina coincidió con la necesidad de añadir estas obligaciones.


Puesto en votación, el artículo y las indicaciones signadas con los números 1 y 5, fueron aprobados por la unanimidad de los diputados presentes (7), señora Molina y señores León, Melo, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín. Por la misma votación y por los mismos diputados se rechazó la indicación número 3.


Con posterioridad, se aprobó por unanimidad de los diputados presentes reabrir el debate sobre este artículo con el objeto de incorporar la siguiente indicación:


6.- De los diputados Chávez y Vallespín para agregar, la siguiente letra nueva:


“i) Establecimiento de roles y responsabilidades específicas de los diferentes actores involucrados en el cumplimiento de las metas”.


El diputado Vallespín explicó que muchas veces estas iniciativas fracasan por no explicitar las obligaciones y responsabilidades de los diferentes actores, de ahí la necesidad de esta indicación.


La abogada del Ministerio, aclaró que el artículo 12 regula el procedimiento para dictar los decretos, por lo que cree que no corresponde en esta disposición regular esta materia. Por otra parte, señaló que esta ley ya establece las obligaciones de cada actor, pero en caso de establecer una norma de este tipo debería contemplarse en el artículo 11.


Después de intercambiar opiniones, así se acordó.


Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (8), señora Molina y señores León, Melo, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval, Urizar y Vallespín.

Artículo 12, procedimiento para el establecimiento de metas
y otras obligaciones asociadas.


Un reglamento establecerá el procedimiento para la elaboración de los decretos supremos que establezcan metas y otras obligaciones asociadas por producto prioritario, el que deberá contener a lo menos las siguientes etapas:


a) Un análisis general del impacto económico y social;


b) Una consulta a organismos públicos competentes y privados;


c) Una etapa de consulta pública.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1.- De la diputada Molina para remplazar el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 12.- Procedimiento para el establecimiento de metas y otras obligaciones asociadas Un reglamento establecerá el procedimiento para la elaboración de los decretos supremos que establezcan metas y otras obligaciones asociadas por producto prioritario, el que deberá estar publicado doscientos cuarenta días después de que la ley entre en vigencia, y deberá contener a lo menos las siguientes etapas:”

La indicación fue retirada por su autora.

2.- Del Ejecutivo para intercalar en la letra b), entre la palabra “privados”, y el punto y coma (;) el siguiente párrafo: “, quienes conformarán un comité operativo ampliado que el Ministerio creará, de conformidad al artículo 70 letra x) de la Ley N° 19.300. Dicho comité se constituirá por representantes de los ministerios, así como por personas naturales y jurídicas ajenas a la Administración del Estado que representen a los productores, los gestores de residuos, las asociaciones de consumidores, los recicladores de base, la academia, las organizaciones no gubernamentales, entre otros”.


2.- De las diputadas Girardi y Vallejo y del diputado Melo, para agregar en el inciso primero, entre la palabra “supremos” y la palabra “dictados” la frase”específicos para recolección o para valorización”.


4.- Del Ejecutivo para agregar a la letra c) la siguiente oración final: “, la que incluirá la opinión del Consejo Consultivo del Ministerio del Medio Ambiente”.


La abogada del Ministerio señorita Puschel explicó que esta indicación adecua el procedimiento a las etapas actualmente vigente en el Ministerio de Medio Ambiente.


Puesto en votación, el artículo y las indicaciones números fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (7), señora Molina y señores León, Melo, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín; con excepción de la número 3 que fue rechazada por la misma votación.

Artículo 13, pronunciamiento del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad.


La propuesta de decreto supremo que establezca metas y otras obligaciones asociadas deberá ser sometida al pronunciamiento del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, de conformidad a lo establecido en el artículo 71 y siguientes de la ley N° 19.300.


Sin debate, puesto en votación, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (8), señora Molina y señores León, Melo, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval, Urizar y Vallespín.

Artículo 14, recurso de reclamación.


Los decretos supremos que establezcan metas y otras obligaciones asociadas serán reclamables ante el Tribunal Ambiental respectivo, por cualquier persona que considere que no se ajustan a esta ley y a la cual causen perjuicio. El plazo para interponer el reclamo será de treinta días, contado desde la fecha de publicación del decreto en el Diario Oficial. Los recursos serán conocidos por el tribunal que en primer lugar se avoque a su consideración, excluyendo la competencia de los demás.


La interposición del reclamo no suspenderá en caso alguno los efectos del acto impugnado.


El Ejecutivo presentó una indicación para reemplazar en el inciso primero la palabra inicial “Los”, por la siguiente frase: “Sin perjuicio de los recursos administrativos que procedan, los”.


Sin debate, puesto en votación el artículo y la indicación fueron aprobados por la unanimidad de los diputados presentes (8), señora Molina y señores León, Melo, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval, Urizar y Vallespín.

Artículo 15, de la revisión de las metas y otras obligaciones asociadas.


Las metas de recolección y valorización de residuos de los productos prioritarios, así como las demás obligaciones asociadas, deberán ser revisadas al menos cada 5 años, de conformidad al procedimiento establecido en el reglamento.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1.- De los diputados Chávez y Vallespín para sustituir la expresión “5 años” por “3 años”.

El señor Bortnick, abogado del Ministerio,explicó que a lo largo de la ley se establece un plazo sistémico de 5 años, por ejemplo en el artículo 21, para los permisos municipales. Añadió que el Ejecutivo considera que 5 años es un tiempo razonable para establecer este sistema y otorga la estabilidad y certeza necesaria para los actores intervinientes en esta actividad económica. El diputado Vallespín consideró que es posible establecer un plazo de 3 años, y además criticó que se establezca este plazo señalando “al menos cada 5 años”.


La abogada señorita Puschel explicó que hoy día todas las normas ambientales se revisan cada 5 años y que se trata de un plazo máximo, por lo que podría realizarse en un plazo menor. Adicionalmente, recordó que el procedimiento de revisión de normas toma al menos un año y medio, por lo que un plazo de 3 años exigiría comenzar la revisión solo al año y medio de implementación.


El diputado Pérez Lahsen propuso eliminar la referencia a la expresión “al menos”. La diputada Molina coincidió en que debería ser como máximo cada 5 años.


Don Joost Meijer, Coordinador del Área de Residuos del Ministerio, explicó que el plazo de 5 años otorga la estabilidad necesaria como para hacer las inversiones que resulten necesarias por parte de los actores de esta ley.


Puesta en votación, la indicación fue rechazada por cinco votos en contra (5 de 8) de los diputados Melo, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Urizar; dos votos a favor (2 de 8) de los diputados León y Vallespín; y una abstención (1 de 8) de la diputada Molina.


2.- De la diputada Molina y los diputados Melo, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Urizar para eliminar la frase “al menos cada cinco años” y reemplazarla por la expresión “como máximo cada cinco años”.


Puesto en votación, el artículo y la indicación fueron aprobados por siete votos a favor (7 de 8), de la diputada Molina y los diputados León, Melo, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Urizar; y una abstención (1 de 8) del diputado Vallespín.
Párrafo 3°. De los sistemas de gestión

Artículo 16, sistemas de gestión.

Las obligaciones establecidas en el marco de la responsabilidad extendida del productor podrán cumplirse a través de un sistema individual o de un sistema colectivo de gestión para cada producto prioritario, según se trate de un único o varios productores.

Los productores acogidos a un sistema colectivo de gestión no podrán invocar dicha circunstancia para eximirse o disminuir su responsabilidad. En caso de incumplimiento de sus obligaciones, cada productor responderá en proporción a las metas que le apliquen.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1.- De los diputados Chávez y Vallespín para agregar en el inciso segundo, entre la palabra “responsabilidad” y el punto seguido, la frase “respecto del mismo”.


EL Ejecutivo señaló que considera que esta indicación aclara la redacción del artículo.


2.- Del diputado Sandoval para agregar el siguiente inciso tercero, nuevo: “Todo productor deberá adherirse a un Sistema de Gestión en un plazo máximo de un año”.


La diputada Molina consultó a partir de cuándo se contaría el plazo, frente a lo cual el diputado Sandoval aclaró que sería desde la publicación de esta ley. La señorita Lorna Puschel recordó que este plazo ya fue aclarado en el artículo 8°. En consideración de estos argumentos, el diputado decidió retirar esta indicación. 


Sometido a votación, el artículo y la indicación número 1 fueron aprobados por la unanimidad de los diputados presentes (8), señora Molina y señores León, Melo, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval, Urizar y Vallespín.

Artículo 17, sistemas colectivos de gestión.


Los productores que deseen cumplir con sus obligaciones de manera colectiva, deberán hacerlo mediante la constitución o incorporación a una persona jurídica que no distribuya utilidades entre sus asociados, la que será responsable ante la autoridad. Dicha persona jurídica tendrá como fin exclusivo la gestión de los residuos de los productos prioritarios, y en ningún caso se entenderá como organización de interés público para los efectos de la ley 
N° 20.500.


Asimismo, ella deberá estar integrada exclusivamente por productores, salvo que el respectivo decreto supremo permita la integración de distribuidores u otros actores relevantes.


Sin perjuicio de la normativa aplicable a la persona jurídica que se constituya, los estatutos deberán garantizar la incorporación de todo productor del respectivo producto prioritario, en función de criterios objetivos, y la participación equitativa de productores, que aseguren acceso a la información, así como el respeto a la libre competencia. Los estatutos podrán igualmente establecer una remuneración para el o los directores de la persona jurídica que se constituya.


Los productores deberán financiar los costos en que incurra la referida persona jurídica en el cumplimiento de su función, en base a criterios objetivos, tales como la cantidad de productos comercializados en el país y la composición o diseño de tales productos, de conformidad a lo dispuesto en el decreto supremo que establezca las metas y obligaciones asociadas de cada producto prioritario.

En caso que la persona jurídica se extinga, los bienes de la misma pasarán a otro sistema colectivo de gestión, o bien a los productores asociados, según se establezca en los estatutos.


Se presentó una indicación de los diputado Chávez y Vallespín para agregar en el inciso primero, antes del punto seguido (.) y luego de la palabra “autoridad”, la siguiente frase “de forma solidaria con los productores que la integran”.


El diputado Vallespín señaló que le parece muy importante incorporar esto para evitar actitudes que vayan en contra de la operación del sistema, ya que la solidaridad garantizaría un mayor compromiso con el funcionamiento del sistema de gestión.

El señor Bortnick aclaró que desde que un productor integra un sistema de gestión, es el sistema el que debe responder, aunque este podrá repetir contra el productor en caso de que corresponda. A su juicio, no debe incluirse la solidaridad, ya que debe estimularse la integración de los sistemas de gestión y bajo .un sistema de solidaridad no existe tal estímulo. Añadió que en caso de que el sistema de gestión no tuviera capacidad de responder ante una multa –en cuyo caso la solidaridad si sería un mecanismo de asegurar el pago- la ley ha previsto que el sistema otorgue garantías, tales como fianza, reguladas en el artículo 18.


Puesta en votación, la indicación fue rechazada por siete votos en contra (7 de 8) por parte de la señora Molina y señores León, Melo, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Urizar; y una abstención (1 de 8) por parte del diputado Vallespín.

Sometido a votación, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes en la votación anterior.

Artículo 18, obligaciones de los sistemas de gestión.


Todo sistema de gestión deberá:


a) Constituir fianza, seguro u otra garantía para asegurar el cumplimiento de la obligación establecida en el artículo 8 letra c), según lo establecido en el decreto supremo que establezca las metas y obligaciones asociadas de cada producto prioritario;


b) Celebrar los convenios necesarios con gestores registrados y municipalidades, en los términos establecidos en los artículos 19 y 20;

c) Informar al Ministerio sobre el cumplimiento de las metas y otras obligaciones asociadas, en los términos establecidos en el respectivo decreto supremo. Dicho informe deberá ser certificado por un auditor externo y contener, al menos, la cantidad de productos prioritarios comercializados en el país el período inmediatamente anterior; una descripción de las actividades realizadas; el costo de la gestión de residuos, en el caso de un sistema individual, y la tarifa correspondiente al costo de la gestión de residuos y su fórmula de cálculo, en el caso de un sistema colectivo; y el cumplimiento de las metas de recolección y valorización, así como de las obligaciones asociadas, si corresponde.


d) Proporcionar al Ministerio toda información adicional que le sea requerida por éste, referida al cumplimiento de las obligaciones establecidas en el marco de la responsabilidad extendida del productor.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1.- Del Ejecutivo para reemplazar la letra a), por la siguiente:


“a) Constituir fianza, seguro u otra garantía para asegurar el cumplimiento de la obligación a que se refiere el artículo 8° letra c), según lo dispuesto en el decreto supremo que establezca las metas y obligaciones asociadas a cada producto prioritario.”

2.- De la diputada Molina reemplazar la letra b), por la siguiente:


“b) Celebrar los convenios necesarios con gestores registrados, municipalidades y/o asociaciones municipales con personalidad jurídica en los términos establecidos en los artículos 20 y 21.”

3.- Del Ejecutivo, para intercalar, en la letra b), entre la palabra “municipalidades” y la coma (,), que le sigue, la siguiente frase: “y/o asociaciones de municipalidades con personalidad jurídica”.


4.- De los diputados Chávez y Vallespín para agregar en la letra b), luego de la palabra “municipalidades” la frase “y Asociaciones de Municipalidades”.


5.- Del Ejecutivo, para reemplazar en la letra b) la expresión “artículos 19 y 20” por “artículos 20 y 21”.


Durante el debate sobre estas indicaciones, doña Lorna Puschel aclaró que hay asociaciones de municipalidades sin personalidad jurídica, por lo que es importante hacer esta distinción y así lo sugirió Subsecretaría de Desarrollo Regional, SUBDERE.


El diputado Sandoval señaló por su parte, que los Municipios pueden asociarse de acuerdo a la ley y por lo tanto, habiendo reconocimiento legal de esta figura no entiende porque habría de hacerse esta aclaración. El diputado Melo señaló que las asociaciones de municipalidades de hecho están actualmente regularizando su situación para obtener personalidad jurídica.


6.- Del diputado Sandoval para sustituir en la letra c) la frase “productos prioritarios comercializados,” por la siguiente: “productos prioritarios puestos en el mercado de reposición”. La indicación fue retirada por su autor.


Puesto en votación, el artículo y las indicaciones números 1 y 2, fueron aprobadas por la unanimidad de los diputados presentes (8), señora Molina y señores León, Melo, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval, Urizar y Vallespín.


Por la misma votación, se rechazaron las indicaciones números 3, 4 y 5.

Artículo nuevo que pasaría a ser 19, permiso municipal para la utilización de bienes nacionales de uso público.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1.- Del Ejecutivo para intercalar el siguiente artículo 19, nuevo, pasando el actual artículo 19 a ser artículo 20, y así sucesivamente, del siguiente tenor:


“Artículo 19.- Permiso municipal para la utilización de bienes nacionales de uso público. Sin perjuicio de la celebración de un convenio de acuerdo al artículo 21, los sistemas de gestión autorizados podrán solicitar a la municipalidad respectiva un permiso no precario para utilizar veredas, plazas, parques y otros bienes nacionales de uso público para el establecimiento y/u operación de instalaciones de almacenamiento.


Los antecedentes para solicitar el permiso, los derechos aplicables y las condiciones de operación serán establecidos mediante ordenanza municipal.


La municipalidad resolverá fundadamente sobre la solicitud presentada y sólo podrá rechazar, suspender o dejar sin efecto un permiso si se comprueba que su ejercicio perjudica el uso principal de los bienes o no se ajusta a lo dispuesto en los respectivos decretos supremos, ordenanzas municipales e instrumentos de planificación territorial.


El plazo del permiso no podrá ser inferior a cinco años.”.


El señor Bortnick señaló que es fundamental incorporar esta disposición para dar facilidades a los sistemas de gestión. Si no se regula, el sistema de gestión podría hacer una solicitud a los respectivos municipios, pero actualmente dicho permiso sería precario, es decir, podría revocarse en cualquier momento sin señalar motivo alguno. Por razones de certeza, es necesario que este permiso no tenga carácter de precario y para ello se estimó que era necesario regular este permiso especial. No obstante, indicó que se prevén razones para rechazar o dejar sin efecto el permiso y se mantienen las facultades del Municipio en cuanto a la resolución de la solicitud y tarifa correspondiente.


Dando respuesta a una consulta de la diputada Molina sobre la intervención de otras instancias administrativas, como el Ministerio de Salud, señaló que este permiso no exime de cualquier otra autorización que se requiera, entre ellos, los permisos sanitarios. Es por eso que se mantiene la facultad de revocar el permiso si se hace mal uso del mismo.


El diputado Vallespín consideró que esta indicación es necesaria para dar viabilidad a esta ley. En cuanto al inciso final, señaló que el diputado Chávez hizo el comentario de que el plazo de cinco años es un plazo muy extenso, por lo que sugería que inicialmente se otorgaran permisos por un año y luego se renovaran por tres años.

El diputado Sandoval señaló que en este tema el rol de las municipalidades es fundamental, y se requerirá un debido acompañamiento de los Municipios para dar cumplimiento a estas nuevas tareas.

A juicio del diputado León, el penúltimo inciso prácticamente obliga a los municipios a otorgar estos permisos, lo que no le parece pertinente, ya que cada uno de ellos se tiene realidades locales muy diferentes.

El señor Bortnick señaló que el inciso penúltimo resulta fundamental en esta disposición, ya que los sistemas de gestión van a necesitar contar con bienes nacionales de uso público para gestionar los residuos. Esta decisión debe ser fundada, pero no puede rechazarse la solicitud sin motivos, pues de lo contrario se va a obstaculizar el funcionamiento de la ley. No se trata de obligar a otorgar los permisos, pero sí a fundar los motivos de rechazo y de fundar eventuales revocaciones del mismo. En cuanto al plazo de 5 años, es importante que se mantenga ya que el plan de gestión de los sistemas de gestión también tiene esa misma duración.


El diputado Pérez Lahsen señaló que esta disposición probablemente afectará en mayor medida a municipios vulnerables, por lo que es importante mantener las facultades de estos para evaluar el otorgamiento de estos permisos. Es probable que ellos recaerán sobre zonas de alta concurrencia, tales como plazas y otras. También se necesita regular quien estará a cargo de la limpieza de estos puntos. El diputado Sandoval coincidió en que se afectarán espacios de la comunidad y habrá costos asociados para los Municipios, sin que se contemplen recursos para los mismos.

La señorita Puschel señaló que el Ministerio tiene actualmente facultades de asesoría ambiental a los municipios, por lo que se trabaja con estos en capacitación y asesoría. Respecto a financiamiento, explicó que este permiso debería generar ingresos para los municipios, y el costo de instalación y operación de estos puntos debe ser de cargo de los productores. Asimismo, recordó que parte de las obligaciones asociadas de los productores se refieren al diseño y operación de estos espacios.

El diputado Vallespín reconoció que este permiso da viabilidad al sistema, pero a su vez señaló que debe resguardarse la autonomía de las municipalidades.


2.- De la diputada Molina para intercalar un nuevo artículo 19, pasando el actual a ser artículo 20, y así sucesivamente, del siguiente tenor:


“Artículo 19: Permiso municipal para la utilización de bienes nacionales de uso público. Los sistemas de gestión autorizados podrán utilizar veredas, plazas, parques y otros bienes nacionales de uso público bajo la administración de las municipalidades para el establecimiento y/u operación de instalaciones de almacenamiento.


Para tal efecto deberán solicitar un permiso a la municipalidad respectiva, indicando la ubicación y las características de la instalación de almacenamiento.


La Municipalidad resolverá fundadamente sobre la solicitud presentada y cobrará a los sistemas de gestión por la utilización de estos bienes nacionales de uso público.


La Municipalidad sólo podrá rechazar, suspender o dejar sin efecto un permiso si se comprueba que su ejercicio perjudica el uso principal de los bienes o no se ajusta a lo dispuesto en los respectivos decretos supremos.


El plazo del permiso no podrá ser inferior a cinco años.”.


La indicación fue retirada por su autora. 


3.- De la diputada Molina y los diputados León, Melo, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval, Urizar y Vallespín para reemplazar, el inciso tercero, por el siguiente:


“La municipalidad resolverá fundadamente sobre la solicitud presentada si se comprueba que su ejercicio no perjudica el uso principal de los bienes y se ajusta a lo dispuesto en los respectivos decretos supremos, ordenanzas municipales e instrumentos de planificación territorial.”.


Puestas en votación, las indicaciones N° 1 y 3 fueron aprobadas por cinco votos a favor (5 de 8) de la diputada Molina y de los diputados León, Melo, Urizar y Vallespín; y tres abstenciones (3 de 8) de los diputados Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval.


4.- De los diputados Chávez y Vallespín para agregar en el nuevo artículo 19 en su inciso primero, al final del mismo, la siguiente frase “o de recepción temporal de material segregado”.


El diputado Vallespín explicó que esta indicación busca evitar que estos materiales queden permanentemente en estos espacios. Don David Bortnick, recordó que el termino almacenamiento incluye la recepción temporal. 


Puesta en votación, la indicación fue aprobada por cuatro votos a favor (4 de 7) por parte de la diputada Molina y los diputados León, Melo y Vallespín; y tres abstenciones (3 de 7) por parte de los diputados Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval.


5.- De las diputadas Girardi y Vallejo y del diputado Melo, para intercalar un inciso tercero nuevo en el artículo 19 nuevo, con el siguiente texto:

“El municipio de acuerdo a su derecho de administración, cobrara a los sistemas de gestión por la utilización de estos bienes nacionales de uso público. Estarán exentos de ello los recicladores de base, los que tendrán prioridad en la utilización temporal de dichos bienes”.


A juicio de la Secretaría esta indicación resultaría inadmisible en función del artículo 65° inciso tercero de la Constitución. El diputado Melo explicó que esta indicación perseguía evitar barreras de entrada a los recicladores de base y dar ejecución al principio de inclusión, sin embargo, en atención a los argumentos esgrimidos, ladeclara inadmisible.

Artículo 19, que pasaría a ser 20, convenios con gestores.


Los sistemas de gestión sólo podrán contratar con gestores registrados. 


Para tal efecto, los sistemas colectivos de gestión deberán realizar una licitación abierta, esto es, un procedimiento concursal, mediante el cual el respectivo sistema de gestión realiza un llamado público, convocando a los interesados para que, sujetándose a las bases fijadas, formulen propuestas para un servicio de manejo de residuos.


Los sistemas colectivos de gestión deberán contar con un informe del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia que declare que en dichas bases no existen reglas que impidan, restrinjan o entorpezcan la libre competencia, debiendo ajustarse las licitaciones a los términos que establezca el citado informe.


Los sistemas de gestión podrán solicitar al Ministerio que se les exceptúe de realizar una licitación abierta por razones fundadas, entre ellas, la ausencia o inadmisibilidad de interesados en una licitación abierta; casos de emergencia, urgencia o imprevisto; y circunstancias o características del convenio que así lo requieran.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1.- Del diputado Chávez y Vallespín para agregar en el inciso primero antes de “registrados”, la frase “autorizados y”.


2.- Del Ejecutivo para agregar en el inciso segundo la siguiente oración final: “Las bases de licitación deberán ser entregadas de manera gratuita a los recicladores de base que manifiesten interés en participar en tal licitación.”.


3.- De la diputada Vallejo y el diputado Melo, para agregar la siguiente frase al final del inciso segundo. “Se exceptuara de la licitación a aquellos sistemas colectivos que realicen convenios con recicladores de base”.


4.- Del Ejecutivo, para agregar el siguiente inciso tercero, pasando el actual a ser inciso cuarto, y así sucesivamente:


“Los servicios de recolección y tratamiento deberán ser licitados por separado. En el caso de la recolección, los contratos deberán tener una duración máxima de cinco años.”.


El diputado León señaló que cinco años implicaría pasar de un periodo alcaldicio y eso podría complicar estas licitaciones. Doña Lorna Puschel aclaró que este artículo no implica a los municipios, sino a productores y gestores.

5.- Del Ejecutivo, para agregar, en el inciso cuarto, que ha pasado a ser quinto, entre la palabra “requieran” y el punto final (.), que le sigue, la expresión “, y cuando se trate de la contratación de recicladores de base”.

La diputada Molina consultó qué sucede ante licitaciones desiertas, el señor Bortnick aclaró que estas son las mismas hipótesis que se prevén en las compras públicas. En este caso, si la licitación es declarada desierta, puede realizarse nuevamente o el sistema de gestión deberá acudir al Ministerio para que se autorice una contratación directa, y puntualizó que los términos del contrato serán los mismos previstos en la licitación.

El diputado Pérez Lahsen consultó por aquella excepción que se refiere a “circunstancias o características del convenio”, y el señor Bortnick señaló que se refiere a casos en que por razones tecnológicas o de disponibilidad solo existe un gestor.

6.- De la diputada Molina y los diputados León, Melo, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín para reemplazar en el inciso cuarto la palabra “podrán”, por la frase “deberán, cuando así lo requieran,”.


7.- Del Ejecutivo para agregar el siguiente inciso quinto nuevo:


“Lo establecido en los incisos anteriores no aplicará respecto de aquellos gestores que sean municipalidades o asociaciones de municipalidades con personalidad jurídica. En dicho caso se regirán por lo dispuesto en el artículo siguiente.”.


Sometido a votación, el artículo y las indicaciones números 1, 2, 4, 5, 6 y 7, fueron aprobadas por la unanimidad de los diputados presentes (7), s0eñora Molina y señores León, Melo, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.

La indicación N° 3 fue rechazada por seis votos en contra (6 de 7) de la señora Molina y señores León, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín; y una abstención (1 de 7) del diputado Melo.
Artículo 20, que pasaría a ser 21, convenios con municipalidades.


Los sistemas de gestión podrán celebrar convenios con las municipalidades, destinados al establecimiento y/u operación de instalaciones de almacenamiento de residuos de productos prioritarios.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1.- De la diputada Molina para reemplazarlo, por el siguiente:


“Artículo 20: Convenios con municipalidades.Los sistemas de gestión podrán celebrar convenios con lasmunicipalidades o asociaciones de municipalidades con personalidad jurídica, destinadosa la separación en origen, a la recolección segregada, al establecimiento y/u operación de instalaciones de almacenamiento de residuos de productos prioritarios, o la ejecución de otras acciones para el cumplimiento de esta ley.


Las municipalidades o asociaciones de municipalidades con personalidad jurídica que sean gestores tendrán un régimen especial cuando contraten con gestores registrados para lo cual contarán con un fondo especial, el cual deberá ser establecido año a año a través de la ley de Presupuesto.”.


La indicación fue retirada.


2.- De las diputadas Girardi y Vallejo y del diputado Melo, para agregar entre las palabras “gestión” y “podrán” la frase “y los recicladores de base”.


Puesta en votación, la indicación fue rechazada por tres votos en contra (3 de 7) por parte de los diputados Pérez Lahsen, Rathgeb y Sandoval; tres abstenciones (3 de 7) por parte de la diputada Molina y los diputados León y Vallespín; y un voto a favor (1 de 7) por parte del diputado Melo.


3.- De los diputados Chávez y Vallespín para reemplazar la expresión “destinados al”, por la frase “destinados a facilitar la implementación de la presente ley en sus comunas”.


4.- Del Ejecutivo para modificarlo de la siguiente manera:


a) Intercalar entre la palabra “municipalidades” y la coma (,) que antecede a la expresión “destinados” la frase “o asociaciones de municipalidades con personalidad jurídica”.


b) Reemplazar la palabra “al” que está a continuación de la palabra “destinados” por la expresión “a la recolección, al”.


c) Agregar la siguiente oración final, después de la palabra “prioritarios”, o a la ejecución de otras acciones para el cumplimiento de esta ley”.


Después de intercambiar opiniones se concordó en la redacción de la siguiente indicación:


5.- De la diputada Molina y los diputados León, Melo, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín para reemplazar el artículo 20 que pasa a ser 21, por el siguiente:


“Artículo 21.- Convenios con municipalidades. Los sistemas de gestión podrán celebrar convenios con las municipalidades o asociaciones de municipalidades con personalidad jurídica, destinados a la separación en origen, a la recolección selectiva, al establecimiento y/u operación de instalaciones de almacenamiento de residuos de productos prioritarios, o a la ejecución de otras acciones que faciliten la implementación de la presente ley en sus comunas.”.


Puesta en votación la indicación N° 5 fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (7), señora Molina y señores León, Melo, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.


Por la misma votación se dieron por rechazadas las indicaciones N° 3 y 4.
Artículo 21, que pasa a ser 22, autorización de los sistemas de gestión.


Los sistemas de gestión deberán ser autorizados por el Ministerio, para lo cual se deberá presentar un plan de gestión que contendrá, al menos, lo siguiente:


a) La identificación del o los productores, de su o sus representantes e información de contacto;


b) La identificación de la persona jurídica, copia de sus estatutos e identificación de los asociados, en el caso de un sistema colectivo de gestión;


c) Las reglas y procedimientos, en el caso de un sistema colectivo de gestión, para la incorporación de nuevos asociados y funcionamiento del sistema, que garanticen el respeto a las normas para la defensa de la libre competencia;


d) La estimación anual de los productos prioritarios a ser comercializados en el país, promedio de su vida útil y estimación de los residuos a generar en igual período;


e) La estrategia para lograr el cumplimiento de las metas y demás obligaciones asociadas en todo el territorio nacional, incluyendo las instalaciones de almacenamiento;


f) El mecanismo de financiamiento de las operaciones de gestión y copia de la garantía constituida, si corresponde;


g) Los procedimientos de licitación, en el caso de un sistema colectivo de gestión;


h) Los mecanismos de seguimiento y control de funcionamiento de los servicios contratados para el manejo de residuos;


i) Los procedimientos para la recolección y entrega de información al Ministerio; 


j) Los sistemas de verificación de cumplimiento del plan, a través de auditorías externas que serán realizadas periódicamente por terceros idóneos debidamente certificados por la Superintendencia, de acuerdo a su ley orgánica. Existirá incompatibilidad absoluta entre el ejercicio de labores de auditoría y la gestión de residuos.


Dicho plan tendrá por objeto dar cumplimiento a las obligaciones establecidas en la presente ley y tendrá una vigencia de 5 años.


Para garantizar el cumplimiento de las normas de defensa de la libre competencia a que se refiere la letra c) de este artículo, será necesario que el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia emita un informe que declare que en las reglas y procedimientos para la incorporación de nuevos asociados y funcionamiento del sistema colectivo de gestión no existen hechos, actos o convenciones que impidan, restrinjan o entorpezcan la libre competencia.


El reglamento establecerá el procedimiento, los requisitos y criterios para la autorización de los sistemas de gestión.

Los sistemas que sean autorizados serán incorporados por el Ministerio en el registro a que se refiere el artículo 32.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1.- De las diputadas Girardi y Vallejo y del diputado Melo, para agregar en la letra g) luego de la palabra “gestión”, la frase “o los contratos con recicladores de base”.


La abogada del Ministerio señorita Puschel explicó que los recicladores de base son un tipo especial de gestor, por lo que pueden funcionar vía contrato directo o vía licitación. En cuanto a la indicación, señaló que no comparten este añadido ya que los contratos son posteriores al plan de gestión que regula este artículo. Aún más, don David Bortnick señaló que añadir esto desincentivaría contratar con recicladores de base.


Puesta en votación, la indicación fue rechazada por seis votos en contra (6 de 7) de la diputada Molina y de los diputados León, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín; y una abstención (1 de 7) del diputado Melo.

Sometido a votación, el inciso primero fue aprobado 
por la unanimidad de los diputados presentes (7), señora Molina y señores León, Melo, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.


2.- De los diputados Chávez y Vallespín parareemplazar en el inciso segundo “5 años” por “3 años”.


Sobre esta indicación, el diputado Vallespín consideró que sería preferible establecer un plazo menor que permitiera ir evaluando y ajustando estos planes. El Ejecutivo señaló que es más armónico mantener un plazo de cinco años, que es el plazo de los permisos y otros.


Sometida a votación, la indicación fue rechazada por cuatro votos en contra (4 de 6) de la diputada Molina y de los diputados Pérez Lahsen, Rathgeb y Sandoval; un voto a favor (1 de 6) del diputado Vallespín; y una abstención (1 de 6) del diputado Melo.

3.- De los diputados Chávez y Vallespín para agregar en el inciso cuarto la siguiente frase final; “, así como los requisitos de idoneidad de los auditores externos”.


4.- Del Ejecutivo para reemplazar en su inciso final la expresión “artículo 32” por “artículo 33”.


Puesto en votación, sin mayor debate, el inciso y la indicación, fueron aprobados por la unanimidad de los diputados presentes (6), señora Molina y señores Melo, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.


En definitiva, los incisos segundo a quinto y las indicaciones números 3 y 4, fueron aprobados por la unanimidad de los diputados presentes (6), señora Molina y señores Melo, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.

Artículo 22 que pasa a ser 23, renovación de la autorización.


La solicitud de renovación de la autorización del sistema de gestión deberá presentarse ante al Ministerio con al menos seis meses de antelación al vencimiento del respectivo plan de gestión. En lo demás se regirá por lo dispuesto en el artículo anterior.


Sin mayor debate, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (6) en la votación anterior.

Artículo 23 que pasaría a ser 24, actualización del plan de gestión.


Toda modificación al plan de gestión deberá ser inmediatamente informada al Ministerio. 


Las modificaciones significativas que recaigan sobre los contenidos referidos en las letras b), c), e), f) y g) del artículo 21 requerirán además de la autorización del Ministerio, en los términos establecidos en el reglamento.


Se presentó una indicación del Ejecutivo para reemplazar en su inciso segundo la expresión “artículo 21” por “artículo 22”.


Puestos en votación, el artículo y la indicación, fueron aprobados por la unanimidad de los diputados presentes (6) en la votación anterior.

Artículo 24 que pasaría a ser 25, interpretación administrativa.


El Ministerio estará facultado para interpretar administrativamente las disposiciones de los decretos supremos de cada producto prioritario.


Sin mayor debate, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (6) en la votación anterior.

Artículo 25 que pasa a ser 26, enajenación de productos prioritarios sometidos a un sistema de gestión.


Los productores e importadores sólo podrán enajenar los productos prioritarios señalados en el artículo 9° que estén sometidos a un sistema de gestión y respecto de los cuales se encuentren vigentes las metas y obligaciones asociadas establecidas en los respectivos decretos supremos.


El Ejecutivo presentó indicación para reemplazarlo, por el siguiente:


“Artículo 26.- Prohibición de enajenación de productos prioritarios no sometidos a un sistema de gestión. Se prohíbe la enajenación de productos prioritarios no sometidos a un sistema de gestión y respecto de los cuales se encuentran vigentes las metas y obligaciones asociadas establecidas en los respectivos decretos supremos.”

La abogada Puschel señaló que la indicación busca fortalecer la disposición y aclarar que se prohíbe la enajenación del producto prioritario si no hay un sistema de gestión, sin limitarlo a productores e importadores.


Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (6), señora Molina y señores Melo, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.

TÍTULO IV

MECANISMOS DE APOYO A LA RESPONSABILIDAD EXTENDIDA
DEL PRODUCTOR

Artículo 26 que pasa a ser 27, educación ambiental.


El Ministerio diseñará e implementará programas de educación ambiental destinados a transmitir conocimientos y crear conciencia en la comunidad sobre la gestión ambientalmente racional de los residuos.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1.- De los diputados Chávez y Vallespín para reemplazar, la palabra “racional” por sustentable”.


La señorita Puschel señaló que la indicación sigue la línea de otras que ya han sido rechazadas, por lo que por razones de consistencia sugieren mantener el término “racional”.


Puesta en votación, la indicación fue rechazada por cuatro votos en contra (4 de 8) de los señores Godoy, Melo, Pérez Lahsen y Rathgeb; tres votos a favor (3 de 8) de los señores Chávez, León y Vallespín; y una abstención (1 de 8) del señor Sandoval.


2.- De las diputadas Girardi y Vallejo y del diputado Melo, para agregar después de la palabra “residuos” la frase “con participación de los recicladores de base”.


El diputado Melo señaló que esta indicación persigue aumentar la participación de los recicladores de base. No obstante, don David Bortnick señaló que los recicladores de base no se dedican particularmente a esto, por lo que podría recargarlos más que beneficiarlos.


El diputado Vallespín recordó que en el principio participativo se hacía alusión a la educación. Tal vez podrían integrarse en este artículo a los recicladores de base.


La abogada del Ministerio señorita Puschel señaló que no consideran deseable incorporar a los recicladores de base en un artículo que se dirige al Ministerio.


Sometida a votación, la indicación fue rechazada por cinco votos en contra (5 de 8) por parte de los señores Chávez, Godoy, Pérez Lahsen, Sandoval y Vallespín; y tres votos a favor (3 de 8) por parte de los señores León, Melo y Rathgeb.


Puesto en votación, el artículo fue aprobado por siete votos a favor (7 de 10) de la señora Molina y de los señores Chávez, Godoy, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín; y tres votos en contra (3 de 10), de la señora Vallejo y de los señores León y Melo.

Artículo 27 que pasaría a ser 28, municipalidades.


A fin de colaborar con el adecuado cumplimiento del objeto de la presente ley, las municipalidades: 


a) Podrán celebrar convenios con sistemas de gestión;


b) Procurarán destinar suficientes áreas bajo su administración para la instalación y/u operación de instalaciones de almacenamiento, a través de la celebración de convenios con los sistemas de gestión;


c) Incorporarán en sus ordenanzas municipales, cuando así lo estimen necesario, la obligación de recolectar los residuos de manera separada.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1.- Del Ejecutivo para intercalar en la letra a) entre las palabras “Podrán” y “celebrar” la siguiente expresión “, de manera individual o asociada,”.


El diputado Sandoval consultó si la expresión “individual o asociada” hace alusión a la Asociación de Municipios y reiteró que es preocupante que no se prevean recursos para los mismos.


El señor Bortnick, abogado del Ministerio, aclaró que cada municipio será libre de decidir si celebra convenios, y efectivamente se incorpora esta indicación para permitir que las Asociaciones celebren convenios si estos les facilitan su gestión.


Puesta en votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (8), señoras Molina y Vallejo y señores Chávez, Godoy, Melo, Pérez Lahsen, Rathgeb y Sandoval.


2- De las diputadas Girardi y Vallejo y del diputado Melo, para agregar después de la palabra”gestión” el término “y/ocon recicladores de base”.


Dado que la siguiente indicación regula esta misma materia, puesta en votación la indicación fue rechazada por cinco votos en contra (5 de 8) de los señores Chávez, Godoy, Pérez Lahsen, Rathgeb y Sandoval; un voto a favor (1 de 8) de la señora Molina; y dos abstenciones (2 de 8) de la señora Vallejo y del señor Melo.


3.- Del Ejecutivo para intercalar la siguiente letra b), nueva, pasando la actual letra b) a ser letra c), y cambiando las demás su orden correlativo:


“b) Podrán celebrar convenios con recicladores de base;”.


El diputado Chávez consultó si esto incluirá asociaciones de recicladores base. La señorita Puschel aclaró que la definición de “recicladores de base” incluye a las asociaciones de personas naturales que se desempeñan como recicladores de base. Dando respuesta a una consulta de la diputada Molina sobre los el tipo de convenios podrían celebrar señaló que es la propia municipalidad quien debe determinar qué convenios podrían resultar convenientes, esta disposición solo refuerza esta facultad, pero no es una obligación para los Municipios. 


Puesta en votación, la indicación fue aprobada por ocho votos a favor (8 de 9), de las señoras Molina y Vallejo y de los señores Chávez, Godoy, Melo, Pérez Lahsen, Sandoval y Vallespín; y una abstención (1 de 9) del señor Rathgeb. 


4.- Del Ejecutivo para reemplazar la letra b), que ha pasado a ser c) por la siguiente:


“c) Se pronunciarán fundadamente sobre las solicitudes de permisos para el establecimiento y/u operación de instalaciones de almacenamiento en los bienes nacionales de uso público bajo su administración, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 19 de la presente ley, y en conformidad a lo señalado en el artículo 65 letra c) de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, si correspondiere;”.


El señor Bortnick aclaró que esta indicación es el correlativo de cambios ya aprobados.


Puesta en votación la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (9), señoras Molina y Vallejo y señores Chávez, Godoy, Melo, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.


5.- De los diputados Chávez y Vallespín para agregar en la nueva letra b), que ha pasado a ser c), entre las palabras “solicitudes de” y “permisos”, la siguiente frase “los sistemas de gestión respecto a”.


Sin mayor debate, puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (9), señoras Molina y Vallejo y señores Chávez, Godoy, Melo, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.


6.- Del Ejecutivo para reemplazar en la letra c), que ha pasado a ser d), la frase “recolectar los residuos de manera separada” por “separar los residuos en origen”.


El diputado Sandoval señaló que la redacción de esta disposición es demasiado vaga, al señalar que es facultad de los municipios incorporar en las ordenanzas la recolección de residuos en origen “cuando así lo estimen pertinente”, ya que esta es una materia que resulta fundamental para el éxito de la REP. Enfatizó además que a lo largo del país, los municipios son los principales actores en cuanto a residuos, ya que no en todas las comunas existen los recicladores de base ni una cultura de reciclaje.


La señorita Puschel, señaló que esta letra explicita que las ordenanzas podrán incorporar la separación en origen. La indicación corrige el destinatario de la obligación, obligando a los consumidores a separar residuos. En cuanto a la redacción, señalo que efectivamente la norma debe respetar la autonomía municipal y considerar las diversas realidades de las municipalidades a lo largo del país. Además recordó que actualmente hay una exención de los derechos de aseo en muchos hogares, por lo que sería un cambio demasiado abrupto pasar de exención a una obligación de separar residuos. De todas formas, señaló que en la ley hay suficientes incentivos para ir adoptando este camino. El señor Bortnick añadió que es preferible una redacción facultativa, porque no todos tendrán la capacidad para asumir la separación.


El diputado Chávez coincidió en la apreciación del diputado Sandoval. En este sentido, propuso comenzar la letra con “podrán” y eliminar “cuando así lo estimen pertinente”, que es un término más claro pero que mantiene la autonomía municipal. El diputado Vallespín coincidió con estas reflexiones.


El diputado Rathgeb señaló que igualmente debería contemplarse la obligación de recolección separada para que el sistema funcione. A su juicio, ambos términos deberían ser incluidos. Consultada por los diputados en porqué no se incorpora la recolección separada, la señorita Puschel aclaró que efectivamente es necesario que haya recolección separada, pero respecto de las ordenanzas municipales los obligados son los vecinos. Por lo tanto, la recolección separada debe abordarse en otros instrumentos. En el caso de esta ley, son los productores los que tendrán la obligación de llevar a cabo esta recolección separada vía sistemas de gestión.


Puesta en votación, la indicación fue rechazada por la unanimidad de los diputados presentes (8), señoras Molina y Vallejo y señores Chávez, Melo, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.


7.- De las diputadas Molina y Vallejo y de los diputados Chávez, Melo, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín para reemplazar la letra c), que ha pasado a ser d), por la siguiente:


“c) Podrán incorporar en sus ordenanzas municipales la obligación de separar los residuos en origen y fomentar el reciclaje”.


Puesta en votación la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (8), señoras Molina y Vallejo y señores Chávez, Melo, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.


8.- De los diputados Chávez y Vallespín, para agregar al final de la letra c), que ha pasado a ser d) la siguiente frase “y fomentar el reciclaje”.


Dada la aprobación de la indicación anterior, se dio por rechazada esta indicación por la unanimidad de los diputados presentes (8), en la votación anterior.


9.- De la diputada Molina para incorporar las siguientes letras d), e) y f):


“d) Procurarán potenciar la educación ambiental de la población sobre la gestión sustentable de los residuos, para lo cual podrán contar con recursos del Fondo para el reciclaje.


e) Podrán diseñar e implementar estrategias de comunicación y sensibilización


f) Podrán diseñar e implementar medidas de prevención en la generación de residuos”.


Se hizo presente que la letra d) sería inadmisible por contravenir el artículo 65° inciso 3° de la Constitución. De todas formas, la diputada Molina señaló que es fundamental promover la educación ambiental y que ojala se destinarán fondos con este fin, pero en función de los requisitos constitucionales decide retirar de la indicación para agregar una letra d) y presentar la siguiente nueva indicación:

Puesta en votación las restantes letras de la indicación, en forma separada, se registraron las siguientes votaciones:


La letra e) fue aprobada por seis votos a favor (6 de 7) de las señoras Molina y Vallejo y de los señores Chávez, Melo, Rathgeb y Vallespín; y una abstención (1 de 6) del diputado Sandoval.


La letra f) fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (7), señoras Molina y Vallejo y señores Chávez, Melo, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.


10.- De la diputada Molina y de los diputados Chávez, Melo y Vallespín para incorporar la siguiente letra d):


“d) Promoverán la educación ambiental de la población sobre la gestión sustentable de los residuos”.


La abogada del Ministerio señorita Puschel señaló que el Ejecutivo no comparte estas indicaciones en tanto este artículo apunta específicamente a las Municipalidades, y las disposiciones contenidas en estas letras no siempre dicen relación con obligaciones destinadas a estos organismos.


Puesta en votación la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (7), señoras Molina y Vallejo y señores Chávez, Melo, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.


En definitiva, el artículo con las indicaciones fue aprobado por mayoría de votos.

Artículo 28 que pasa a ser 29, del fondo para el reciclaje.


El Ministerio contará con un fondo concursable destinado a financiar proyectos, programas, estudios y acciones para a prevenir la generación de residuos y fomentar su reutilización, reciclaje y otro tipo de valorización, que sean ejecutados por municipalidades o asociaciones de éstas, y cuyo patrimonio estará integrado por:


a) Los recursos que el Estado reciba por concepto de asistencia técnica o cooperación internacional;


b) Las donaciones, herencias y legados que reciba, las que estarán exentas del trámite de insinuación a que se refiere el artículo 1401 del Código Civil y de toda contribución o impuesto;


c) Las transferencias que conforme a su presupuesto realicen los gobiernos regionales;


d) Los recursos que para este objeto puedan consultarse anualmente en la Ley de Presupuestos de la Nación;


e) Los recursos que le asignen otras leyes; y


f) En general, cualquier otro aporte proveniente de entidades públicas o privadas, nacionales o extranjeras, a cualquier título.


Para la ejecución del fondo se podrán celebrar convenios con otras entidades públicas. Los recursos que se transfieran a tal efecto no se incorporarán a los presupuestos de los organismos receptores.


El reglamento establecerá el procedimiento y los criterios para la asignación de los recursos que considere el fondo.


El reglamento deberá contener, a lo menos, las siguientes materias:


a) Bases y procedimiento de postulación;


b) Evaluación y selección de los proyectos, programas, estudios y acciones;


c) Derechos y obligaciones de los proponentes seleccionados;


d) Entrega de los recursos y procedimientos de control.”.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1.- Del Ejecutivo para reemplazar, en el inciso primero, la frase “concursable destinado a financiar proyectos, programas, estudios y acciones para a” por la siguiente “destinado a financiar estudios para la gestión de residuos, así como para financiar, previo concurso, proyectos, programas y acciones para”.


La señorita Puschel explicó que esta indicación elimina el carácter concursable de los estudios, en tanto estima que resulta necesario que el Ministerio pueda contar con todos los antecedentes para la mejor aplicación de esta ley.


A juicio del diputado Vallespín, las demás acciones también podrían haberse llevado a cabo sin concurso en caso de que existan méritos suficientes. La abogada del Ministerio, señorita Puschel, explicó que la concursabilidad en las demás acciones garantiza que exista una Municipalidad interesada.


Puesto en votación, el artículo y la indicación, fueron aprobados por la unanimidad de los diputados presentes (7), señora Vallejo y señores Chávez, Melo, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.


2.- Del Ejecutivo, para agregar las siguientes letras e) y f) nuevas:


“e) Criterios que incentiven la inclusión de los recicladores de base;


f) Criterios que permitan priorizar la asignación de recursos a municipalidades que, por razones de localización o disponibilidad presupuestaria, requieren apoyo para participar activamente de los objetivos de la presente ley, o bien que han celebrado convenios con sistemas de gestión.”.


Sin mayor debate, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (7), señora Vallejo y señores Chávez, Melo, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.


3.- De la diputada Molina para incorporar el siguiente inciso final nuevo: 


“Este fondo contemplará una línea de financiamiento especial destinada a las Municipalidades”.


Esta indicación fue retirada por la diputada.


Consecuentemente, el artículo fue aprobado por uananimidad.

Artículo 29 que pasa a ser 30, recicladores de base.


Los recicladores de base registrados en conformidad al artículo 32 podrán participar de la gestión de residuos para el cumplimiento de las metas.


Para registrarse, deberán estar debidamente certificados en el marco del Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales establecido en la ley N° 20.267.


Se presentó una indicación del Ejecutivo para reemplazar en su inciso primero la expresión “artículo 32” por “artículo 33”.


Puesto en votación, el artículo y la indicación fueron aprobados por la unanimidad de los diputados presentes (7), señora Vallejo y señores Chávez, Melo, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.

Artículo 30 que pasa ser 31, de las obligaciones de los distribuidores
y comercializadores.


Todo distribuidor o comercializador de productos prioritarios cuyas instalaciones tengan una superficie suficiente, de acuerdo a lo establecido en el decreto supremo que establezca las metas y obligaciones asociadas de cada producto prioritario, deberá aceptar sin costo la entrega de los residuos de productos prioritarios que comercialice de parte de los consumidores. La obligación de aceptar la entrega no podrá supeditarse a la venta de un nuevo producto.


Las instalaciones de almacenamiento destinadas a tal efecto no requerirán de una autorización sanitaria adicional a la del mismo establecimiento.


Los distribuidores o comercializadores estarán obligados a entregar a título gratuito a los gestores contratados por el respectivo sistema de gestión, todos aquellos residuos recibidos de los consumidores.


Respecto del alcance de esta disposición y consultada por la diputada Vallejo en particular por la expresión “sin costo” en el inciso primero, la señorita Puschel aclaró que quien no debe asumir costos por la entrega de los residuos es el consumidor, cuando acuda a entregar un producto a un distribuidor o comercializador.


A lo largo del debate, se presentaron las siguientes indicaciones: 


1.- De los diputado Chávez y Vallespín para reemplazar en el inciso tercero, la palabra “consumidores” por “generadores”.


El diputado Vallespín explico que el término “generador” abarca consumidores y empresas que generen residuos.


La señorita Puschel señaló que en el contexto de la REP se utiliza el término “consumidor” y así se ha utilizado previamente en la ley. Adicionalmente, señaló que desde el Ejecutivo les pareció más claro aludir al consumidor, para explicitar el rol de la comunidad. El diputado Chávez replicó que le parece más completo aludir a “generador”, que es un concepto definido en la ley, no así el término “consumidor”.


El señor Meijer, señaló que referirse a “generadores” puede crear la confusión de abarcar a generadores de todo producto y es importante aclarar que se apunta a los consumidores de los productos prioritarios. El diputado Sandoval consideró que el término consumidor es más fácilmente comprensible para los ciudadanos, por lo que señaló que prefiere la redacción original del artículo.


2.- De los diputados Chávez, Melo y Vallespín para reemplazar en el inciso tercero, la frase final “todos aquellos residuos recibidos de los consumidores.”, por la siguiente: “todos aquellos residuos recibidos de los generadores de un producto prioritario.”.


Puesta en votación la indicación N°2 fue aprobada por cinco votos a favor (5 de 8) por parte de la diputada Vallejo y los diputados Chávez, Melo, Urízar y Vallespín; y tres votos en contra (3 de 8) por parte de los diputados Pérez Lahsen, Rathgeb y Sandoval.


Por la misma votación se da por rechazada la indicación signada con número 1.

Articulo nuevo.


El diputado Sandoval formuló indicación, para agregar el siguiente artículo 31, que pasaría a ser 32:


“Artículo 31: El Ministerio entregará una certificación o sello verde a todos los productores que cumplan con la normativa ambiental aplicable”.


El diputado Sandoval explicó que esta disposición busca entregar un sello para identificar a las empresas involucradas con esta normativa. La Secretaría de la Comisión planteó que esta indicación resultaría inadmisible a la luz de lo dispuesto por el artículo 65 N° 2 de la Constitución. 


El Ministro señaló que la disposición que se agrega por artículo 37 en la ley N° 19.300, artículo 48 ter, otorga al Ministerio del Medio Ambiente la facultad de entregar sellos, rótulos, etc., por lo que el contenido de esta disposición ya estaría recogido en el proyecto. El diputado Vallespín señaló que entiende el espíritu del artículo propuesto, pero no concuerda en que se certifique el mero cumplimiento de la normativa, ya que es una obligación de los productores, hacerlo, pero si se podría entregar algún tipo de reconocimiento o diferenciación a quienes, por ejemplo, se adelanten al cumplimiento de las metas.

A la luz de las explicaciones del Ejecutivo, el diputado retira esta indicación. 

Artículo 31 que pasaría a ser 32, de las obligaciones de los consumidores.


Todo consumidor estará obligado a entregar el residuo de un producto prioritario en un punto de recolección establecido por el respectivo sistema de gestión.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1.- De los diputados Chávez y Vallespín para reemplazar, la palabra “consumidores” por “generadores”.


La abogada del Ministerio señorita Puschel recordó que se ha discutido previamente este cambio de nomenclatura, debate en el cual el Ejecutivo considera que debería mantenerse el término “consumidor” cuando se trata de los instrumentos REP, en particular si el artículo se titula “obligaciones de los consumidores”. Señaló además que por razones de coherencia con otros artículos debería mantenerse la palabra “consumidor”. El Ministro añadió que se requiere mantener esta nomenclatura para distinguirlo del artículo 5°, “obligaciones de los generadores”.


Los autores de la moción señalaron que tratándose de este artículo recogen la argumentación del Ejecutivo, por lo que retiran la indicación, pero insistieron que en otras disposiciones es atingente hablar de “generador”.


2.- Del Ejecutivo para reemplazar la expresión “en un punto de recolección establecido por el” por el vocablo “al”.


La señorita Puschel explicó que se busca no limitar la obligación de entrega a un punto de recolección y ampliar los medios para llegar a un sistema de gestión.


3.- De los diputados Chávez y Vallespín para agregar, la siguiente frase final “, bajo las condiciones básicas establecidas por éstos e informadasa todos los involucrados”.


El Ejecutivo señaló su conformidad con esta indicación y el diputado Vallespín señaló que complementa la anterior indicación.


Puesto en votación, el artículo y las indicaciones números 2 y 3 fueron fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (9), señora Molina y señores Chávez, León, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín. 


4.- Del Ejecutivo, para incorporar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“El titular de un proyecto o actividad que se someta al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental deberá, en su respectiva Declaración o Estudio de Impacto Ambiental, comprometerse a celebrar un convenio con uno o más sistemas de gestión para la entrega de los residuos de productos prioritarios que genere 'en su operación. Dicho compromiso deberá establecerse en la respectiva resolución de calificación ambiental.”

El Ministro señaló que esta indicación busca incorporar a esta ley los proyectos o actividades que ingresan al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental (SEIA).


Sometida a votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes (8), señora Molina y señores Chávez, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín. 


5.- De la diputada Molina incorporar los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


“Además, estará obligado a respetar la separación de origen o recolección selectiva en los casos en que se utilicen dichos instrumentos.


El consumidor que no cumpla con la obligación anterior podrá ser multado hasta con 0,5 UF a beneficio municipal.”

En consideración a las indicaciones previamente aprobadas, la diputada decidió retirar la indicación. 


6.- De los diputados Chávez y Vallespín para agregar el siguiente inciso final, nuevo:


“Los reglamentos respectivos establecerán las obligaciones pertinentes para los proyectos que no ingresan al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, SEIA.”.


El diputado Chávez explicó que sería importante regular también aquellos proyectos que no ingresen al SEIA. El Ministro, por su parte, replicó que los proyectos que no ingresan al SEIA pueden ser decenas de miles, por lo que es muy difícil abarcarlos. Añadió que la regulación a los titulares de proyectos en el SEIA es excepcional, en tanto no son productores sino más bien consumidores, pero se puede hacer. No así con los proyectos que no ingresan al SEIA.


El diputado Vallespín expresó que esta indicación busca incorporar a aquellos titulares de proyectos, que pueden no ingresar al SEIA, pero sí generar productos prioritarios. El Ministro explicó que los proyectos no ingresan al SEIA en función de los productos prioritarios que generan, pero que de todos modos los de gran envergadura ingresan al sistema. Para mayor claridad, señaló que por ejemplo, un taller mecánico que no ingresa al SEIA, pero sí genera residuos (neumáticos), tendrá las obligaciones propias de un consumidor respecto de esta ley.


Los autores de la indicación señalaron que podría redactarse este inciso como “podrán establecer las obligaciones”, para de forma facultativa poder regular a estos consumidores cuando así se requiera. El diputado Pérez coincidió en que podría ser útil establecer regulaciones para estos casos. El diputado León consideró que debería mantenerse la redacción original de la indicación.

El señor Bortnick señaló que no resulta necesario establecer regulaciones adicionales a través de reglamentos para estos casos, ya que son supuestos que quedaran sujetos al normal funcionamiento de la REP. Por otra parte, indicó que si se trata de regulaciones generales, la facultad de reglamentar residuos corresponde al Ministerio de Salud.


Sometida a votación, la indicación fue aprobada por ocho votos a favor (8 de 10) de la señora Molina y de los señores Chávez, León, Melo, Pérez Lahsen, Rathgeb, Urízar y Vallespín; y dos votos en contra (2 de 10) de los señores Morales y Sandoval.
TÍTULO V

SISTEMA DE INFORMACION

Artículo 32 que pasaría a ser 33, registro.


El Registro de Emisiones y Transferencia de Contaminantes, a que se refiere el artículo 70 letra p) de la Ley N° 19.300, contendrá información sobre:


a) Los productores de productos prioritarios;


b) Los sistemas de gestión autorizados;


c) Los distribuidores o comercializadores de productos prioritarios, cuando corresponda;


d) Los gestores autorizados;


e) El cumplimiento de metas de recolección y valorización;


f) Toda otra información que establezca el respectivo reglamento.


El reglamento respectivo establecerá el contenido y funcionamiento de dicho registro. 


El Ministerio estará facultado para cobrar un arancel por la inscripción en el registro. Los ingresos percibidos por este concepto serán destinados al funcionamiento de tal registro.


El Ministerio procurará que la información contenida en el registro sea difundida en un lenguaje inteligible a través de su sitio electrónico.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1.- Del Ejecutivo, al inciso segundo, para intercalar entre la palabra “registro” y el punto aparte (.), que le sigue, la siguiente frase: “, el que deberá asegurar la confidencialidad comercial e industrial”.


Sometido a votación, el inciso primero y segundo y la indicación fueron aprobados por la unanimidad de los diputados presentes (10), señora Molina y señores Chávez, León, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval, Urízar y Vallespín.


2.- Del Ejecutivo, para agregar en su inciso tercero, primera oración, entre la palabra “registro” y el punto seguido (.), que le sigue, la siguiente frase: “, con excepción de los recicladores de base”.

El diputado León consultó si existe un cálculo sobre el monto de estos aranceles, ya que esta disposición establece que estos ingresos deberán destinarse exclusivamente al funcionamiento del registro. El Ministro señaló que no existe dicho cálculo, pero que el espíritu de la indicación es exceptuar a los recicladores de base de dicho cobro.


Sometido a votación, el inciso tercero y la indicación fue aprobado por seis votos a favor (6 de 10), de los señores Chávez, Melo, Pérez Lahsen, Sandoval, Urízar y Vallespín; un voto en contra (1 de 10) del diputado León; y tres abstenciones (3 de 10) de la señora Molina y de los señores Morales y Rathgeb.

3.- De las diputadas Girardi y Vallejo y del diputado Melo, al inciso tercero, para agregar después de la palabra “registro” la frase “Quedan exento del pago de inscripción en el registro los recicladores de base”.


Se declara inadmisible esta indicación por incidir en la administración financiera del Estado, a la luz de lo dispuesto en el artículo 65 de la Constitución. 


Sometido a votación, el inciso final del artículo, fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes (10) en la votación anterior.

TÍTULO VI

RÉGIMEN DE FISCALIZACIÓN Y SANCIONES

Artículo 33 que pasaría a ser 34, fiscalización y seguimiento.


Fiscalización y seguimiento. Corresponderá a la Superintendencia fiscalizar y dar seguimiento al cumplimiento de las obligaciones cuyas infracciones se establecen el artículo siguiente. Para tal efecto se regirá, en lo que corresponda, por lo dispuesto en el Título II de su ley orgánica.


Cuando el Ministerio cuente con antecedentes que permitan presumir una infracción, deberá remitir los mismos a la Superintendencia y solicitar el inicio de un procedimiento sancionatorio.


Con el fin de verificar los hechos investigados, la Superintendencia podrá requerir información a gestores de residuos, a sistemas de gestión, a distribuidores o comercializadores, al Servicio Nacional de Aduanas, al Servicio de Impuestos Internos, entre otros.

El diputado Vallespín consultó si se prevén nuevos recursos para que la Superintendencia cumpla con estas nuevas funciones. Sobre este punto, el Ministro indicó que debe ser la Superintendencia la encargada de hacer este seguimiento. Si bien reconoció que este organismo tiene capacidades limitadas, en el presupuesto 2015 tuvo un crecimiento importante y se ha comprometido la apertura de oficinas regionales.

El diputado Sandoval consideró que se debería establecer expresamente entre los organismos mencionados en el artículo a las Municipalidades, ya que estas son actores fundamentales para el funcionamiento de esta ley. El diputado León coincidió con esta visión, ya que la Superintendencia no tendrá la capacidad de fiscalizar el cumplimiento de esta ley a lo largo de todo el país. El diputado Morales hizo ver que no todas las Municipalidades tienen los recursos y/o la capacidad técnica para estas fiscalizaciones.

En función de este debate, se presentó la siguiente indicación: de la diputada Molina y los diputados Chávez, Melo, Pérez Lahsen y Sandoval para intercalar entre las frases “Servicio de Impuestos Internos,” y “entre otros”, la palabra municipios”.


Puesto en votación, el artículo y la indicación fueron aprobados por la unanimidad de los diputados presentes (9), señora Molina y señores Chávez, León, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.

Artículo 34 que pasaría a ser 35, infracciones.


Infracciones. Constituirán infracciones gravísimas:


a) El no registrarse en el registro establecido en el artículo 32;


b) El no contar con un sistema de gestión autorizado;


c) El celebrar convenios con gestores en contravención a lo dispuesto en el artículo 19;


d) El no cumplir con las metas de recolección y valorización;


e) El incorporar información falsa en la información proporcionada al Ministerio;


f) El no informar al Ministerio sobre el cumplimiento de las metas y obligaciones asociadas, en los términos precisados en el respectivo decreto supremo;


g) El enajenar productos prioritarios no sometidos a un sistema de gestión.


Constituirán infracciones graves:


a) El no declarar información conforme al artículo 6;


b) El no cumplir con lo dispuesto en el artículo 7;


c) El entregar residuos de productos prioritarios a gestores no autorizados, ya sea para su transporte o tratamiento;


d) El no cumplir con las obligaciones asociadas establecidas en el respectivo decreto supremo;


e) El no cumplir con el requerimiento de información efectuado por la Superintendencia;


f) El no renovar la autorización del sistema de gestión;


g) El efectuar cambios al plan de gestión sin previa autorización, en conformidad al artículo 23.


Constituirán infracciones leves:


a) El no constituir fianza, seguro u otra garantía, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 18 letra a);


b) El no proporcionar al Ministerio la información adicional requerida;


c) El no informar las modificaciones al plan de gestión;


d) El negarse a aceptar residuos y entregarlos al sistema de gestión de manera gratuita, según lo establecido en el artículo 30.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1.- Del Ejecutivo para modificar el inciso primero del artículo de la siguiente manera:


a) Reemplázase en la letra a), la expresión “artículo 32” por “artículo 33”.


b) Reemplázase en la letra c), la expresión “artículo 19” por “artículo 20”.


2.- Al inciso segundo letra c):


a) De los diputados Chávez y Vallespín para intercalar, entre la palabra “autorizados” y la coma (,) la siguiente frase “o no registrados”.


b) Del Ejecutivo para intercalar, entre la expresión “para su” y la palabra “transporte”, lo siguiente: “recolección,”.


3.- Del Ejecutivo para reemplazar en la letra g) del inciso segundo, la expresión “artículo 23” por “artículo 24”.


4.- De los diputados Chávez y Vallespín para trasladar, la letra a) del inciso tercero “infracciones leves”, al inciso segundo “infracciones graves”.


El diputado Vallespín consideró que la fianza, seguro o garantía es un mecanismo de resguardo importante en esta ley, por lo que, a su juicio, debería ser infracción grave no constituirlo.

La abogada del Ministerio señorita Puschel señaló que comparten esta apreciación, sin embargo, hizo el alcance de que no se trataría de no constituir esta fianza, en tanto es un requisito constituirla para establecer un sistema de gestión, sino de que posteriormente no se cuente con estas garantías. En función de estas apreciaciones se presenta una nueva indicación y se retira la indicación signada con el número 4.


5.- De la diputada Molina y de los diputados Chávez, León, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín, para modificar el artículo 34 que ha pasado a ser 35, del siguiente modo:


i) En el inciso segundo agregar la siguiente letra a), nueva,pasando la actual a ser letra b) y así sucesivamente:


“a) No contar con la fianza, seguro u otra garantía, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 18 letra a);”

ii) Eliminar en el inciso tercero la letra a), pasando la actual letra b) a ser a) y así sucesivamente.


6.- Del Ejecutivo al inciso tercero:


a) Para reemplazar en la letra d) del inciso tercero, la expresión “artículo 30” por “artículo 31”.


b) Para agregar, la siguiente letra d):


“d) El no cumplir con la obligación de informar establecida en el artículo segundo transitorio de la presente ley.”

Puesto en votación, el artículo y las indicaciones fueron aprobados por la unanimidad de los diputados presentes (9), señora Molina y señores Chávez, León, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Rathgeb, Sandoval y Vallespín.

Artículo 35 que pasaría a ser 36, sanciones.


Sanciones. Las infracciones gravísimas darán lugar a las siguientes sanciones:


a) Multa de siete mil a diez mil unidades tributarias anuales, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso siguiente;


b) Prohibición de vender el producto prioritario mientras se mantenga la infracción;


c) Revocación de la autorización al sistema de gestión;


d) Publicación de los productores infractores en el sitio electrónico de la Superintendencia y del Ministerio.


La multa por la infracción gravísima de la letra d) del artículo anterior se aplicará por cada unidad por sobre la meta incumplida y ascenderá a un monto de 2 a 10 veces de los costos de la gestión de los residuos, estimado por la Superintendencia en base a la información disponible. 


Las infracciones graves darán lugar a las siguientes sanciones:


a) Multa de tres mil una a siete mil unidades tributarias anuales;


b) Publicación de los productores infractores en el sitio electrónico de la Superintendencia y del Ministerio.


Las infracciones leves darán lugar a las siguientes sanciones:


a) Amonestación;


b) Multa de una a tres mil unidades tributarias anuales;


c) Publicación de los productores infractores en el sitio electrónico de la Superintendencia y del Ministerio.


La Superintendencia aplicará una o más de las sanciones anteriores en conformidad a lo dispuesto en el Párrafo 3° del Título III de su ley orgánica.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1.- De los diputados Chávez y Vallespín para agregar en la letra c), después de la palabra “revocación”, la palabra “definitiva”.


Los autores deciden retirar esta indicación.


Puesto en debate el inciso primero del artículo, el diputado León consultó si las multas señaladas en la letra a) se aplican conjuntamente con aquella establecida en el inciso siguiente. El Ministro aclaró que el sentido del artículo es aplicar la multa del inciso primero, considerando el alcance que establece el inciso siguiente respecto del caso de la letra d) del artículo anterior


2.- De los diputados Chávez y Vallespín para agregar en el inciso segundo, entre la palabra “unidad” y “por”, la frase “de producto prioritario”.


La abogada del Ministerio de Medio Ambiente, señorita Puschel, explicó que el sentido de la palabra “unidad” en este inciso tiene un sentido amplio, de modo de abarcar toneladas, kilogramos, etc., dependiendo del producto prioritario. Consideró que agregar “producto prioritario” podría generar una interpretación más restrictiva. Dada esta explicación, el diputado Vallespín sugirió utilizar la expresión “unidad de medida”.


En función del debate, se retira esta indicación y se presenta la siguiente nueva indicación:


3.- De las diputadas Molina y Vallejo y los diputados Chávez, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval, Urízar y Vallespín para agregar en el inciso segundo, entre la palabra “unidad” y “por”, la frase “de medida, según lo que establezca el decreto”.


Puesto en votación, el artículo y la indicación número 3 fueron aprobados en forma unánime por los diputados presentes (9), señoras Molina y Vallejo y señores Chávez, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval, Urízar y Vallespín.

Artículo 36 que pasaría a ser 37, recursos.


Establece que en contra de la resolución de la Superintendencia que aplique una sanción, procederán los recursos a que se refiere el Párrafo 4° del Título III de su ley orgánica.


Sin mayor debate, fue aprobado en forma unánime por os diputados presentes (9), señoras Molina y Vallejo y señores Chávez, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval, Urízar y Vallespín.

TÍTULO VII

MODIFICACIONES A OTROS CUERPOS NORMATIVOS.

Artículo 37 que pasaría a ser 38, modificaciones a ley N° 19.300,sobre Bases Generales del Medio Ambiente.


a) Agrega el siguiente párrafo 6 bis, a continuación del artículo 48 bis:

“Párrafo 6 bis

De la certificación, rotulación y etiquetado

Artículo 48 ter.- Corresponderá al Ministerio del Medio Ambiente otorgar certificados, rótulos o etiquetas a personas naturales o jurídicas públicas o privadas, respecto de tecnologías, procesos, productos, bienes, servicios o actividades, que sean voluntariamente solicitados y cumplan con los criterios de sustentabilidad y contribución a la protección del patrimonio ambiental del país, de acuerdo a los requisitos que establezca el reglamento.


Asimismo, el reglamento deberá determinar el procedimiento al cual se sujetará el otorgamiento de los certificados, rótulos y etiquetas. El Ministerio podrá encomendar a entidades técnicas la verificación del cumplimiento de los requisitos que señale el reglamento. La acreditación, autorización y control de dichas entidades se regirá por lo dispuesto en el reglamento a que hace referencia el artículo 3 letra c) de la Ley Orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente.


La Superintendencia del Medio Ambiente será la encargada defiscalizar el debido cumplimiento de las disposiciones de que trata este artículo.

La infracción de esta normativa será sancionada de conformidad a lo dispuesto en el Título III de la Ley Orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente, encontrándose ésta facultada, además, para revocar el certificado, rótulo o etiqueta como sanción. Sin perjuicio de lo anterior, la falsificación o utilización maliciosa de los certificados, rótulos o etiquetas será sancionada de conformidad con lo dispuesto en los artículos 193, 194 y 196, según corresponda, del Código Penal.”.


El diputado Vallespín consultó porqué se añade una certificación no obligatoria, ante lo cual doña Lorna Puschel aclaró que la certificación en el ámbito dela REP sí es obligatoria, pero añaden este instrumento en otros ámbitos como incentivo.


Puesta en votación, esta letra fue aprobada en forma unánime por los diputados presentes (9), señoras Molina y Vallejo y señores Chávez, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval, Urízar y Vallespín.


b) Introdúcese, en el artículo 70, la siguiente letra t bis):


“t bis) Otorgar certificados, rótulos o etiquetas a personas naturales o jurídicas públicas o privadas, respecto de tecnologías, procesos, productos, bienes, servicios o actividades, que cumplan con los criterios de sustentabilidad y contribución a la protección del patrimonio ambiental del país, en conformidad a la ley.”.


Puesta en votación, la letra b) fue aprobada en forma unánime por los mismos diputados presentes (9), en la votación anterior.

Artículo nuevo


Los diputados Melo y Urizar, formularon indicación para agregarel siguiente artículo 38:


“Artículo 38. Modificaciones a la Ley sobre copropiedad inmobiliaria. Agrégase en el título III el siguiente artículo 38 bis:


“Artículo 38 bis. Los copropietarios, arrendatarios u ocupantes delas unidades que componen el condominio están obligados afacilitar la separación de los residuos desechados desde el interior de sus unidades, de conformidad a los productos priorizados de conformidad de la ley.


Para tales efectos se dispondrá la entrega del residuo de un producto prioritario en un punto de recolección establecido por el respectivo sistema de gestión.”.


El Ministro del Medio Ambiente valoró el espíritu de la indicación, pero advirtió que podría generar una diferencia injustificada respecto de vecinos que no están en condominios. Lo ideal sería que esto se prevea en las respectivas ordenanzas municipales.

El diputado Vallespín señaló que sería conveniente incorporar una obligación en el diseño de nuevas edificaciones, para considerar la construcción de receptáculos diferenciados, y así incentivar el reciclaje. El diputado Melo añadió que ese es precisamente el objetivo de la indicación. El diputado Urízar se unió al llamado a incorporar esto en las respectivas ordenanzas municipales. El Ministro de Medio Ambiente se comprometió a incorporar este elemento en el siguiente trámite legislativo.


En atención al debate se retira esta indicación. 

TÍTULO VIII

NORMAS TRANSITORIAS

Artículo primero, Certificación de recicladores de base.


Dispone que durante los primeros dos años de vigencia de la presente ley, los recicladores de base podrán registrarse sin contar con la certificación referida en el artículo 29. Transcurrido dicho plazo, y no habiendo acreditado tal requisito ante el Ministerio, caducará su inscripción.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1.- De los diputados Chávez y Vallespín para reemplazar, en el artículo primero transitorio, la palabra “dos” por la palabra “tres”.


2.- Del Ejecutivo, al artículo primero, para reemplazar las expresiones “dos años” por “cinco años”, y “artículo 29” por “artículo 30”.


El diputado Morales consultó porque se busca ampliar el plazo de certificación, cuando lo ideal es que los recicladores estén certificados cuanto antes. El diputado Vallespín consideró que tres años es un plazo razonable, entre las dos propuestas del Ejecutivo de dos y cinco años.

El Ministro indicó que de acuerdo a la experiencia de los propios recicladores de base se consideró que se podría necesitar un mayor plazo para la certificación, razón por la cual el Ejecutivo amplió el plazo de dos a cinco años. El diputado Vallespín aclaró que a su juicio, reducir el plazo para la certificación es a favor de los recicladores, ya que mientras antes estén los actores certificados mejor funcionará el sistema.

Puesta en votación, el inciso primero y la indicación signada con el número 1, fueron aprobados por seis votos a favor (6 de 9) de la diputada Vallejo y los diputados Chávez, Pérez Lahsen, Sandoval, Urízar y Vallespín; y tres abstenciones (3 de 6), de la diputada Molina y los diputados Melo y Morales.


Laindicación signada con el número 2, se da por rechazada reglamentariamente.


3.- Del Ejecutivo, para incorporar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“El Ministerio del Medio Ambiente impulsará la creación de un proyecto de competencias laborales destinado a que los recicladores de base adquieran las aptitudes, conocimientos y destrezas necesarias para gestionar los residuos de acuerdo a la normativa vigente y permitirles obtener la certificación exigida en el artículo 30.”.


4.- De las diputadas Girardi, Molina y Vallejo y del diputado Melo para agregar en el nuevo inciso final, indicación del Ejecutivo, después de la palabra “vigente” la frase “y permitirles obtener la certificación exigida en el artículo 29”.


Puesta en votación, la indicación N° 3 fue aprobada en forma unánime por los diputados presentes (9), señoras Molina y Vallejo y señores Chávez, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval, Urízar y Vallespín.


La indicación N° 4 se da por rechazada por la unanimidad de los diputados presentes en la votación anterior, en consideración a que ella estaba contemplada en la indicación del Ejecutivo.

Artículo segundo, obligación de informar.


Mientras no entren en vigencia los decretos supremos que establezcan las metas y obligaciones asociadas de cada producto prioritario, los productores deberán informar anualmente al Ministerio, a través del Registro de Emisión y Transferencia de Contaminantes, lo siguiente:


a) Cantidad de productos priorizados comercializados en el país durante el año inmediatamente anterior;


b) Actividades de recolección, valorización y eliminación realizadas en igual período, y su costo;


c) Cantidad de residuos recolectados, valorizados y eliminados en dicho lapso;

d) Indicación de si la gestión para las actividades de recolección y valorización es individual o colectiva.


Dicha información deberá ser entregada por primera vez en un plazo máximo de tres meses desde la publicación de la presente ley.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1.- Del Ejecutivo, para reemplazar en el inciso final la expresión “tres meses” por “dieciocho meses”.


La señorita Puschel señaló que luego de reuniones con la SOFOFA y otros actores, les fue demostrado que en el plazo de tres meses era muy difícil tener sistematizada y entregada la información. Informó que dichos actores solicitaron 24 meses de plazo, pero dados los antecedentes entregados, el Ejecutivo consideró que el plazo de 18 meses era razonable.

El diputado Vallespín expresó que si este plazo regía solo para los productores se debería establecer un tiempo determinado que los presioné un poco más a cumplir con estas obligaciones.


En función de este debate se concordó en la siguiente indicación:


2.- De las diputadas Molina y Vallejo y los diputados Melo, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval, Urízar y Vallespín para reemplazar en el inciso final la expresión “tres meses” por “doce meses”.


Puesto en votación, el artículo y la indicación N° 2 fueron aprobadoa en forma unánime por los diputados presentes (9), señoras Molina y Vallejo y señores Chávez, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval, Urízar y Vallespín.


La indicación N° 1 se da por rechazada con la misma votación.

Artículo nuevo, que pasaría ser tercero.


El Ejecutivo, formuló indicación para incorporar el siguiente artículo tercero transitorio:


“Artículo tercero.- Plazo para dictar reglamentos. Los reglamentos referidos en el artículo 4 inciso segundo y en el artículo 12 inciso primero, deberán evacuarse dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley.”.


La diputada Molina consultó porque no se fijó un plazo para la dictación de decretos que fijarán las metas. La señorita Puschel explicó que dichos decretos probablemente tomarán más tiempo, pero que un primer paso es establecer este plazo para los reglamentos que fijan el procedimiento para la dictación de dichos decretos.


Puesto en votación el artículo fue aprobado por ocho votos a favor (8 de 9) por parte de la señora Vallejo y señores Chávez, Melo, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval, Urízar y Vallespín y una abstención (1 de 9) de la señora Molina.

-o-
V. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADOS.

a) Artículos rechazados.


No hay.

b) Indicaciones rechazadas.


Se ha rechazado las siguientes indicaciones:

Artículo 1°.


- Del Ejecutivo, para reemplazarlo, por el siguiente:


“Artículo 1°.- Objeto. La presente ley tiene por objeto incentivar la prevención en la generación de residuos y fomentar su reutilización, reciclaje y otro tipo de valorización, a fin de proteger la salud de las personas y el medio ambiente.”.

Artículo 2°.

Letra nueva, que pasaría a ser c).


2.- De las diputadas Girardi, Molina y Vallejo y del diputado Melo, para agregar, después de la palabra “financiación” una coma (,) y la palabra “infraestructura”.

Letra nueva.


De las diputadas Girardi, Molina y Vallejo y del diputado Melo, formularon indicación, para agregar la siguiente letra g), nueva:


 “g) ciclo de vida: Etapas e impactos que posee un producto desde su generación, valorización y/o disposición final.”.

Letra nueva


- Deldiputado Sandoval, para incorporar la siguiente letra i), nueva:


“i) Proximidad y suficiencia: El generador de un residuo deberá preferir aquella planta más cercana al lugar de almacenamiento”
Artículo 3°.

Letra a)

- De las diputadas Girardi, Molina y Vallejo y del diputado Melo, para reemplazar en la letra a), la palabra “eliminación” por el término “disposición final”.

Letra nueva.


De las diputadas Girardi y Vallejo y el diputado Melo, presentan una indicación para agregar la siguiente letra i), nueva:


“i) Espacios de almacenamiento transitorio: Lugar o instalación de recepción y acumulación selectiva de residuos de operación de los recicladores de base.”
Letra o, que pasaría ser s)


1.- Del Ejecutivo para reemplazarla, por la siguiente: 


“s) Reciclador de base: Persona natural o cooperativa que se dedica a la recolección selectiva, gestión de instalaciones de almacenamiento, pre-tratamiento y comercialización de residuos.”.


2.- De las diputadas Girardi, Molina y Vallejo y del diputado Melo, para reemplazar la palabra “cooperativa” por “jurídica”; y agregar, a continuación de la palabra “almacenamiento”, la palabra “procesamiento”.

Letra r), que pasaría a ser v)


- De los diputados Chávez y Vallespín, para agregar, después de la palabra “poseedor,” las palabras “o generador”
Letra x) que pasaría ser bb)


- De las diputadas Girardi y Vallejo y del diputado Melo, para agregar en la letra x) (que pasaría a ser bb) después de la palabra “residuo” la palabra “orgánico”; y anteponer antes del punto final, la frase siguiente “para generar solo energía renovable no convencional”.

Artículo 4°.


- De las diputadas Girardi y Vallejo y del diputado Melo, para agregar en el numeral (ii) después de la palabra “privados” la frase “, incluyendo a los recicladores de base y sus organizaciones”.

Artículo 7°.


1.- De las diputadas Girardi y Vallejo y del diputado Melo, para agregar al inciso segundo, después de la palabra “procedimiento” la frase “que establezca la transparencia informativa”.


2.- De las diputadas Girardi y Vallejo y del diputado Melo, para agregar el siguiente inciso cuarto:


“No obstante lo anterior, se prohíbe importar o exportar residuos tóxicos que amenacen la salud de las personas o de los ecosistemas.”
Artículo 9°.


1.- Del Ejecutivo para reemplazarlo, por el siguiente:


“Artículo 9°.- Productos prioritarios. Mediante un decreto supremo expedido por el Ministerio del Medio Ambiente se establecerán los productos sometidos a responsabilidad extendida del productor. Para tal efecto, se deberá considerar la efectividad del instrumento de gestión del respectivo residuo, su volumen, peligrosidad y/o potencial de valorización del mismo.

El decreto supremo considerará, a lo menos, los siguientes productos prioritarios:


a) Aceites lubricantes;


b) Aparatos eléctricos y electrónicos, incluidas las lámparas y ampolletas;


c) Diarios, periódicos y revistas;


d) Envases y embalajes;


e) Medicamentos caducados;


f) Neumáticos;


g) Pilas y Baterías;


h) Plaguicidas caducados;


i) Vehículos.


La dictación del decreto referido se regirá por lo dispuesto en los artículos 12, 13 y 14 de la presente ley.”.


2.- Del diputado Sandoval, para agregar el siguiente inciso segundo, nuevo: “No obstante lo anterior, se podrán incorporar nuevos productos a la categoría de prioritarios.”.

Artículo 10.


- De las diputadas Girardi y Vallejo y del diputado Melo, para agregar en el inciso primero, entre la palabra “supremos” y la palabra “dictados” la frase”específicos para recolección o para valorización”.

Artículo 12.


- De las diputadas Girardi y Vallejo y del diputado Melo, para agregar en el inciso primero, entre la palabra “supremos” y la palabra “dictados” la frase”específicos para recolección o para valorización”.

Artículo 15.


- De los diputados Chávez y Vallespín para sustituir la expresión “5 años” por “3 años”. 

Artículo 17.


- De los diputado Chávez y Vallespín para agregar en el inciso primero, antes del punto seguido (.) y luego de la palabra “autoridad”, la siguiente frase “de forma solidaria con los productores que la integran”.

Artículo 18.


1.- Del Ejecutivo, para intercalar, en la letra b), entre la palabra “municipalidades” y la coma (,), que le sigue, la siguiente frase: “y/o asociaciones de municipalidades con personalidad jurídica”.


2.- De los diputados Chávez y Vallespín para agregar en la letra b), luego de la palabra “municipalidades” la frase “y Asociaciones de Municipalidades”.


3- Del Ejecutivo, para reemplazar en la letra b) la expresión “artículos 19 y 20” por “artículos 20 y 21”.

Artículo 19, que pasaría a ser 20.


- De la diputada Vallejo y del diputado Melo, para agregar la siguiente frase al final del inciso segundo. “Se exceptuara de la licitación a aquellos sistemas colectivos que realicen convenios con recicladores de base”.

Artículo 20 que pasaría a ser 21.


1.- De las diputadas Girardi y Vallejo y del diputado Melo, para agregar entre las palabras “gestión” y “podrán” la frase “y los recicladores de base”.


2.- De los diputados Chávez y Vallespín para reemplazar la expresión “destinados al”, por la frase “destinados a facilitar la implementación de la presente ley en sus comunas”.


3.- Del Ejecutivo para modificarlo de la siguiente manera:


a) Intercalar entre la palabra “municipalidades” y la coma (,) que antecede a la expresión “destinados” la frase “o asociaciones de municipalidades con personalidad jurídica”.


b) Reemplazar la palabra “al” que está a continuación de la palabra “destinados” por la expresión “a la recolección, al”.


c) Agregar la siguiente oración final, después de la palabra “prioritarios”, o a la ejecución de otras acciones para el cumplimiento de esta ley”.

Artículo 21, quepasaría a ser 22.


1.- De las diputadas Girardi y Vallejo y del diputado Melo, para agregar en la letra g) luego de la palabra “gestión”, la frase “o los contratos con recicladores de base”.


2.- De los diputados Chávez y Vallespín parareemplazar en el inciso segundo “5 años” por “3 años”.

Artículo 26 que pasaría a ser 27.


1.- De los diputados Chávez y Vallespín para reemplazar, la palabra “racional” por sustentable”.


2.- De las diputadas Girardi y Vallejo y del diputado Melo, para agregar después de la palabra “residuos” la frase “con participación de los recicladores de base”.

Artículo 27 que pasaría a ser 28.


1- De las diputadas Girardi y Vallejo y del diputado Melo, para agregar después de la palabra”gestión” el término “y/ocon recicladores de base”.


2.- Del Ejecutivo para reemplazar en la letra c), que ha pasado a ser d), la frase “recolectar los residuos de manera separada” por “separar los residuos en origen”.


3.- De los diputados Chávez y Vallespín, para agregar al final de la letra c), que ha pasado a ser d) la siguiente frase “y fomentar el reciclaje”.

Artículo 30 que pasaría a ser 31.


- De los diputado Chávez y Vallespín para reemplazar en el inciso tercero, la palabra “consumidores” por “generadores”.

Artículo primero transitorio.


- Del Ejecutivo, al artículo primero, para reemplazar las expresiones “dos años” por “cinco años”, y “artículo 29” por “artículo 30”.

Artículo segundo transitorio.


Del Ejecutivo, para reemplazar en el inciso final la expresión “tres meses” por “dieciocho meses”.

c) Indicaciones inadmisibles.

Artículo nuevo, que pasaría a ser 19.


- De las diputadas Girardi y Vallejo y del diputado Melo, para intercalar un inciso tercero nuevo en el artículo 19 nuevo, con el siguiente texto: 


“El municipio de acuerdo a su derecho de administración, cobrara a los sistemas de gestión por la utilización de estos bienes nacionales de uso público. Estarán exentos de ello los recicladores de base, los que tendrán prioridad en la utilización temporal de dichos bienes”.

Artículo 32, que pasaría ser 33.


.- De las diputadas Girardi y Vallejo y del diputado Melo, al inciso tercero, para agregar después de la palabra “registro” la frase “Quedan exento del pago de inscripción en el registro los recicladores de base”.

-o-

Por las razones señaladas y por las que expondrá oportunamente el señor Diputado Informante, la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, recomienda aprobar elsiguiente 

PROYECTO DE LEY

Que establece marco para la gestión de residuos, la responsabilidad extendida del productor y fomento al reciclaje

TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES


Artículo 1°.- Objeto. La presente ley tiene por objeto disminuir la generación de residuos y fomentar su reutilización, reciclaje y otro tipo de valorización, a través de la instauración de la responsabilidad extendida del productor y otros instrumentos de gestión de residuos, a fin de proteger la salud de las personas y el medio ambiente.


Artículo 2°.- Principios. Los principios que inspiran la presente ley son los siguientes:


a) El que contamina paga: El productor de un residuo es responsable de hacerse cargo del mismo, así como de internalizar los costos y las externalidades negativas asociados a su manejo y disposición.

b) Gradualismo: Las obligaciones para prevenir la generación de residuos y fomentar su reutilización, reciclaje y otro tipo de valorización serán establecidas o exigidas de manera progresiva, atendiendo a la cantidad y peligrosidad de los residuos, las tecnologías disponibles, el impacto económico y social, situación geográfica, entre otros.


c) Inclusión: Conjunto de mecanismos e instrumentos de capacitación, financiación y formalización orientados a posibilitar la integración plena de los recicladores de base en la gestión de los residuos, incluidos los sistemas de gestión en el marco de la responsabilidad extendida del productor.”

d) Jerarquía en el manejo de residuos: Orden de preferencia de manejo, que considera como primera alternativa la prevención en la generación de residuos, luego la reutilización, el reciclaje de los mismos o de uno o más de sus componentes y la valorización energética de los residuos, total o parcial, dejando como última alternativa su eliminación, acorde al desarrollo de instrumentos legales, reglamentarios y económicos pertinentes.


e) Libre competencia: El funcionamiento de los sistemas colectivos de gestión en ningún caso podrá atentar contra la libre competencia.


f) Participativo: La educación, opinión y el involucramiento de la comunidad son necesarios para prevenir la generación de residuos y fomentar su reutilización, reciclaje y otro tipo de valorización.”

g) Precautorio: La falta de certeza científica no podrá invocarse para dejar de implementar las medidas necesarias para disminuir el riesgo de daños para el medio ambiente derivado del manejo de residuos.


h) Preventivo: Conjunto de acciones o medidas que se reflejan en cambios en los hábitos en el uso de insumos y materias primas utilizadas en procesos productivos, diseño o en modificaciones en dichos procesos, así como en el consumo, destinadas a evitar la generación de residuos, la reducción en cantidad o la peligrosidad de los mismos.


i) Responsabilidad de la cuna a la tumba: El productor de residuos es responsable del manejo de los residuos, desde su generación hasta su valorización y/o eliminación, en conformidad a la ley.


j) Transparencia y publicidad: La gestión de residuos se efectuará con transparencia, de manera que la comunidad pueda acceder a la información relevante sobre la materia.


k) Trazabilidad: Conjunto de procedimientos preestablecidos y autosuficientes que permiten conocer las cantidades, ubicación y trayectoria de un residuo o lote de residuos a lo largo de la cadena de gestión.


Artículo 3°.- Definiciones. Para los efectos de la presente ley, se entenderá por:


a) Almacenamiento: Acumulación de residuos en un lugar específico por un tiempo determinado, previo a su valorización y/o eliminación.


b) Ciclo de vida de un producto: Etapas consecutivas e interrelacionadas de un sistema productivo, desde la adquisición de materias primas o su generación a partir de recursos naturales, hasta su eliminación como residuo.


c) Comercializador: Toda persona natural o jurídica, distinta del productor, que vende un producto prioritario al consumidor.


d) Distribuidor: Toda persona natural o jurídica, distinta del productor, que comercializa un producto prioritario antes de su venta al consumidor.


e) Ecodiseño: Integración de aspectos ambientales en el diseño del producto, envase, embalaje, etiquetado u otros, con el fin de disminuir las externalidades ambientales a lo largo de todo su ciclo de vida.


f) Eliminación: Todo procedimiento cuyo objetivo es disponer en forma definitiva o destruir un residuo en instalaciones autorizadas.


g) Generador: poseedor de un producto que lo desecha o tiene la intención u obligación de desecharlo de acuerdo a la normativa vigente.


h) Gestor: Persona natural o jurídica, pública o privada, que realiza cualquiera de las operaciones de manejo de residuos y que se encuentra autorizada y registrada en conformidad a la normativa vigente.


i) Gestión: Operaciones de manejo y otras acciones de política, de planificación, normativas, administrativas, financieras, organizativas, educativas, de evaluación, de seguimiento y fiscalización, referidas a residuos.


j) Instalación de almacenamiento: Lugar o establecimiento de recepción y acumulación selectiva de residuos, debidamente autorizado, previo a su envío hacia una instalación de valorización o eliminación.


k) Manejo: Todas las acciones operativas a las que se somete un residuo, incluyendo, entre otras, recolección, almacenamiento, transporte, pretratamiento y tratamiento.


l) Manejo ambientalmente racional: La adopción de todas las medidas posibles para garantizar que los residuos se manejen de manera que queden protegidos el medio ambiente y la salud de las personas contra los efectos perjudiciales que pueden derivarse de tales residuos.


m) Mejores prácticas ambientales: La aplicación de la combinación más exigente y pertinente de medidas y estrategias de control ambiental.”

n) Mejores técnicas disponibles: La etapa más eficaz y avanzada en el desarrollo de los procesos, instalaciones o métodos de operación, que expresan la pertinencia técnica, social y económica de una medida particular para limitar los impactos negativos en el medio ambiente y la salud de las personas.


ñ) Ministerio: Ministerio del Medio Ambiente.


o) Preparación para la reutilización: Acción de revisión, limpieza o reparación, mediante la cual productos o componentes de productos desechados se acondicionan para que puedan reutilizarse sin ninguna otra transformación previa.

p) Pretratamiento: Operaciones físicas preparatorias o previas a la valorización o eliminación, tales como separación, desembalaje, corte, trituración, compactación, mezclado, lavado, empaque, entre otros, destinadas a reducir su volumen, facilitar su manipulación o potenciar su valorización.


q) Producto prioritario: Sustancia u objeto que una vez transformado en residuo, por su volumen, peligrosidad o presencia de recursos aprovechables, queda sujeto a las obligaciones de la responsabilidad extendida del productor, en conformidad a la presente ley.


r) Productor de un producto prioritario o productor: Persona que, independiente de la técnica de comercialización,


(i) enajena un producto prioritario por primera vez en el mercado nacional;


(ii) enajena bajo marca propia un producto prioritario adquirido de un tercero que no es el primer distribuidor; o


(iii) importa un producto prioritario para su propio uso profesional.


En el caso de envases y embalajes, el productor es aquél que introduce en el mercado el bien de consumo envasado y/o embalado.


El decreto supremo que establezca las metas y obligaciones asociadas de cada producto prioritario sobre la base de criterios y antecedentes fundados determinará los productores a los que les será aplicable la responsabilidad extendida del productor, previa consideración de su condición de pequeña o mediana empresa.


s) Reciclador de base: Persona natural, que mediante el uso de la técnica artesanal y semi industrial, se dedica en forma directa y habitual, a la recolección selectiva de residuos domiciliarios o asimilables y a la gestión de instalaciones de almacenamiento de tales residuos, incluyendo su clasificación y pretratamiento. Sin perjuicio de lo anterior, se considerarán también como recicladores de base las personas jurídicas que estén compuestas exclusivamente por personas naturales registradas como recicladores de base, en conformidad al artículo 33.


t) Reciclaje: Empleo de un residuo como insumo o materia prima en un proceso productivo distinto del que lo generó, incluyendo el coprocesamiento y compostaje, pero excluyendo la valorización energética.


u) Recolección: Operación consistente en recoger residuos, incluido su almacenamiento inicial, con el objeto de transportarlos a una instalación de almacenamiento, una instalación de valorización o de eliminación, según corresponda. La recolección de residuos separados en origen se denomina diferenciada o selectiva.


v) Residuo: Sustancia u objeto que su generador desecha o tiene la intención u obligación de desechar de acuerdo a la normativa vigente.


w) Reutilización: Acción mediante la cual productos o componentes de productos desechados se utilizan de nuevo, con la misma finalidad para la que fueron producidos.


x) Sistema de gestión: Mecanismo instrumental para que los productores, individual o colectivamente, den cumplimiento a las obligaciones establecidas en el marco de la responsabilidad extendida del productor, a través de la implementación de un plan de gestión.


y) Superintendencia: Superintendencia del Medio Ambiente.


z) Tratamiento: Operaciones de valorización y eliminación de residuos.


aa) Valorización: Conjunto de acciones cuyo objetivo es recuperar un residuo, uno o varios de los materiales que lo componen y/o el poder calorífico de los mismos. La valorización comprende la preparación para la reutilización, el reciclaje y la valorización energética.


bb) Valorización energética: Empleo de un residuo con la finalidad de generar energía.


Artículo 4°. De la prevención y valorización. Todo residuo potencialmente valorizable deberá ser destinado a tal fin evitando su eliminación.

Para tal efecto, el Ministerio, considerando el principio de gradualismo, deberá, cuando sea pertinente, establecer a través de un decreto supremo los siguientes instrumentos destinados a prevenir la generación de residuos y/o promover su valorización.


a) Ecodiseño;


b) Certificación, rotulación y etiquetado de uno o más productos;


c) Sistemas de depósito y reembolso; y


d) Separación en origen y recolección selectiva de residuos.


Uno o más reglamentos establecerán el procedimiento para la elaboración de los decretos supremos que establezcan los instrumentos anteriores, el que deberá contener a lo menos las siguientes etapas:


(i) Un análisis general del impacto económico y social;


(ii) Una consulta a organismos públicos competentes y privados”, incluyendo a los recicladores de base;


(iii) Una etapa de consulta pública.


La propuesta de decreto supremo que regule alguno de los instrumentos señalados en los literales anteriores deberá ser sometida al pronunciamiento del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, de conformidad a lo establecido en el artículo 71 y siguientes de la ley 
N° 19.300. Tal decreto será reclamable en los términos de lo dispuesto en el artículo 14.


La Superintendencia será competente para fiscalizar el cumplimiento de dichos instrumentos y de imponer sanciones, en conformidad a su ley orgánica.


Artículo 5°. Obligaciones de los generadores de residuos. Todo generador de residuos deberá entregarlos a un gestor autorizado para su tratamiento, de acuerdo con la normativa vigente, salvo que proceda a manejarlos por sí mismo en conformidad al artículo siguiente. El almacenamiento de tales residuos deberá igualmente cumplir con la normativa vigente.


En el caso de los residuos sólidos domiciliarios y asimilables, éstos deberán ser entregados a la municipalidad correspondiente o a un gestor autorizado para su manejo, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 32.


Artículo 6°. Obligaciones de los gestores de residuos. Todo gestor deberá manejar los residuos de manera ambientalmente racional, aplicando las mejores técnicas disponibles y mejores prácticas ambientales, en conformidad a la normativa vigente, y contar con la o las autorizaciones correspondientes.


Asimismo, todo gestor deberá declarar, a través del Registro de Emisiones y Transferencia de Contaminantes, al menos, la naturaleza, volumen o cantidad, costos, tarifa del servicio, origen, tratamiento y destino de los residuos, de acuerdo a lo dispuesto en el reglamento a que se refiere el artículo 70 letra p) de la ley N° 19.300.


Artículo 7°. Obligaciones de los importadores y exportadores de residuos. Los importadores y exportadores de residuos se regirán por lo dispuesto en el Convenio de Basilea sobre el control de los movimientos transfronterizos de desechos peligrosos y su eliminación, y por las demás normas legales y reglamentarias que regulen la materia.


Mediante decreto supremo, expedido por el Ministerio y firmado además por el Ministro de Salud, se establecerán los requisitos, exigencias y procedimientos para la autorización de importación y/o exportación de residuos hacia o desde el territorio nacional, el que deberá incluir la regulación de las garantías asociadas.


En caso que la autoridad correspondiente advierta que un importador o exportador no cuenta con la autorización señalada en el inciso precedente, el Ministerio podrá adoptar las medidas necesarias para el adecuado manejo de los residuos, a costa del infractor.

Párrafo 1°. Disposiciones generales


Artículo 8°. Responsabilidad extendida del productor. La responsabilidad extendida del productor corresponde a un régimen especial de gestión de residuos, conforme al cual los productores de productos prioritarios son responsables de la organización y financiamiento de la gestión de los residuos de los productos prioritarios que comercialicen en el país.


Los productores de productos prioritarios deberán cumplir con las siguientes obligaciones: 


a) Registrarse en el registro establecido en el artículo 33;


b) Organizar y financiar la recolección de los residuos de los productos prioritarios en todo el territorio nacional, así como su almacenamiento, transporte y tratamiento en conformidad a la ley, a través de alguno de los sistemas de gestión a que se refiere el párrafo 3° de este título. La presente obligación será exigible con la entrada en vigencia de los respectivos decretos supremos que establezcan metas y otras obligaciones asociadas;


c) Cumplir con las metas y otras obligaciones asociadas, en los plazos, proporción y condiciones establecidos en el respectivo decreto supremo;


d) Asegurar que la gestión de los residuos de los productos prioritarios se realice por gestores autorizados y registrados.


Artículo 9°.- Productos Prioritarios. El reglamento referido en el artículo 12 establecerá los productos sometidos a responsabilidad extendida del productor. Para tal efecto, se deberá considerar la efectividad del instrumento para la gestión del residuo, su volumen, peligrosidad y/o potencial de valorización del mismo. 


Dicho reglamento considerará, a lo menos, los siguientes productos prioritarios:


a) Aceites lubricantes;


b) Aparatos eléctricos y electrónicos;


c) Diarios, periódicos y revistas;


d) Envases y embalajes;


e) Medicamentos;


f) Neumáticos;


g) Pilas y baterías;


h) Plaguicidas;


i) Vehículos.


Los ministerios podrán proponer al ministerio del Medio Ambiente la incorporación de un nuevo producto prioritario al reglamento. El Ministerio del Medio Ambiente evaluará dicha solicitud en consideración a los criterios señalados en el inciso primero.

Párrafo 2°

Metas de recolección y valorización y otras obligaciones asociadas.

Artículo 10. Metas de recolección y valorización. Tanto las metas de recolección como de valorización de los residuos de productos prioritarios serán establecidas mediante decretos supremos dictados por el Ministerio.


El establecimiento de tales metas se efectuará en relación a la cantidad de productos prioritarios introducidos en el mercado nacional por cada productor, aplicando los principios de gradualismo y de jerarquía en el manejo de residuos, considerando las mejores técnicas disponibles y las mejores prácticas ambientales como criterio para tal efecto. Las metas podrán considerar diferencias según cobertura geográfica, composición material o características del producto y condiciones para el cumplimiento, entre otros.


Artículo 11. Obligaciones asociadas. Con el fin de asegurar el cumplimiento de metas, los decretos supremos indicados en el artículo anterior deberán regular las siguientes obligaciones:


a) De etiquetado;


b) De información a distribuidores o comercializadores, gestores y consumidores, incluyendo la desagregación del costo de gestión de los residuos en la boleta o factura. Este costo deberá mantenerse en toda la cadena de comercialización;


c) De diseño e implementación de estrategias de comunicación y sensibilización;


d) De diseño e implementación de medidas de prevención en la generación de residuos;


e) De entrega separada en origen y recolección selectiva de residuos;


f) De limitaciones en la presencia de sustancias peligrosas en los productos;


g) De exigencias de ecodiseño;


h) De diseño y operación de instalaciones de almacenamiento;

i) Establecimiento de roles y responsabilidades específicas de los diferentes actores involucrados en el cumplimiento de las metas.


Artículo 12. Procedimiento para el establecimiento de metas y otras obligaciones asociadas. Un reglamento establecerá el procedimiento para la elaboración de los decretos supremos que establezcan metas y otras obligaciones asociadas por producto prioritario, el que deberá contener a lo menos las siguientes etapas:


a) Un análisis general del impacto económico y social;


b) Una consulta a organismos públicos competentes y privados, quienes conformarán un comité operativo ampliado que el Ministerio creará, de conformidad al artículo 70 letra x) de la Ley N° 19.300. Dicho comité se constituirá por representantes de los ministerios, así como por personas naturales y jurídicas ajenas a la Administración del Estado que representen a los productores, los gestores de residuos, las asociaciones de consumidores, los recicladores de base, la academia, las organizaciones no gubernamentales, entre otros;


c) Una etapa de consulta pública, la que incluirá la opinión del Consejo Consultivo del Ministerio del Medio Ambiente.


Artículo 13. Pronunciamiento del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad. La propuesta de decreto supremo que establezca metas y otras obligaciones asociadas deberá ser sometida al pronunciamiento del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, de conformidad a lo establecido en el artículo 71 y siguientes de la ley N° 19.300.


Artículo 14. Recurso de reclamación. Sin perjuicio de los recursos administrativos que procedan, los decretos supremos que establezcan metas y otras obligaciones asociadas serán reclamables ante el Tribunal Ambiental respectivo, por cualquier persona que considere que no se ajustan a esta ley y a la cual causen perjuicio. El plazo para interponer el reclamo será de treinta días, contado desde la fecha de publicación del decreto en el Diario Oficial. Los recursos serán conocidos por el tribunal que en primer lugar se avoque a su consideración, excluyendo la competencia de los demás.


La interposición del reclamo no suspenderá en caso alguno los efectos del acto impugnado.


Artículo 15. De la revisión de las metas y otras obligaciones asociadas. Las metas de recolección y valorización de residuos de los productos prioritarios, así como las demás obligaciones asociadas, deberán ser revisadas como máximo cada cinco años, de conformidad al procedimiento establecido en el reglamento.

Párrafo 3°. De los sistemas de gestión


Artículo 16. Sistemas de gestión. Las obligaciones establecidas en el marco de la responsabilidad extendida del productor podrán cumplirse a través de un sistema individual o de un sistema colectivo de gestión para cada producto prioritario, según se trate de un único o varios productores.

Los productores acogidos a un sistema colectivo de gestión no podrán invocar dicha circunstancia para eximirse o disminuir su responsabilidad respecto del mismo. En caso de incumplimiento de sus obligaciones, cada productor responderá en proporción a las metas que le apliquen.


Artículo 17. Sistemas colectivos de gestión. Los productores que deseen cumplir con sus obligaciones de manera colectiva, deberán hacerlo mediante la constitución o incorporación a una persona jurídica que no distribuya utilidades entre sus asociados, la que será responsable ante la autoridad. Dicha persona jurídica tendrá como fin exclusivo la gestión de los residuos de los productos prioritarios, y en ningún caso se entenderá como organización de interés público para los efectos de la ley N° 20.500.


Asimismo, ella deberá estar integrada exclusivamente por productores, salvo que el respectivo decreto supremo permita la integración de distribuidores u otros actores relevantes.


Sin perjuicio de la normativa aplicable a la persona jurídica que se constituya, los estatutos deberán garantizar la incorporación de todo productor del respectivo producto prioritario, en función de criterios objetivos, y la participación equitativa de productores, que aseguren acceso a la información, así como el respeto a la libre competencia. Los estatutos podrán igualmente establecer una remuneración para el o los directores de la persona jurídica que se constituya.


Los productores deberán financiar los costos en que incurra la referida persona jurídica en el cumplimiento de su función, en base a criterios objetivos, tales como la cantidad de productos comercializados en el país y la composición o diseño de tales productos, de conformidad a lo dispuesto en el decreto supremo que establezca las metas y obligaciones asociadas de cada producto prioritario.

En caso que la persona jurídica se extinga, los bienes de la misma pasarán a otro sistema colectivo de gestión, o bien a los productores asociados, según se establezca en los estatutos.


Artículo 18. Obligaciones de los sistemas de gestión. Todo sistema de gestión deberá:


a) Constituir fianza, seguro u otra garantía para asegurar el cumplimiento de la obligación a que se refiere el artículo 8° letra c), según lo dispuesto en el decreto supremo que establezca las metas y obligaciones asociadas a cada producto prioritario;


b) Celebrar los convenios necesarios con gestores registrados, municipalidades y/o asociaciones municipales con personalidad jurídica en los términos establecidos en los artículos 20 y 21;

c) Informar al Ministerio sobre el cumplimiento de las metas y otras obligaciones asociadas, en los términos establecidos en el respectivo decreto supremo. Dicho informe deberá ser certificado por un auditor externo y contener, al menos, la cantidad de productos prioritarios comercializados en el país el período inmediatamente anterior; una descripción de las actividades realizadas; el costo de la gestión de residuos, en el caso de un sistema individual, y la tarifa correspondiente al costo de la gestión de residuos y su fórmula de cálculo, en el caso de un sistema colectivo; y el cumplimiento de las metas de recolección y valorización, así como de las obligaciones asociadas, si corresponde.


d) Proporcionar al Ministerio toda información adicional que le sea requerida por éste, referida al cumplimiento de las obligaciones establecidas en el marco de la responsabilidad extendida del productor.


Artículo 19. Permiso municipal para la utilización de bienes nacionales de uso público. Sin perjuicio de la celebración de un convenio de acuerdo al artículo 21, los sistemas de gestión autorizados podrán solicitar a la municipalidad respectiva un permiso no precario para utilizar veredas, plazas, parques y otros bienes nacionales de uso público para el establecimiento y/u operación de instalaciones de almacenamiento o de recepción temporal de material segregado.


Los antecedentes para solicitar el permiso, los derechos aplicables y las condiciones de operación serán establecidos mediante ordenanza municipal.


La municipalidad resolverá fundadamente sobre la solicitud presentada si se comprueba que su ejercicio no perjudica el uso principal de los bienes y se ajusta a lo dispuesto en los respectivos decretos supremos, ordenanzas municipales e instrumentos de planificación territorial.


El plazo del permiso no podrá ser inferior a cinco años.


Artículo 20. Convenios con gestores. Los sistemas de gestión sólo podrán contratar con gestores autorizados y registrados.

Para tal efecto, los sistemas colectivos de gestión deberán realizar una licitación abierta, esto es, un procedimiento concursal, mediante el cual el respectivo sistema de gestión realiza un llamado público, convocando a los interesados para que, sujetándose a las bases fijadas, formulen propuestas para un servicio de manejo de residuos. Las bases de licitación deberán ser entregadas de manera gratuita a los recicladores de base que manifiesten interés en participar en tal licitación.


Los servicios de recolección y tratamiento deberán ser licitados por separado. En el caso de la recolección, los contratos deberán tener una duración máxima de cinco años.


Los sistemas colectivos de gestión deberán contar con un informe del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia que declare que en dichas bases no existen reglas que impidan, restrinjan o entorpezcan la libre competencia, debiendo ajustarse las licitaciones a los términos que establezca el citado informe.


Los sistemas de gestión deberán, cuando así lo requieran, solicitar al Ministerio que se les exceptúe de realizar una licitación abierta por razones fundadas, entre ellas, la ausencia o inadmisibilidad de interesados en una licitación abierta; casos de emergencia, urgencia o imprevisto; circunstancias o características del convenio que así lo requieran; y cuando se trate de la contratación de recicladores de base.


Lo establecido en los incisos anteriores no aplicará respecto de aquellos gestores que sean municipalidades o asociaciones de municipalidades con personalidad jurídica. En dicho caso se regirán por lo dispuesto en el artículo siguiente.


Artículo 21. Convenios con municipalidades. Los sistemas de gestión podrán celebrar convenios con las municipalidades o asociaciones de municipalidades con personalidad jurídica, destinados a la separación en origen, a la recolección selectiva, al establecimiento y/u operación de instalaciones de almacenamiento de residuos de productos prioritarios, o a la ejecución de otras acciones que faciliten la implementación de la presente ley en sus comunas.


Artículo 22. Autorización de los sistemas de gestión. Los sistemas de gestión deberán ser autorizados por el Ministerio, para lo cual se deberá presentar un plan de gestión que contendrá, al menos, lo siguiente:


a) La identificación del o los productores, de su o sus representantes e información de contacto;


b) La identificación de la persona jurídica, copia de sus estatutos e identificación de los asociados, en el caso de un sistema colectivo de gestión;


c) Las reglas y procedimientos, en el caso de un sistema colectivo de gestión, para la incorporación de nuevos asociados y funcionamiento del sistema, que garanticen el respeto a las normas para la defensa de la libre competencia;


d) La estimación anual de los productos prioritarios a ser comercializados en el país, promedio de su vida útil y estimación de los residuos a generar en igual período;


e) La estrategia para lograr el cumplimiento de las metas y demás obligaciones asociadas en todo el territorio nacional, incluyendo las instalaciones de almacenamiento;


f) El mecanismo de financiamiento de las operaciones de gestión y copia de la garantía constituida, si corresponde;


g) Los procedimientos de licitación, en el caso de un sistema colectivo de gestión;


h) Los mecanismos de seguimiento y control de funcionamiento de los servicios contratados para el manejo de residuos;


i) Los procedimientos para la recolección y entrega de información al Ministerio; 


j) Los sistemas de verificación de cumplimiento del plan, a través de auditorías externas que serán realizadas periódicamente por terceros idóneos debidamente certificados por la Superintendencia, de acuerdo a su ley orgánica. Existirá incompatibilidad absoluta entre el ejercicio de labores de auditoría y la gestión de residuos.


Dicho plan tendrá por objeto dar cumplimiento a las obligaciones establecidas en la presente ley y tendrá una vigencia de 5 años.


Para garantizar el cumplimiento de las normas de defensa de la libre competencia a que se refiere la letra c) de este artículo, será necesario que el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia emita un informe que declare que en las reglas y procedimientos para la incorporación de nuevos asociados y funcionamiento del sistema colectivo de gestión no existen hechos, actos o convenciones que impidan, restrinjan o entorpezcan la libre competencia.


El reglamento establecerá el procedimiento, los requisitos y criterios para la autorización de los sistemas de gestión, así como los requisitos de idoneidad de los auditores externos


Los sistemas que sean autorizados serán incorporados por el Ministerio en el registro a que se refiere el artículo 33.


Artículo 23. Renovación de la autorización. La solicitud de renovación de la autorización del sistema de gestión deberá presentarse ante al Ministerio con al menos seis meses de antelación al vencimiento del respectivo plan de gestión. En lo demás se regirá por lo dispuesto en el artículo anterior.


Artículo 24. Actualización del plan de gestión. Toda modificación al plan de gestión deberá ser inmediatamente informada al Ministerio. 


Las modificaciones significativas que recaigan sobre los contenidos referidos en las letras b), c), e), f) y g) del artículo 22 requerirán además de la autorización del Ministerio, en los términos establecidos en el reglamento.


Artículo 25. Interpretación administrativa. El Ministerio estará facultado para interpretar administrativamente las disposiciones de los decretos supremos de cada producto prioritario.


Artículo 26.- Prohibición de enajenación de productos prioritarios no sometidos a un sistema de gestión. Se prohíbe la enajenación de productos prioritarios no sometidos a un sistema de gestión y respecto de los cuales se encuentran vigentes las metas y obligaciones asociadas establecidas en los respectivos decretos supremos.

TÍTULO IV

MECANISMOS DE APOYO A LA RESPONSABILIDAD EXTENDIDA
DEL PRODUCTOR


Artículo 27.- Educación ambiental. El Ministerio diseñará e implementará programas de educación ambiental destinados a transmitir conocimientos y crear conciencia en la comunidad sobre la gestión ambientalmente racional de los residuos.


Artículo 28.- Municipalidades. A fin de colaborar con el adecuado cumplimiento del objeto de la presente ley, las municipalidades:

a) Podrán, de manera individual o asociada, celebrar convenios con sistemas de gestión;


b) Podrán celebrar convenios con recicladores de base;


c) Se pronunciarán fundadamente sobre las solicitudes de los sistemas de gestión respecto a permisos para el establecimiento y/u operación de instalaciones de almacenamiento en los bienes nacionales de uso público bajo su administración, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 19 de la presente ley, y en conformidad a lo señalado en el artículo 65 letra c) de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, si correspondiere;


d) Podrán incorporar en sus ordenanzas municipales la obligación de separar los residuos en origen y fomentar el reciclaje;


e) Promoverán la educación ambiental de la población sobre la gestión sustentable de los residuos;


f) Podrán diseñar e implementar estrategias de comunicación y sensibilización; y


g) Podrán diseñar e implementar medidas de prevención en la generación de residuos.


Artículo 29.- Del fondo para el reciclaje. El Ministerio contará con un fondo destinado a financiar estudios para la gestión de residuos, así como para financiar, previo concurso, proyectos, programas y acciones para prevenir la generación de residuos y fomentar su reutilización, reciclaje y otro tipo de valorización, que sean ejecutados por municipalidades o asociaciones de éstas, y cuyo patrimonio estará integrado por:


a) Los recursos que el Estado reciba por concepto de asistencia técnica o cooperación internacional;


b) Las donaciones, herencias y legados que reciba, las que estarán exentas del trámite de insinuación a que se refiere el artículo 1401 del Código Civil y de toda contribución o impuesto;


c) Las transferencias que conforme a su presupuesto realicen los gobiernos regionales;


d) Los recursos que para este objeto puedan consultarse anualmente en la Ley de Presupuestos de la Nación;


e) Los recursos que le asignen otras leyes; y


f) En general, cualquier otro aporte proveniente de entidades públicas o privadas, nacionales o extranjeras, a cualquier título.


Para la ejecución del fondo se podrán celebrar convenios con otras entidades públicas. Los recursos que se transfieran a tal efecto no se incorporarán a los presupuestos de los organismos receptores.


El reglamento establecerá el procedimiento y los criterios para la asignación de los recursos que considere el fondo.


El reglamento deberá contener, a lo menos, las siguientes materias:


a) Bases y procedimiento de postulación;


b) Evaluación y selección de los proyectos, programas, estudios y acciones;


c) Derechos y obligaciones de los proponentes seleccionados;


d) Entrega de los recursos y procedimientos de control.


e) Criterios que incentiven la inclusión de los recicladores de base;


f) Criterios que permitan priorizar la asignación de recursos a municipalidades que, por razones de localización o disponibilidad presupuestaria, requieren apoyo para participar activamente de los objetivos de la presente ley, o bien que han celebrado convenios con sistemas de gestión.


Artículo 30.- Recicladores de base. Los recicladores de base registrados en conformidad al artículo 33 podrán participar de la gestión de residuos para el cumplimiento de las metas.


Para registrarse, deberán estar debidamente certificados en el marco del Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales establecido en la ley N° 20.267.


Artículo 31.- De las obligaciones de los distribuidores y comercializadores. Todo distribuidor o comercializador de productos prioritarios cuyas instalaciones tengan una superficie suficiente, de acuerdo a lo establecido en el decreto supremo que establezca las metas y obligaciones asociadas de cada producto prioritario, deberá aceptar sin costo la entrega de los residuos de productos prioritarios que comercialice de parte de los consumidores. La obligación de aceptar la entrega no podrá supeditarse a la venta de un nuevo producto.


Las instalaciones de almacenamiento destinadas a tal efecto no requerirán de una autorización sanitaria adicional a la del mismo establecimiento.


Los distribuidores o comercializadores estarán obligados a entregar a título gratuito a los gestores contratados por el respectivo sistema de gestión, todos aquellos residuos recibidos de los generadores de un producto prioritario.


Artículo 32.- De las obligaciones de los consumidores. Todo consumidor estará obligado a entregar el residuo de un producto prioritario al respectivo sistema de gestión, bajo las condiciones básicas establecidas por éstos e informadas a todos los involucrados.


El titular de un proyecto o actividad que se someta al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental deberá, en su respectiva Declaración o Estudio de Impacto Ambiental, comprometerse a celebrar un convenio con uno o más sistemas de gestión para la entrega de los residuos de productos prioritarios que genere 'en su operación. Dicho compromiso deberá establecerse en la respectiva resolución de calificación ambiental.


Los reglamentos respectivos establecerán las obligaciones pertinentes para los proyectos que no ingresan al SEIA.

TÍTULO V

SISTEMA DE INFORMACION


Artículo 33.- Registro. El Registro de Emisiones y Transferencia de Contaminantes, a que se refiere el artículo 70 letra p) de la Ley N° 19.300, contendrá información sobre:


a) Los productores de productos prioritarios;


b) Los sistemas de gestión autorizados;


c) Los distribuidores o comercializadores de productos prioritarios, cuando corresponda;


d) Los gestores autorizados;


e) El cumplimiento de metas de recolección y valorización;


f) Toda otra información que establezca el respectivo reglamento.


El reglamento respectivo establecerá el contenido y funcionamiento de dicho registro, el que deberá asegurar la confidencialidad comercial e industrial. 


El Ministerio estará facultado para cobrar un arancel por la inscripción en el registro, con excepción de los recicladores de base. Los ingresos percibidos por este concepto serán destinados al funcionamiento de tal registro.


El Ministerio procurará que la información contenida en el registro sea difundida en un lenguaje inteligible a través de su sitio electrónico.

TÍTULO VI

RÉGIMEN DE FISCALIZACIÓN Y SANCIONES


Artículo 34.- Fiscalización y seguimiento. Corresponderá a la Superintendencia fiscalizar y dar seguimiento al cumplimiento de las obligaciones cuyas infracciones se establecen el artículo siguiente. Para tal efecto se regirá, en lo que corresponda, por lo dispuesto en el Título II de su ley orgánica.


Cuando el Ministerio cuente con antecedentes que permitan presumir una infracción, deberá remitir los mismos a la Superintendencia y solicitar el inicio de un procedimiento sancionatorio.


Con el fin de verificar los hechos investigados, la Superintendencia podrá requerir información a gestores de residuos, a sistemas de gestión, a distribuidores o comercializadores, al Servicio Nacional de Aduanas, al Servicio de Impuestos Internos, a Municipios, entre otros. 


Artículo 35.- Infracciones. Constituirán infracciones gravísimas:


a) El no inscribirse en el registro establecido en el artículo 33;


b) El no contar con un sistema de gestión autorizado;


c) El celebrar convenios con gestores en contravención a lo dispuesto en el artículo 20;


d) El no cumplir con las metas de recolección y valorización;


e) El incorporar información falsa en la información proporcionada al Ministerio;


f) El no informar al Ministerio sobre el cumplimiento de las metas y obligaciones asociadas, en los términos precisados en el respectivo decreto supremo;


g) El enajenar productos prioritarios no sometidos a un sistema de gestión.


Constituirán infracciones graves:


a) No contar con la fianza, seguro u otra garantía, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 18 letra a);


b) El no declarar información conforme al artículo 6;


c) El no cumplir con lo dispuesto en el artículo 7;


d) El entregar residuos de productos prioritarios a gestores no autorizados o no registrados, ya sea para su recolección, transporte o tratamiento;


e) El no cumplir con las obligaciones asociadas establecidas en el respectivo decreto supremo;


f) El no cumplir con el requerimiento de información efectuado por la Superintendencia;


g) El no renovar la autorización del sistema de gestión;


h) El efectuar cambios al plan de gestión sin previa autorización, en conformidad al 
artículo 24.


Constituirán infracciones leves:


a) El no proporcionar al Ministerio la información adicional requerida;


b) El no informar las modificaciones al plan de gestión;


c) El negarse a aceptar residuos y entregarlos al sistema de gestión de manera gratuita, según lo establecido en el artículo 31.


d) El no cumplir con la obligación de informar establecida en el artículo segundo transitorio de la presente ley.


Artículo 36.- Sanciones. Las infracciones gravísimas darán lugar a las siguientes sanciones:


a) Multa de siete mil a diez mil unidades tributarias anuales, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso siguiente;


b) Prohibición de vender el producto prioritario mientras se mantenga la infracción;


c) Revocación de la autorización al sistema de gestión;


d) Publicación de los productores infractores en el sitio electrónico de la Superintendencia y del Ministerio.


La multa por la infracción gravísima de la letra d) del artículo anterior se aplicará por cada unidad de medida, según lo que establezca el decreto, por sobre la meta incumplida y ascenderá a un monto de 2 a 10 veces de los costos de la gestión de los residuos, estimado por la Superintendencia en base a la información disponible.

Las infracciones graves darán lugar a las siguientes sanciones:


a) Multa de tres mil una a siete mil unidades tributarias anuales;


b) Publicación de los productores infractores en el sitio electrónico de la Superintendencia y del Ministerio.


Las infracciones leves darán lugar a las siguientes sanciones:


a) Amonestación;


b) Multa de una a tres mil unidades tributarias anuales;


c) Publicación de los productores infractores en el sitio electrónico de la Superintendencia y del Ministerio.


La Superintendencia aplicará una o más de las sanciones anteriores en conformidad a lo dispuesto en el Párrafo 3° del Título III de su ley orgánica.


Artículo 37.- Recursos. En contra de la resolución de la Superintendencia que aplique una sanción, procederán los recursos a que se refiere el Párrafo 4° del Título III de su ley orgánica.

TÍTULO VII

MODIFICACIONES A OTROS CUERPOS NORMATIVOS.


Artículo 38.- Modificaciones a la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente. Modifícase la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, en el siguiente sentido:


a) Agrégase el siguiente párrafo 6 bis, a continuación del artículo 48 bis:

“Párrafo 6 bis

De la certificación, rotulación y etiquetado

Artículo 48 ter.- Corresponderá al Ministerio del Medio Ambiente otorgar certificados, rótulos o etiquetas a personas naturales o jurídicas públicas o privadas, respecto de tecnologías, procesos, productos, bienes, servicios o actividades, que sean voluntariamente solicitados y cumplan con los criterios de sustentabilidad y contribución a la protección del patrimonio ambiental del país, de acuerdo a los requisitos que establezca el reglamento.


Asimismo, el reglamento deberá determinar el procedimiento al cual se sujetará el otorgamiento de los certificados, rótulos y etiquetas. El Ministerio podrá encomendar a entidades técnicas la verificación del cumplimiento de los requisitos que señale el reglamento. La acreditación, autorización y control de dichas entidades se regirá por lo dispuesto en el reglamento a que hace referencia el artículo 3 letra c) de la Ley Orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente.


La Superintendencia del Medio Ambiente será la encargada defiscalizar el debido cumplimiento de las disposiciones de que trata este artículo.

La infracción de esta normativa será sancionada de conformidad a lo dispuesto en el Título III de la Ley Orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente, encontrándose ésta facultada, además, para revocar el certificado, rótulo o etiqueta como sanción. Sin perjuicio de lo anterior, la falsificación o utilización maliciosa de los certificados, rótulos o etiquetas será sancionada de conformidad con lo dispuesto en los artículos 193, 194 y 196, según corresponda, del Código Penal.”.


b) Introdúcese la siguiente letra t bis) al artículo 70:


“t bis) Otorgar certificados, rótulos o etiquetas a personas naturales o jurídicas públicas o privadas, respecto de tecnologías, procesos, productos, bienes, servicios o actividades, que cumplan con los criterios de sustentabilidad y contribución a la protección del patrimonio ambiental del país, en conformidad a la ley.”.

TÍTULO VIII

NORMAS TRANSITORIAS


Artículo primero.- Certificación de recicladores de base. Durante los primeros tres años de vigencia de la presente ley, los recicladores de base podrán registrarse sin contar con la certificación referida en el artículo 29. Transcurrido dicho plazo, y no habiendo acreditado tal requisito ante el Ministerio, caducará su inscripción.


El Ministerio del Medio Ambiente impulsará la creación de un proyecto de competencias laborales destinado a que los recicladores de base adquieran las aptitudes, conocimientos y destrezas necesarias para gestionar los residuos de acuerdo a la normativa vigente y permitirles obtener la certificación exigida en el artículo 30.


Artículo segundo.- Obligación de informar. Mientras no entren en vigencia los decretos supremos que establezcan las metas y obligaciones asociadas de cada producto prioritario, los productores deberán informar anualmente al Ministerio, a través del Registro de Emisión y Transferencia de Contaminantes, lo siguiente:


a) Cantidad de productos priorizados comercializados en el país durante el año inmediatamente anterior;


b) Actividades de recolección, valorización y eliminación realizadas en igual período, y su costo;


c) Cantidad de residuos recolectados, valorizados y eliminados en dicho lapso; 


d) Indicación de si la gestión para las actividades de recolección y valorización es individual o colectiva.


Dicha información deberá ser entregada por primera vez en un plazo máximo de doce meses desde la publicación de la presente ley.


Artículo tercero.- Plazo para dictar reglamentos. Los reglamentos referidos en el artículo 4 inciso segundo y en el artículo 12 inciso primero, deberán evacuarse dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley.

-o-

Se designó Diputado Informante al señor Daniel Melo Contreras.

-o-

Tratado y acordado, según consta en las actas correspondientes a las sesiones que se indican.


Durante el Período Legislativo 2010-2014, se celebraron las siguientes sesiones: 11 de septiembre, 2 y 9 de octubre, 20 y 27 de noviembre; 4, 11 y 18 de diciembre de 2013; 8 y 15 de enero de 2014, con la asistencia de las diputadas señoras Andrea Molina Oliva, (presidenta), Marisol Turres Figueroa, y de los diputados señores Enrique Accorsi Opazo; Alfonso De Urresti Longton; Javier Hernández Hernández; Roberto León Ramírez; Rosauro Martínez Labbe; Fernando Meza Moncada; Celso Morales Muñoz; Leopoldo Pérez Lahsen; David Sandoval Plaza; Guillermo Teillier del Valle;Patricio Vallespín López.


Asistió, además, el señor Germán Verdugo Soto, reemplazando aldon Leopoldo Pérez Lahsen.


Concurrieron también la diputada señora Clemira Pacheco Rivas, y los diputados señores Orlando Vargas Pizarro; Jorge Sabag Villalobos y Alberto Robles Pantoja.


En el actual Período Legislativo, se han celebrado las sesiones que se indican y con la asistencia que se señala:


Sesiones de fecha 2 de abril; 22 de octubre; 5 y 26 de noviembre; 10, 15 y, 17 de diciembre de 2014, 7 y 14 de enero de 2015, con la asistencia de las diputadas señoras Andrea Molina Oliva y Camila Vallejo Dowling, y de los diputados señores Marcelo Chavez Velásquez; Joaquín Godoy Ibañez; Rodriigo González Torres; Roberto León Ramírez; Daniel Melo Contreras, (presidente); Celso Morales Muñoz; Leopoldo Pérez Lahsen; Jorge Rathgeb Schifferli; Christian Urizar Muñoz; David Sandoval Plaza, y Patricio Vallespín López.


Asistieron, además, la diputada señora Marcela Hernando Pérez, y el diputado señor Diego Paulsen Kehr, en reemplazo del señor Jorge Ratgeb Schifferli.

Sala de la Comisión, a 14 de enero de 2015.

(Fdo.): MARÍA TERESA CALDERÓN ROJAS, Abogada Secretaria de la Comisión.”
5. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores Chávez, Chahin, Flores, Ojeda, Pilowsky, Rincón, Sabag, Torres y Walker, que “Modifica la ley de
Bosques y la ley General de Servicios Eléctricos, con el objeto de establecer medidas para prevenir los incendios forestales y los cortes de tendidos
eléctricos que los originan”. (boletín N° 9867-01)

“Considerando.

Que un incendio forestal corresponde a un fuego que, cualquiera sea su origen, puede causar profundos y serios daños a las personas, la propiedad o al medio ambiente, y tiende a propagarse sin control en terrenos rurales,laderas de cerros y en general cualquiera tipo de terreno que cuente con vegetación, incluso abarcando zonas urbanas. Es el fuego quién quema árboles, matorrales, pastos y viviendas. Este tipo de incendios presenta un fuego de características particulares; generalmente se descontrola y donde los combustibles son vegetales y que, en su propagación, pueden destruir todo lo que encuentre a su paso.

Que la1 perturbación fuego, constituye una de las principales causas de los procesos de fragmentación, deforestación y desertificación, que afectan a diversos países y en el caso de Chile, según las2 estadísticas de la Corporación Nacional Forestal, en adelante CONAF, se originan en promedio 5.000 incendios por temporada, con una superficie afectada de 50.000 héctareasa nivel nacional.
Respecto al origen de los incendios forestales podemos señalar que en Chile es la directa acción humana la que ocasiona la mayoría de los incendios, por descuidos o negligencias en la manipulación de fuentes de calor en la presencia de vegetación combustible, por prácticas agrícolas casi ancestrales, por una escasa cultura ambiental o por intencionalidad originada en motivaciones de distinto tipo, incluso delictuales, según información entregada por la Conaf las causas naturales para la ocurrencia de incendios forestales son más bien baja.

La superficie afectada en cada período de incendios forestales en Chile promedia las 52.000 hectáreas quemadas, pero con valores extremos que han ido desde 10.000 y 101.000 hectáreas. 

La Región del Biobío concentra 16 de las 29 comunas donde se desarrollan la mayor cantidad de incendios forestales, mientras que La Araucanía suma seis, Valparaíso cinco, y las Regiones Metropolitana y de Los Lagos incluyen una.
-De las 11 comunas que presentan criticidad extrema, cinco se encuentran en la Región del Biobío (Curanilahue, Los Álamos, Lota, Los Ángeles y Tomé), cuatro en la Región de La Araucanía (Collipulli, Ercilla, Victoria y Lumaco), y dos en la Región de Valparaíso (Valparaíso y San Antonio).

-De las 9 comunas que tienen criticidad alta cinco se encuentran en la Región del Biobío (Chillán, Mulchén, Lebu, Tirúa y Penco), tres en la Región de Valparaíso (Viña del Mar, Villa Alemana y Quilpué), y una en la Región de La Araucanía (Angol).

-De las 9 comunas que presentan criticidad media seis se encuentran en la Región del Biobío (Cabrero, Coronel, Concepción, Cañete, San Pedro de la Paz y Hualqui), una en la Región de La Araucanía (Temuco), una en la Región Metropolitana (Melipilla), y una en la Región de Los Lagos (Puerto Montt).

El 80% de los incendios forestales comienza en el área de interface forestal-urbana, que son áreas dondese encuentran terrenos forestales y construcciones, existen además un número significativo de incendios forestales que se originan a partir del corte de tendidos eléctricos, debido a qué muchas veces el viento produce el corte del tendido eléctrico generando una combustión inmediata con la vegetación existente en el lugar; sea esta viva o muerta, por lo que se hace necesario contar con planes y programas de prevención para mantener en buen estado las fajas de seguridad y los tendidos eléctricos.
3Efectos de los incendios Forestales
Se refiere a la calidad de los daños, o las alteraciones que se originan en la dinámica de los diferentes procesos relativos a los recursos naturales renovables, incluyendo las funciones que éstos cumplen en el desarrollo económico y social.

Los efectos se pueden dividir en socioeconómicos y ecológicos, y corresponden a:

Efectos socioeconómicos

A las personas:


»Contaminación de suelos, agua y aire.

»Deterioro del paisaje o belleza escénica.

»Limitaciones para la recreación, esparcimiento y prácticas deportivas.

»Accidentes de vehículos. El humo que genera el fuego puede ocasionar accidentes de tránsito, debido a que la visibilidad para la conducción se reduce considerablemente.
Al desarrollo comunitario:

»Daños a la propiedad.

»Deterioro o detención de procesos productivos.

»Reducción de fuentes de trabajo.

»Limitaciones al desarrollo rural y al comercio local.

»Deterioro del turismo y, por lo tanto, de los ingresos que genera.

»Pérdida de valores culturales e históricos.

»Perjuicios a obras públicas e infraestructura de comunicaciones.

»Empobrecimiento de una población que habita paisajes muy destruidos.
Efectos ecológicos

Clima:


»Cambio en los regímenes de vientos.

»Disminución de la humedad ambiental.

»Incremento de la temperatura ambiental.

»Aumento de la radiación solar.

»Efecto invernadero.

Suelo:

»Deterioro de las propiedades físicas del suelo.

»Cambio de las propiedades químicas del suelo, con pérdida frecuente de los nutrientes.

»Pérdida de las propiedades biológicas del suelo.

»Destrucción del estrato de materia orgánica no incorporado al suelo mineral.

»Erosión de los suelos.

Agua y cuencas hidrográficas:

»Alteración en los cursos de agua.

»Incremento del escurrimiento superficial de agua.

»Alteración del ciclo hidrológico.

»Deterioro en la calidad del agua.

»En el período de lluvias, crecidas de ríos por embancamiento y con la consiguiente generación de inundaciones.

Vida silvestre:

»Destrucción de formaciones vegetacionales o alteracionese n la composición de las especies.


»Migraciones de animales mayores, aves, insectos y microorganismos.

»Desequilibrios ecológicos o rupturas en la cadena biológica.

»Fragmentación y con ello debilitamiento de los ecosistemas. 

Aire y la atmósfera:

»Alteraciones físico-mecánicas de la atmósfera.

»Incorporación de emisiones contaminantes.

»Producción de humo.

1.1. Problemas de cooperación en actividades de prevención de incendios forestales.


Para CONAF la prevención de incendios forestales es el conjunto de actividades destinadas a evitar que, por acción u omisión de las personas, se originen incendios forestales, y a intervenir previamente la vegetación para impedir o retardar la propagación del fuego, en el caso que se produzca un incendio.
Por otra parte, las acciones impositivas promueven cambios de conducta a través del obligado cumplimiento de la normativa legal vigente. Para realizar estas acciones es necesario divulgar su existencia y coordinarse con las instituciones responsables de la implementación y fiscalización.

Es necesario generar conciencia a la hora de construir vivienda en sectores donde puedan ocurrir incendios forestales, que los materiales utilizados aporten mayor resistencia al fuego y los diseños sean apropiados y eviten factores de riesgo.
La comunidad debe hacerse cargo y adoptar medidas de prevención, e implementar con diligencia medidas de limpieza y prevención en sus respectivos sectores, de manera de evitar el posible surgimiento de incendios forestales que podrían afectar a zonas pobladas. Debe enfrentarse esta situación con la participación de todos los actores involucrados, teniendo presente que los incendios forestales no discriminan a la hora de generar destrucción.

1.2.- Experiencia Internacional en Prevención de Incendios Forestales.

En España sólo el 10% de los incendios forestales tienen su origen en causa naturales, principalmente rayos. El resto corresponde a intervención humana intencional. Estas causas, unidas a las condiciones climáticas de España y a la estructura de su territorio, que se dibuja como un mosaico de suelo agrícola y forestal, son las determinantes de la proliferación de incendios forestales.

Si bien en España sigue vigente la Ley 81/1968 sobre Incendios Forestales, ha quedado obsoleta, y en la actualidad tanto el Estado como las comunidades Autónomas colaboran en la elaboración de planes de prevención contraincendios forestales.
A las Comunidades Autónomas competen las funciones de prevención y extinción de incendios, y a la Administración General del Estado, la planificación y coordinación de las mismas. En esta línea hay que destacar los Planes de Actuación Prioritaria contra Incendios Forestales (PAPIF) por los que se establecía un régimen de ayudas estatales para financiar las actuaciones de las Comunidades Autónomas en materia de incendios, así como la Decisión de la Comisión de la Unión Europea de 24 de junio de 1993, sobre aprobación para España de los planes de protección contra incendios forestales realizados de acuerdo con el Reglamento C.E.E. 2.158/1992, que clasifica todo el territorio español como zona de alto riesgo.

Las Comunidades Autónomas que han aprobado una norma forestal con rango de ley (hasta el momento Cataluña, Navarra, Andalucía, Valencia, la Rioja y Madrid) establecen asimismo preceptos acerca de la prevención contra los incendios forestales, obligando, por ejemplo, a los propietarios a tomar medidas preventivas, como apertura y conservación de cortafuegos, y trabajos de limpieza del monte, así como estableciendo prohibiciones encaminadas a evitar que se puedan producir beneficios de los resultados de los incendios, como la prohibición de uso de los terrenos incendiados, de su recalificación como suelo urbanizable, o de la venta de productos forestales sin previa autorización.

Medidas que tienen relación con el presente Proyecto de Ley, por eso la urgencia en su tramitación, discusión y finalmente su aprobación por parte del Congreso Nacional.

1.3. El objetivo de la presente moción.
En la actualidad la normativa vigente en esta materia no logra su objetivo y la ocurrencia de incendios forestales pone en riesgo la integridad de las personas, particularmente aquellas que viven en el área de interface forestal-urbana, es por lo anterior que la presente iniciativa tiene como objetivos principales:
1. Incorpora medidas para Prevenir y mitigar el riesgo de Incendios Forestales y su propagación.

2. Establece disposiciones claras respecto a la obligación de corta y poda de árboles, otorgando facultades a otros entes para el manejo adecuado de vegetación en caso de incumplimiento de quien tenga la obligación o de emergencia.

3. Establece una definición cortafuego y que este será de una superficie de al menos 6 metros de ancho o en casos calificados, podrá cumplirse ese mismo objetivo con el establecimiento de una cubierta vegetal de especies ignífugas.

4.I ncluye aspectos relevantes relativos a las instalaciones de las líneas aéreas eléctricas y fija el marco de las fajas de seguridad relativos a los tendidos eléctricos.

En virtud de lo anteriormente expuesto es que venimos en presentar a la Honorable Cámara de Diputados el siguiente proyecto de ley:

PROYECTO DE LEY

Artículo primero.- Incorpórese, en el decreto N° 4.363, del Ministerio de Tierras y Colonización, del año 1931, Ley de Bosques, los artículos 21 bis, 21 ter, 21 quater, 21 quinquies, 21 sexies y artículo transitorio siguientes:

Artículo 21 bis.- Los propietarios de predios de aptitud forestal serán responsables de implementar las medidas indispensables para prevenir y mitigar el riesgo de incendios y su propagación a terrenos colindantes. Para lo anterior deberán adoptar las siguientes acciones:

1.- Elaboración de un croquis que considere:

a) Los recursos y bienes que puedan ser afectados por el fuego,

b) Los principales factores de riesgo que puedan originar incendios forestales, y

c) Datos referenciales del lugar

Lo anterior considerará la existencia de senderos, caminos y vías internas, líneas férreas, servidumbres eléctricas, instalaciones de líneas aéreas eléctricas existentes independiente de la existencia de servidumbres, zonas de picnic o camping y poblados cercanos, construcciones, y cursos y cuerpos de agua.

2.- Un cuadro explicativo de dicho croquis con la localización de los sectores críticos desde donde pueden originarse los incendios, expresados en coordenadas UTM, y la causa probable de un incendio forestal, contemplando, asimismo, las medidas de prevención y mitigación que se implementarán.

3.- En el caso de la existencia de instalaciones de líneas aéreas eléctricas, el propietario del predio de aptitud forestal deberá obtener la opinión por escrito del operador de instalaciones eléctricas respecto al corte y poda de los árboles que puedan afectar la seguridad de sus instalaciones. En caso de no cumplir con esta obligación el propietario del predio, el operador de instalaciones eléctricas afectada podrá entregar su opinión y programa de mantenimiento directamente a las autoridades definidas en punto 4 de este artículo; sin perjuicio de la aplicación de la multa al propietario del predio, establecida en el inciso segundo del Artículo 21 sexies.
4.- Una copia de dichos documentos deberán ser entregados a la municipalidad y cuerpo de Bomberos respectivo, a la oficina regional de la Corporación Nacional Forestal y a la Oficina Regional de Emergencia, debiendo actualizarse cada 5 años o con ocasión de cualquier modificación relevante en los riesgos.

Artículo 21 ter.- Entre las medidas destinadas a prevenir o mitigar el riesgo de siniestros que deberán implementarse se incluirán:

a) Instalación de cercos para impedir el tránsito de personas o vehículos desde sectores de uso y tránsito hacia el bosque o cubierta vegetal a proteger.

b) Instalación de letreros con señalización, advertencias y medidas básicas de prevención.

d) Prohibición de fogatas o quemas.

e) Limpieza de senderos y vías en sectores de uso intensivo.

f) Habilitación y mantención de cortafuegos, y el manejo adecuado de la vegetación, en lugares aledaños a sitios de permanencia habitual y tránsito de personas o vehículos; en los linderos de los predios, en las cercanías de cursos y cuerpos de agua.

g) El uso de materiales de construcción que aporten mayor resistencia al fuego.

Un reglamento, el cual será dictado dentro de los 90 días siguientes a la publicación de esta ley por el Ministerio de Agricultura establecerá las características de los cercos, la limpieza de senderos y vías en sectores de uso intensivo, del manejo adecuado de la vegetación y el uso de materiales de construcción que aporten mayor resistencia al fuego.

Artículo 21 quater.- Se entenderá por cortafuego; “el sector de terreno desprovisto natural o artificialmente de vegetación con el objeto de detener o reducir la propagación del fuego. En casos calificados, podrá cumplirse ese mismo objetivo con el establecimiento de una cubierta vegetal de especies ignífugas”.
Deberá habilitarse un cortafuego de al menos 6 metros de ancho en los siguientes lugares:

a) En los alrededores de la carpeta de rodado de vías internas o caminos públicos.

b) En los alrededores de líneas férreas.

c) En los linderos que separen el predio del inmueble contiguo.

d) En las cercanías de cursos y cuerpos de agua.

e) En el perímetro de zonas de uso intensivo con fines turísticos, residenciales, industriales, comerciales o de tránsito que involucren un mayor riesgo.
Un reglamento el cual será dictado dentro de los 90 días siguientes a la publicación de esta ley por el Ministerio de Agricultura establecerá las características de los cortafuegos, pudiendo aumentar su extensión de acuerdo con la necesidad y considerando las especies plantadas, la pendiente del terreno y otros factores de riesgo.

Artículo 21 quinquies.- El propietario deberá implementar, además, medidas para la detección, pesquisa y comunicación de siniestros, tales como:

a) Casetas de observación en altura.

b) Personal de vigilancia.

c) Cámaras, sensores u otros dispositivos.

Dichos elementos deberán disponer de equipos de comunicación que permitan la información oportuna de los focos iniciales de incendios forestales.

Corresponderá, asimismo, al propietario disponer de recursos humanos capacitados, elementos y planes de acción para el primer ataque al fuego en caso de producirse un siniestro.

Un reglamento el cual será dictado dentro de los 90 días siguientes a la publicación de esta ley por el Ministerio de Agricultura establecerá las características y magnitud de estas medidas y exigencias de personal en atención a la extensión de los terrenos, vegetación existente, características topográficas, usos y otros riesgos.

Artículo 21sexies.- Las medidas y acciones a que se refieren los dos artículos precedentes podrán ser implementadas en conjunto por los diversos propietarios de inmuebles colindantes. La infracción de las disposiciones contenidas en los artículos 21 bis a 21 quinquies precedentes podrán ser sancionadas con una multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales.

En caso de infracción de las disposiciones contenidas en los artículos 21 bis a 21 quinquies, además de la aplicación de la multa previamente definida, la municipalidad respectiva podrá fiscalizar el cumplimiento de todas las medidas antes mencionadas.

Artículo segundo.- Modifíquese el D.F.L. N° 4/20.018 del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción del texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Servicios Eléctricos de la siguiente manera:

a) Reemplácese la segunda parte del Artículo 57 por el siguiente:
“Si infringiere esta disposición o sus plantaciones o arboledas crecieren de modo que perturbaren dicho ejercicio, su infracción será sancionada, si no se trata de una infracción gravísima como infracción grave, de acuerdo a las normas de la Ley 18.410 del Ministerio de Economía, que crea la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, y el titular de la servidumbre podrá subsanar la infracción a costa del dueño del suelo.”
b) Elimínese el inciso tercero del artículo número 139

c) Incorpórense los artículos 139 bis, 139ter, 139 quáter, 139 quinquies, 139 sexies y 139 septies:
Artículo 139 bis.- La distancia entre las plantaciones o árboles y los conductores de las líneas aéreas eléctricas deberá ser determinada, teniendo en cuenta:

a) Que en caso de líneas aéreas de alta tensión cuyo voltaje nominal entre conductores exceda de 1.000 volts, la faja de seguridad no podrá ser inferior a 6 metros;

b) No podrán plantarse ni dejar crecer plantaciones o árboles dentro de la faja de seguridad de las líneas eléctricas salvo la existencia de árboles frutajes bajo las líneas aéreas de alta tensión cuyo voltaje nominal entre conductores exceda de 1.000 volts, siempre y cuando dichos árboles sean mantenidos en forma que su altura no sobrepase los 4 metros sobre el suelo.

Artículo 139 ter.- Las plantaciones o árboles que se encuentren fuera de la faja de seguridad que puedan revestir peligro a las personas o bienes deberán ser podados o cortados. 

Artículo 139quater.- Tendrá la obligación de cortar o podar las plantaciones a su costo, tanto dentro como fuera de la faja de seguridad de acuerdo a lo indicado en los dos artículos anteriores:

a) El operador de instalaciones eléctricas, si las plantaciones o árboles fueron plantados antes del inicio de la instalación de la línea área eléctrica o, si se trataré de una servidumbre, de la constitución de esta, lo que ocurra primero.
b) El dueño del predio, si las plantaciones o árboles fueron plantados después del inicio de la instalación de la línea área eléctrica o, se trata de una servidumbre, de la constitución de esta, lo que ocurra primero.

Si el dueño del predio afectado infringiere las disposiciones establecidas en este artículo, el operador de instalaciones eléctricas podrá subsanar la infracción a costa del dueño del predio afectado,o viceversa.
Si no hubiere acuerdo entre quién tiene la obligación de corte y poda de acuerdo a lo establecido en los incisos anteriores y quién efectué el corte y poda, serán los tribunales de justicia competente para determinar este valor, salvo que el corte o poda haya sido considerado en otro tipo de acuerdo o indemnización ya pagada.
Artículo 139 quinquies.- La inexistencia de servidumbres no podrá servir de fundamento por parte del dueño del predio afectado, para justificar el no cumplimiento de las disposiciones establecidas en esta ley o en otras normas legales.

Artículo 139 sexies.- Corresponderá a la Superintendencia fiscalizar el cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 139 al 139 quinquies, y su infracción sino se trata de una infracción gravísima, será sancionada como infracción grave de acuerdo a las normas de la Ley 18.410, de 1985 del Ministerio de Economía, que crea la Superintendencia de Electricidad y Combustible.
En caso de infracción de las disposiciones contenidas en los artículos 57, 139 a 139 quinquies, podra la municipalidad respectiva hacerse cargo del corte o poda en casos de emergencias o cuando el retraso pueda resultar en daños, pudiendo exigir la devolución de los costos asociados a quién tenga la obligación de hacerlo.

En caso de cualquier oposición del operador de instalaciones eléctricas o del dueño del predio afectado, se podrá recurrir a la Superintendencia de Electricidad para su decisión, incluso demandar la adopción de medidas transitorias que estime necesarias para la seguridad pública y el resguardo del derecho de los operadores de instalaciones eléctricas y los consumidores de energía, pudiendo incluso requerir el auxilio de la fuerza pública para el cumplimiento de sus resoluciones.

Artículo transitorio.- Las sanciones contenidas en el presente proyecto serán aplicables trascurrido seis meses desde de la publicación de la presente ley.
Los reglamentos mencionados podrán, además, establecer plazos graduales, de hasta un año adicional, para la implementación de las medidas que tengan por objeto la detección, pesquisa, comunicación y la capacitación de personal de combate de siniestros a que alude el artículo 21 quinquies.

6. Informe de la Dirección de Asuntos Internacionales sobre la participación de los diputados señores Barros, Fuenzalida, León, Monsalve; Núñez,
don Marco Antonio, y Rivas en el 23a Foro Parlamentario Asia-Pacífico,
efectuado entre los días 10 y 15 de enero de 2015 en Quito, Ecuador. 

“Honorable Cámara.


Tengo a honra informar acerca de la participación que les correspondió a los diputados señores Ramón Barros, Gonzalo Fuenzalida Roberto León, Manuel Monsalve, Marco Antonio Núñez, miembro del Comité Ejecutivo y Gaspar Rivas en el 23ª  Foro Parlamentario de Asía Pacífico, desarrollado en Quito, Ecuador, entre el 10 y el 15 de enero de 2015.


Cabe dejar constancia que durante el 23ª Foro, concurrieron 187 delegados pertenecientes a 17 Estados Miembros de Asia Pacífico.

I. ANTECEDENTES.

La nota conceptual señala que el punto de partida para este encuentro se radica en una acumulación de tensiones en el sistema internacional, enfocadas en una reorganización de sus instituciones, a la necesidad de fortalecer las capacidades estatales para garantizar derechos a los ciudadanos, en una diversidad de ámbitos que incluyen la seguridad, la creación de mecanismos de cooperación internacional, la reorganización de los sistemas financieros internacionales y la incorporación de las diversidades culturales al marco de responsabilidades estatales.

Dentro de este esquema, cabe destacar las siguientes reflexiones:

-El cambio que han sufrido las relaciones internacionales a partir del fin de la guerra fría.

-El fortalecimiento del multilateralismo permitió conocer otros polos de poder y cuestionar los existentes detectándose algunas falencias, especialmente en lo que se refiere a lo económico y la paz y por tanto, de la necesidad de rearticular los actores, políticas y en cuanto a la interpretación de las distintas realidades del sistema internacional.

-La globalización, que prometía un bienestar generalizado, dejó de manifiesto las grandes brechas existentes, y la diversidad en todos los ámbitos, cultural, religioso, etc. 

-De allí que surgieran las grandes demandas ciudadanas en distintos campos, como el económico, ambiental, social, político y que se tradujeran en la aspiración de exigir más derechos ciudadanos, lo cual generó presiones al interior de los Estados, y replicó en el campo internacional, con los distintos movimientos como la denominada “primavera árabe” los movimientos estudiantiles y otros tantos, tendientes a provocar cambios políticos.

De esta forma, Sudamérica ha emprendido un nuevo camino para la consolidación de un nuevo marco de relación entre los Estados, mediante la creación de ciertos mecanismos o instituciones, como por ejemplo, BRICS , u otras formas de relacionamiento con Estados Unidos.

Las relaciones internacionales, han sufrido diversos cambios, lo que demanda la construcción de una nueva estrategia de amplio espectro, fortaleciendo los sistemas de cooperación para lo cual se deben considerar aspectos como la diversidad de los actores involucrados.

Si bien es cierto la paz, continúa siendo una de las mayores preocupaciones mundiales, esto implica contar con una capacidad para conciliar los intereses nacionales con los potenciales beneficios de un sistema internacional fundamentado en la cooperación, que comprende una amplia dimensión, tanto económica, política y social. 

En lo que se refiere a la seguridad regional de Asia Pacifico, es preciso tener en consideración el alto nivel de intercambio comercial, por su particularidad, que en ocasiones puede incidir en tensiones o conflictos tanto en la región como en sus inmediaciones donde los mecanismos de cooperación cobran importancia porque pueden garantizar la resolución eficiente de conflictos existentes o la contención de ellos antes de que surjan. Especial importancia cobran los conflictos religiosos que pueden extender su campo en la zona.

En forma adicional, es necesario considerar otros factores, como el desarrollo de capacidades nucleares y su uso disuasivo en áreas donde el intercambio comercial alcanza a más de más de seis mil millones de dólares. 

Enumerados algunos de los principales aspectos, es necesario efectuar un análisis acerca de cuáles son las condiciones históricas y sociales subyacentes a los conflictos en la actualidad, dado el complejo entramado que caracteriza al área.

En primer término, rediseñar la naturaleza de los organismos internacionales a fin de que incorporen reflexiones más inclusivas y democráticas, como pudiera ser una ampliación de los miembros en el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, aplicación de criterios que permitan una mayor diversidad política, cultural o la creación de espacios de interlocución con la ciudadanía.

Toda reforma, necesariamente debería enfocarse hacia la persona humana y la defensa de los derechos individuales. Todo esto, con miras al obtener un desarrollo que permita brindar condiciones de vida más favorable a los ciudadanos, en forma equitativa.

Destacar que los países del área presentan distintas realidades en cuanto al desarrollo económico y requieren la elaboración de políticas propias que les permitan reducir las brechas de inequidad y crear las condiciones de crecimiento con un desarrollo sostenible, sustentable y solidario, con pleno respeto a los derechos que implican la participación democrática, la equidad interregional, la equidad en el acceso y la ejecución de la justicia.

Dentro del espíritu de redireccionar el crecimiento hacia un enfoque más humano, es necesario considerar que esto debería enfocarse hacia una mejor calidad de vida, donde la protección al medio ambiente sea debidamente considerada en un justo balance entre desarrollo y cuidado del medio ambiente.

Asimismo, otro factor de gran relevancia, dice relación con preservación y promoción de las culturas, teniendo en consideración para la toma de decisiones a todos  los sectores de la población, especialmente en una zona como Asia Pacífico, que representa  una gran amplitud de culturas y costumbres, otorgando mayor participación para fortalecer los procesos de toma de decisiones.

Por lo anterior, es que se concluye en que la reorganización del sistema internacional solamente es posible a partir de la reorganización de los Estados nacionales y estos, deben considerar la recuperación de los derechos para los individuos a partir de la crítica y la reconstrucción de las estructuras institucionales de poder.

II. PARTICIPACIÓN DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS.

Conforme la modalidad de trabajo de este Foro, los parlamentos debían enviar proyectos de resolución para ser discutidos durante el encuentro.

En este sentido, la Corporación envió los siguientes proyectos de resolución, los cuales fueron sustentados por los integrantes de la delegación, tanto en el Plenario como en los grupos de trabajo, como se comentará más adelante y cuyos textos se adjuntan en Anexo N° 1.

1.- “Desaceleración económica y avances hacia un desarrollo sostenible con equidad”. Diputado Ramón Barros.

2.- “Espionaje informático indiscriminado: el derecho a la privacidad y a la comunicación segura”. Diputado Gaspar Rivas.

3.- “Ébola”. Diputado Manuel Monsalve.

4.- “Enfrentando el Cambio Climático”. Diputado Roberto León.

5.- “Cooperación para el mayor avance de la democracia y el estado de derecho”.

6.- “Liberalización del comercio, cooperación abierta y desarrollo sostenible”. Diputado Gonzalo Fuenzalida.

III. AGENDA.

Durante la ceremonia de inauguración, la Presidenta de la Asamblea Nacional de Ecuador, señora Gabriela Rivadeneira, Presidenta del 23ª Foro, dio la bienvenida a los participantes y destacó la importancia del Foro dentro de un escenario que vincula la diversidad cultural, de prácticas gubernamentales y experiencias sociales diversas. A continuación efectuó una síntesis de las anteriores reuniones y se refirió a la agenda, destacando la amplia concurrencia. El texto de su discurso, se adjunta en Anexo N°2.

A continuación, lo hizo el señor Takuji Yanamigoto, en nombre del Presidente Honorario señor Yasuhiro Nakasone, quien envió una carta donde hace un recuento de los anteriores encuentros y desea éxito durante la celebración del 23ª Foro.

Por último el Ministro de Relaciones Exteriores de Ecuador, señor Ricardo Patiño, efectúo una exposición sobre la Cooperación Regional en la región Asia Pacífico que se adjunta en Anexo N° 3.

El Foro propiamente tal, se estructuró bajo la modalidad de 5 Sesiones Plenarias, y 10 grupos de trabajo, que se abocaron a analizar y refundir 41 proyectos de resoluciones, que abordaron  tanto los  temas de la agenda, como otros atingentes  directamente e indirectamente con los temas principales, del modo siguiente:

PRIMERA SESIÓN PLENARIA

-Cooperación para el mayor avance de la paz, la libertad, la democracia y la prosperidad.

-Democratización de los organismos internacionales multilaterales y de Naciones Unidas.

Durante la sesión Plenaria, se analizó el tema del “Espionaje informático indiscriminado. El derecho a la privacidad y a la comunicación”, donde participó el diputado señor Rivas, quien en síntesis expuso lo siguiente: Agradeció en primer término la hospitalidad de la Asamblea Legislativa Ecuatoriana, a la vez que destacó la importancia del tema en debate, señalando que en los últimos años, se ha detectado un número creciente de casos de espionaje informático masivo, que atentan contra la privacidad de las personas violando gravemente su intimidad.

Expresó que todos están conscientes de que la tecnología hace más fácil la vida de los ciudadanos en cuanto proporciona mayor acceso a la información, pero esto no significa que el mundo informático no deba estar regulado. Por esto es que señaló que se requiere que nuestras democracias se refuercen protegiendo la privacidad individual.

En este orden propuso la adopción de los siguientes aspectos que deberían ser regulados:

1.- Para proteger en primer lugar, a aquellas personas que informan sobre casos de violaciones de la privacidad de las personas. Citó el caso de Edwards Snowden.

2.- Asegurar de que si se presenta algún tipo de violación a la privacidad individual, esto sólo podrá ser decretado por la justicia.

3.- Legislar de forma tal que los Parlamentos tengan el control sobre las actividades de los servicios de inteligencia, de manera que se asegure que estos servicios siempre operarán dentro de los límites que establece la propia ley.

4.- Crear acuerdos regionales a fin de coordinar las normativas legales en esta importante materia. Finalizo sus palabras expresando: “Trabajando unidos será más fácil luchar contra el espionaje”.

SEGUNDA SESIÓN PLENARIA

-Cooperación abierta y no exclusiva para la expansión del libre comercio y la inversión, el desarrollo sostenible y las sanas prácticas medioambientales.

-Desafíos parar el financiamiento de un desarrollo sostenible y equitativo, nueva arquitectura financiera global.

-Portabilidad de derechos y el marco legislativo para la protección social.

TERCERA SESIÓN PLENARIA

-Cooperación no militar que brinde debida consideración a los asuntos relacionados con la paz y la seguridad regionales.

-Ciber espionaje, derecho a la privacidad, seguridad de las comunicaciones.

-Nuevos enfoques y políticas alternativas para la prevención y reducción del crimen organizado transnacional y terrorismo (casos emblemáticos México y Uruguay.

Intervino el diputado señor Gonzalo Fuenzalida, en el tema “Liberalización del comercio, cooperación para el mayor avance de la democracia y el estado de derecho”. Durante su alocución en el Plenario, agradeció a los anfitriones y destacó la hospitalidad del pueblo ecuatoriano.

Entrando en el tema en debate, formuló algunas consideraciones como la importancia que reviste en el mundo, el globalizar la economía y enfrentar el estancamiento y desaceleración económica actual.

Por este motivo, propuso como indispensable adoptar las medidas necesarias en torno a la liberalización de las barreras establecidas en la Ronda de Doha y en el Acuerdo de Bali.

Por otra parte, recordó que la integración económica iba de la mano con la investigación tecnológica.

A su vez, la integración política en cuanto promueva la cooperación y la fiscalización de los acuerdos, no aflojando los esfuerzos tendientes a mejorar la inclusión en nuestras economías, son factores de gran relevancia para lograr el objetivo final, cual es lograr un desarrollo sostenible que permita mejores condiciones de vida para la población.

Manifestó estar de acuerdo con los procesos de liberalización, por cuanto implican pasar de una economía cerrada controlada por el Estado, a una economía abierta, donde el mercado libre e inclusivo, permita a las personas desarrollar su creatividad, respetando las regulaciones y normativas vigentes.

Para alcanzar estos objetivos, señaló, es preciso introducir modificaciones al ordenamiento jurídico, de forma tal que se incentive la creación, la libertad de movimiento económico, de emprendimiento y donde el comercio interno y externo puedan desarrollarse.

Destacó, que la región de Asia Pacífico era la zona de más alta concentración de comercio a nivel mundial, agrupando aproximadamente el 49% del comercio global.

Por otra parte, afirmó que el crecimiento, el desarrollo económico y humano, como también la prosperidad de los pueblos, se podrían alcanzar a través de un mercado libre e integrado.

Asimismo, recordó que la región de Asia Pacífico concentra el mayor entramado de acuerdos comerciales, mediante más de 250 tratados que buscan facilitar el comercio.

En consideración a lo anteriormente expresado, subrayó la necesidad de estar conscientes que el impulso liberalizador de los mercados tiene condiciones de desarrollo dispares entre los países desarrollados, emergentes y los menos desarrollados o más pobres.

En ese sentido, abogó por liberalizar el mercado internacional, eliminando las barreras comerciales, facilitando los flujos de personas y capitales, lo que graficó, señalando que todo lo anterior, debía darse en una “cancha pareja”, y esto aludiendo a que esto no signifique que los más pobres trabajen para los más fuertes.  De esta forma se ganaría la batalla a la pobreza, a la marginalidad y a la falta de oportunidades y de fuentes laborales.

Desde una visión a futuro, señaló que creía en la libertad de crear, de emprenden de los ciudadanos, sin temores, donde los acuerdos beneficien a ambas partes.

Por estos motivos, se inclinó por un desarrollo económico, libre, con reglas claras, como única forma de combatir la pobreza y la desigualdad.

En otro orden de ideas, recordó que el Estado está mandatado para legislar, fiscalizar y evitar la comisión de abusos que puedan producirse por prácticas desleales e injustas.

Subrayó que el Estado debe cuidar esa libertad, pero que esto no significa que deba transformarse en gestor económico de un país y mucho menos en controlador de una economía que bajo promesa de otorgar igualdad genere iniquidades y desigualdades, como lo demuestra nuestra historia.

Por lo anterior, recalcó que era imprescindible trabajar por la integración comercial y por la libertad de cada ser humano para poder emprender.

De esta manera, formuló un llamado para apoyar la liberalización del comercio internacional y del intercambio comercial y la cooperación mutua.

Así también, abogó por la integración de los mercados, sometiendo este tema a debate, de manera de mantener una revisión constante y permanente de los nuevos acuerdos, evitando que los Estados apliquen políticas subvencionadas o de dumping.

Afirmó que las sociedades se construyen al servicio del ser humano y no al revés.

A su juicio, el principio rector sería construir sociedades dónde el hombre libre pueda desarrollarse y hacer de nuestros países sociedades más justas y menos desiguales, sin caer en populismos desenfrenados y en promesas que frustran a generaciones.

Por estos motivos, concluyó finalmente, señalando que era preciso trabajar en conjunto con el sector público y privado para la cabal integración comercial a nivel internacional y de este modo ganarle a la pobreza, a la marginalidad y a la falta de oportunidades de nuestros pueblos.

Por último, se refirió a algunos aspectos del Proyecto de Resolución “Liberalización del Comercio, Cooperación abierta y Desarrollo Sostenible“ enviado por la Corporación.

El diputado señor Ramón Barros, en su intervención en el Plenario, sobre el tema “Desaceleración Económica y Avances hacia un Desarrollo Sostenible con la Equidad”, se refirió a la crisis financiera por la que atraviesa la economía mundial, lo que repercute en muchos de los países que conforman el Asia Pacífico, específicamente sobre la actividad económica, el empleo, la estabilidad y otros factores de relevancia para el desarrollo de los países.

De esta forma señaló, que el ritmo de recuperación ha sido menos vigoroso de lo esperado y también se ha dado en forma desigual.

Afirmó que cerca de doscientos millones de personas buscan empleos, lo que no deja de tener impacto en cuanto a la posibilidad de generar riesgos y movimientos generalizados.

Manifestó su preocupación por la lentitud de la recuperación en cuanto esto podría ser un reflejo de un problema más estructural que lo esperado a nivel mundial.

Por estos motivos, subrayó la importancia de adquirir un compromiso con el crecimiento económico, la estabilidad financiera y el fortalecimiento de los mercados de trabajo a fin de lograr una pronta recuperación más igualitaria.

De esta forma, apoyó la propuesta del grupo G-20, consistente en un paquete de medidas para impulsar la economía global en un escenario poco alentador.

En este orden de ideas, recalcó la relevancia de las próximas Cumbres Internacionales de desarrollo sostenible, de cambio climático, de desastres naturales y otras de gran importancia en la temática.

Asimismo, abogó por un desarrollo sostenible, equitativo con un marcado acento en la creación de una Alianza Global para el desarrollo, considerando los tres pilares del Desarrollo Sostenible, sustentados por Naciones Unidas: crecimiento económico, equidad social y protección ambiental.

Subrayó la necesidad de otorgar un mayor grado de flexibilidad a las pequeñas y medianas empresas, teniendo en cuenta el aporte que hacen en las economías locales.

Finalmente, cerró su intervención formulando un llamado a sus colegas parlamentarios para darle prioridad a avanzar en un desarrollo con equidad, asegurando que las políticas adoptadas sean consistentes con la corrección de los desequilibrios derivados del actual funcionamiento de las estructuras económicas financieras internacionales. Asimismo, para efectuar una profunda reflexión sobre los temas sistémicos, teniendo presente las causas de los desequilibrios de las economías, los mecanismos de representación y del poder relativo que tienen en los grandes espacios de decisión con el objeto de introducir las modificaciones necesarias que permitan avanzar hacia un mundo más justo, equitativo e inclusivo.

CUARTA SESIÓN PLENARIA

-Preservación y promoción de las culturas de los pueblos de la región.

-Preservación y promoción de la interculturalidad externa e interna de los pueblos de la región.

Participó el diputado señor Manuel Monsalve en el tema “Ébola”. En su intervención en el Plenario, inició sus palabras agradeciendo a la Presidenta de la Asamblea, señora Gabriela Rivadeneira por la excelente organización del Foro.

En seguida, formuló algunos comentarios acerca del trabajo realizado por el grupo encargado de analizar los proyectos de resoluciones relativos a temas de salud y específicamente en cuanto al virus Ébola y en cómo enfrentar esta enfermedad infecto contagiosa, por constituir una amenaza a nivel mundial.

Se refirió al proyecto de resolución enviado por la Cámara de Diputados, en esta materia, entendiendo que existe consenso o por lo menos un acuerdo entre los países, de que se trata de una enfermedad infecto contagiosa que al día de hoy no tiene vacuna, no tiene tratamiento, presenta una letalidad que alcanza el 90% y que por lo tanto, si bien está fundamentalmente localizada en África occidental, constituye una amenaza global para todos nuestros países. 

Desde esta perspectiva estimó que el elemento central radica en concordar una estrategia que permita prevenir el contagio, que se produce de animal a ser humano y de persona a persona y la propagación de la enfermedad. Por esto, es que se ha establecido como objetivo central buscar una decisión en el marco de este Foro Parlamentario para que los Estados puedan actuar en forma oportuna, conjunta y coordinada para la prevención, control y el tratamiento de la enfermedad por virus Ébola.

Al sintetizar la propuesta presentada por la Corporación, precisó algunos puntos, como se indica a continuación:

-Que constituye una responsabilidad global, no particular ni individual de cada uno de los países y por lo tanto tenemos una responsabilidad global de dotar a nuestros países de las capacidades sanitarias para prevenir y controlar la enfermedad para obtener un trabajo coordinado con el órgano rector sanitario a nivel internacional que es la Organización Mundial de la Salud, y también para mantener coordinación y fortalecer el trabajo de las entidades científicas. 

En otro orden de ideas, estimó necesario formular recomendaciones a todos los Estados del Foro Parlamentario Asia Pacífico, para fortalecer las tareas de difusión, educación, tanto de los equipos de salud en materia de prevención del contagio, pues esto constituye, tal vez el elemento central que va a permitir controlar la propagación de la enfermedad. También instar a todos los países a mejorar sus sistemas sanitarios, sus capacidades en términos de infraestructura, de equipamiento, de recursos humanos para la detección temprana y para el diagnóstico y tratamiento de la enfermedad por el virus Ébola. 

Propuso exhortar a los países, fundamentalmente a apoyar todas las iniciativas de investigación científica que permitan el desarrollo de vacunas y tratamientos. 

Destacó que en el debate al interior del grupo, se había logrado concordar una propuesta común a partir de las propuestas de resolución de Malasia y Chile, donde también se tomaron en consideración las observaciones formuladas por Canadá y Ecuador.

En base a lo anterior, resumió la redacción final de la resolución aprobada por el grupo en 8 puntos:

-Primero, reafirmar nuestro compromiso político y solidario para unir esfuerzos que den respuestas al brote de Ébola en África Occidental.

-Segundo, llamar a la comunidad occidental a considerar que todos los países se encuentran expuestos al riesgo de enfrentar una emergencia de salud pública por causa de la propagación de enfermedades infecciosas, incluidos aquellos países considerados desarrollados, con altos niveles de vida y sistemas de salud sólidos, lo cual exige mejorar la responsabilidad global para la creación de capacidades en materia de salud pública, de trabajar de manera mancomunada y en estrecha relación con las organizaciones especializadas, la comunidad científica internacional y demás instancias afines.

-Tercero, instar a los Estados miembros del Foro Parlamentario Asia Pacífico y a las organizaciones de las Naciones Unidas pertinentes, especialmente a la Organización Mundial de la Salud a continuar trabajando colaborativamente en el desarrollo y puesta en marcha de estrategias y programas de control de epidemias y enfermedades infecciosas.

-Cuarto, solicitar a los gobiernos de los Estados que conforman la APPF, que evalúen periódicamente el estado de preparación nacional de sus programas de detección temprana y diagnóstico de enfermedades infecciosas, así como, el estado de su infraestructura básica de salud y de realizar todos los esfuerzos que estén a su alcance para introducir las mejoras que sean necesarias.

-Quinto, reclamar de los Estados miembros de este Foro la realización de todos los esfuerzos que sean necesarios para dar plena efectividad y aplicabilidad dentro de sus respectivos ordenamientos internos al reglamento sanitario internacional de las enfermedades.

-Sexto, instar a los Estados que integran el Foro a ampliar la cooperación mutua en la generación de capacidades en materia de salud pública, mejorando los canales de comunicación, evitando la estigmatización y el miedo, fortaleciendo la vigilancia y la alerta de epidemias y de respuestas ante nuevos brotes.

-Séptimo, recomendar a los Estados miembros a realizar actividades de difusión y capacitación entre los profesionales de la salud como entre la población civil que les permita contar con información adecuada contra estas enfermedades y de reaccionar de manera proporcionada ante estas amenazas.

-Octavo, exhortar a los países miembros del foro a colaborar de manera estrecha en la lucha contra estas enfermedades, promoviendo una mayor investigación en la materia, incentivando la inversión en este ámbito, instando el desarrollo de nuevas vacunas u otros tratamientos puestos a disposición a bajo costo que permitan enfrentarlas.

QUINTA SESIÓN PLENARIA

-Cooperación para la prevención de desastres.

-Cambio climático.

Representó a la Cámara de Diputados, el señor Roberto León, Presidente del GRULAC, en el tema “Cambio Climático”, destacando la enorme vinculación entre cambio climático y los desastres naturales y por otra parte el hecho de que China y Estados Unidos hubieran concordado en la urgencia en dar una pronta respuesta a los problemas que genera el cambio climático en la población. 

Frente a esta afirmación preguntó a los participantes ¿qué estamos esperando? ante lo cual expresó: “Porque al escuchar decir que la Cumbre de Lima había sido un fracaso”, la interrogante anterior cobraba mayor importancia en cuanto a la necesidad de actuar con urgencia para implementar y ejecutar soluciones efectivas y rápidas. Recalcó que en la actualidad los avances experimentados son muy lentos, paso a paso, con criterios de gradualidad que no se condicen con la urgencia que se requiere.

Recordó la reunión parlamentaria de Lima, organizada por el Grupo Latinoamericano y del Caribe que preside, en cuya declaración se formula un llamado a los gobiernos a tomar decisiones urgentes.

Enfatizó que el planeta “nos castiga frente a la falta de cuidado con el medio ambiente”, por lo que felicitó a sus colegas ecuatorianos por el nuevo reconocimiento a los denominados “derechos de la naturaleza” que han establecido.

En base a lo anterior, es que resaltó la necesidad de reparar lo dañado para paliar los efectos para las generaciones futuras.

A continuación, se refirió a los últimos terremotos que han afectado a nuestro país y a los que azotaron a Japón y otros desastres naturales ocurridos en Indonesia y zonas cercanas.

En relación con la resolución propuesta por el Comité de Redacción, manifestó su disconformidad con el numeral 1, en cuanto valora la declaración suscrita en Lima, por considerar que no aborda los temas con la urgencia, la audacia ni la energía que estos temas demandan, si se piensa en lo que heredarán las próximas generaciones.

IV. COMITÉ EJECUTIVO.

Concurrió el diputado señor Marco Antonio Núñez, en su calidad de miembro de dicho Comité y Jefe de la delegación, para analizar los proyectos de resolución elaborados por los Comités de Trabajo, que en una vez refundidos dieron un total de 18.

Este Comité, además de analizar y dar la forma definitiva a los proyectos de resolución, se encargó de elaborar el Comunicado de Prensa, con que terminó este Foro, y donde además se acordó solicitar al diputado Núñez que continuara como punto focal de la Cámara de Diputados.

Se estableció que el próximo Foro se llevaría a cabo en Vancouver, Canadá entre el 16 y el 21 de enero del 2016, 

V. TEXTO DE LAS RESOLUCIONES APROBADAS.

Copia del comunicado y de las resoluciones aprobadas se adjuntan en anexos N° 4 y N° 5:
http://www.camara.cl/sala/verComunicacion.aspx?comuid=13771&formato=pdf
(Fdo.): JACQUELINE PEILLARD, Dirección de Asuntos Internacionales”.
7. Informe del diputado señor Kort sobre su participación en las reuniones del Parlamento Latinoamericano (Parlatino), llevadas a cabo entre el 3 y el 6 de diciembre de 2014 en Panamá. 


Informe misión oficial
Señor

Aldo Cornejo González

Presidente Cámara de Diputados

Presente


Junto con saludarle, por la presente vengo en informar, en conformidad con el artículo 38 del Reglamento de la Cámara de Diputados, respecto del viaje en misión oficial al Plenario de Directivas de Comisión del Parlamento Latinoamericano, Parlatino, en el marco del quincuagésimo aniversario del Parlamento Latinoamericano realizado en Panamá, República de Panamá, entre el día 3 al 6 de diciembre de 2014.


En dicha instancia, también se llevó a cabo, y fui invitado al Encuentro de Jóvenes Parlamentarios 2014. Por último, cabe destacar, que paralelamente se efectuó el Encuentro de Parlamentarios/as y expertos en el Parlamento Latinoamericano “Mujeres, Política, Democracia y Desarrollo Sostenible en el Siglo XXI”.


En mi calidad de presidente de la Comisión de Energía y Minas del Parlamento Latinoamericano tuve el honor de ser convocado y pairticpar en la Reunión de Directivas de Comisiones Permanentes en el que se expusieran los planes de trabajo para el año 2015 de las trece comisiones permanentes, con el fin de establecer un programa anual coordinado para las labores de comisiones que compartan intereses sobre un tema en particular.


Cada presidente de Comisión debía exponer su respectivo plan de trabajo, así como las propuestas de lugares donde se puedan reunir, de acuerdo a las solicitudes de los Congresos miembros, y ser sedes de alguna  reunión de comisiones.


Como presidente de la Comisión de Energía y Minas del Parlatino expuse un balance pormenorizado de las gestiones y actividades realizadas durante el año 2014, se propuso un plan de trabajo para el año 2015 y se puso a disposición las solicitudes de sede para el próximo año. Se adjunta minuta presentada.

Todas las actividades se llevaron a cabo en el marco de la conmemoración y celebración del 50° aniversario del Parlamento Latinoamericano que contó con la presencia del Secretario General de la Organización del Estado Americano, señor José Miguel Insulza y el Presidente de la República de Panamá, señor Carlos Varela, junto a altas autoridades y personalidades de la región.

Asistieron los siguientes parlamentarios chilenos:


Diputados señores, Claudia Nogueira, señores Aldo cornejo, Presidente de la Cámara de Diputados, Lautaro Carmona, Primer vicepresidente, Germán Becker, vicepresidente del Parlatino, Roberto León, presidente del Grulac, Ricardo Rincón, Ignacio Urrutia, Issa Kort, Felipe Letelier y Diego Paulsen y Roberto Poblete.


Senadores: señora Carolina Goic y señores Jaime Orpis, Jorge Pizarro, Uosé García Ruminot y Guido Girardi.


Respecto de las actividades celebradas se destacan las siguientes, sin perjuicio de que se adjunta la agenda:


Miércoles 3 de diciembre: Reuniones de comisiones permanentes del Parlatino.


Jueves 4 de diciembre: Encuentro de Parlamentarias (os) sobre Mujeres, Política, Democracia y Desarrollo sostenible en el Siglo XXI.

Encuentro de Parlamentarios Jóvenes

Viernes 5 de diciembre: Reunión de directivas de las Comisiones Permanentes del Parlatino. Artículo 36 del Reglamento. Reunión de la junta directiva del Parlatino.

Sábado 6 de diciembre: Apertura de la sesión por parte del presidente del Parlatino, diputado Elías Ariel Castillo González. 2014, año del cincuentenario del Parlamento Latinoamericano.


-Presentación del sobre conmemorativo del 50 aniversario del Parlamento Latinoamericano emitido por la Dirección Nacional de Correos y Telégrafos de la República de Panamá.


-Conferencia del Secretario General de la OEA, Dr. José Miguel Insulza.


-Acto conmemorativo del 50 aniversario del Parlamento Latinoamericano:


-Palabras del diputado Elías Ariel Castillo González, presidente del Parlatino.


-Reconocimiento del Parlamento Latinoamericano al Gobierno de la República de Panamá.


-Palabras del Dr. Juan Carlos Varela, Excmo. Sr. Presidente de la República de Panamá.


-Conferencia del Dr. Bernardo Kliksberg. Debate.

-Homenaje a los ex presidente del Parlamento Latinoamericano 2014, año del cincuentenario del Parlamento Latinoamericano.


Respecto del encuentro de jóvenes parlamentarios 2014, se llevaron mesas temáticas que abordaron los siguientes aspectos:


Mesa 1: Medio ambiente, recursos naturales y responsabilidad intergeneracional y soberanía.


Mesa 2: Legislación y política de género, derechos sexuales y reproductivos:


Mesa 3: Seguridad. Nueva legislación sobre drogas y eliminación del narcotráfico.


Mesa 4: Garantías de acceso a los derechos a la educación y empleo juvenil.


Mesa 5: Democracia. Participación política y derechos colectivos.


Se adjunta al presente informe:


1. Balance 2014 y propuesta de Plan de trabajo 2015 presentado por el presidente de la Comisión de energía y Minas del Parlamento Latinoamericano, diputado Issa Kort G.

2. Declaración de la Asamblea Conmemorativa del Cincuentenario del Parlamento Latinoamericano.


3. Agenda de Eventos en el marco de la Conmemoración del 50 aniversario del Parlamento Latinoamericano.


4. Noticias destacadas en la página oficial del Parlatino que contextualizan la celebración del 50° aniversario del Parlamento Latinoamericano.


Sin otro particular,


Se despide atentamente,


Documentos anexos en:

http://www.camara.cl/sala/verComunicacion.aspx?comuid=13773&formato=pdf

(Fdo.): ISSA KORT GARRIGA, Diputado de la República.

8. Informe del diputado señor Becker sobre su participación en las reuniones del Parlamento Latinoamericano (Parlatino), llevadas a cabo entre el 3 y el 6 de diciembre de 2014, en Panamá.
Señor

Aldo Cornejo González

Presidente de la Cámara de Diputados

Presente.

Mediante el presente informe vengo a dar cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 38 del Reglamento de la Cámara de Diputados, respecto de la última reu nión del Parlamento Latinoamericano realizado en la Ciudad de Panamá desde el día 3 al 6 de diciembre de 2014.

A este encuentro, asistieron los siguientes parlamentarios chilenos:

Señores (a) senadores (a): Carolina  Goic,  Jaime  Orpis,  Jorge  Pizarro,  José  García Ruminot, Guido Girardi.

Señores (a) Diputados (a): Claudia Nogueira, Aldo Cornejo, Lautaro Carmona, Roberto León, Ricardo Rincón, Ignacio U rrutia, Issa Kort, Felipe Letelier, Diego Paulsen, Roberto Poblete y Germán Becker

En  el  encuentro  se  realiza ron  reuniones  de  Comisiones  permanentes,  tales  como: Educación; Cultura, Ciencia, Tecnología y Comunicación; Equidad de Género, Niñez y Juventud; Servicios Públicos y Defensa del Consumidor; y Medio Ambiente y Turismo.

Así como también, se ejecutaron dos encuentros parlamentarios: uno de Mujeres y Democracias Paritarias y otro de Jóvenes.

Además, se reunieron los presidentes de las comisiones permanentes del Parlamento Latinoamerica no (en adelante Parlati no), en una reunión  en que dieron cuenta del trabajo realizado durante el 2014 y de las propuestas que cada comisión tiene para el próximo año.

Asimismo, en mi calidad de Vicepresidente de este organismo, asistí a la reunión de la Junta Directiva del Parlamento Latinoamericano, en la cual el Presidente señor Elías Castillo rindió un informe sobre las actividades realizadas durante el 2014. También se escuchó el informe emitido por la Secretaria General sobre la organización de los diversos eventos correspondientes a la asamblea conmemorativa de los 50 años del Parlati no. Ahora bien, como todos los años el Secretario Ejecutivo rindió un informe financiero, en que se analizan tanto los costos de funcionamiento de la sede permanente, como los ingresos y deudas que mantienen algunos países con la organización. En esta oportunidad igualmente pudimos analizar un informe de auditoría de la información financiera entregada.

La Junta Directiva aprobó el estatus de observador de nuestra organización del Parlamento de Bielorrusia.

Además, se aprobó durante la reunión un acuerdo marco, de dialogo político, entre el Parlamento Latinoamericano y el Parlamento Andino.

En pu ntos varios, se analizó la compleja situación política que viven actualmente los países de Aruba y San Matín, los cuales se vieron enfrentados recientemente a acciones por parte del Consejo de Ministros de los Países Bajos que finalmente inciden directamente en la elección de las autoridades en cada uno de estos países, ya que se cuestiona la integridad de los candidatos que fueron finalmente elegidos por el pueblo. La junta directiva luego de un debate acordó considerar esta grave situación y emitir un pronunciamiento en la primera reunión del próximo año.

El día 5, a partir de las 18:00 horas en el Salón Auditori um, se realizó la entrega de la resolución conmemorativa del cincuentenario del Parlamento Latinoamericano, por parte del Consejo Municipal de Panamá, del Presidente de la Asamblea Nacional de Panamá y del Presidente de la Comisión de Relaciones Exteriores de la Asamblea Nacional de Panamá. Durante ese acto se realizó una ceremonia de reconocimiento a fundadores y ex presidentes del Parlamento Latinoamericano. En esta  reunión fue reconocido el gran trabajo desarrollado por el ex presidente del Parlatino el Senador chileno Jorge Pizarro.

Al día siguiente se efectuó la asamblea conmemorativa del cincuentenario del Parlatino, en la que tuvo especial importancia la conferencia magistral del doctor José Miguel Insulza, Secretario General de la OEA y el discurso pronunciado por el Excmo. señor Juan Carlos Varela, Presidente de la Repú blica de Panamá, en que se refiero a los desafíos de los países latinoamericanos para derrotar la pobreza y la desigualdad .

Los documentos adjuntos del presente informe se encuentran en:

http://www.camara.cl/sala/verComunicacion.aspx?comuid=13775&formato=pdf
Sin otro particular,

Se despide atentamente

(Fdo.): GERMÁN BECKER ALVEAR, Diputado de la República.”

Persona Jurídica que 


no distribuya utilidades, con estatutos que eviten “bloqueo”, 


conforme a criterios del TDLC








*	PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata; IND: Independiente. PC: Partido Comunista y Partido Liberal de Chile.


�Sesión 147ª, celebrada el 15 de enero de 2014.


�Sesión 138ª, celebrada el 11 de septiembre de 2013.


�El tereftalato de polietileno, politereftalato de etileno, polietilentereftalato o polietileno tereftalato es un tipo de plástico muy usado en envases de bebidas y textiles, PET, por su sigla en inglés.


�Sesión 2ª, celebrada en miércoles 2 de abril de 2014.


�Sesión 147ª, celebrada en miércoles 15 de enero de 2014.


�Decreto supremo 148. De 2003, del Ministerio de Salud, Reglamento Sanitario sobre Manejo de Residuos Peligrosos.


1 Evento denominado comúnmente “incendio forestal”.


2 Véase http://www.conaf.cl/incendios-forestales/incendios-forestales-en-chile/estadisticas-historicas/


3 Véase www.conaf.cl


�Véase http://www.conaf.cl/incendios-forestales/prevencion/
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